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Prólogo a la edición española
Es para mí motivo de gran satisfacción que esta obra mía, publicada en Italia en 2004, y dedicada a los vínculos, los obstáculos y las limitaciones que la política pone a la libertad de los individuos, sea ahora presentada al público español.
Escrito por un científico social de orientación liberal, este libro explora —desde esta tradición de pensamiento— los límites del liberalismo, trata de comprender y explicar las razones de que el liberalismo, sobre todo el contemporáneo, infravalore, por lo general, las «durezas» de la política (incluso de la política en las sociedades democráticas), su capacidad de comprimir y limitar la libertad individual. Pienso que sólo recurriendo a la gran tradición del realismo político, de Maquiavelo y de sus mejores epígonos, puede el liberalismo dotarse de una concepción de la política menos ingenua, más sofisticada, que la que suele dominar entre los pensadores liberales. En parte, se trata de retomar y desarrollar las ideas de aquellos liberales clásicos, desde Hume a Monstesquieu, desde los autores del
Federalist
a Tocqueville, que siguieron fieles a la lección de Maquiavelo. En parte, se trata de servirse de las intuiciones de algunos pensadores del siglo
XX, como Gaetano Mosca, Max Weber, Raymond Aron y otros, que tantos esfuerzos dedicaron al estudio de la relación entre política y libertad.
Resumiendo en una frase el interrogante principal de este libro, diría que el problema consiste en comprender qué relaciones se crean entre el «sistema de la libertad natural», como lo llamaba Adam Smith, y las «dinámicas de poder», el ejercicio del poder político y los conflictos que surgen en la esfera política.
Aparte de las características específicas nacionales y de las diferentes peripecias históricas de los distintos países, existe, y resiste, una «gran división», que siempre debe tener en cuenta quien examina las relaciones entre política y libertad en Occidente: la que existe entre los países anglosajones y los países europeo-continentales. La diferente organización del poder estatal, las diversas tradiciones jurídicas (common law
frente a
civil law), las distintas concepciones de la relación entre política y mercado, las diversas relaciones político-militares internacionales, han dado origen a importantes diferencias, entre anglosajones y europeo-continentales, en el modo de pensar y practicar la «sociedad libre», de entender el papel de la libertad de los individuos, y las relaciones entre la libertad y la política. Es un tema recurrente en este libro. El punto de partida de mi reflexión es una paradoja: la política es, al mismo tiempo, madre y madrastra de la libertad. Sólo la política (pero en la historia humana la misma sólo raramente se ha ocupado de ello) puede garantizar las condiciones que permiten existir a la libertad individual. Al mismo tiempo, es de la política de la que provienen las amenazas más graves y las limitaciones más consistentes al despliegue de la libertad. Incluso allí donde esta se ha afirmado (aunque siempre de un modo muy imperfecto), la «sociedad libre», como la definía Karl Popper, afronta constantemente el riesgo de extinción, vive sólo en la precariedad. El poder político está siempre en condiciones de limitarla y, en el límite, de sofocarla. Baste pensar en los efectos negativos que sobre la libertad tienen las guerras y los continuos intentos de los gobiernos de plegar a sus propias exigencias la economía de mercado.
Los obstáculos, los diques, construidos para salvaguardar la libertad (que en el libro identifico en el mercado, en el derecho, y en el equilibrio entre poderes sociales e institucionales), son frágiles, pueden ser arrollados por efecto de los conflictos y los desplazamientos de poder que la política alimenta.
Por su intrínseca fragilidad, no sabemos si la imperfecta sociedad libre que se ha afirmado trabajosamente en Occidente a lo largo de los dos últimos siglos (si bien sus precondiciones culturales, políticas y sociales deben buscarse mucho más atrás en la historia occidental) representa sólo un episodio, un paréntesis destinado antes o después a cerrarse, o bien durará en el tiempo, aunque sobreviva, por ejemplo, a posibles desplazamientos de poder desde Occidente hacia mundos extraoccidentales. Estudiar las relaciones, complejas y ambiguas, entre la política y la libertad es también un modo de buscar respuestas plausibles a esta pregunta.
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Introducción
Cuando, hace algunos años, empecé a trabajar en el proyecto de este libro, contemplaba dos interrogantes que entonces me parecían netamente distintos. El primero puede formularse así: ¿Cuáles son las causas que hacen que la «sociedad libre», en sus raras encarnaciones históricas, sea tan poco libre? En mi opinión inicial, esta pregunta no exigía una indagación filosófica, sino más bien sociológica: se trataba de reflexionar sobre los obstáculos que, en las sociedades occidentales —las sociedades que suelen definirse como liberales— frenan, vinculan y comprimen la libertad individual.
El segundo interrogante era, aparentemente, de un tenor muy distinto: ¿Qué es lo que hace tan insatisfactorias las descripciones de la política que solemos encontrar en el pensamiento liberal? ¿Por qué el liberalismo ha encontrado casi siempre grandes dificultades para pensar la política de un modo realista?
Si el primer interrogante me orientaba hacia una investigación sociológico-política, el segundo exigía una indagación entorno a los principales pensadores liberales, a las distintas «doctrinas» del liberalismo. No tardé en convencerme de que entre ambos interrogantes existía un estrecho vínculo y que había que afrontarlos juntos, al margen de las dificultades de la empresa. En efecto, si, como pienso, los obstáculos que se oponen a una plena realización de la sociedad libre son eminentemente de naturaleza
política, el hecho de que el liberalismo raramente sea capaz de pensar de un modo satisfactorio la política es parte integrante del problema.
La política, por razones que serán ampliamente analizadas en este libro, es mucho menos domesticable de lo que el pensamiento liberal, con lo que hoy podemos definir como un exceso de optimismo, ha imaginado durante mucho tiempo. El exceso de optimismo, a su vez, es fruto de una dificultad, que parece propia del liberalismo en su conjunto (pero hay excepciones: como Hume, Montesquieu, Madison, Tocqueville), desde sus orígenes a nuestros días, de pensar con realismo la política.[1]
Pasando revista a las obras de la filosofía social más reciente, Glen Newey [2001] ha estigmatizado su incapacidad para ocuparse del «verdadero» mundo de la política. En todas las versiones, el liberalismo contemporáneo parece empeñado, según este autor (sobre todo después de la publicación, en 1971, de
A Theory of Justice
de John Rawls), en pensar un mundo en el que la política tal como la conocemos, simplemente, no existe. Es como si se hubiera asignado la tarea de prefigurar un orden post-político. Se olvida el papel ineliminable del poder e impermeable a la lección de Maquiavelo [ibidem, 21].
También Richard Bellamy [1999] opina que el liberalismo contemporáneo, en sus principales variantes, tiende sobre todo a «desembarazarse» de la política. En esto consistiría la singular convergencia entre los dos pensadores más destacados del liberalismo contemporáneo, Friedrich Hayek y John Rawls, considerados normalmente como expresiones de tendencias entre sí incompatibles. Ambos, según Bellamy, habrían asumido la tarea de eliminar la política, el primero, Hayek, a favor del mercado, y el segundo, Rawls, a favor del derecho. En ambos casos, prevalecería una visión impolítica, o apolítica, de la sociedad liberal.
Según Gray [2000], pensadores liberales contemporáneos, a pesar de sus grandes diferencias, como Rawls, Dworkin, Hayek o Nozick, excluyendo la política de sus teorías, habrían reducido la filosofía política liberal a una rama de la filosofía del derecho. Es posible,sin embargo, que estos defectos de la filosofía liberal contemporánea no pertenezcan sólo a ella. Acaso sea el liberalismo en su conjunto (con alguna excepción) el que comparte lo que Newey llama un «déficit explicativo» con respecto a la política.
El tema, por lo demás, no es nuevo. Ya Carl Schmitt, en los años veinte y treinta del siglo pasado, diseñó, sobre la capacidad del liberalismo para comprender la política, un diagnóstico demasiado implacable. Para Schmitt, el liberalismo está inspirado por un
ethos
que le impide comprender el concepto de «enemigo». Y al no tener una idea adecuada de la política, se encuentra también en la imposibilidad de dotarse de una teoría realista del Estado. Inspirado por una fe ingenua en el progreso y en una visión optimista, en vez de realista, de la naturaleza humana (pero preciso que esta última observación de Schmitt no vale absolutamente para los liberales clásicos como Hume, Smith, Montesquieu, Tocqueville), el liberalismo supone como posible la des-politización más o menos integral de amplias porciones de la vida económica y social; una despolitización que la historia del siglo
XX
se ha encargado de demostrar irrealizable.
Las tesis de Schmitt eran exageradas y tendenciosas. Pero no del todo equivocadas. En realidad, los pensadores liberales han sabido siempre cuán problemática es la relación entre la política y la libertad individual. Por una parte, han comprendido a menudo (aunque no siempre, como veremos, sacaron las debidas consecuencias) que a la política le corresponde poner las condiciones, por ejemplo jurídicas,[2]
para la afirmación de lo que Adam Smith llamaba «el evidente y simple sistema de la libertad natural». Por otra parte, han visto siempre justamente en la política una posible amenaza para la libertad. Pero las causas de esto —en parte (pero sólo en parte) por las razones señaladas por Carl Smith[3]—permanecen por lo común, en el pensamiento liberal, oscuras e inexploradas.[4]
Aparte la palabra «libertad», uno de los términos cruciales en este libro es «seguridad» (véase el Cap. I). En una tradición que se remonta a Locke y a Montesquieu, y que fue reivindicada en el siglo
XX
por Judith Shklar, la «seguridad» es la condición necesaria para el ejercicio de la libertad. En esta versión, el liberalismo se preocupa de protegernos de la crueldad de los gobiernos, «se preocupa de constituir un ordenamiento jurídico, que tenga un objetivo primario: aliviar a cada uno de nosotros del fardo del miedo, de modo que podamos sentirnos libres porque el gobierno no nos aterroriza,o mejor porque no puede hacerlo» [Shklar 1984, trad. it. 1986, 280]. El liberalismo «del miedo», según Shklar, se encargó por tanto de cerrar «en un recinto a los poderosos para proteger la libertad y la seguridad de todo ciudadano» [ibidem, 9].
Si estas afirmaciones resumen con gran eficacia el verdadero objetivo del liberalismo, nos ayudan también a comprender por qué el mismo conserva una visión parcial de la política. En efecto, la búsqueda de seguridad es un arma de doble filo, hace que sobre la política se ejerzan presiones contradictorias. Por un lado, tenemos la exigencia de cerrar en un recinto a los poderosos para salvaguardar la seguridad, y, por tanto, la libertad. Por otro, se exige a la política que intervenga activamente para garantizar condiciones de seguridad. Por un lado, se quiere seguridad «contra» la política (encerrando a los poderosos en un recinto). Por otro, se exige seguridad «a la» política (abriendo las puertas del recinto). La primera exigencia empujade «enemigo». Véase también Mouffe [1993] para quien, una vez constatada la incapacidad de la teoría liberal contemporánea, en sus distintas variantes, de dar razón de la naturaleza conflictiva de la política, resulta útil recuperar el pensamiento político de Schmitt, aun no suscribiendo la condena de la democracia liberal.la política hacia una función pasiva, puramente negativa. La segunda la impele hacia una función activa, positiva. Con frecuencia, esta contradicción no la perciben los pensadores liberales haciendo que sea insatisfactoria su representación de la política y que a veces sea ingenua su indignación por el modo en que la política traspasa esas tareas mínimas que el liberalismo le asigna.
¿Qué es una «sociedad libre»? Es aquella en la que «todo hombre, siempre que no viole las leyes de la justicia, es plenamente libre de perseguir su propio interés a su manera y de poner su actividad y su capital en competencia con cualquier otro hombre o categoría de hombres» [Smith 1776, trad. it. 1975, 851-852].
O también, para recurrir a una definición más elaborada, inspirada en los escritos de Karl Popper y de Hayek: «Por sociedad libre entendemos un complejo sistema social centrado en el papel activo y propositivo de la sociedad civil: una realidad más amplia, rica e interesante que el estado. La sociedad libre es un sistema complejo. Su articulación se expresa, por un lado, en el principio de subsidiaridad y, por consiguiente, en una rigurosa jerarquía de las competencias que procede de abajo a arriba, y, por otro, en el recíproco control y equilibrio de todas las esferas que integran el abigarrado conjunto de las experiencias políticas, económicas y culturales que caracterizan a la sociedad contemporánea» [Felice 2003, 5].
Las citas podrían multiplicarse, pero en todas ellas encontraríamos la idea de la primacía de los individuos y de sus libres asociaciones (la sociedad civil) respecto al estado, y de un papel mínimo, residual, reservado a la política. Pero semejante sociedad libre no existe y nunca ha existido (excepto acaso, dejando aparte la esclavitud, en los Estados Unidos de la primera mitad del siglo
XIX). Probablemente podemos definir como sociedades libres, o abiertas (en los términos de Popper), a las sociedades occidentales contemporáneas, y como «libres» (en los términos de Hume) a sus gobiernos. Lo son sin duda si se comparan con otras sociedades del presente o del pasado. Pero esto no quita que,
en todas, la política y el estado mantengan una presencia y un papel muy superiores al que se supone. Esta circunstancia está en el origen de la pesada carga, de los fuertes vínculos que, en las sociedades occidentales, limitan de muchas maneras la libertad. A las razones por las que esto sucede está dedicado el presente libro.
Del liberalismo existen muchas variantes (véase Cap. I). Por mi parte, prefiero el que suele definirse «liberalismo clásico», que tiene en los iluministas escoceses, pero también en Montesquieu, sus principales puntos de referencia, y que aún cuenta con un pequeño pero aguerrido grupo de seguidores [véase Sally 1998]. De esta tradición tomo la definición de libertad como ausencia de impedimentos debidos a una coerción deliberada, o sea como «libertad negativa», en los términos que hicieran célebres Hayek e Isaiah Berlin (véase Cap. II). Es una definición poco popular, sobre todo entre los intelectuales de mi país, que prefieren, por lo general, las concepciones «positivas» de la libertad. Y es también una definición poco apreciada por algunas corrientes del liberalismo contemporáneo que, oponiéndose también al liberalismo clásico, han preferido optar por una u otra variante de la «libertad positiva» [véase Conway 1995]. Si este es un límite (y no dudo de que muchos lectores italianos así lo piensan), lo declaro inmediatamente. Pero, por razones que expondré en el Capítulo II, prefiero reservar el término «libertad» a la libertad negativa y emplear otros términos (como poder, autonomía o capacidad) para indicar lo que normalmente se entiende por «libertad positiva».
Del liberalismo clásico tomo también la concepción del individualismo y de la visión instrumental de la democracia.
El individualismo de los liberales clásicos no es el individualismo
atomista, o asocial, la idea de un individuo carente de vínculos e, incluso, de identidad, propio de ciertas concepciones liberales contemporáneas (de John Rawls a Robert Nozick), y en general de las teorías contractualistas. Es, en cambio, un individualismo que ha sido definido con acierto como
molecular, por el cual los individuos se hallan necesariamente inmersos en redes de vínculos (familiares, amistosos, asociativos, etc.) de los que reciben socialización, identidad, intereses [Kukathas 1999]. Es, en definitiva, el individuo de Hume, de Smith o de Montesquieu, no el de Hobbes o de la economía neoclásica.
Del liberalismo clásico tomo también la concepción instrumental de la democracia, la idea de que el matrimonio entre liberalismo y democracia es un «matrimonio de conveniencia» debido al hecho de que, históricamente, la democracia ha resultado ser una forma de gobierno más apropiada que otras para la preservación de la libertad. Pero el hecho de que se trate de un matrimonio de conveniencia entre dos entidades que siguen siendo distintas, significa también que la democracia, como a menudo han sostenido los liberales, puede, en ciertos desarrollos patológicos de la misma, constituir una amenaza para la libertad. Como alguien ha observado, la democracia es más fuerte que el liberalismo. A diferencia del liberalismo, la democracia es una forma de gobierno y, en cuanto gobierno, dispone de recursos coercitivos, y por tanto es siempre un poder más fuerte [Dietze 1998, 258].
Si bien el liberalismo precede históricamente a la democracia, lo que es más longevo no es necesariamente más fuerte: «La expresión democracia liberal parece simbolizar la prioridad del liberalismo respecto a la democracia. Por otra parte, en ella el término liberal se emplea como adjetivo respecto al sustantivo democracia, indicando que en una democracia liberal, la democracia es más fuerte que el liberalismo» [ibidem, 258].
Aun cuando la democracia sólo indirectamente es objeto de interés en este libro, algunas implicaciones prácticas de la aguda observación de Dietze se tratarán repetidamente.
Según las clasificaciones académicas corrientes, por lo que valen, éste es un libro de teoría política. Nace del deseo de comprender mejor una relación —entre el poder político y la libertad individual— que científicos sociales menos inconscientes que el autor difícilmente se arriesgan a tratar de manera directa, en la idea de que semejante objeto de estudio está para ellos
off limits, que reside en un territorio de exclusiva pertinencia de los filósofos. Para afrontarlo me he servido de los recursos que las ciencias sociales y la filosofía ponían a mi disposición, por lo mucho, o muy poco, que era capaz de servirme de ellos. La estrategia expositiva que he elegido ha sido la de destacar mis tesis personales a través de una rigurosa comparación (pero espero que no sea dispersiva) con las corrientes de pensamiento que, a mi entender, han defendido los argumentos más interesantes sobre el poder y la libertad. En general, como el lector podrá constatar, las preguntas de que parto son cuestiones clásicas de la filosofía política y social, mientras que las respuestas,o los intentos de respuesta, están por lo general construidos recurriendo a los instrumentos interpretativos de las ciencias sociales positivas.



Primera parte
La política y la libertad



Capítulo primero
¿Es la política enemiga de la libertad?
La alternativa… con la que todavía nos enfrentamos no es entre la virtud clásica y la autoindulgencia liberal, sino entre el militarismo cruel, la represión y la violencia moral por una parte y una tolerancia autolimitadora y que cierra en un recinto a los poderosos para proteger la libertad y, por otra, la seguridad de todo ciudadano.

Judith Shklar, Ordinary Vices

La autoconservación es ley suprema lo mismo para las comunidades que para los individuos. De donde el peligro que se deriva de negar al gobierno el pleno imperio sobre los recursos y sobre la fuerza del estado y la gran dificultad de limitar sus poderes de un modo compatible con la protección y la conservación de la comunidad. De aquí el constante plantearse de la cuestión: ¿de qué manera puede impedirse que el gobierno abuse de sus propios poderes sin despojarle de la plena potestad de la comunidad?

John Caldwell Calhoum, A Disquisition on Government

1. INTRODUCCIÓN
La gran sociedad de Adam Smith, el estado civil de Immanuel Kant, la sociedad abierta de Karl Popper, el orden espontáneo de Friedrich von Hayek, lo
societas
de Michael Oakeshott, la sociedad libre de Michael Polanyi, son sólo algunas de las muchas expresiones que se han venido acuñando para indicar un ideal de sociedad basada en la primacía de la libertad individual que, a partir del siglo
XVII, se ha forjado, enriquecido, enmendado, perfeccionado, por un determinado número de pensadores occidentales, pensadores que forman el Gotha de lo que solemos llamar tradición liberal.
En relación con esta tradición, parece posible y lícito formular algunas preguntas, tal vez interesantes, o acaso embarazosas. ¿Por qué la sociedad abierta (o sociedad libre),[1]
o cualquier cosa que se le parezca lo más posible, se ha revelado tan difícil de realizar? ¿Por qué en los casos y en las fases en que la historia, por ventura, se ha aproximado al menos un poco una sociedad a este ideal, inmediatamente la precariedad de la realización ha parecido tan evidente a tantos contemporáneos? ¿Posee la
teoría
liberal una explicación plausible de tantos fracasos? ¿Acaso existen obstáculos inevitables, y en caso afirmativo de qué naturaleza, a una realización del ideal más plena que las hasta ahora conocidas por las sociedades occidentales? Y, si tales obstáculos existen, ¿debe la
doctrina[2]
liberal resignarse a redimensionar sus propias pretensiones y aspiraciones?
Dos caminos podemos emprender para responder a estas preguntas. El primero es el de la historia.
Ante todo, se puede buscar la respuesta en la historia occidental. Se puede, por ejemplo, pensar, como opinaba Max Weber [1906], que las «libertades» occidentales fueron el admirable e inestable producto de una constelación de factores altamente improbables que se manifestó, tras una milenaria incubación, sólo en Occidente en una fase muy breve de su historia, alcanzando la cima en el curso delsiglo
XIX. Una vez superado ese mágico momento, las condiciones sociales que hacen posible la libertad individual habrían desaparecido o, al menos, se habrían debilitado irreversiblemente (a causa del advenimiento de la democracia de masa, a causa de la burocratización de las instituciones públicas, a causa de los procesos de concentración e internalización del poder económico, a causa del deterioro de los presupuestos culturales del «individualismo burgués», etc.). Esta célebre tesis de Weber es coherente con la costumbre de la historiografía de colocar cronológicamente en el siglo
XIX
y primeros quince años del siglo
XX
el comienzo y el fin de la «era liberal».[3]
Se puede, también, siempre escrutando la historia, observar la diferencia que existe, dentro de Occidente, entre ciertas sociedades que más se han acercado al ideal de la sociedad libre y otras que han estado siempre más alejadas. Y se puede concluir que las condiciones de la sociedad libre han tenido más posibilidades de realización, y aún las mantienen, en las «talasocracias», en las sociedades marineras y comerciales (Gran Bretaña y
dominions, Estados Unidos) anglosajonas, en las sociedades que han conocido el
government
pero no el absolutismo y las continuas guerras dinásticas y territoriales (y por tanto tampoco el «estado», en la acepción europeo-continental del término).
Las respuestas de la historia son en general útiles y, a lo largo de este libro, me serviré de ellas repetidamente. Pero no son las únicas posibles, ni son siempre convincentes. No explican, por ejemplo, por qué también las sociedades anglosajonas se han apartado, en ciertas fases, notablemente del ideal de la sociedad libre: esto ha sucedido, en particular, en el siglo
XX, como consecuencia de una expansión de la intervención del estado en la vida económica y social, ciertamente inferior a la que ha tenido lugar en la experiencia europeo-continental, pero siempre superior a lo que se podía esperar a la luz de una visión que atribuye a las sociedades anglosajonas una particular vocación liberal.[4]
Además, no explican por qué, incluso entre mil dificultadesy obstáculos, los impulsos a la realización de la sociedad libre no han cesado nunca, en la Europa continental, durante todo el siglo
XX
y, más bien, han encontrado aparentemente nueva linfa a partir de la última década de ese siglo, tras la caída de los regímenes comunistas en los territorios de la ex Unión Soviética y en Europa oriental.
La segunda vía que aquí se intenta es la de buscar una respuesta teórica. Los obstáculos al despliegue de la sociedad libre, en vez de ser históricamente contingentes, dependientes de vicisitudes históricas, diversas para las distintas sociedades, ¿no podrían derivar de ciertos rasgos
permanentes
de la organización de la vida colectiva, rasgos cuya presencia
excluye
la posibilidad de que se «cumplan» realmente muchas de las «promesas» del liberalismo?[5]
Despejemos el campo de un falso problema. Al hablar de promesas no cumplidas no me refiero a aquellos fines últimos que hacen de ideales reguladores en sentido kantiano y que, por definición, no pueden encerrarse plenamente en la realidad histórica. El liberalismo, como cualquier otra doctrina política, posee, inevitablemente, una dimensión escatológica [Freund 1965, 695 ss.], establece fines últimos —la plena realización de la libertad humana— que, por definición, son inalcanzables.
No
me refiero a estos fines últimos. Me refiero a aquella libertad (con minúscula), que quienes pertenecen a las sociedades que se autorrepresentan como liberales,o que aspiran a ello, desean tutelar. Esta libertad es, por definición, una pálida, imperfecta, prosaica imitación del ideal, o fin último, de la doctrina. El problema es que
también
esta prosaica libertad sufre continuamente limitaciones y mutilaciones (aun excluyendo los evidentes atentados que sufre en las fases de emergencia, de crisis abierta y grave del orden político liberal), aunque con intensidad
«Tras años de predicaciones sobre las virtudes del mercado libre, Margaret Thatcher dejó el puesto de primer ministro británico con el
welfare state
inglés prácticamente intacto. No habría podido hacerlo de otro modo. A mediados de los años ochenta más de cuarenta millones de personas (en torno a las dos terceras partes de la población), en Gran Bretaña, recibían del gobierno la mayor parte de su renta o de sus prestaciones asistenciales» [Gottfried 1999, 27].variable, en todas las sociedades que han abrazado, con grados distintos de consciencia, el ideal de la sociedad libre, y se han dado (o mejor: han recibido de su historia pasada) instituciones políticas, económicas, culturales, más o menos inspiradas en ese ideal.
Existen obstáculos a la plena afirmación de la sociedad libre que se manifiestan en la esfera política, conexos con algunos de sus imperativos permanentes.[6]
Imperativos de la política que, con demasiado optimismo, la doctrina liberal ha considerado durante mucho tiempo eliminables o, al menos, neutralizables. Este exceso de optimismo explica acaso por qué muchos teóricos liberales, tanto del pasado como del presente, no han conseguido por lo general examinar, con actitud genuinamente crítica y realista, las razones de tantos jaques y fracasos, las razones de las promesas no cumplidas. Con pocas excepciones,[7]
la teoría liberal no parece haber enfocado ciertos obstáculos, poderosos y permanentes, difícilmente eliminables, que la política pone al pleno despliegue de la sociedad libre.
2. CUATRO MANERAS DE ACERCARSE AL IDEAL DEL GOBIERNO LIMITADO
En la tradición liberal el papel de la política se concibe de dos maneras. En una primera variante la política se entiende como un «mal necesario». Puesto que la libertad individual necesita ser tutelada, puesto que las leyes pueden ser violadas, puesto que los contratosestipulados hoy podrían no ser respetados mañana, puesto que los individuos (o estados) pueden, con sus acciones, amenazar la vida y la propiedad de los individuos, por todo esto es necesaria la presencia de una organización política con la misión específica de ejercer, si es preciso y cuando lo sea, la coerción. Esta variante tiene un doble origen.
En primer lugar, el contractualismo de John Locke. Para Locke, el contrato social que da origen al estado (que él llama «gobierno político») sirve para tutelar mejor los derechos de libertad preexistentes (al estado) pero difícilmente defendibles en el estado de naturaleza. El derecho de resistencia contra las eventuales degeneraciones tiránicas, contra las amenazas estatales a los derechos de libertad, es un corolario que se sigue de esta doctrina.
En segundo lugar, la tradición evolucionista y utilitarista[8]
escocesa (de Hume, Smith, Ferguson, Millar, Steuart), retomada y originalmente reelaborada más tarde por la Escuela austriaca de economía, en particular por el fundador de la escuela, Carl Menger, y en el siglo siguiente por Friedrich Hayek. El origen del estado es, en esta última versión, una consecuencia no intencionada de acciones intencionadas, es fruto de un «proceso de mano invisible» (según la expresión de Robert Nozick). Pero el resultado no cambia. Una interpretación reductiva del papel de la política y del estado se asocia a ambas versiones (contractualista-lockeana y evolucionista) del liberalismo.[9]
En una segunda variante, la política tiene un papel y un significado bastante diferentes. La organización política (el estado) no se limita a proteger libertades que son anteriores al contrato social como en la tradición lockeana, o que se han formado gradualmente, de una manera no intencionada, por los intercambios sociales,como en la tradición escocesa: la organización política, en realidad, está en el origen de esas libertades. Puesto que el derecho, en esta versión, es producto del estado, se sigue que es el estado el creador de los derechos individuales de libertad. Sin estado no hay derechos ni libertades. Esta variante se inspira en Thomas Hobbes, un pensador cuya influencia, directa e indirecta, sobre el liberalismo es indudable, sobre todo en el liberalismo europeo-continental [Strauss 1953; Holmes 1995].
A ambas variantes van asociadas dos actitudes distintas respecto a la política. Si la política es sólo un «mal necesario», el reconocimiento de su carácter indispensable irá inevitablemente acompañado de una acentuada desconfianza respecto a ella. El antiestatalismo, la hostilidad hacia el intento del estado de ampliar demasiado sus competencias, son típicos de esta corriente [véase Cubeddu 1997]. Si en cambio la política, a través del derecho, es también madre de la libertad individual, la desconfianza será más atenuada. Por ejemplo, los liberales del segundo tipo estarán más dispuestos que los del primero a aceptar ciertas formas de intervencionismo económico ante los «fracasos del mercado» [Holmes 1995].[10]
Pero sea cual fuere el modo de conceptualizar la relación entre esfera política y libertad, sobre un punto hay concordancia entre las diversas escuelas: el poder político, al menos potencialmente, es peligroso para la libertad, puede, si quiere, amenazarla y, en casos extremos, devorarla. Y hay más: el poder político no se limita a ser peligroso, es también
más
peligroso que
cualquier
otro poder social (económico, religioso, etc.), debido a que lo que le caracteriza es el control sobre los instrumentos de la coerción física.[11]
Por eso, la doctrina liberal, en todas sus variantes, es una doctrina que se propone limitar el papel de la política. Por eso, es la doctrina por excelencia del «gobierno limitado».[12]
Sobre «cómo» limitar el poder del gobierno, sobre «cómo» impedir que la política amenace la libertad individual, la tradición liberal ha dado respuestas diferentes. Dentro de la familia liberal se pueden distinguir las distintas escuelas precisamente a la luz de los diferentes factores que las mismas indican como más capaces de limitar el papel del poder político, como eficaces barreras, obstáculos, contra el peligro, siempre amenazante, de que el poder político destruya o limite la libertad.
Y así podemos distinguir los distintos liberalismos según que confíen la tarea de «contener» el poder político a uno u otro de los factores que señalamos a continuación.
El
mercado. En esta variante, el mercado, el orden cataláctico, es el principal optimizador de la libertad de elección de los individuos. Cuanto más desarrollados están los sistemas de mercado, tanto menores son el espacio y la capacidad de maniobra del poder político (véase Cap. III). La cuestión es quién controla la producción y la asignación de los recursos. Cuanto más la producción está en manos de emprendedores privados, y cuanto más la asignación de los recursos se produce a través de transacciones de mercado libres, tantos menos recursos controla el poder político, y tanto menosliberal y visión republicana —los otros tienen que ver con diferentes concepciones, respectivamente, de la libertad, del bien común, de la ciudadanía, y del papel que debe asignarse, en la esfera pública, a los intereses «particulares» o privados—, pero es ciertamente un punto discriminante.peligroso es para la libertad de los individuos. Cuando a la política se le quita el control del grueso de los recursos económicos, queda relegada, lo quiera o no, al papel de vigilar sobre la seguridad y sobre los bienes de los ciudadanos, y de garantizar, mediante la amenaza del empleo de la coerción, que, en las relaciones de intercambio, el oportunismo y el
free riding
queden contenidos dentro de límites aceptables.
Desde el iluminismo escocés a la escuela austriaca de economía, desde el pensamiento «liberista» italiano a la escuela de Chicago y a las distintas filiaciones anarco-libertarias, esta variante del liberalismo asume, además, que la libertad económica es la principal condición para el mantenimiento de la libertad política, así como, en la esfera cultural, de la libertad de expresión y de creación.
La existencia de mercados competitivos sería la principal garantía del mantenimiento del gobierno limitado, el principal obstáculo contra la potencial amenaza que la política representa para la libertad. Como han afirmado cáusticamente tanto Ludwig von Mises [1944] como Luigi Einaudi [1996], por ejemplo, si no existe un mercado libre del papel, si las fábricas de papel pertenecen al estado, no puede haber libertad de prensa.
El
pluralismo social.
En este caso la idea es que la existencia de una pluralidad de centros de poder independientes del poder político puede contrarrestarlo y contenerlo (además de obligar a estos poderes a contrarrestarse y contenerse entre sí) (véase Cap. V). La libertad individual se tutela y garantiza por el hecho de que el poder político y los diversos poderes sociales se limiten, «se obstaculicen», recíprocamente. Ningún centro de poder es tan fuerte que pueda aplastar y absorber a los demás centros de poder. Ninguno, por consiguiente, es tan fuerte que pueda destruir la libertad. En esta perspectiva, la libertad individual es un efecto colateral, un
subproducto, de la existencia de una condición de equilibrio entre los poderes. Como veremos, el «pluralismo social» —a diferencia del cultural, lingüístico, religioso, etc.— está íntima y necesariamente asociado a la presencia de una numerosa y diversificada
clase media, a su vez condición necesaria, aunque no suficiente, para el nacimiento y la permanencia de una sociedad libre.
El
derecho.
En este caso, la domesticación del poder político, la limitación de sus peligrosas potencialidades, pasa por la regulación (véase el Cap. IV). El poder político puede estar sometido a leyes que limiten los espacios de maniobra. El derecho se toma como instrumento de limitación y de disciplina del papel de la política. En sus formulaciones más atrevidas (Immanuel Kant y la doctrina europeo-continental del «estado de derecho»), esta corriente ha inspirado el ideal de un «gobierno de la ley»
sustitutivo
del gobierno de los hombres. Expresión de ello es una de las principales variantes del constitucionalismo occidental.
La
organización de la esfera política.
En este último caso, es el modo en que se organizan los
interna corporis
del sistema político-institucional el que decide si estamos o no ante un gobierno «limitado» (véase Cap. V). Es otra variante del constitucionalismo. Fuertes tradiciones de auto-gobierno local y por tanto de dispersión del poder político-administrativo, federalismo,
checks and balances, poderes monocráticos contrapuestos a, y equilibrados por, poderes colegiales, y sistemas judiciales descentralizados, son modalidades clásicas de limitación del gobierno y, por tanto, de reducción de la intromisión y de la peligrosidad del poder político para la libertad individual. Naturalmente, en la práctica, no siempre es fácil distinguir esta segunda variante del constitucionalismo de la anterior, la que confía al derecho la tarea de limitar el poder político. Pero en teoría la diferencia es clara: aquí no basta que las normas prescriban reglas de conducta para el poder político. Se precisa
también, y sobre todo, que el sistema institucional esté organizado de tal suerte que incentive realmente comportamientos (auto)limitadores. Los instrumentos prescritos, en este caso, para tutelar la libertad son el
fraccionamiento
del poder político y el
equilibramiento
entre poderes institucionales. Con frecuencia, esta variante del liberalismo se entrelaza, y a veces se confunde, con la del pluralismo social. Montesquieu, el
Federalist, Tocqueville, son los principales inspiradores de una tradición de pensamiento todavía viva.
Definiré las cuatro variantes del liberalismo sintéticamente descritas, respectivamente, como económica, sociológica, jurídica y político-institucional.
Conviene, sin embargo, hacer dos precisiones. La primera es que las diferencias entre los autores asignables a una u otra de las cuatro variantes son sobre todo diferencias de énfasis, pues no hay pensador liberal que no sostenga que la libertad deba ser tutelada por la ley[13]
o que no defienda la economía de mercado. Pero dado este mínimo común denominador, se distinguen por el hecho de reservar la mayor atención al papel de diferentes instituciones (mercado, ordenamiento jurídico, división del poder, etc.).
La segunda precisión se refiere al papel de las tradiciones y de las costumbres. Aunque este aspecto sea a menudo infravalorado, la doctrina liberal ha destacado a veces la importancia de las costumbres (baste pensar en Hume o en Hayek): la sociedad libre, para sobrevivir y desarrollarse, tiene necesidad de tradiciones culturales que, por ejemplo, atribuyan pleno valor a los «individuos» y a su «libertad», que reconozcan en la ley un instrumento legítimo de tutela de la libertad, que incentiven la confianza en las virtudes sociales del conflicto regulado, que contengan anticuerpos contra ciertas potenciales tendencias degenerativas de la democracia, etc. Pero tampoco esto es un punto real de diferenciación y de discriminación entre las distintas corrientes liberales.
A veces, estos factores culturales se consideran los
presupuestos
de los que dependen los demás factores:[14]
sin costumbres coherentes —piensan muchos— ni el mercado, ni el derecho, ni los poderes sociales independientes, ni las instituciones políticas liberales, podrían tutelar eficazmente la libertad individual, y durar en el tiempo. Acaso pueda decirse que las costumbres son sus condiciones necesarias, aunque no suficientes. Y, en todo caso, mercado, derecho, instituciones políticas, y poderes sociales independientes resultan vitales si, y sólo si, van acompañados del desarrollo de costumbres coherentes. La dirección causal, naturalmente, puede invertirse:si se afirma el mercado, por ejemplo, dicen algunos, con el tiempo ello influirá inevitablemente también en las costumbres. Es un hecho que, históricamente, las estrategias de construcción de una sociedad liberal, al no poder incidir directamente sobre las costumbres, han apostado en general por influir sobre ellas de un modo
indirecto, a través de innovaciones en la esfera económica y/o en la política.
Si tales son las principales estrategias imaginadas por el pensamiento y por la praxis liberales para proteger la libertad frente a la política, la cuestión crucial puede sintetizarse así: ¿permite realmente la naturaleza de la política limitaciones del poder político tan eficaces como desearían las distintas escuelas liberales?
3. LA POLÍTICA: PODER, CONFLICTO, IDENTIDAD
La política burla continuamente el control de quien pretende retenerla, definirla, encasillarla [Sartori 1987; Ornaghi 1993]. De ordinario se distingue entre las concepciones para las que la política es, esencialmente, una actividad cooperativa orientada a la realización de objetivos colectivos[15]
y aquellas para las cuales es sobre todo una actividad conflictiva en vistas a la creación, o a la confirmación, de jerarquías de mando. Sin embargo, también los defensores de la primera perspectiva suelen reconocer como inevitable la presencia de conflictos por el poder. En efecto, es difícil en todo intento de definición de la política prescindir del papel del poder y de las dinámicas conflictuales conexas con el ejercicio del poder.[16]
Pero si la política se piensa sobre todo en términos de poder y de conflicto,[17]
ello evoca inevitablemente una tradición intelectualespecífica: el
realismo político
[Portinaro 1999a; Campi 1999]. Con cierta ventaja, pero también con algunos inconvenientes.
El primer inconveniente es que se corre el riesgo de perder de vista importantes diferencias. Por ejemplo, aun admitiendo que Maquiavelo y Hobbes pertenezcan a una misma tradición denominada, si así se quiere, «realismo político», es indudable que se proponen modos distintos de concebir la política, aunque sólo sea porque el segundo, a través del Leviatán, evoca el ideal de una radical neutralización/despolitización de los conflictos que está ausente del horizonte del primero [véase Esposito 1984; Prospero 2002].
Otro inconveniente es que la etiqueta asume tradicionalmente significados diferentes. Por un lado, indica la escuela que enfatiza lo demoníaco de la política [Ritter 1948] o la economía de la violencia [Wolin 1960]: el realismo político sería, en este significado, la corriente que, capitaneada modernamente por Maquiavelo, liga la política no sólo al poder y a los conflictos del poder, sino también al uso (o a la amenaza del uso) de la violencia. El realismo político tiene entonces como adversarias las visiones irénicas de la política.
Por otro lado, realismo político indica aquella concepción de la política que la liga al principio minoritario, a la idea de la ineliminable presencia y del predominio de las elites [Bobbio 1971; Sola 2000]. El papel de la violencia es menos relevante y, en cualquier caso, menos enfatizado. El adversario principal del realismo, en este caso, no es tanto la concepción irénica de la política como el mito democrático, el mito de la soberanía popular.[18]
Si todo esto es cierto, la etiqueta de realismo político se presenta como un obstáculo, como algo engañoso, por lo que se precisa gran cautela al emplearla. A pesar de todo, nos ayuda, en primera aproximación, a precisar el «núcleo duro» de la política, que implica conflicto, luchas de poder entre minorías organizadas (elites), coerción, y posibilidad de recurrir a la violencia, al margen de que la violencia se conciba como un instrumento de la política (la tradición maquiavélica), o bien, al contrario, de que la eliminación dela violencia, por lo menos en los límites del estado, se asuma como objetivo primario de la política (la tradición hobbesiana y espinosiana). En realidad, un aspecto de la ambivalencia de la política es el hecho de que la violencia sea al mismo tiempo un
medio
que la misma emplea, o puede emplear, y un
peligro
del que le pedimos que nos libre [Stoppino 1995].
En otras palabras, la ambigüedad de la política consiste en que alimenta conflictos, y por tanto desorden (imposibilidad de prever los comportamientos y posibilidad de la violencia), pero, al mismo tiempo, crea orden (estabilización/previsibilidad de las relaciones sociales y suspensión de la violencia). Se nutre de divisiones y de conflictos, pero también crea orden, poniendo así las bases de la cooperación.[19]
La política, como insiste Weber [1919; 1922], es
lucha, lucha por el «poder», siempre abierta a la posibilidad del uso de la violencia. Y donde hay violencia, o posibilidad de violencia, hay inevitablemente miedo e inseguridad [Lasswell 1935], y surge demanda de protección.[20]
La inseguridad, entendida en este sentido, está en el origen de la formación de los estados modernos [Prospero 2002, 37 ss.]. En ella se basa la obligación política [Miglio 1988].
El intercambio entre obediencia y protección incorpora una ineliminable dimensión conflictual. «La demanda de seguridad, exactamente como la oferta de protección, incluye siempre la designación de sujetos o grupos
contra
los que se pide o se ofrece la protección política de “reducción del miedo”» [Zolo 1992, 67].
Si el carácter indispensable de la política depende, en primera instancia, de su capacidad de responder, con mayor o menor éxito según las circunstancias, a demandas de protección que la inseguridad alimenta, también es cierto que no es sólo la inseguridad
física
la que el poder político tiene que remediar. Cuando la seguridad física está suficientemente garantizada, la demanda de protección se desplaza a otros terrenos: típicamente, al poder político se le pide tutela de los derechos de propiedad[21]
contra las pretensiones de los demás, garantías de estatus y remedios a la inseguridad material.[22]
que la guerra y las conquistas militares fueron históricamente las causas más frecuentes del origen de los estados (véase el Cap. III). Más en general, sobre la relación entre anarquía internacional, guerra y libertad véase el Cap. VI.
Es en relación con estos aspectos como a veces se subrayan las funciones distributivas de la política: el «quién obtiene qué, cuándo, cómo» [Lasswell 1936], o la «distribución imperativa de los valores» [Easton 1965]. Pero la cuestión es que se trata, lógicamente, de demandas subordinadas a la primera: la seguridad física es
prioritaria.[23]
Además, es evidente que también las amenazas a los derechos de propiedado a los estándares materiales de vida son a menudo temidos por los individuos por los riesgos que, en última instancia, la pérdida de la propiedad y/o la caída de los niveles de vida pueden comportar para la integridad física de sí mismos o de los propios familiares.[24]
Hasta aquí, sobre la interpretación realista de la política. Sin embargo, aunque útil, esta interpretación puede ser acusada de proponer una visión demasiado unilateral, parcial, estrecha, de la política, ya que, como dice Raymond Aron [1962; 1965b], la política no es
sólo
conflicto por el poder (e intercambio entre protección y obediencia), sino también lucha entre diferentes visiones del «orden político equitativo».
Esto plantea la cuestión, tan relevante en política, de las
identidades
colectivas (yo prefiero llamarlas «compartidas»)[25]
y de los conflictos conexos con ellas. Es convincente la tesis según la cual la identidad es el «parámetro» sin el cual los individuos no lograríansiquiera definir sus propios intereses [Pizzorno 1983; Dahrendorf 1992].
La identidad se basa en «oposiciones simbólicas» y cuando involucra a varios individuos, convirtiéndose en identidad social, implica «al mismo tiempo inclusión y exclusión: identifica el grupo (son miembros del grupo los que son idénticos bajo cierto aspecto) y los distingue de los demás grupos» [Cuche 2001; trad. it. 2003, 106].
Las oposiciones simbólicas que alimentan las identidades sociales pueden no originar conflictos. Pero si esto sucede, la identidad social se politiza, se convierte en
identidad política.
En efecto, las identidades políticas se basan con mucha frecuencia en identidades culturales preexistentes (lingüísticas o religiosas) que son activadas políticamente a causa del encuentro/colisión con otras identidades culturales [Rokkan 1970; Grilli di Cortona 2003]. Aunque no siempre. Sucede también a veces que las identidades políticas se forjan por ideologías (difundidas por emprendedores políticos) que ofrecen a quienes las adopten una singular definición de los intereses del grupo (estamento, clase, etc.) de pertenencia.
Una lectura de la política que atribuya valor estratégico a las identidades compartidas y a los conflictos identitarios (que implican
siempre
colisión entre visiones diferentes del orden político «equitativo»), no se opone a la interpretación realista de la política. Existe, ante todo, un evidente vínculo entre la condición de inseguridad, la demanda de protección que la misma suscita, y el papel de las identidades políticas, ya que la formación de identidades políticas está ligada a la naturaleza conflictual de la política, a la inseguridad que la misma provoca y a la consiguiente necesidad de protección: el «nosotros político» se enfrenta siempre a un «ellos», un enemigo (al menos potencial), respecto al cual el «nosotros» funciona como barrera y protección. Las identidades políticas se forjan en el conflicto y son, inevitablemente, instrumento de satisfacción de la necesidad primaria de protección frente al enemigo político [Bloom 1990].[26]
¿Cómo se conecta lo que aquí he llamado «núcleo duro» de la política con la exigencia liberal de tutelar la libertad a través de la limitación del poder político?
4. LAS DOS CARAS DE LA INSEGURIDAD Y EL «TRADE OFF» ENTRE SEGURIDAD Y LIBERTAD
Según Hume: «En todos los gobiernos hay una continua lucha intestina, abierta u oculta, entre autoridad y libertad; y en el conflicto ninguna de las dos puede nunca tener la prevalencia absoluta» [174252; trad. it. 1974, 217]. Si compartimos la observación de Hume, debemos concluir que la tesis realista de que la política consiste en luchas de poder y de intercambio entre protección y obediencia como remedio de la inseguridad, es justa pero parcial, ya que existen
dos
tipos de inseguridad. Hay una inseguridad que nace del desorden actual o potencial y de las amenazas a los individuos (a su vida, en primer lugar, pero también a sus bienes, a su estatus, a sus posibilidades de asegurarse condiciones de existencia satisfactorias) por parte de otros grupos identitarios (pero también de ciudadanos privados).[27]
sostiene Carl Schmitt, si en una comunidad política (un estado) prevalece la política limitada, esto significa simplemente que la división fundamental entre «nosotros» y «ellos» no es, en ese momento, interna al estado, entre las facciones, sino que se manifiesta en las relaciones externas del estado, en las relaciones entre los estados.
La inseguridad que da lugar al intercambio entre obediencia y protección es precisamente la inseguridad que, hobbesianamente, elimina, o trata de eliminar, el poder político, imponiendo el orden. Pero una vez que esto se haya producido (al menos en parte), surge una
nueva
inseguridad: la inducida por el miedo del gobierno. Al disponer de recursos coactivos, éste puede servirse de ellos (y, muy a menudo, se sirve efectivamente) para oprimir a los individuos sojuzgados. Como escribe Guglielmo Ferrero [1942], el «miedo» (aunque se mantenga a raya en las fases en que la legitimidad del poder político vigente parece indiscutida), impregna las relaciones entre gobernantes y gobernados: los gobernantes temen la rebelión de los gobernados, los gobernados temen la opresión de los gobernantes.
La limitación del poder político propuesta por el liberalismo tiene como objetivo reducir el miedo recíproco entre gobernantes y gobernados y aliviar la inseguridad de los ciudadanos frente al poder del gobierno.
Puesto que necesitamos la protección del gobierno, pero también la protección
frente
al gobierno, el problema es cómo establecer un equilibrio en virtud del cual la protección (en el primer sentido) no se resuelva en opresión, y el intercambio entre obediencia y opresión no elimine la libertad de los individuos.[28]
Es el dilema «liberal»: «Si es conveniente para el individuo que nada se le quite de su poder de obrar, que su libertad permanezca intacta, también necesita, para su seguridad, que el poder de obrar de los demás hombres sea contenido de tal modo que no le resulte nocivo; de este conflicto entre sus intereses brota una transacción que será tanto más ventajosa cuanto menor sea la parte de independencia a la que cada uno tenga que renunciar en pro de una mayor seguridad» [De Jouvenel 1955; trad. it. 1971, 318].
El carácter siempre precario de esta «transacción» explica, en los términos de Carl Friedrich [1968a], aquella dialéctica entre ordeny libertad que marca toda la historia occidental moderna.[29]
Si es cierto que el intercambio entre protección y seguridad se produce inevitablemente, al menos en parte, a costa de la libertad, ¿qué hacer entonces para salvarla lo más posible?
Lucha por el poder, conflictos identitarios,
trade off
entre libertad y seguridad, son aspectos ineliminables de la política. Pero también es un aspecto ineliminable la demanda de libertad. El poder político se halla frente a exigencias contradictorias: por un lado, exigencia de protección, de sentido (identidad), y de orden [Gamble 2000]; por otro, exigencia de libertad. La contradicción está en que la demanda de protección pone a los hombres en la disposición de aceptar, a cambio de una protección eficiente, que el poder político opere, tendencialmente, sin límites y sin trabas. La demanda de libertad los incita en cambio a pretender que el poder político opere bajo vínculos y los lleva a construir diques y márgenes con los que «contener» el poder político, reducir su peligrosidad.[30]
De ello se deriva, en la mejor de las hipótesis, un equilibrio siempre precario en torno al cual se juega el destino de la «sociedad libre».
Hasta ahora, los términos-clave de este libro, poder, poder político, libertad, no se han definido de un modo preciso. Ha llegado la hora de hacerlo. El examen de estos conceptos, tema del próximo capítulo, pondrá las bases para sucesivas exploraciones de las relaciones que se instauran entre la política por un lado y, por otro, individuos que —lockeanamente— aspiran a ser «protegidos» y «libres», y deben considerar la contradicción presente en esta doble exigencia.



Capítulo segundo
Definiciones e interacciones
Así, en primer lugar pongo, como inclinación general de todos los hombres, un deseo perpetuo y sin tregua de poder y poder, que sólo cesa con la muerte.

Thomas Hobbes, Leviathan

1. INTRODUCCIÓN
Es lamentable que la discusión contemporánea sobre el
poder, que protagonizan especialmente los científicos de la política y los sociólogos, y la discusión sobre la
libertad,
protagonizada sobre todo por filósofos de la política, del derecho y del lenguaje, no se entrecrucen casi nunca, a diferencia de lo que sucedía, antes del nacimiento de las ciencias sociales modernas, en la teoría política clásica. Y, sin embargo, entre los «impedimentos» a la libertad de que se ocupan los filósofos, el «poder» parece ser uno de los más relevantes. El hecho de que ambas corrientes de estudio sólo se encuentren raramente, es probablemente responsable de la ambigüedad que sigue rodeando a estos conceptos, a pesar de su gran importancia, y más aún a sus relaciones, aparentemente tan complicadas.
Consideremos el problema por el lado del «poder». Nos topamos inmediatamente con la ambigüedad si consideramos sus usos semánticos corrientes. Por un lado, el poder
limita
—o así parece— la libertad: el poder de A causa la no-libertad de B (aquel sobre el que se ejerce el poder de A). Por otro lado, el poder es en sí mismo —o así lo parece— libertad: el poder de hacer
x
o
y coincide
con la libertad de hacer
x
o
y.
¿Hemos de concluir que el poder es o bien libertad de quien lo ejerce, o bien no-libertad de quien lo padece? ¿Se trata, pues, de un juego de suma cero, en el sentido de que mi libertad depende del poder que ejerzo sobre ti, y por tanto
mi
libertad es un límite, un impedimento, a
tu
libertad? ¿Corresponde a mi libertad tu no-libertad? ¿O bien, simplemente, estamos creando confusión, víctimas de la mala costumbre de atribuir de vez en vez significados distintos al mismo término? En este caso, ¿llamamos con el mismo término —poder— a dos cosas completamente distintas? ¿El poder de A sobre B es cosa distinta del «poder» de hacer
x
o
y
?
Dificultades parecidas encontramos si consideramos el problema del lado de la libertad. Por ejemplo, hay al menos un significado de la palabra «libertad» que parece hacerla sinónimo de «poder». Cuando Benjamin Constant habla de la «libertad de los antiguos» e Isaiah Berlin de la «libertad positiva», ¿no identifican por ventura, al menos en parte, la libertad con el poder?
Es evidente que la confusión es considerable. Antes de decidir qué relaciones es lícito suponer entre el poder y la libertad (y entre el poder
político
y la libertad) es preciso considerar los distintos significados que la literatura especialista atribuye a ambos conceptos. Comencemos por el poder.
2. NATURALEZA Y DIMENSIONES DEL PODER
La primera distinción que es preciso hacer cuando nos ocupamos del «poder» es entre el «poder de» (hacer algo) y el «poder sobre» (personas).[1]
Entre «poder de» y «poder sobre» pueden darse varias relaciones: por ejemplo, el «poder de» puede ser en algunos casos un recurso utilizado para ejercer «poder sobre» (como cuando, por ejemplo,un experto en nuevas tecnologías se aprovecha de su competencia para imponer a otros su propia voluntad),[2]
o bien, viceversa, el «poder sobre» puede ser (y frecuentemente es) la base del «poder de»: el tirano tiene el «poder de» hacer muchas cosas en virtud del poder que ejerce «sobre» sus súbditos.
El «poder de» es uno de los posibles sinónimos de «libertad» y de él nos ocuparemos enseguida. Por ahora, el «poder» que nos interesa es el «poder sobre», el poder que se ejerce sobre personas (por supuesto: sobre
otras
personas; no nos ocupamos del poder que se ejerce sobre sí mismo, sobre la propia voluntad). El «poder sobre» es, por definición,
poder social.
Considerado en este sentido, el «poder» se concibe tradicionalmente como «posesión», «propiedad» o «capacidad» (del actor), o bien como «relación» (entre actores).
La primera concepción está ejemplificada en la definición de Hobbes: «El poder de un hombre (considerado en sentido universal) consiste en los medios de que dispone en el presente para obtener un aparente bien futuro y es originario e instrumental» [1651, trad. it. 1989, 69].
La segunda concepción podemos encontrarla en Locke: «los poderes son relaciones, no agentes» [1690a, trad. it. 1996, 290], y es dominante en la literatura contemporánea [véase Dahl 1963; Chazel 1992]. A pesar de las apariencias ambas concepciones no son inconciliables. En efecto, es posible distinguir entre poder latente o potencial (el poder-capacidad) y poder manifiesto o actual [véase Wrong 1980; Stoppino 1995].
Si consideramos la definición de Wrong («El poder es la capacidad de algunas personas de producir efectos previstos y queridos sobre otros»), vemos que en ella se sintetizan diversos elementos:
1) el poder es una
capacidad
que se manifiesta en una
relación
entre actores;

2) se manifiesta con comportamientos que
inciden intencionalmente
en los compotamientos de otros;

3) es una acción intencional coronada por el éxito, es decir, una acción que produce los
efectos deseados.

Este último punto es decisivo. Todas las acciones sociales (también, por supuesto, los ejercicios de poder) producen efectos no previstos y no queridos. El poder social, además de los inevitables, colaterales, efectos no previstos y no queridos, produce un particular tipo de efecto previsto y querido: modifica en la dirección querida el comportamiento ajeno. Es la coherencia entre intención y resultado la que cualifica tal acción social como ejercicio de poder.[3]
La ventaja de este planteamiento[4]
es que permite aislar el poder, distinguirlo de aquellas formas, más o menos impersonales, y máso menos genéricas de «control social» con las que a menudo se confunde.[5]
El análisis tipológico del poder distingue tradicionalmente las relaciones de poder de muchos modos [Stoppino 1995; Costabile
2002]: aquí nos interesan sobre todo las clasificaciones que distinguen el poder según los
medios
empleados para obtener obediencia y de los
recursos
en que se basan.[6]
Baechler [1978][7]
identifica tres modalidades del poder y las distingue según los medios empleados: la
potencia
cuyo medio es la fuerza, la
dirección
cuyo medio es la competencia, la
autoridad
cuyo medio es el carisma. Las relaciones de poder institucionalizadas (véase más adelante) suelen combinar todas estas tres modalidades.
Igualmente interesantes, para nuestros fines, son las clasificaciones que distinguen el poder según los recursos en que este se basa [Lasswell y Kaplan 1950]. No es sólo que por esta vía se realicen las tradicionales distinciones entre poder económico, cultural, político, etc. Se trata también de que a partir de los recursos se pueden conceptualizar las relaciones de poder como
relaciones de intercambio asimétrico
[Blau 1964], situables en esta vasta región intermedia entre las relaciones de intercambio paritéticas, o simétricas, por una parte, y las relaciones de pura opresión/dominio (el ladrón que te apunta con una pistola), por otra parte. La principal ventaja de concebir de este modo el poder consiste en el reconocimiento de la
reciprocidad, aunque sea asimétrica, o sea de la circunstancia de que, frecuentemente, también la parte más débil o desfavorecida en una relación de poder no está totalmente desprovista de recursos de poder y se sirve de ellos.
Ahora bien, si bien es cierto que muchas relaciones de poder son relaciones de intercambio, también lo es que no todas lo son.[8]
También Peter Blau [1964], el máximo teórico del poder como intercambio social, tiene que admitir que en el caso de los poderes institucionales hay que hacer intervenir categorías (como la, elusiva y controvertida, de «legitimidad») que se encuentran más allá delhorizonte del intercambio social: los propios intercambios asimétricos (relaciones de poder), cuando están institucionalizados, exigen, para durar, estar insertos en un marco de valores compartidos.[9]
Lo cuál nos lleva al tema siguiente, el del poder
institucionalizado. El poder institucionalizado es el más relevante socialmente [Popitz 1986]. El poder social institucionalizado tiene dos propiedades: organización y legitimidad.
No existe poder institucionalizado sin una organización y por tanto un aparato [Weber 1922]. La existencia de una organización hace que las relaciones de poder sean bastante complejas. Como ha demostrado Baechler [1978], en estos casos, la relación de poder se hace triangular: afecta al líder o líderes de la institución, al aparato cuya conformidad a los mandatos deben garantizarse los líderes (normalmente, mediante técnicas de
divide e impera
e incentivos selectivos) y los destinatarios finales de la relación de poder. Las formas más importantes de poder social son en este sentido poder organizativo, poder que se ejerce «sobre» organizaciones y «a través» de organizaciones [véase Panebianco 1989b].
Pero una institución no es sólo una organización.[10]
Es una organización sostenida por lealtad y consenso. Es una organización que se ha convertido, al menos en parte, en «fin de sí misma», que ha experimentado, diría Roberto Michels, un proceso de «sustitución de los fines», que ha conseguido, a los ojos de quien la sostiene, valor intrínseco, un valor que es parcialmente independiente de los objetivos finales de la organización. Esto pone en juego la cuestión de la «legitimidad». Según Beetham [1991], la teoría weberiana (la teoría sociológica de la legitimidad más conocida y acreditada) es insuficiente o deficitaria. La legitimidad no se desarrolla, «weberianamente», en la «creencia de la legitimidad» del poder. La legitimidad es más bien un fenómeno multidimensional: existe un poder legítimocuando 1) el mismo respeta las reglas imperantes; 2) tales reglas son coherentes con los valores dominantes; 3) en virtud de tal coherencia, los «sometidos» no se limitan a «creer» en la legitimidad del poder, sino que se conforman a la voluntad de quien lo ejerce [Beetham 1991, 16 ss.]. La presencia simultánea de estas condiciones confiere, en esta interpretación, el crisma de la legitimidad al poder organizado y, de este modo, lo convierte en una
institución.
Hasta aquí, sobre el poder social en general. El poder político es una subespecie de ese poder, con sus propias características particulares. Si la teoría de la legitimidad de Max Weber es controvertida y acaso insatisfactoria, esto no parece que pueda aplicarse a su concepción del poder político, o sea, a la idea típicamente realista (véase Cap. I), según la cual el poder político se caracteriza por un medio específico: la violencia.[11]
En esta perspectiva, el poder político se distinguirá por el «monopolio tendencial» del uso de la violencia [Stoppino 1995].
El poder político es (salvo en las fases iniciales, constituyentes, de la vida de un grupo político o en las fases que acompañan e inmediatamente siguen a perturbaciones revolucionarias)
poder institucionalizado.
Suele utilizar varios tipos de recursos. En los términos de Baechler, mezcla, en combinaciones variables, fuerza, carisma y competencia. Pero aunque el recurso-fuerza (o violencia) permanezca casi siempre latente, en el trasfondo, y aunque tenga razón Vilfredo Pareto [1916, trad. it. 1964, II, § 2202, 645] cuando escribe que las elites de gobierno utilizan, en proporciones que varían de sociedad a sociedad, tanto la fuerza como el consenso, sigue siendo cierto en todo caso que es la
fuerza
la que cualifica al poder político.[12]
Al contrario de lo que a menudo se ha sostenido, esta definición no obliga, como justamente observa Stoppino [1995], a identificar política y estado moderno. Ya que si bien es cierto que el estado moderno ha conseguido el monopolio tendencial de la violencia, esto también puede decirse, al menos en parte, de otras organizaciones del pasado (muchos reinos de la era pre-moderna, por ejemplo) [Finer 1999]. Más bien, esta definición permite distinguir las sociedades en las que la política al menos se ha diferenciado de otras esferas sociales (originando aparatos
ad hoc
para la administración de la violencia), de las sociedades (primitivas, feudales, etc.) en las que tal diferenciación no se produjo.
Precisamente en nombre de ese monopolio tendencial de la violencia es como el poder político tiene la característica de ser un poder que tiende a imponerse a todos los demás poderes [De Montlibert 1997]. En virtud de este monopolio tendencial, del poder político dependen las decisiones colectivas, las decisiones que se imponen imperativamente sobre la colectividad. Y la lucha por su control (la competición por el poder político) es, por consiguiente, omnipresente.
En virtud de ese monopolio, finalmente, quienes tienen el poder político se arrogan, normalmente con éxito, la facultad de establecer las reglas destinadas a regular el funcionamiento de todos los demás ámbitos sociales [Beetham 1991].
3. DIMENSIONES DE LA LIBERTAD
Según Nicola Matteucci [1993a], si recorremos la historia del pensamiento occidental, encontraremos tres concepciones distintas de la libertad: como libertad natural, como libertad racional y como libertad ética. Es cierto que hay muchas maneras de hablar de la libertad. Benedetto Croce, por ejemplo, la consideraba como «la fuerza creadora de la historia» y la veía por doquier en la historia humana. Lord Acton [1877, trad. it. 1999, 51, trad. esp. 1999, 59], siguiendo la pauta del
Ensayo sobre la libertad
de John Stuart Mill, y casi anticipando la concepción «negativa» de Isaiah Berlin, daba esta definición: «Por libertad entiendo la seguridad de que todo hombre estará protegido para hacer cuanto crea que es su deber frente a la presión de la autoridad, de la costumbre y de la opinión.»
Hoy, después de cuarenta años, es siempre la conferencia dictada en Oxford en 1958 por Isaiah Berlin sobre «dos conceptos de libertad» [publicada en Berlin 1969] la que lleva la voz cantante, la que aún es el punto de partida de toda discusión sobre la libertad. Según ella, hay que distinguir entre la «libertad negativa» (la libertad como ausencia de determinados impedimentos)[13]
y la «libertad positiva» (la libertad como autonomía o auto-determinación). Aunque hoy parece demostrado que Berlin no consiguió realmente distinguir netamente, como habría querido, entre libertad negativa y libertad positiva, ni pudo eliminar la ambigüedad, evitar que la segunda, sobre todo, mantuviera una pluralidad de significados [Petroni 1992a; Barberis 1999b].
Una prueba de la confusión generada por el ensayo de Berlin es la siguiente: examinando la literatura se descubre que los lectores de Berlin se dividen en dos categorías: los que consideran su concepción una puesta al día de la tesis de Benjamin Constant [1819], y los que no comparten esta opinión. Para unos, que siguen una interpretación del propio Berlin, la distinción entre libertad negativa y libertad positiva no hace sino recalcar la distinción de Constant entre libertad de los modernos y libertad de los antiguos: «libertad para» y «libertad de».[14]
Para otros, en cambio, la «libertad negativa» de Berlin es, o puede ser, al mismo tiempo «libertad para» y «libertad de». En el ámbito de una concepción «negativa» de la libertad se colocan por ejemplo, las llamadas definiciones «triádicas» de la libertad de Oppenheim [1961] y de MacCallum [1967]: la libertad es,en esta versión, la libertad del actor
X
respecto al actor
Y
de hacer,o ser,
z. En esta definición, la concepción negativa incorpora tanto la «libertad para» como la «libertad de».
El hecho de que sean posibles interpretaciones tan diversas de la relación entre la concepción de Berlin y la de Constant, demuestra cuánta confusión y ambigüedad arrastran, desde siempre, las discusiones sobre la libertad negativa y sobre la libertad positiva.
Uno de los mejores intentos de dar un paso más, aun manteniéndose en el ámbito de la libertad negativa de la libertad, se debe a Ian Carter [1999]. Para Carter, es lícito y posible distinguir
empíricamente
entre la libertad en sentido no específico y las libertades específicas, la libertad en general y la libertad de hacer o no hacer esto o aquello. A diferencia de Oppenheim [1961], que considera tales afirmaciones carentes de sentido, para Carter es perfectamente lícito decir que el señor Rossi o el señor Bianchi son «libres», o bien que Rossi es «más libre» que Bianchi. La libertad no específica (overall freedom) es asimilable a la libertad negativa. Podemos perfectamente aceptar concebirla a la manera Oppenheim o de MacCallum, como una relación triádica entre un actor
X, la ausencia de impedimentos por parte de un actor
Y, y un objetivo
z, con tal de tener la precaución de no definir
z
de un modo específico [Carter 1999, 32]. Como cuando decimos que las personas oprimidas por alguien aspiran a ser «libres» (o sea, libres para hacer «todas aquellas cosas», en general, que el opresor les impide hoy hacer).
La libertad entendida negativamente, como ausencia de impedimentos impuestos deliberadamente, indica una «posibilidad» [Matteucci 1993a], no un estatus, un «poder» (de hacer algo) o una «capacidad». En este sentido, yerran el blanco los intentos de contraponerle la llamada libertad positiva.[15]
Las concepciones llamadas positivas, en efecto, tienen el grave defecto de usar el término «libertad»para indicar otra cosa: por ejemplo, el «poder de» o la «capacidad de» [Aron 1977].[16]
Uno de los problemas nace de que, en al menos uno de sus muchos significados, «libertad positiva» significa precisamente «poder de».[17]
Y entonces una de dos: o la libertad negativa se considera condición
necesaria, aunque no suficiente, del «poder de» (la libertad positiva), y en tal caso se desvanece la contraposición, ya no hay objeto de disputa (como sucede con aquellos pensadores liberales a los que se les atribuyen concepciones que incorporan una u otra variante de la libertad positiva, de Locke a Kant, a Tocqueville), o bien se supone que para obtener el «poder de» (entendido como capacidad, o también como autonomía) [Santoro 1999], es necesario redimensionar o reducir la libertad negativa. En este último caso, se cae precisamente en la situación temida por Berlin en suconferencia de 1958: se propugnan restricciones a la libertad (negativa) en nombre de la libertad (positiva).
Entre las formas de la libertad «positiva», además, suele contarse también la «libertad política», la libertad de participación en la vida política. Pero el caso de la libertad política tal vez sea el más complicado. Por un lado, se trata de una libertad «compuesta», en parte positiva y en parte negativa (los derechos políticos standard enumerados en las constituciones occidentales, por ejemplo, tutelan tanto la libertad en negativo como la libertad en positivo). Podemos decir que en la «libertad política» la componente
positiva
es prevalente pero no exclusiva. Por otro lado, la libertad política tiene una conexión muy estrecha con el poder social: es un «poder de» vinculado a un «poder sobre». Haciendo uso de su «libertad» de voto, por ejemplo, el elector ejerce seguramente un, aunque mínimo, «poder sobre» los candidatos, los futuros elegidos.[18]
En conclusión, es difícil no estar de acuerdo con Barberis, cuando al final de un
excursus
sobre las transformaciones históricas del concepto de libertad, observa que «cuanto más fieles se permanece a una concepción negativa de la libertad, mejor se consigue distinguir entre libertad y otros valores; cuanto más se ha procedido por la pendiente resbaladiza de las concepciones positivas, menos ha podido la libertad distinguirse de la identidad y del reconocimiento, de suerte que éstos han acabado suplantándola» [Barberis 1999b, 132].
4. LIBERTAD Y PODER POLÍTICO
Las anteriores observaciones deberían haber aclarado por qué, si empleamos el término «libertad» sin preocuparnos de connotarla (como en cambio hacemos, por ejemplo, cuando decimos «libertad política»), entendemos
siempre
que nos referimos a la libertad negativa.
El paso siguiente consiste en considerar la relación entre libertad y poder social.
Partimos de las observaciones de Oppenheim [1961; 1981] que con más lucidez que otros ha indagado esta relación. Oppenheim distingue acertadamente ante todo el poder social del «poder de». El poder social es el poder que
Y
ejerce sobre
X
para que
X
haga o no haga
x
[véase Oppenheim 1981, trad. it. 1985, 41]. Se sigue que el poder social y la libertad, no sólo están estrechamente conexos, sino también que son inversamente correlativos. «Si
Y
impide
x
a
X,
Y
no sólo tiene control sobre
X
para que no haga
x, sino que hace que
X
no sea libre de hacer
x
» [Oppenheim 1961, trad. it. 1964, 76]. Por tanto, si
Y
ejerce poder sobre
X
respecto a
x,
X
no es libre respecto a
x.
Nótense dos aspectos. El primero: la definición de poder social de Oppenheim es coherente con la definición de «poder sobre» que aquí hemos adoptado (véase párr. 2): aquel particular tipo de acción social capaz de producir efectos queridos y previstos, es decir capaz de modificar, en la dirección deseada y prevista, el comportamiento de aquel o aquellos sobre el que o los que se ejerce el poder. El segundo: no estamos obligados a seguir hasta el fin a Oppenheim y a considerar necesariamente
x
como un fin específico o una acción específica. Con Carter [1999], podemos considerar
x
también de un modo no específico. Podemos por tanto sostener que la afirmación «X
es libre o no libre, respecto al poder de
Y, de hacer o no hacer
x» sigue siendo verdadera, aunque
x
sea un algo (todavía) no especificado.
Si, por un momento, ponemos entre paréntesis el planteamiento de la filosofía analítica, con su elevado grado de abstracción, y adoptamos una perspectiva sociológica (dando, por decirlo así, carne y sangre al «poder» y a la «libertad»), deberíamos recordar que los individuos, en la vida real, se hallan constantemente inmersos en complejas redes de relaciones sociales [véase Elias 1986]. Unos individuos estarán sometidos al poder de otros y ejercerán, a su vez, poder sobre otros individuos aún, tendrán su libertad, en ciertos ámbitos, más o menos limitada por el poder ajeno, actuarán, a veces, para reducir los impedimentos que el poder de otros pone a su libertad, maniobrarán, otras veces, para ampliar el poder que ejercen sobre otros. La imagen de la «microfísica del poder» de Foucault [1977] es una imagen fiel: evoca la condición normal (hecha de «poderes difusos» y a-centrados) en que se desarrolla la vida social. A la imagen de la microfísica del poder podríamos superponer la imagen (especular) de una «microfísica de la libertad»: los individuos «atacan» a veces (tratan de expandir el poder que ejercen sobre otros), pero también se defienden (tratan de ampliar el propio espacio de libertad reduciendo los «impedimentos» que el poder social de otros pone a su libertad). Las organizaciones modernas, por ejemplo, pueden muy bien describirse como campos continuamente surcados por conflictos en los que las dos apuestas principales son, cabalmente, el «poder social» y la «libertad» [Crozier y Friedberg 1977].
Por lo demás, el cuadro resulta más complejo por el hecho de que, como hemos visto, muchos análisis sobre la relación entre poder y libertad no se preocupan de distinguir netamente los dos significados atribuibles, respectivamente, al poder (poder sobre/poder de) y a la libertad (negativa/positiva). Suponiendo, como hacemos aquí, que «poder de» y «libertad positiva» deben tratarse como sinónimos, se sigue que en muchas relaciones sociales están en juego tres elementos: el poder social (o poder sobre), el poder de (o libertad positiva) y la libertad
stricto sensu
(o libertad negativa). Como un análisis en profundidad sobre las relaciones entre estos tres elementos nos alejaría demasiado de nuestro actual objetivo, nos limitaremos a observar que esta triada da lugar a las siguientes relaciones:

Traducido en palabras, se da por supuesta la existencia de una relación inversa (si crece una, decrece el otro, y viceversa) entre libertad (de
Y
) y poder social (de
X
). Se supone también que la relación entre poder social (de
X
) y «poder de» (X
) es tal que la influencia causal puede ir en ambas direcciones: quien tiene poder social dispone normalmente también de «poder de»; quien dispone de «poder de» puede servirse de él para dotarse de poder social. Finalmente, en coherencia con la doctrina liberal, se asume que el vínculo entre libertad (de
Y
) y «poder de» (Y
) es bi-direccional: la libertad, la ausencia de impedimentos, es susceptible de aumentar el «poder de» quien es libre y, al mismo tiempo, «el poder de» (Y
) es a veces susceptible de aumentar o mantener su (de
Y
) libertad.[19]
Un punto importante para nuestro tratamiento es el siguiente: la libertad no genera
directamente
poder social (ser libres no significa ejercer poder); pero puede generarlo
indirectamente, a través del vínculo existente entre libertad y «poder de».
Hasta aquí nos hemos referido a la relación entre el poder social (en general) y la libertad. Pero ¿qué decir de la relación entre poder
político
y libertad?
Se puede perfectamente concebir esta relación (en los contextos institucionalizados, es decir, en los que la inseguridad social se mantiene relativamente a raya mediante el monopolio estatal de la fuerza)[20]
como basada en un intercambio entre apoyo (a los titulares del papel de autoridad política) y «derechos» [Stoppino 1994]. La política producirá decisiones colectivas, con frecuencia (sobre todo en las
poliarquías, los regímenes políticos definidos convencionalmente como «liberaldemocráticos») bajo forma de «reglas» que confieren,substraen, confirman, amplían, los «derechos» de los distintos autores sociales.[21]
Por un lado, estas reglas están ligadas a la libertad, representan sus vínculos y, al mismo tiempo, sus presupuestos. Es lo que, siguiendo a Popper, Barberis [1999b, 16] llama la «paradoja de la libertad»: «No sólo la libertad sería inconcebible en un mundo totalmente carente de vínculos, sino que cuanto más se concibe la libertad como ausencia de interferencias, más nos damos cuenta de cuán numerosas son, en realidad, las reglas que la limitan. Aquí radica precisamente (...) el principal mérito de una concepción negativa de la libertad respecto a sus alternativas positivas (...): en no ocultar el conflicto entre exigencias de libertad y regulación.»[22]
Por otro lado, es importante recordar que los «derechos» conferidos mediante reglas son sólo en mínima parte derechos de libertad (en el sentido aquí expuesto de libertad negativa). Gran parte de tales derechos se refieren a la atribución a ciertos actores sociales, o categorías de actores sociales, de capacidades específicas (en el sentido de la «libertad positiva») —tal es el caso, por ejemplo de los «derechos sociales»— o bien la concesión de la titularidad para el ejercicio de tipos de poder social específicos (por ejemplo, las leyes sobre la patria potestad).[23]
Por lo tanto, deberíamos siempre distinguir entre las categorías de «derechos»: los derechos de libertad (entendida negativamente) y los derechos-privilegios (derechos-capacidad, derechos-poder) que son formas de libertad positiva.
La mayor o menor libertad de los individuos depende de un conjunto de reglas dictadas por los poseedores del poder político que confieren (o confirman), junto a muchos otros tipos de «derechos»,
también
derechos de libertad. Estos últimos derechos limitan siempre la libertad de los individuos (porque ponen obstáculos a la violación de la libertad ajena), pero, al mismo tiempo, la garantizan.
Pero el punto que aquí más urge subrayar es el siguiente: puesto que la función primaria de la política consiste en producir orden (y por tanto protección), los poseedores del poder político disponen, siempre y de todas formas, de los
atouts
necesarios para
no
dejarse relegar al papel de simples guardianes de la observancia de reglas generales y abstractas.[24]
Apoyándose en el carácter indispensable de los bienes que proporcionan, defenderán su reserva de discrecionalidad[25]
y, con ella, su posibilidad de ejercer el poder: por ejemplo, se servirán de ella para crear «impedimentos» a la libertad (en sentido negativo) mediante una extensa panoplia de
policies
(distributivas, reguladoras, redistributivas, etc.).[26]
Tales
policies
son un aspecto del complejo intercambio entre obediencia y protección (véase el Cap. I). Su objetivo es alimentar el consenso de esta o aquella categoría, de este o aquel grupo, y/o castigar a categorías o grupos discrepantes mediante la manipulación, la concesión, la sustracción y la redistribución de «derechos-privilegios». La compatibilidad deestos derechos-privilegios con un régimen de libertad es objeto de una vieja y no resuelta
querelle
entre los defensores de la libertad negativa y los que defienden la libertad positiva.[27]
APÉNDICE
¿Una concepción distinta de la libertad?
A propósito del neorepublicanismo
 
Al tratar la cuestión de la libertad, sería signo de reticencia no prestar atención a una concepción de la libertad que, desde hace algunas décadas, proponen sus defensores como distinta (y mejor) que la liberal: la concepción neo-republicana.
El neo-republicanismo es una corriente de pensamiento que se propone, ante el público culto de las actuales democracias occidentales, como fuente de inspiración y de guía superior al liberalismo. Como ocurrió también con los socialistas en el siglo
XX, el liberalismo es el adversario principal de los neo-republicanos. El neorepublicanismo sostiene que el éxito del liberalismo de los siglos
XIX
y
XX. Y su larga lucha con el socialismo oscurecieron de hecho una preexistente y gloriosa tradición que hundía sus raíces en el humanismo cívico del Renacimiento y se inspiraba en las concepciones republicanas de la era clásica greco-romana. El oscurecimiento del republicanismo, su largo exilio en el olvido, habrían impedido hasta ahora a todos nosotros, según los neo-republicanos, ver demasiadas cosas: por ejemplo, comprender lo mucho que de «republicano» en vez de «liberal» hubo en ciertos pensadores, como Locke, que la vulgata coloca sin dudarlo en el «campo» liberal, o bien en qué medida la revolución americana, y la propia constitución de los Estados Unidos, recibieron la influencia de ideas republicanas más que liberales. Al proclamarse heredero de una tradición tejida de ideas, de doctrinas, pero también de experimentos políticos (como los municipios libres italianos) en que se basa la experiencia histórica occidental, el neo-republicanismo desafía hoy al liberalismo afirmando que posee mejores materiales para la construcción de la «buena sociedad».
Ciertamente el neo-republicalismo, como por lo demás también el liberalismo, es un movimiento intelectual compuesto. Si su fecha de nacimiento oficial es 1975, año en que se publica el libro de John Pocock sobre el
Machiavellian Moment, las sucesivas puestas a punto debidas a varios autores de escuela anglosajona [Skinner 1990; 1998; Pettit 1997], francesa [Kriegel 1998], alemana [Habermas 1992], italiana [Rusconi 1997[28]; Viroli 1999], permiten establecer una diferenciación en el «campo» neo-republicano con distintas variantes. De cierta importancia, sobre todo en el área anglosajona, es la contraposición entre neo-aristotélicos (Pocock) y neo-romanos (Skinner), según que la fuente primaria del republicanismo moderno se busque en la
política
aristotélica, o bien el la república ciceroniana. Más importante aún parece ser la distinción (a su vez basada en una diversidad de concepciones antropológicas) entre la corriente neo-republicana que destaca el papel de las virtudes cívicas y la búsqueda del bien común (y que tiene claras afinidades con el comunitarismo de Sandel, de Taylor o de McIntyre) y la corriente que, inspirándose en Maquiavelo, valora el papel del conflicto entre los distintos «humores», y niega importancia a la idea de bien común [Geuna 1998].
Mi objetivo es averiguar si los neo-republicanos tienen razón cuando afirman que proponen una definición de la libertad que, si no puede confundirse con la «libertad positiva» de tipo democrático o socialista, tampoco es asociable a la libertad liberal, a la libertad entendida negativamente. Fue Pettit [1997], seguido de otros neo-republicanos (como Skinner[29]) quien ofreció de una formacompleta la concepción neo-republicana de la libertad. Según Pettit, la concepción republicana clásica, hoy recuperada por los neo-republicanos, proponía un ideal de libertad como «ausencia de dominio». La libertad republicana como ausencia de dominio sería distinta tanto de la libertad positiva (entendida, principalmente, como participación en la cosa pública) como de la libertad negativa, libertad como ausencia de impedimentos deliberados.
La libertad negativa indica exclusivamente, como hemos visto, una «posibilidad». La libertad como ausencia de dominio —que, según Pettit, era la concepción propia del republicanismo clásico— indica en cambio un
estatus: soy libre cuando tengo el control total de mi destino, cuando nadie puede ejercer influencias arbitrarias (es decir al margen de las prescripciones de la ley) sobre mi vida. La concepción neo-republicana recupera así, o piensa recuperar, aquel significado originario de libertad, como
eleutheria
o
libertas
[Barberis 1999b], que indicaba el estatus de hombre libre, protegido en esta condición por las leyes: el estatus opuesto al del esclavo.
En esta interpretación, sería cabalmente la relación con la ley la que diferencia la libertad republicana de la libertad liberal. Los liberales, según Pettit y sus seguidores, se habrían apropiado de la concepción defendida por Thomas Hobbes y más tarde Jeremy Bentham: la libertad negativa, la libertad como ausencia de impedimentos sería una libertad que se nutre de «ausencia de leyes», desde el momento en que, en esta versión, la ley se considera siempre como un impedimento a la libertad. En cambio, en la concepción neo-republicana, la libertad como ausencia de dominio es una «libertad garantizada por la ley». Para los neo-republicanos, en efecto, lo importante es poner a los individuos al cobijo del dominio personal de otros: las «interferencias» de la ley serían, precisamente en cuanto producidas por las leyes, es decir por normas abstractas y generales, interferencias no arbitrarias que no limitan la libertad sino que la tutelan.
¿Qué hay de verdad, o de aceptable, en esta interpretación de las diferencias entre republicanismo y liberalismo? Creo que muy poco. Describir el liberalismo como doctrina que propone una idea de libertad como «ausencia de ley» significa, simplemente, convertirlo en una caricatura con fines polémicos. Para vergüenza de los neorepublicanos, se trata de una caricatura que no consigue ser convincente ni siquiera cuando se quisiera aplicarla a la variante llamada (impropiamente) liberista del liberalismo (el «liberismo» es la principal bestia negra de los neo-republicanos).
Lamentablemente para Pettit y sus seguidores, uno de los principales teóricos liberales del siglo
XX, Friedrich A. Hayek, cita sólo para rechazarla la concepción Hobbes-Bentham de la libertad como «ausencia de ley» y propone con energía en su lugar la idea, compartida con Locke y con la mayoría del pensamiento liberal, de la libertad «garantizada por las leyes» [Hayek 1982, trad. it. 1986, 67-68]. De modo que, o decidimos que también Hayek es un «neo-republicano» (particularmente versado, podría decirse, en disfraces y despistes), o bien debemos reconocer que el neo-republicanismo fracasa en su intento de construir una «tercera vía» entre las concepciones negativas y las positivas de la libertad.[30]
Añádase el hecho deque Hayek, en otro lugar, da una definición de la libertad, incluso terminológicamente, muy semejante a la de Pettit. Hayek hace propia precisamente la antigua definición de la libertad como
libertas
[Hayek 1960, trad. it. 1998, 40, trad. esp. 33] que define en estos términos: la libertad «significó en todo momento la posibilidad de que una persona actuase según sus propias decisiones y planes, en contraste con la posición del que se hallaba irrevocablemente sujeto a la voluntad de otro, quien, de modo arbitrario, podía condicionarle para que actuase o no en forma específica».
Como observa Carter [1999], parece que las sutiles argumentaciones de Pettit y de sus seguidores tienen más eficacia retórica que solidez doctrinal. Desde el momento en que los liberales, los defensores de la concepción negativa de la libertad han considerado muchas leyes ampliamente justificadas por el hecho de que «las mismas comportan una ganancia neta en libertad o una distribución más justa de la libertad; las leyes así justificadas comportan limitaciones de la libertad dentro de un cierto límite y con cierto grado de probabilidad, pero poseen también, con frecuencia, el valor instrumental de promover la libertad o de distribuirla más equitativamente, porque su aplicación previene ciertos casos de interferencia que de otro modo se habrían producido, o que habrían tenido mayor probabilidad de producirse» [Carter 1999, 245].
Como justamente afirma Carter, en realidad, los neo-republicanos parece que se distinguen de los liberales, no porque hayan elaborado una concepción distinta de la libertad (no lo han conseguido), sino porque atribuyen valor, además de a la libertad, a otros bienes (como la seguridad, la identificación en la comunidad, etc.). Lo cual, desde luego, es legítimo. Lo que, en cambio, no es legítimo es presentar el liberalismo como una concepción que, a diferencia de la neo-republicana, quisiera prescindir de las leyes.[31]
Movimiento compuesto y heterogéneo, el neo-republicanismo deriva buena parte de su éxito actual de su ambigüedad, de suspropiedades camaleónicas. A veces, parece esencialmente una variante de la concepción democrático-radical:[32]
el fantasma de la «voluntad general» se cierne sobre muchas páginas neo-republicanas. Su aspiración a eliminar toda
posibilidad
de dominio arbitrario del hombre sobre el hombre es tan laudable como utópica: si se realizara comportaría la eliminación de toda forma de «poder social» (el poder, obviamente arbitrario, de hombres y mujeres sobre otros hombres y otras mujeres) en las relaciones inter-individuales.[33]
No hay científico social que no esté en condiciones de explicar a los neo-republicanos por qué una sociedad sin «poder» es incluso más improbable que la sociedad comunista de marxiana memoria. Al precio de enormes esfuerzos es a veces posible (tal es cabalmente el «programa liberal») «limitar», «contener» el poder social, el poder, por definición arbitrario, del hombre sobre el hombre; pero en modo alguno eliminarlo.
En cuanto variante de la concepción democrático-radical, naturalmente, al neo-republicanismo jamás le ha rozado el temor —presencia constante en las páginas de los pensadores liberales, desde Constant a Tocqueville, desde Stuart Mill a Lord Acton, hasta Berlin— de que la democracia,
sub specie
tiranía de las mayorías, «se coma» las libertades individuales dando origen a nuevas formas de opresión. Los neo-republicanos se preocupan muy poco de la intromisión estatal en la vida de los individuos: dan la impresión de que excluyen del número de las posibilidades, por ejemplo, que ciertas «leyes», promulgadas oficialmente para garantizar la libertad, produzcan efectos liberticidas.
A veces, el neo-republicanismo parece en cambio una variante del liberalismo, preocupada sobre todo de polemizar con las otras variantes del propio liberalismo: con las corrientes más radicales del liberalismo económico —como el anarco-capitalismo (sobre el cual véase el Cap. III),[34]
sobre todo. En este caso, comete el error de tomar la parte por el todo, de tomar aquellas concepciones, que son sólo parte del liberalismo, por el liberalismo
tout court.
Retroceso a variante del liberalismo, el neo-republicanismo se convierte entonces en aquella corriente que, por afán retrospectivo y arqueológico, valoriza sobre todo ciertos elementos del protoliberalismo (de Harrington o de Locke, por ejemplo) o de concepciones mucho más antiguas que anticipan o preparan, en la
polis
griega, en la Roma republicana, en la experiencia de los municipios medievales, las sucesivas aventuras occidentales de la libertad.
A pesar de ciertos intentos por distinguirse del comunitarismo, el neo-republicanismo acaba además casi siempre por reproponer, de alguna forma, ideales comunitarios y participativos inspirados en un mundo ya superado por el surgimiento de la modernidad.[35]
Su énfasis sobre la libertad como estatus, y también su restablecimiento (a menudo correcto) de concepciones de la libertad de este tipo en autores protoliberales, permiten entrever la nostalgia por organizaciones societarias pre-individualistas, caracterizadas por una escasa movilidad social y por esa fuerte cohesión moral que encontramos a veces (no siempre) en las pequeñas comunidades políticas. A pesar de la fascinación que el neo-republicanismo (tras ladesaparición del socialismo) puede ejercer sobre la mente de los actuales detractores del liberalismo, parece realmente que la concepción negativa (liberal) de la libertad sigue siendo la única que puede proponerse cuando se trata de grandes espacios, con una gran movilidad social, de la era contemporánea. No considero, en conclusión, demasiado maliciosa, sino sólo realista, la observación de que «es preciso apresurarse a tratar del republicanismo: uno de estos días podría desaparecer de nuevo» [Barberis 1999b, 65].
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Capítulo tercero
El mercado
Se ha convertido en opinión consolidada que el comercio jamás puede florecer a no ser en un gobierno libre (...). Si seguimos el comercio en su desarrollo a través de Tiro, Atenas, Siracusa, Cartago, Venecia, Florencia, Génova, Amberes, Holanda, Inglaterra, etc., veremos que siempre se ha asentado en gobiernos libres.

David Hume, Essays, Moral, Political, and Literary

1. INTRODUCCIÓN
Una sociedad libre es ciertamente, para la tradición liberal en todas sus variantes, una sociedad en la que las relaciones de producción y de intercambio dependen del mercado libre y no de la autoridad estatal. Pero ha sido la corriente llamada del
market liberalism[1]
(queaquí defino también como «liberalismo económico») la que con mayor decisión ha sostenido la idea de que la presencia de la propiedad privada y del mercado libre es la principal condición para impedir que el poder político se vuelva tiránico, devore las libertades individuales y destruya así la sociedad libre. A veces, la tesis se presenta en su formulación más extrema (es el caso, como veremos, del anarco-capitalismo): propiedad privada y mercado se afirman como condiciones
necesarias y suficientes
de la sociedad libre. Más a menudo se propone una versión mas blanda: propiedad privada y mercado serían condiciones necesarias, pero no suficientes, de la sociedad libre.[2]
En palabras de Milton Friedman, el capitalismo competitivo, entendido como sistema de libertad económica, es «condicio sine qua non
de la libertad política» [Friedman 1962, trad. it. 1995, 15].
En realidad, las relaciones entre política y economía de mercado son bastante complejas y a menudo sucede que el liberalismo económico, en sus distintas articulaciones, infravalora esa complejidad. No es seguro lo que no sólo Friedman sino casi todos los representantes del liberalismo económico sostienen, o sea que las libertades económicas son condiciones o presupuestos de las libertades políticas. Con la misma verosimilitud se podría invertir la trayectoria causal (alguien lo ha hecho, como veremos) y sostener que es en cambio la libertad política condición o presupuesto de la económica.[3]
y liberalismo político, véase Hardin [1999]. Trataré el pensamiento de Montesquieu en el Cap. V.
Además, el mercado, para funcionar precisa de reglas, un marco normativo que, en primer lugar, tutele los derechos de propiedad y la validez de los contratos, y este marco normativo sólo la política puede garantizarlo. De manera que de la política parece depender la posibilidad de funcionamiento del mercado. Pero si es así, ¿cómo puede, lógicamente, ser el mercado el que limite ese poder político encargado de tutelar las normas a las que el propio mercado debe su supervivencia? La convicción de que no es sencillo responder a esta pregunta ha generado a menudo oscilaciones y dudas en el pensamiento de los defensores del liberalismo económico.
Más aún: al margen de las reglas jurídicas, ¿tiene que desempeñar la política otras tareas, en todo caso cruciales e imprescindibles (como la producción de bienes públicos) necesarias para el propio funcionamiento de la economía de mercado? Y si estas tareas hacen realmente que la política, y por tanto el estado, sean indispensables, ¿no reside precisamente aquí una de las causas de la «potencia» del estado, de la imposibilidad de confinarle a un papel subordinado e inofensivo?
Además, ¿no es acaso inherente al liberalismo económico una cierta incomprensión del papel de la política, que no puede ser relegada sólo a las tareas de garantizar la observancia de reglas y proporcionar bienes públicos, ya que la misma es
también
el campo en que se libran los conflictos entre agrupamientos con diferentes, y con frecuencia incompatibles, identidades? ¿No será acaso que el liberalismo económico, aun en sus mejores expresiones, infravalora el peso y la importancia que ciertos instintos de auto-conservación individuales y de grupo —heredados de la fase más primitiva y bárbara de la historia de las sociedades humanas— siguen teniendo en la sociedad moderna, y el papel que la política desempeñalibertad política, pierde significado, a la luz de una teoría de la acción que sólo contempla sujetos que eligen racionalmente los medios que consideran idóneos para alcanzar sus fines (sean los que fueren) en régimen de escasez. Véase Antiseri [1998] y Cubeddu [1992, 353]. Pero también es cierto que esto sólo es posible en virtud de una teoría social que subsume todo actuar humano bajo las leyes (a priori) de la economía marginalista y de su fundamento gnoseológico, la teoría del valor subjetivo.para satisfacerlos y preservarlos? ¿No hay, acaso, en el fondo del liberalismo económico, una antropología excesivamente optimista que no consigue captar la persistente importancia de las identidades de grupo y la consiguiente inevitabilidad de las rivalidades y los conflictos entre grupos, de los que a su vez, en gran medida, depende el carácter imprescindible de la política?
Y, en fin, directamente ligado al punto anterior, si la lucha por el poder que tiene como apuesta el control sobre los instrumentos de la violencia y las correspondientes demandas de seguridad y protección (véase el Cap. I) son aspectos ineliminables y característicos de la política, ¿cómo puede pensarse en una «neutralización» de sus efectos por obra del mercado?
En suma, ¿no hay en el liberalismo económico, como han sostenido algunos de sus críticos de orientación diversa —desde Carl Schmitt a Hans Morgenthau, desde Julius Freund a Raymond Aron— una excesiva marginación de la política (o, si se prefiere, no es acaso el liberalismo, en su variante económica, una auténtica utopía antipolítica), que lo condena a la impotencia y al fracaso?
2. ORDEN CATALÁCTICO Y PODER POLÍTICO
Si queremos llegar a la raíz de la concepción liberal de la política, lo más indicado es partir del pensamiento de los iluministas escoceses, pues son los escoceses, sobre todo, los que fijan algunas ideas de fondo destinadas a forjar la visión de la política de los pensadores liberales de los siglos siguientes.
David Hume, en polémica con Hobbes, argumenta que la civilización no es fruto de la invención del Leviatán y de su acción, sino que es consecuencia de una lenta evolución histórica.
La «innatural» conjunción de debilidad y necesidad [Hume 1739, trad. it. 1993, I, 512], el encuentro entre lo ilimitado de las pasiones humanas y la avaricia de la naturaleza (la escasez de los recursos que la naturaleza pone a disposición de los hombres para satisfacer sus deseos) favorece, con el tiempo, el nacimiento y desarrollo de la división del trabajo y conduce a la estabilización de la sociedad a través de la emergencia de «convenciones» cruciales, en particular las que afectan a las tres «leyes» fundamentales de la justicia: la estabilidad en la posesión, el traspaso de la propiedad por consenso, el mantenimiento de las promesas.
Estas convenciones se afirman por adaptación espontánea, con el descubrimiento que los hombres, tras muchos intentos y errores, y después de soportar muchos sufrimientos, hacen de que es interés suyo respetarlos. El gobierno, cuando surge, pone su espada y sus leyes como garantía de esas convenciones, pero no es el artífice de las mismas. Para Hume, en efecto, el gobierno no representa una necesidad histórica. No surge de una exigencia de la sociedad en cuanto tal. Nace, por lo común, del choque y del conflicto entre sociedades diversas: «Estoy muy lejos de pensar, como en cambio hacen algunos filósofos, que los hombres son totalmente incapaces de vivir en sociedad sin un gobierno; sostengo, por el contrario, que los primeros rudimentos de gobierno surgen de disputas entre hombres de distintas sociedades, y no entre hombres de la misma sociedad» [ibidem, I, 572].
Surgidos de la guerra, los gobiernos se constituyen primeramente como jerarquías militares. Sólo posteriormente adquieren carácter civil, y la obediencia a los mismos, al principio condicionada, impuesta por el peligro y por la necesidad, se hace estable, se transforma, por efecto del tiempo que pasa y de la costumbre, en lealtad. La costumbre convierte al gobierno, surgido por medio de la fuerza, en una autoridad legítima.[4]
Su concepción del origen del estado demuestra que Hume, entre los escoceses, es el pensador cuyas ideas muestran las mayores afinidades con la tradición del realismo político. Como lo demuestra también su célebre ensayo sobre la
balance of power
[1742-52, trad. it. 1974, 525-541], así como, más en general, el conjunto de sus ensayos políticos. También su teoría de la «simpatía», por más sorprendente que pueda parecer, le acerca a posiciones realistas. La simpatía que se desarrolla dentro de un grupo de hombres unidos por un destino común constituye para Hume la base del sentimiento de identificación nacional (mientras que se excluye, por las características mismas de la naturaleza humana, la posibilidad de una simpatía «cosmopolita», de una identificación y una solidaridad entre los hombres en general). Las naciones, además, se ven inevitablemente inducidas a enfrentarse y a chocar. El libre
De forma característica, Hume, como tantos otros después de él, oscilará en la valoración de las influencias recíprocas entre la sociedad comercial y la libertad política. Como alguien ha observado [Wootton 1992, 210], por ejemplo, Hume adopta en su
History of England
[1762] una posición distinta de la que sostiene en los
Essays
[1742-52].
En la
History, siguiendo a Harrington, parece adherirse a una interpretación económica de la evolución política, atribuye al desarrollo del comercio el nacimiento de la libertad política. Con el desarrollo del comercio se modifica la estructura social: aparece una
clase media
cada vez más numerosa dedicada a los negocios e inclinada,
naturaliter, a favorecer un desarrollo político liberal. Como Montesquieu, James Steuart y Adam Smith [véase Hirschman 1977], Hume, en la
History, atribuye al comercio la propiedad de representar —a través de los cambios inducidos en la estratificación social y, por consiguiente, en las actitudes culturales dominantes— un freno y un obstáculo para la tiranía y la arbitrariedad política.
En los
Essays, en cambio, Hume prefiere invertir la dirección causal e imputar a la afirmación de gobiernos libres la promoción del comercio (además de las artes y las ciencias). La libertad política es, en este sentido, una condición para el desarrollo de las libertades civiles, y de los beneficios, materiales y morales, que las libertades civiles comportan. Al garantizar la paz y la seguridad, así como la estabilidad a los derechos de propiedad, los gobiernos libres favorecen el desarrollo de la economía y, más en general, de la civilización.[5]
Además, contra el clásico argumento republicano, Hume (como Mandeville en la
Fábula de las abejas) piensa que el desarrollo del consumo, incluso superfluo, y del lujo, no perjudica a los gobiernos libres, sino que sirve para mantener vital la sociedad estimulando la actividad, el trabajo y la inventiva de los hombres. Funcióncomercio puede suavizar, puede atenuar, la aspereza de los conflictos, pero no puede eliminarlos. Páginas que iluminan estos aspectos del pensamiento político de Hume se deben a Deleule [1979, trad. it. 1986, 145 ss.].del gobierno es proteger este activismo, no deprimirlo. Pero esto requiere, cabalmente, gobiernos libres.
Para Hume, la libertad política está garantizada del mejor modo posible por una constitución mixta[6]
y, como para Montesquieu (véase el capítulo V), por la existencia de contrapoderes institucionales (los tribunales de justicia independientes), además de por una competencia libre entre partidos, y por la presencia de una sólida y numerosa clase media interesada en no perder los beneficios de la libertad.[7]
El gobierno perjudica a la libertad cuando, impulsado por el ansia de poder, le substrae demasiados recursos. A un gobierno militarmente demasiado fuerte, dice Hume evocando el caso de Esparta, le corresponde una sociedad empobrecida. Es gobierno sabio el que favorece el enriquecimiento de sus súbditos, el que no los oprime con una fiscalidad excesiva. Y también el que, renunciando a la nociva doctrina mercantilista, y a las ilusiones de potencia que esta genera, estimula la máxima libertad de los tráficos y de los intercambios. Si así se comporta, el gobierno no sólo permite que la sociedad prospere, sino que también obtiene un importante beneficio: podrá disponer, en caso de emergencia (bélica o de otro tipo), de los abundantes recursos que una sociedad próspera puede poner a su disposición.
La mayor insidia que Hume ve en los gobiernos libres es su tendencia a abandonarse, por la demagógica necesidad de asegurarse el consenso de los distintos grupos, a la tentación del endeudamiento público [véase Pesante 1992, 374 ss.]. Al trasladar recursos desde los trabajos productivos a los improductivos, la deuda pública amenaza las libertades, debilitando los estamentos que están más interesadospor la libertad, difundiendo el hábito del parasitismo, reduciendo los incentivos a la libre iniciativa. Superado cierto umbral, la práctica del endeudamiento público puede llevar a la ruina a la libertad, a favorecer el nacimiento de un gobierno tiránico.
La interpretación del pensamiento de Adam Smith ha sido siempre objeto de apasionadas disputas. Como alguien ha afirmado justamente [Zanini 1997; Raffaelli 2001], no parece realmente que exista un
Adam Smith Problem
(como en su tiempo se definió), o sea un conflicto entre la ética y la teoría económica de Smith. En otros términos, no existe la incompatibilidad, que algunos erróneamente vieron, entre las dos obras principales de Smith, la
Teoría de los sentimientos morales
[1759] y
La riqueza de las naciones
[1776]. El
prudent man, el hombre impregnado de la moral estoica del autocontrol, exaltado por Smith en la
Teoría, es el mismo hombre que anima la sociedad comercial cuyas leyes de funcionamiento se exponen en
La Riqueza, puesto que el
self-love, del que deriva la búsqueda de un legítimo interés personal, no choca en absoluto con la moral prudencial.
Del mismo modo, añado, es indudable la existencia de una relación entre la crítica (anticipadora de la polémica hayekiana contra el «racionalismo constructivista») desarrollada en la
Teoría
[1759, trad. it. 1991, 318] del «hombre de sistema», el que cree posible gobernar la sociedad como si fuera un tablero de ajedrez, y el énfasis que se pone en
La Riqueza
sobre el papel de las
unintended consequences
de la mano invisible.
Es cierto que no existe un
Adam Smith Problem
en el sentido indicado, pero sí existe, en el pensamiento de Smith, una concepción en muchos aspectos decepcionante, pobre, de la política.[8]
La política queda reducida en esencia, en
La Riqueza, como también en las
Lecciones de Glasgow
[1762-64], a mero arte de la legislación [Zanini 1997, 308 ss.].[9]
Si se compara el pensamiento político de Smith con el de
Hume, no puede menos de observarse que el segundo tiene una sustancia y una profundidad muy superiores al primero.
Smith, como el Hume de la
History, como Montesquieu, como Steuart, piensa que el desarrollo del comercio reduce la arbitrariedad política y favorece la libertad. Es cierto que no hay en Smith determinismo económico [Winch 1985]. Pero existe la idea de que el cambio económico, y en particular el desarrollo del comercio, es la causa más importante de los cambios sociopolíticos.
El desarrollo del comercio, a su vez, es provocado por la división del trabajo. Y la división del trabajo «no es efecto de un plan consciente humano, sino la consecuencia necesaria de una disposición natural absolutamente peculiar del hombre, es decir la predisposición a traficar, a intercambiar; y como esta inclinación es característica peculiar del hombre, tal es también su consecuencia, la división del trabajo entre personas distintas que actúan de común acuerdo» [Smith 1762-64, trad. it. 1989, 442].
Muchas divergencias en la interpretación de la actitud de Smith respecto al mercado [véase Ingrao y Ranchetti 1996, 47 ss.; Besomi y Rampa 1998, 36-45] dependen de que en Smith conviven la aprobación del capitalismo y la desconfianza respecto a los capitalistas, la admiración por las virtudes del mercado y la reprobación de los vicios de los comerciantes.
Por un lado, el mercado produce beneficios generales gracias a las consecuencias no intencionadas de las acciones intencionadas de los empresarios. En efecto, el hombre de negocios «al dirigir esa industria de tal modo que su producto sea del mayos valor posible, sólo piensa en su ganancia propia; pero en este, como en muchos otros casos, es conducido, como por una mano invisible, a promover un fin que nunca tuvo parte en su intención… Persiguiendo su propio interés, con frecuencia promueve el de la sociedad de unla edad moderna legiferar adquiere el significado, para nosotros habitual, de «creación» de leyes por obra de órganos del estado (véase el Cap. IV). Para un estudio sobre el uso que Smith hace de términos como
policy
y
police
y para una reconstrucción que lo relaciona, junto a otras fuentes, con la aristotélica
oikonomia, véase Porta [1988].modo más eficaz que si se propusiera fomentarlo directamente» [Smith 1776, trad. it. 1975, 584].[10]
Por otro lado, es típico de los hombres de negocios tratar de esquivar los rigores de la competencia: «El interés del hombre de negocios, en cualquier sector del comercio o de la industria, es siempre en algún aspecto diferente e incluso opuesto al del público. Es siempre interés suyo ampliar el mercado y reducir la competencia. La ampliación del mercado puede con frecuencia coincidir con el interés del público; pero la limitación de la competencia es siempre contraria al interés público, y puede servir sólo para poner a los hombres de negocios en condiciones de imponer en propia ventaja un absurdo impuesto sobre el resto de los propios conciudadanos elevando sus beneficios por encima de su medida natural» [ibidem, 375].
Para conseguir una limitación de la competencia, el hombre de negocios debe siempre obtener la complicidad del gobierno. Y esta es la razón de que «la propuesta de una nueva ley o regulación comercial procedente de esta clase debería ser siempre considerada con gran cautela y jamás debería adoptarse antes de un largo y atento examen (...). Esa propuesta viene de una clase de personas cuyo interés no coincide nunca exactamente con el del público, y generalmente tiene interés en engañar e incluso oprimir al público, y de hecho, en muchas ocasiones, efectivamente le ha engañado y oprimido» [ibidem,
376].[11]
Al estado, surgido para proteger la propiedad privada cuando esta se afirma en el «estadio» del pastoreo,[12]
corresponderían, en la época de la sociedad comercial, sólo tres funciones: garantizar la justicia,[13]
asegurar la defensa ante las amenazas externas, realizar las obras públicas indispensables. Pero la presión de los hombres de negocios, así como de muchos otros grupos (por ejemplo, las corporaciones profesionales) para obtener del estado protección contra la competencia, la ignorancia y las supersticiones del público, impelen inexorablemente hacia una ampliación de los poderes de intervención del gobierno en los asuntos económico-sociales. De donde las restricciones a la competencia, el proteccionismo, etc. Uno de los muchos ejemplos posibles de intrusión estatal que produce efectos perversos lo ofrecen las leyes sobre el trigo que «pueden compararse a las leyes concernientes a la religión. La gente se siente tan interesada por lo que se refiere a su propia subsistencia en esta vida o a la propia felicidad en la vida futura, que el gobierno tiene que ceder a sus prejuicios y, para mantener la tranquilidad pública, establecer el sistema que aprueba» [ibidem, 681-682].[14]
usan medios económicos, es decir el intercambio de mercado. Quienes, capitalistaso no, usan la protección del estado para eludir la competencia, tienen, junto a los políticos y a los funcionarios públicos, intereses contrapuestos a los de quienes, capitalistas o no, viven del mercado.
De modo que la probabilidad de que la libertad de comercio se desarrolle plenamente, sin restricciones de consideración, dentro y entre los estados, es casi nula. Es como esperar, dice Smith, la instauración de una Oceana o de una Utopía [ibidem, 601].[15]
La confianza en la fortuna de la libre competencia varía según los pensadores, pero la idea de que el mercado libre y el comercio son portadores de libertad es un credo que no pertenece sólo a Hume y a Smith. Por ejemplo, lo defiende sin titubeos, con una fe incluso demasiado ingenua, James Steuart [1767].
Más compleja es la posición de otros escoceses. Adam Ferguson cree, como Hume, Smith y Steuart, que el desarrollo del mercado libre favorece la libertad. Pero también teme que, a la larga, la combinación de búsqueda de la utilidad privada y de desinterés por la cosa pública, típica de la sociedad comercial en su madurez, pueda llevar a la decadencia política y al fin de las libertades [véase Ferguson 1767, trad. it. 1999, 167 ss.]. John Millar, por su parte, ve en el desarrollo de la división del trabajo y del comercio, y en el incremento de la riqueza, tanto la posibilidad del reforzamiento político del soberano (y posibles resultados despóticos) como la posibilidad de una difusión del poder (y por tanto posibles resultados liberales).las fases de carestía. Para Burke, como para Smith, estas intervenciones alteran la evolución espontánea del mercado, por lo que siempre son perjudiciales y contraproducentes.
Y observa que la sociedad, superado cierto estadio de desarrollo, se convierte en lugar de conflicto entre las dos tendencias opuestas [Millar 1806; trad. it. 1989, 198 ss.].
Aun con reservas y distingos, y aun conscientes (como posteriormente lo será Tocqueville) de las posibles repercusiones negativas del desarrollo de la economía de mercado —sobre todo en lo que se refiere a los «caracteres» de los hombres «forjados» por la división del trabajo, a los «tipos humanos» a los que la misma favorece— los escoceses comparten en todo caso la idea de que la libertad de mercado y la libertad política están estrechamente unidas [véase Hirschman 1977; Merolle 1994].
En esta experiencia del siglo
XVIII
se inspirarán —aunque llevando al extremo sus contenidos— los principales protagonistas del relanzamiento del
market liberalism
en el siglo
XX, los austriacos Ludwig von Mises y Friedrich A. Hayek.
Pero la cuestión es que en sus obras, por otro lado justamente admiradas,[16]
ni Mises ni Hayek consiguen, no digo deshacer los nudos problemáticos heredados de los escoceses, pero ni siquiera una presentación teórica de algún modo convincente de la
vexata quaestio
de la relación entre mercado y política.
Mises, en casi todas sus obras, se ocupa continuamente de la relación entre propiedad privada, mercado y política, demostrando que tiene, a lo sumo, un «programa» político (ideas más o menos claras sobre lo que una eventual —aunque improbable— «elite liberal» debería hacer una vez llegada al poder), pero no una
teoríaconvincente sobre qué es la política.[17]
En el análisis de la relación entre mercado y política Mises adopta preferentemente una actitud prescriptiva y de denuncia de las políticas intervencionistas e iliberales, al tiempo que ocupa relativamente poco espacio en su indagación el análisis (positivo) de las dinámicas políticas autónomas y de las distintas variantes en que estas se manifiestan en relación con la economía de intercambio.[18]
El hecho es que Mises, en cuanto «liberal clásico», comparte con Adam Smith una cierta incapacidad para pensar la política en sus manifestaciones conflictuales autónomas y la relación con las otras dimensiones del obrar social. El objeto «política» tiende, en Mises, a disolverse, aplastado como está entre la continua denuncia de los usos torcidos y socialmente perversos del pasado y del presente, al que lo fuerzan las ideologías iliberales, y la representación de un posible futuro liberal
políticamente pacificado, donde la política pueda resolverse y disolverse en la prudente y frugal administración de un estado mínimo, atento sólo a impedir interferencias indebidasen el de otro modo armónico y espontáneo desarrollo de la economía de intercambio.
La causa que explica la dificultad de Mises para pensar con realismo la política debe buscarse en los fundamentos mismos de su teoría social. Para Mises, decir «sociedad» significa decir cooperación,
nunca conflicto. El conflicto es, por definición,
asocialidad, interrupción de la relación cooperativa (esta última para él sinónimo de «interacción social»). La necesidad de la cooperación determina la división del trabajo, y la división del trabajo, al desarrollarse, provoca un círculo vicioso, refuerza la exigencia de la cooperación social. La competencia, motor de la economía de mercado, no debe confundirse con el «conflicto» o con la «lucha»,[19]
ni tiene los mismos efectos sociales. Ni tampoco se aproxima a las formas más blandas de conflicto regulado: «No hay que confundir la competencia cataláctica con los combates de boxeo o los concursos de belleza. Mediante tales luchas y certámenes lo que se pretende es determinar quién es el mejor boxeador o la muchacha más guapa; la función social de la competencia cataláctica, en cambio, no estriba en decidir quién sea el más listo, recompensándole con títulos y medallas. Lo único que se desea es garantizar la mejor satisfacción posible de los consumidores, dadas las específicas circunstancias económicas concurrentes» [Mises 1949, trad. it. 1959, 268-69; trad. esp. 9.a
ed. 2009, 335-36].
Prácticamente, en todas sus obras Mises repetirá que siendo el intercambio el
medium
de la interacción social, la competencia no es otra cosa que la forma que asume la cooperación en una economía de mercado. La consecuencia de esta visión es que conflictos y luchas son siempre manifestaciones de irrupciones patológicas, quea su vez determinan desgarros en la tela de la cooperación social. Podemos decir que, de forma paradójica, la visión del conflicto del individualista Mises no es muy distinta de la que observamos, por ejemplo, en el colectivismo sociológico de Durkheim. Mises no logra pensar en el conflicto sino como en una condición patológica
precisamente porque
asume que la armonía de los intereses siempre es realizable con tal de que se deje funcionar a la economía de intercambio en régimen de propiedad privada. Como sucede con Durkheim (aunque por razones distintas), la idea del conflicto como patología social deja a Mises intelectualmente desarmado frente a un ámbito del obrar, la política, en el que el conflicto constituye la regla y no la excepción, su más genuino modo de ser.
Todo lo demás se da por añadidura. El intervencionismo estatal, no sólo es una forma radical, total, realizada por los regímenes totalitarios (de izquierda y derecha), sino también en las formas más blandas practicadas por las democracias occidentales [véase Mises 1922; 1944], no se limita a generar derroche de recursos y pobreza, sino que es también la verdadera causa del despotismo, del imperialismo, de las guerras. En una palabra: es el responsable de la sustitución de las reglas de la cooperación en todos los ámbitos, internos e internacionales, de la vida de las sociedades por las reglas de la opresión.
En una sociedad liberal, en la que el estado estaría obligado a desempeñar sólo la función de garante de las reglas, la lucha por el poder estaría neutralizada o eliminada, los conflictos reducidos al mínimo, la cooperación social exaltada. Si además los principios liberales se afirmaran en todas las sociedades, el ideal kantiano de la «paz perpetua» se realizaría automáticamente: las fronteras estatales perderían la importancia política que hoy tienen, y el principio ricardiano de las ventajas comparativas permitiría al intercambio, dentro y a través de las fronteras, difundir por doquier bienestar y libertad [véase Mises 1927].
El que todo esto no se realice, que los sistemas de mercado estén continuamente a punto de ser arrollados y sustituidos por los más arcaicos sistemas de administración burocrática [Mises 1962] depende, además del interés de los políticos y los burócratas por expandir su control sobre la vida económica y social, también, si no sobre todo, del peso de las ideologías iliberales. En la utopía antipolítica de Mises, la ideología marxianamente concebida como falsa conciencia, es la causa principal que impide que los hombres comprendan sus verdaderos intereses, y que bloquea o retrasa el desarrollo de auténticas, políticamente pacíficas, sociedades liberales.
Si en Mises el análisis de las relaciones entre mercado y política es bastante decepcionante, ¿ofrece acaso mayores luces el pensamiento de quien es, sin duda, el más genial teórico del
market liberalism
del siglo
XX, o sea Friedrich von Hayek?
La principal dificultad con que tropieza todo intento de valorar la teoría política de Hayek depende de la existencia de importantes discontinuidades en su pensamiento. En particular, pesa la diferencia entre sus obras más tardías,
Law, Legislation and liberty
[1982], y
The Fatal Conceit
[1988], y sus obras anteriores. Es objeto de discusión[20]
si la perspectiva evolucionista original propuesta por Hayek en sus últimas obras puede conciliarse con el individualismo metodológico reivindicado y practicado en toda la fase anterior de su obra, así como con la visión liberal «clásica» que él expone de manera completa en 1960, en
The Constitution of Liberty, después de haberla esbozado en
The Road to Serfdom
[1944], así como en distintas obras menores.
Pero aun queriendo dejar a un lado este aspecto (no irrelevante), sigue en pie la dificultad más general de afrontar el pensamiento de Hayek sobre estos temas. El problema principal es que en Hayek las relaciones entre mercado y política se tratan sólo a la luz de una determinada
filosofía del derecho
(influida por la escuela histórica de Savigny, y sobre todo, por la práctica británica de la
common law). Hayek se ocupa de las relaciones entre mercado y política sobre todo en calidad de teórico del derecho y del constitucionalismo liberal (véase Cap. IV).
Lo que aquí podemos observar es que también Hayek, como Mises, excluye el conflicto, y la competencia por el poder, de su horizonte teórico. Esto se deriva directamente de su teoría del orden espontáneo. El orden espontáneo es para Hayek la única solución satisfactoria al problema de la dispersión social del conocimiento y al vínculo de la ignorancia antropológica. El orden espontáneo resuelve problemas de coordinación social entre individuos dotados de conocimientos limitados y les permite perseguir autónomamente, en libertad, fines personales cuya satisfacción sería irrealizable sin la activación —que el orden espontáneo hace posible— de los conocimientos difusos [véase Antiseri 1995; Infantino 1998].
Interesado por la coordinación social que los órdenes espontáneos determinan, Hayek acaba excluyendo de su análisis los fenómenos de desorden y de conflicto.[21]
No niega su existencia, pero, sustancial-mente, se desinteresa de ellos. La única clase de consecuencias inesperadas de las acciones sociales que atrae su atención es la constituida por consecuencias benéficas (para los actores implicados).
Pero las consecuencias benéficas son sólo
una
de las clases de eventos que la «mano invisible» puede provocar. Existen también los efectos perversos [Boudon 1977]. Sin embargo, estos no aparecen sino marginalmente en el análisis de Hayek. Lo cual permite comprender por qué nunca se ocupa de explicar los conflictos que surgen entre los individuos como efectos de los choques entre estrategias opuestas e incompatibles. Mas bien, los conflictos son para él, esencialmente, fruto de la constitutiva condición de incertidumbre en que los individuos se encuentran y de las informaciones erróneas que la incertidumbre alimenta [Galeotti 2000, 74].
Directamente relacionado con esto está el tipo de actor social que Hayek construye. El actor de Hayek está dotado de una racionalidad distinta de la «estratégica» propia del actor de la teoría de los juegos [ibidem, 66]. Y se comprende por qué: situaciones del tipo «dilema del prisionero», juegos de suma cero, estrategias de
free riding, etc., no interesan a Hayek. «Su» orden espontáneo, aunque el mercado sólo sea una componente [véase Matteucci 2001], está siempre en todo caso modelado sobre el mercado competitivo: en él, por definición, no aparecen juegos de suma cero, y la mano invisible, si se la deja a sí misma, sin interferencias indebidas por parte de la política, favorece casi siempre (sobre el «casi» habrá que volver en breve) consecuencias benéficas, en forma de posibilidades para los individuos de perseguir libremente sus propios fines. Una consecuencia de esta visión del orden espontáneo es que Hayek, «en su defensa libertaria de la tradición parece haber eliminado toda la rica ejemplificación histórica de órdenes tradicionales, opresivos, violentos, injustos, fuente de privilegios y particularismos en lugar de envoltura de las libertades liberales. Hayek tampoco considera cómo el desarrollo económico capitalista ha actuado con frecuencia erosionando tradiciones y costumbres preexistentes» [Galeotti 2000, 87].
En otras palabras, Hayek parece que infravalora el hecho, subrayado por historiadores de la economía como Douglass North, de que las condiciones favorables a órdenes de mercado y a sociedades libres se han dado muy raramente en la historia de las civilizaciones humanas [véase North 1981].
Además, en lo que respecta al orden social de mercado moderno, Hayek parece infravalorar su capacidad —bien documentada por la teoría social desde Schumpeter a Ortega y Gasset, a Hirschman— de erosionar aquellas mismas tradiciones y convenciones (de origen pre-capitalista) que favorecieron su nacimiento y, hasta cierto punto de su historia, también su buen funcionamiento.
Por otra parte, si las distinciones entre orden espontáneo (cosmos) y organización (taxis) y entre ley (nomos) y mandato (thesis), tan capitales en la teoría de Hayek [véase Ottonelli 1995; Dogliani 2000], ofrecen objetivamente claves interpretativas fecundas para el análisis de la relación entre política y mercado, también es cierto que Hayek sólo en parte se sirve de esas posibilidades.
En parte, esto depende de que Hayek no explota la intuición de Carl Menger, en el cual por otra parte se inspira, según la cual
también
el estado, como el mercado, el dinero y el lenguaje, puede ser de origen espontáneo [Menger 1883; Cubeddu 1998]. Por otra parte, tampoco explota adecuadamente la misma intuición propia según la cual también una
organización, en cuanto proyectada deliberadamente para fines precisos (y por tanto, también la organización estatal), puede adquirir con el tiempo, a través de los juegos de ajuste recíproco entre las acciones de los miembros de la organización, al menos en parte, los caracteres de orden espontáneo.[22]
Al no seguir hasta el fondo ninguna de estas sendas, Hayek se priva de la posibilidad de indagar en profundidad la naturaleza y el funcionamiento del estado.
En parte, depende también de que Hayek adopta una concepción de las instituciones estatales estrictamente inspirada en el constitucionalismo liberal, muy alejada por tanto de la concepción propia de los teóricos realistas del estado (de Max Weber o de Otto Hintze, por ejemplo) [véase Ornaghi 2000]. Lo cual le exime de la necesidad de considerar el estado como instrumento de política de potencia, así como él mismo objeto, «apuesta», de políticas de potencia en conflicto entre sí.
En parte, finalmente, depende de que el «filtro» que Hayek utiliza es la filosofía del derecho. También Hayek, por ejemplo, admite que no siempre las «reglas de conducta justa» surgidas de manera espontánea y que deben regular el orden «abstracto» de la Gran Sociedad, son tales que puedan desempeñar adecuadamente esa tarea. Puede suceder que las reglas que se han formado espontáneamente no sean las más adecuadas, que la evolución espontánea conduzca acallejones sin salida, dé lugar a derroches, situaciones de ausencia de libertad, círculos viciosos de todo tipo. En tal caso, Hayek admite que corresponde entonces al estado intervenir con leyes deliberadamente proyectadas para corregir el rumbo, para superar los eventuales
cul de sac
en que haya tropezado la evolución espontánea.[23]
Con tal de que, naturalmente, tales leyes tengan aquellos caracteres de «universalidad» y de «negatividad» (prohibición, y nunca prescripción, de comportamientos) que, para Hayek, deben siempre caracterizar a la ley. Ahora bien, de este modo, Hayek resuelve prescriptivamente, en vez de positivamente (mediante indagación), la cuestión de las relaciones entre organización (estatal) y orden espontáneo.
Aunque inserta en un marco teórico bastante más complejo, la concepción del estado (y de sus relaciones con el mercado) de Hayek no se aparta mucho, a fin de cuentas, de la de Mises. Vale para ambos la observación de Norman Barry de que: «En las esporádicas referencias a la autoridad política presentes en la teoría económica austriaca parece subsistir una concepción casi hegeliana del Estado. No la imagen común (y acaso banalizada) de un Estado hegeliano como entidad de poder, ilimitada, una institución casi semejante a Dios, sino más bien el ideal o el diseño de un cuerpo imparcial que está por encima, y sin embargo regula las actividades de agentes que maximizan racionalmente dentro de la sociedad civil» [Barry 1986, trad. it. 1993, 98].
Contra esta visión del estado típica de los austriacos —en modos diversos, con instrumentos diversos y con conclusiones diversas— reaccionarán también otras corrientes, desde la escuela de la
public choice
a la anarco-capitalista (véase más adelante). Pero lo que aquí interesa subrayar es que los autores más representativos del «liberalismo económico» nos han dejado más interrogantes y problemas que soluciones satisfactorias para el análisis de las relaciones entre mercado y política.
3. EL PODER Y EL ORDEN DE MERCADO
A excepción de Hume, los clásicos del liberalismo económico, desde Smith a Mises y Hayek, parece que consignan al campo de las patologías sociales el «desorden» producido por los conflictos e intereses, por las luchas de poder, por las estrategias de conservación y conquista del poder. Luego se limitan a proponer curas, sobre todo el «medicamento» de la competencia, para reducir el desorden. Esto sucede porque, en general, piensan que los conflictos por el poder se hallan confinados únicamente en la esfera política, que el poder (del hombre sobre el hombre) no desempeña ningún papel relevante fuera de esa esfera (por ejemplo, en las relaciones de mercado y de empresa). De donde se sigue que lo único que es preciso hacer, frente a las manifestaciones más peligrosas, y socialmente destructivas, del poder (político), es someter a vínculos, en parte de tipo constitucional, en parte generados por la economía de mercado, ese mismo poder. Dejando aparte la cuestión de los vínculos jurídicos e institucionales (de los que nos ocuparemos en los dos próximos capítulos), las mayores luces que de esta corriente podrían esperarse proceden precisamente de las relaciones entre mercado y política. En una primera lectura, como hemos visto, parece que no se cumple esta expectativa.
La cuestión clave es, naturalmente, la del poder, y de su relación con el mercado.
La cuestión del poder puede resolverse de dos modos distintos. Una primera orientación es propia de quien asume que el poder, entendido como «poder sobre» (véase Cap. II), existe sólo bajo la forma de
poder político. En tal caso, se distinguirá netamente entre esfera del mercado, basada en el libre y voluntario intercambio (donde el poder no desempeña ningún papel relevante), y esfera política, donde el poder es el
medium
social por excelencia y está siempre asociado al uso o a la amenaza de uso de la coerción física. La corriente «libertaria» o anarco-capitalista sostiene precisamente esta tesis.[24]
Los precursores citados con mayor frecuencia por los actuales anarco-capitalistas son Herbert Spencer [1884] Franz Oppenheimer [1926], con su distinción
Murray Rothbard fue, en el siglo
XX, su teórico más brillante.[25]
La idea de fondo es que mientras que el mercado libre no comporta coerción para nadie, y por tanto no deja a nadie la posibilidad de ejercer el poder sobre otros, el estado en cambio es la quintaesencia de la coerción, y es precisamente en virtud de los instrumentos de la violencia de que el estado dispone como ciertos hombres pueden ejercer poder sobre otros hombres.
Para esta escuela, además, la propia lógica del mercado puede ser distorsionada a través del poder generado por el estado (y
sólo
por el estado), otorgando a los más diversos grupos (monopolistas privados y protegidos por el estado mediante concesiones y otras facilidades, sindicatos protegidos por leyes sobre el trabajo, etc.) un poder social que el mercado, si realmente es libre, no puede por sí mismo conceder a nadie.
Una segunda orientación, menos radical, aun no negando que el poder social que mayormente cuenta es el político, admite que, en determinadas circunstancias (típicamente en situaciones de monopolio), también el mercado puede, de manera autónoma, generar importantes asimetrías de poder.
Ambas orientaciones, además, tienen que afrontar la no fácil cuestión del «poder de la empresa». La empresa es una organización jerárquica que tiene la función de reducir los costes de transacción conexos a las relaciones de mercado. La jerarquía de empresa, inevitablemente, crea una permanente desigualdad de poder social entre los altos mandos de la empresa misma y sus dependientes.
No se discute, por supuesto, que la esfera política asocia poder y coerción. Así es, ciertamente. Como también lo es que el poder político puede interferir (y normalmente interfiere) en la lógica deentre medios políticos (coerción física) y medios económicos (producción e intercambio), y Albert J. Nock [1935], que opone el «poder social» (el poder que transforma la naturaleza y crea riqueza a través del trabajo, y la hace circular mediante el intercambio) al «poder estatal» (el poder coercitivo basado en los instrumentos de la violencia).mercado, favoreciendo la cristalización de desigualdades de poder social que no se darían sin la intervención del poder político.
Pero la cuestión que se plantea es si propiedad privada y mercado
en cuanto tales
pueden generar autónomamente importantes asimetrías de poder.
La primera pregunta que se hace es: ¿responden las relaciones de mercado a leyes económicas propias o bien es el poder social el que las plasma, responden a la influencia de la distribución de vez en vez existente del poder?
Contra la tesis de la vieja escuela histórica alemana de economía según la cual son las diferencias de poder social las que determinan las relaciones de mercado,[26]
fue una vez más un «austriaco», Böhm-Bawerk [1914 trad. it. 1999], el primero el replicar. Böhm-Bawerk niega que el «poder social» pueda ejercerse contra las leyes de mercado, a no ser en momentos excepcionales y por periodos muy breves. Examinando el caso del mercado de trabajo, en el que el «monopsonista» puede sentirse tentado a fijar salarios más bajos que los de mercado y el monopolista–sindicato puede a veces arrancar salarios más altos que los de mercado, Böhm-Bawerk sostiene que estas soluciones no pueden tener carácter duradero, ya que chocan con las leyes del mercado. En definitiva, el «monopsonista», si insiste, será «castigado», perdiendo trabajadores a favor de sectores más remuneradores, y los obreros que han arrancado un salario demasiado alto serán despedidos una vez que los productores hayan sido suficientemente sagaces para recurrir a un mayor capital con el objetivo de ahorrar trabajo. Además, es cierto, según Böhm-Bawerk, que el ejercicio de un poder basado en motivos extra-económicos (odio de clase o de raza, discriminaciones étnicas o nacionales, papel de ideologías humanitarias, etc.) puede entonces distorsionar y dificultar la ley económica del precio. Pero también estas desviaciones serán inevitablemente temporales. Las leyes de mercado acabaránsiempre imponiéndose, concluye Böhm-Bawerk, neutralizando el poder social que pretende negarlas.
Parece lícito afirmar, por nuestra parte, que en los mercados competitivos, donde existen numerosos productores (y numerosos compradores potenciales), cada uno de los cuales es un
price-taker, se excluye que el poder social pueda ejercer un papel realmente relevante. El mecanismo de la competencia y la facilidad del
exit
permitirán siempre a la mayoría esquivar el riesgo de sufrir el poder ajeno.[27]
Pero ¿qué decir de los casos de monopolio (o de monopsonio) y, también, de los casos de mercados oligopolísticos?
Podemos señalar tres posiciones. La primera es propia de la ortodoxia económica (neoclásica) que prevaleció en buena parte del siglo
XX
[véase Acocella 1997]. Para ella, las situaciones que comportan alejamiento de los equilibrios competitivos (que son siempre óptimos en sentido de Pareto) exigen intervenciones correctoras.[28]
Puesto que el monopolista puede vender a precios superiores a los de mercado, es necesario que el estado sustituya el monopolio privado por el monopolio público, o bien que imponga por ley el precio al monopolio privado. Lo que justifica la intervención del poder político es precisamente el hecho de que el monopolio, al ser una situación no pareto-óptima, perjudica a los consumidores. Dicho en otros términos, el monopolio da al empresario un poder social que puede ejercer en perjuicio de consumidoresno tutelados por la competencia. En lo que respecta a los mercados oligopólicos, la receta típica es la prohibición legal de los carteles (legislación
anti-trust).[29]
La posición opuesta[30]
es la sostenida por el ala más intransigente del
market liberalism. Según ella,
sólo
se puede hablar de monopolio en el caso de los monopolios estatales. Un mercado, para esta corriente, no es nunca realmente monopolístico si no impone barreras legales a la entrada de potenciales competidores. Barreras legales de entrada existen en el caso de los monopolios estatales (o de los monopolios privados protegidos por el estado) pero no en el de los monopolios privados por decirlo así «puros», que operan en condiciones de mercado libre [Rothbard 1977; Salin 2000]. Además, esta corriente niega valor a las teorías que pretenden que el monopolio (privado) opera a precios más altos que los propios de los regímenesde competencia. En efecto, tales teorías tendrían el defecto de comparar un mercado real con un mercado inexistente del que, por lo demás, no se puede conocer el precio de equilibrio [Leoni 1997, 129 ss.]. Por añadidura, los mercados monopolísticos permanecen estables en el tiempo, haciéndose además inexpugnables, sólo si son gestionados por el estado. En cambio, en el caso de los mercados privados, el monopolista será necesariamente desafiado, antes o después, por otros empresarios [Rothbard 1962; Kirzner 1973]: por ejemplo, gracias a la eliminación, por el incesante progreso técnico, de las condiciones que temporalmente han favorecido el monopolio.[31]
También para el caso de los mercados oligopolísticos esta corriente es drásticamente contraria a cualquier tipo de ingerencia estatal, desde el momento en que considera que los eventuales carteles tienen necesariamente una vida efímera, destinados en todo caso a ser barridos por la competencia. Siempre, naturalmente, que al mercado se le deje libre de operar.
En esencia, según esta escuela, el único poder social realmente amenazador es el del estado. Sea cual fuere la conformación del mercado, las reglas de la competencia tenderán siempre, por lo menos a medio plazo, a neutralizar los poderes sociales a favor del intercambio libre, en beneficio de todos los que en él intervienen. En los términos perentorios en que se expresa Rothbard: «Todos los efectos que los teóricos del precio de monopolio han atribuido erróneamente a los carteles voluntarios se aplican a las concesiones monopolísticas del gobierno. Se raciona la producción y los factores se asignan mal» [Rothbard 1977, 39].
La tercera posición es parecida a la segunda, aunque más cauta. Hayek pone el ejemplo extremo de quien posee el único pozo de agua en una zona desértica y admite que, en tal caso, existe realmente una radical asimetría de poder. En este caso se compromete el libre intercambio por el hecho de que, siendo el agua un bien irrenunciable, el monopolio otorga al propietario un efectivo poder social queanula la libertad de elección del consumidor.[32]
Son situaciones extremas, raras, aunque posibles.
En general, se puede observar que si la doctrina económica ortodoxa apenas se ha preocupado de los riesgos relacionados con la intervención del estado (los representantes de
market liberalism —los «liberistas», en la jerga italiana— tienen ciertamente razón cuando ven en el monopolio estatal una concentración de poder social mayor y más peligrosa, por ser permanente y estar sostenida por los aparatos estatales de la coerción física, que la realizada por los monopolios privados),[33]
a su vez los «liberistas» no convencen cuando niegan,o minimizan, la existencia de poder social conexo a mercados monopolísticos, o incluso oligopolísticos: estos tipos de mercado generan efectivamente asimetrías de poder social. Pero tienen razón cuando denuncian en la intervención del estado un remedio con frecuencia peor que el mal que se quiere curar. Es cierto que el monopolio estatal hace
permanente
un desequilibrio de poder social que, en un régimen privado, sólo podría ser temporal.[34]
Y también es cierto que ningún poder social privado (si no cuenta con la connivencia del estado) puede ejercer la misma coerción que la que ejerce el estado.
Así pues, una posición equilibrada no niega la existencia de asimetrías de poder social generadas por los mercados poco o nada competitivos. Afirma, sin embargo, que, en general (salvo casos extremos y raros, como el del único pozo de agua), la intervención estatalsuele acabar en un incremento, y en un agravamiento, de las asimetrías, no en una reducción de las mismas.[35]
Un razonamiento análogo vale, al parecer, para el problema más general de la distribución desigual de la propiedad privada. Sin propiedad privada no hay mercado y, en rigor, tampoco un sistema económico (como Mises y Hayek demostraron de forma convincente, en los años veinte del siglo
XX, en su polémica contra la planificación socialista). Por añadidura, la propiedad privada no es sólo la condición necesaria del mercado, sino también —para una tradición que se remonta John Locke— condición necesaria de la libertad individual.
Pero la propiedad privada, por definición, se distribuye de manera desigual. Esta desigualdad ¿es fuente de diferencias de poder social? Por supuesto, lo es de lo que en el capítulo II definimos como «poder de» (otorga el poder de hacer cosas que no podrían hacerse sin propiedad). Pero ¿es también fuente de «poder sobre» (otras personas), de poder social en sentido estricto?
También en este caso conviene huir de las posiciones extremas. La propiedad privada es ciertamente, además de la base de la libertad individual, fuente, o recurso, de poder social. Pero el problema es que cualquier alternativa al régimen de propiedad privada parece ser —en la perspectiva de la concentración de poder social— netamente peor. Incluso un régimen de propiedad privada fuertemente concentrado (por ejemplo, el que se da en sociedades pre-industriales basadas en la propiedad del suelo) implica
en todo caso
menos concentración de poder social que una economía de mandato o estatal.[36]
En todo caso, deja más libertad un sistema de propiedadprivada, y por tanto de poderes sociales difusos, que un sistema en el que el estado intervenga comprimiendo o amenazando la propiedad privada. Porque la intervención del estado determina, eso sí,
siempre, una concentración de poder social sostenida por el uso o la amenaza del uso de la fuerza, superior a la de cualquiera que opere en régimen de propiedad privada.
Parece difícil negar validez a la tesis de Hayek [1960] según la cual incluso la persona carente de propiedad es más libre (o sea, en términos de Hayek, está menos sujeta a la coerción) si el control de la propiedad está disperso entre muchos que concentrado en las manos del estado.
Pero, por otra parte, también es cierto que fuertes concentraciones de poder social ligadas a la propiedad privada de los medios de producción tendrán ventaja en el intento de obtener el apoyo del estado en perjuicio de la competencia, y por tanto de los consumidores. Es este, como hemos visto, un problema que ya Adam Smith había intuido, y sobre el que tendremos que volver.
Por último, está el problema de la empresa. Para la escuela de los costes de transacción [Coase 1937; Williamson 1975] la empresa capitalista opera en el mercado, pero en sí es una alternativa al mercado. La empresa sustituye el mercado por la jerarquía en todas aquellas actividades (empezando por las relaciones contractuales con los dependientes) que los costes de coordinación (jerárquica) resulten inferiores a los costes de transacción (generados por el mercado). Pero si la empresa es jerarquía, reducir a mero intercambio de mercado (paritético) la relación entre los directivos y los dependientes es poco plausible. La jerarquía implica, por definición, asimetría de poder social. Tratando de la espinosa cuestión de los dependientesdel impuesto progresivo), los que desalientan la iniciativa privada y hacen difícil la formación de nuevas fortunas y, por tanto, favorecen la congelación de la distribución existente de la propiedad. Véase Hayek [1960, trad. it. 1998, 387 ss.]. Naturalmente, no existe contradicción entre la idea de que, dejando libre al mercado, se determina una continua circulación de la propiedad, y la tesis, enunciada primeramente por Pareto, según la cual la curva de la distribución de la riqueza tiende a sufrir en el tiempo variaciones marginales. Véase Pareto [1896-97, trad. it. 1971].de las empresas privadas Hayek observa que éstos, a pesar de encontrarse en una posición determinada en las estructuras jerárquicas, son sin embargo libres, siempre que puedan, si lo quieren, cambiar de trabajo, pasar a depender de otra empresa: «El hecho esencial es que en una sociedad montada sobre la base de la competencia, el que trabaja no se halla bajo el arbitrio de un patrono determinado, salvo en caso de abundancia de paro (...). Resulta evidente que la libertad del que trabaja en régimen de empleo depende de la existencia de un gran número y variedad de empresarios, máxime si tenemos en cuenta la situación que se produciría si existiera solamente uno, esto es, el Estado, y si la aceptación de un empleo fuese el único medio permitido de subsistencia» [Hayek 1960, trad. it. 1998, 170; trad. esp., 8.ª ed. 2008, p. 162].
Naturalmente, Hayek no es del todo coherente en este caso desde el momento en que la posición de los trabajadores dependientes es particular, a la luz de su propia teoría [véase Aron 1972; Ottonelli 1995]. En efecto, los dependientes operan en una organización (taxis) construida para un fin específico, y están sometidos a mandatos, órdenes, no sólo a «leyes», o sea a normas generales y abstractas (y para Hayek, recordémoslo, la libertad entendida negativamente, como ausencia de coerción, está ligada a las leyes entendidas como reglas de conducta justa, no a los mandatos).
Sin embargo, ante la imposibilidad de prescindir de las empresas, y por tanto del trabajo dependiente, jerárquicamente subordinado, permanece la circunstancia de que las posibles condiciones de compresión de la libertad personal del trabajador individual quedan atenuadas, y en el límite eliminadas, por la posibilidad de
exit. Si y hasta donde esta posibilidad existe, el poder social que sobre él ejerce la cúpula de la empresa a través de la jerarquía es limitado y está frenado.
Aunque defendida con cierta exageración (no es cierto que propiedad privada y mercados poco competitivos no generen desigualdades de poder), la opinión de los partidarios del
market liberalism
de que el poder social más amenazador es el del estado parece aceptable.
Como también parece aceptable la idea de que las intervenciones del estado, encaminadas a corregir los desequilibrios de poder social presentes en el mercado, constituyen casi siempre remedios peores que el mal.[37]
Ahondemos en este último aspecto. El punto clave es la existencia o no de posibilidad de
entry
y de
exit. ¿Existen o no barreras legales a la entrada (entry) de nuevos competidores en un determinado mercado? Las barreras legales se dan ineludiblemente cuando el monopolio es estatal (o privado pero protegido por el estado). Es esto lo que casi siempre hace preferible el monopolio privado en régimen de libre mercado al monopolio público (pero la condición en absoluto mejor, naturalmente, es
siempre
la del mercado competitivo).[38]
Además, ¿existen en el mercado posibilidades de
exit
para los consumidores, o respecto a la empresa para los trabajadores dependientes? Las categorías de Hirschman[39]
se deben conectar con la teoríadel poder social como relación de intercambio (véase Cap. II). Cuantas mayores posibilidades de
exit
y de
entry
existan en cualquier situación, menos desequilibrada será la distribución del poder social [véase Blau 1964].[40]
El monopolista privado no podrá explotar demasiado su posición privilegiada, so pena de la entrada de competidores en el mercado. El patrón no podrá conculcar demasiado la libertad de los dependientes, so pena de su «fuga» hacia mejores condiciones de trabajo, etc.
Las posibilidades de
entry
y de
exit, si realmente existen, hacen menos asimétrica la distribución del poder social y menos peligroso su ejercicio para la libertad de quienes disponen de una dotación inferior de recursos de poder.
Si esto es así, entonces también es justa la preocupación típicamente liberal según la cual es el estado, monopolista por excelencia, el que, cerrando toda posibilidad de
entry
y de
exit, suele acumular más poder social que cualquier otra institución, y por tanto, más que cualquier otra, puede amenazar la libertad individual. Lo cual significa que los «fallos del estado» son más peligrosos para las libertades individuales que aquellos «fallos del mercado» que suelen invocarse para extender el área de intervención del estado.
Esto, claro está, no significa negar el hecho de que, puesto que también el mercado, en diversas circunstancias, da origen a fuertes concentraciones de poder social, se plantee en todo caso el problema de las relaciones entre estado y poderes sociales generados por el mercado.[41]
Una cuestión sobre la que, como hemos visto, ya nos alertó Adam Smith.
4. BIENES PÚBLICOS Y MONOPOLIO ESTATAL
Monopolios privados, bienes públicos, externalidades (y algunos añaden también las asimetrías informativas),[42]
se indican tradicionalmente como cuestiones que hacen indispensable la intervención económica del estado.
Sobre los monopolios privados y públicos ya hablamos en el párrafo anterior.
La cuestión más importante es la referente a los «bienes públicos».[43]
Desde el punto de vista económico son los bienes públicos los que legitiman, más que ninguna otra cosa, la existencia del estado, sus pretensiones de obediencia, su monopolio fiscal. Sin embargo, la cuestión de los bienes públicos es bastante compleja. En efecto, los propios economistas admiten que los bienes públicos «puros» son pocos. Un bien público puro es tal si se caracteriza por la no-rivalidad del consumo (puede ser consumido por cualquiera, y el consumo de uno no excluye el consumo de otro) y por la no excluibilidad de los beneficios que proporciona. Un bien semejante no se puede producir privadamente (a no ser por asociaciones sin fin de lucro) porque no proporciona beneficio alguno a quien lo produce [Brosio 1989, 51].
Junto a los (pocos) bienes públicos puros tenemos otros bienes que también se llaman «públicos», pero que en rigor no son tales.o incierta definición de los derechos de propiedad. Véase Rothbard [1978b].
Podrían ser producidos por privados, pero decisiones políticas confían su producción al estado. Tenemos así los «bienes de club», bienes privados servidos colectivamente por el estado, y los «bienes de mérito», o sea bienes que se convierten en «públicos» a consecuencia de la asunción por parte del estado de tareas distributivas [Stiglitz 1989, trad. it. 1992, 28 y 69 ss.].
Dejemos a un lado los bienes públicos impuros (de club o de mérito), ya que la elección de producirlos o no producirlos por el estado es, simplemente, fruto de decisiones políticas. Su existencia,
con mayor razón cuando el estado reivindica incluso el monopolio de los mismos, demuestra tan sólo la irreprimible tendencia del estado a la expansión de sus actividades, más allá del núcleo originario. Pero la existencia de esta clase de bienes nada dice sobre el hecho de que el estado en cuanto tal sea o no indispensable.
Ocupémonos, pues, de los bienes públicos «puros». La ortodoxia económica afirma que sólo el estado puede producirlos [Stiglitz 1989]. Pero ¿es realmente así? ¿Es siempre así? Dejando para el próximo párrafo el examen de la
querelle
entre «anárquicos», que niegan la existencia misma de los bienes públicos (y por tanto niegan la indispensabilidad del estado), y los «miniárquicos», que admiten como bienes públicos, sustancialmente, sólo aquellos que tienen que ver con el uso de la violencia (defensa, orden público), centrémonos en la teoría de los bienes públicos en cuanto tal.
Incluso un autor como James Buchanan [1973], en general bastante crítico hacia la excesiva confianza de la ortodoxia económica en el papel del estado como dispensador de bienes públicos, admite sin embargo que, en determinadas circunstancias (cuando entran en juego demasiados actores y los costes de excluibilidad son demasiado altos para contener el
free-riding), sólo el estado puede suplir las carencias del mercado.
Lo cual no quita que para muchos, incluido el propio Buchanan, la teoría de los bienes públicos, tal como suele presentarse, tropiece con numerosas dificultades.
En primer lugar, no se ha demostrado en absoluto que muchos de los llamados bienes públicos sean realmente tales. Coase [1974] pone el ejemplo de la iluminación marítima nocturna en Gran Bretaña, durante mucho tiempo proporcionada privadamente, por el mercado (con general satisfacción de los usuarios), antes de que, en el siglo
XIX, interviniera la decisión política de nacionalizar (estatizar) todos los faros de la costa. Análogas consideraciones se han hecho con respecto a las carreteras [Block 1983] y otras infraestructuras.
En segundo lugar, la teoría de los bienes públicos tropieza con la conocida imposibilidad de construir una función del bienestar social [Da Empoli 1989]. Pero precisamente a esa hipotética función Paul Samuelson [1954], en un ensayo destinado a hacer de batidor a toda la investigación posterior, vinculaba las condiciones de equilibrio de los bienes públicos.
El teorema de imposibilidad de Arrow [1951] y la teoría subjetivista del valor ha echado abajo este planteamiento. Como escribe Buchanan [1954, trad. it. 1989, 55]: «La importancia de la argumentación de Arrow consiste en el hecho de que los valores individuales que están implícitos en los normales mecanismos de decisión de una sociedad no proporcionan métodos de derivación de funciones del bienestar social que no sean ni impuestos ni dictatoriales».
Pero esto significa que, como sostiene la teoría subjetivista, no se pueden
nunca
plantear cuestiones de «racionalidad colectiva»o social, ya que no existe una escala de valores sociales. O mejor, existe sólo como parte de la imaginación de algún economista [ibidem, 57].
Sin poder apoyarse en semejante escala de valores, la teoría de los bienes públicos corre el riesgo de quedarse en mero voluntarismo, como expresión de la confianza acrítica de los economistas del siglo
XX
en el estado como «déspota benevolente» [ibidem, 189], como institución «omnisciente e imparcial» [Rowley 1984, 139].
Ya se trate de bienes públicos, externalidades, intervenciones antimonopolio o cualquier otra cosa, lo que la discusión demuestra es la existencia de dos concepciones distintas de la «eficiencia». La economía neoclásica utiliza la noción de óptimo paretiano para identificar, de un modo que considera objetivo, los posibles «fallos del mercado». La economía subjetivista, inspirándose en las enseñanzas de la escuela austriaca, niega que puedan aplicarse las nociones de «eficiencia» o «ineficiencia» al mercado en cuanto tal. En esta perspectiva, la eficiencia es sólo una medida de la capacidad de los individuos para perseguir sus objetivos, y el concepto de «fallo del mercado» no significa nada [Cordato 1980; Brownstein 1980].[44]
5. ¿LA VIOLENCIA COMO BIEN PÚBLICO?
De la constatación de las dificultades lógicas y empíricas con las que tropieza la teoría de los bienes públicos a la conclusión de que no existe ningún bien público, de que cualquier bien, incluidas la justicia, la seguridad, la defensa militar, puede proporcionarlo el mercado en condiciones mejores de como puede hacerlo el estado, el paso es corto. Lo dan los anarco-capitalistas.
Los liberales «clásicos», hasta Mises y Hayek, nunca pusieron en duda que existan algunas funciones (las ligadas al uso de la violencia) que sólo el estado puede ejercer. Eran, ciertamente, partidarios de un estado mínimo, aunque siempre entendido como estado, como organización territorialmente establecida y dotada del monopolio del uso de la fuerza. Su hostilidad al intervencionismo estatal y a los monopolios de estado no se extendía al monopolio estatal de la fuerza.[45]
Los anarco-capitalistas superan también esta barrera. Creen que el «estado mínimo» es una quimera, que el estado, precisamente por el control que ejerce sobre los instrumentos de la violencia, es siempre capaz de expandirse, de incrementar su propia áreade intervención, mucho mas allá de lo que querrían los liberales clásicos.[46]
Los anarco-capitalistas piensan también que no puede en absoluto darse por descontado lo que todos dan por descontado, a saber que
sólo
el estado puede proporcionar, en condiciones de monopolio, seguridad a los ciudadanos, protección frente a las amenazas internas y externas. Piensan que la seguridad es un bien como otro cualquiera y que, por tanto, el mercado puede proporcionarlo, como hace en el caso de todos los demás bienes, mejor que el estado, con más eficacia y, lo que es más importante, sin la opresión que el estado ejerce a cambio de sus servicios de «protector».
El principal antecesor de los modernos anarco-capitalistas es un liberal francés, Gustave de Molinari, que, en un escrito de 1849, fue el primero en atacar el dogma de la indispensabilidad del monopolio estatal sobre la seguridad. De Molinari negó que fuera lícito justificar este monopolio como «excepción» a la que él llamaba «ley natural de la competencia».
De la idea de que la competencia favorece siempre a los consumidores, y el monopolio no, de Molinari dedujo que, en interés de los consumidores, también la seguridad debería confiarse a la libre competencia. Los gobiernos (los «productores de seguridad») no tienen derecho a impedir a otros gobiernos, a otros productores de seguridad, ofrecer seguridad en condiciones de competencia.
Anticipando las tesis de Rothbard sobre el mercado libre de las «agencias de protección», de Molinari sostiene que, en contra de la opinión pública, un mercado libre de la seguridad jamás degeneraría en una guerra hobbesiana de todos contra todos. Por el contrario, para de Molinari, sólo el fin de los monopolios de la seguridad que los estados ejercen sobre los distintos territorios, y la instauración de un mercado libre, eliminarían las guerras: «En un régimen de libre competencia, la guerra entre los productores de seguridad deja totalmente de tener su razón de ser. ¿Por qué habrían de hacerse la guerra? ¿Para adquirir consumidores? Estos jamás se dejarían conquistar. Sin duda, se guardarían muy mucho de dejarse asegurar por personas que habrían atentado, sin escrúpulos, contra las personas y las propiedades de sus competidores» [De Molinari 1849, trad. it. 1994, 98]. De modo que: «En un régimen de libertad, la organización natural de la industria de la seguridad no sería diferente de la de otras industrias» [ibidem].
Rothbard [1982] niega la existencia de bienes públicos y propone, siguiendo a de Molinari, confiar al mercado libre todo lo que los liberales clásicos dejaban en manos del estado: desde la administración de la justicia (civil y penal), al mantenimiento del orden público, a la defensa militar. A los consumidores se les debe dejar libres de elegir entre tribunales libres en competencia a los que confiar la solución de sus disputas, y agencias de protección en competencia a las que confiar la protección armada. El mercado de las agencias de protección armada funcionaría de manera semejante al de las agencias de seguros [Hoppe 1998-99]. Y la libre competencia garantizaría la máxima eficiencia en el suministro de los bienes relativos a la seguridad.
Para Rothbard y sus seguidores, esto permitiría eliminar el estado y sustituirlo por una pura sociedad de mercado, una «anarquía ordenada» basada en la propiedad privada y el pacífico intercambio de mercado.
Por otra parte, los anarco-capitalistas piensan que la sustitución del monopolio del estado sobre los instrumentos de la violencia por una libre competencia entre agencias de protección es compatible con la regulación, mediante las leyes, de las relaciones sociales.
En efecto, las leyes, expresión de los derechos naturales de los individuos, y necesarias para regular sus relaciones, serían generadas por el orden espontáneo del mercado, en lugar de por las decisiones imperativas del estado. Los anarco-capitalistas, nuevos defensores del derecho natural, sostienen, en otras palabras, la posibilidad de un
derecho sin estado.
Dejando aparte por ahora este aspecto, notemos que entre los anarco-capitalistas no hay una confianza unánime sobre la posibilidad de que el mercado pueda proporcionar todos los bienes-seguridad. David Friedman [1989; trad. it. 1997, 197 ss.], aun admitiendo que la administración de la justicia y los servicios de orden público pueden ser fácilmente confiados al libre mercado, admite tener ciertas dudas sobre el hecho de que también la defensa militar (ante enemigos externos) pueda ser privatizada, al menos a corto plazo, con la misma facilidad.[47]
Las tesis anarco-capitalistas en materia de seguridad podrán parecerle al lector, sobre todo europeo, un tanto extravagantes. Merece la pena, sin embargo, ocuparse de ellas porque los anarco-capitalistas «extremizan», llevan a sus últimas consecuencias, aquella visión anti-política que, como vimos, se halla presente en los principales representantes del liberalismo económico. Y también porque esas tesis han dado lugar a un debate, entre anárquicos y miniárquicos, que tiene cierto interés para el análisis que estamos realizando.[48]
Los miniárquicos son aquellos representantes del
market liberalism
que rechazan la tesis anárquica de la posibilidad de deshacerse del estado y se ciñen a la defensa del estado mínimo. En polémica directa con Rothbard, por ejemplo, Ayn Rand niega que las reglas de la competencia puedan aplicarse también al gobierno: «conviene recordar que el único servicio que un gobierno puede ofrecer es la imposición de un vínculo a los hombres. Decidme, pues, qué puede significar la competencia en la imposición de un vínculo» [Rand 1962-64, trad. it. 1999, 127].
El rechazo más famoso de la tesis «de Molinari-Rothbard» se debe a Robert Nozick [1974]. Nozick sostiene que, en una condición de mercado libre, las agencias de protección acabarían combatiendo con las armas (para reducir el número de competidores, y elevar así los beneficios). Al final, necesariamente, acabaría imponiéndose una sola agencia de protección que (re)stablecería el monopolio de la protección de un determinado territorio y luego esa agencia se transformaría en un estado.
Nozick desarrolla su argumento en el plano estrictamente lógico; notemos, sin embargo, que su tesis es coherente con lo que sabemos acerca de la experiencia histórica europea: de la anarquía feudal surgieran efectivamente muchas (aspirantes) agencias de protección, o sea grupos armados reunidos, cada uno, entorno a un condotiero. Los que consiguieron sobrevivir a los conflictos, en una especie de lucha darwiniana (armada) por la supervivencia, y a imponerse como dominantes en los distintos territorios, se transformaron con el tiempo en los estados europeos [Tilly 1975; Poggi 1992].
El error de los anárquicos, y la debilidad de la tesis «de Molinari-Rothbard», consisten en la equiparación, afirmada pero nunca demostrada, entre la seguridad y los bienes objeto de intercambio en el mercado. Dicho en otros términos, el error anárquico consiste en ignorar el carácter específico de la violencia y de las organizaciones armadas, es decir dotadas de recursos de violencia.
En los términos de Stoppino [1995, 171 ss.], las relaciones sociales en las que uno de los actores dispone de recursos de violencia son radicalmente distintas de las relaciones de mercado. En el mercado, pueden darse «ventajas emergentes» para todos los que en él participan, si el intercambio tiene buen fin, o «ventajas cesantes» para uno u otro, o para ambos, si el intercambio no se realiza, pero cuando entra en juego la violencia, de lo que debe guardarse la parte más débil, es la posibilidad no de ventajas cesantes, sino de «perjuicios emergentes»: quien posee los instrumentos de la violencia puede plegar la voluntad de quien no los posee amenazando con usarlos, o puede imponer sanciones físicas si esa voluntad no se pliega.[49]
Esto es lo que diferencia a una «agencia de protección»,a un productor de seguridad, ya sea un chantajista criminal o un estado,[50]
de cualquier otro productor de cualquier otro bien.[51]
No es muy verosímil que dos o más agencias de protección, armadas hasta los dientes, respeten a la larga las reglas de la competencia pacífica. Es más verosímil que traten de imponerse recíprocamente y que el triunfador imponga su propio dominio sobre los súbditos inermes, desarmados. Es más verosímil que hagan esto que el productor de cualquier otra mercancía no puede absolutamente hacer: imponer mediante coacción física a los «clientes» la adquisición de la mercancía en las condiciones que él pone. Las agencias de protección puede cabalmente hacer esto, una vez eliminados los rivales de un determinado territorio: imponer a los súbditos la protección fijando su precio (el nivel de imposición fiscal).
La diferencia entre violencia y bienes económicos también puede ilustrarse en términos estrictamente económicos. Anthony de Jasay, uno de los más originales pensadores libertarios contemporáneos, retoma y sintetiza (con la intención de refutarla) la principal explicación «económica» de la imposibilidad de la anarquía ordenada, de la necesidad del estado.peligroso y perjudicial que en el segundo: si coopero y el otro «falla» la consecuencia es muy arriesgada, arriesgo no un perjuicio económico (antes o después remediable), sino un destructor ataque armado. Las situaciones del tipo «dilema del prisionero» (y variantes como el «dilema de la seguridad») son más típicas del ámbito de las relaciones político-militares que de las económicas.
Esta explicación gira en torno al especial papel que desempeña la violencia: «la violencia es una industria que opera en condiciones de crecientes rendimientos de escala». Es, por esta y acaso también por otras razones, un «monopolio natural». Un corolario de la tesis de los rendimientos crecientes es que el estado, sirviéndose de la amenaza de la violencia, reduce los costes de transacción por debajo del umbral en que estos se encontrarían en un régimen privado [De Jasay 1997, 208-209].
¿Cómo replica de Jasay a esta tesis? Pues con un
wishful thinking, sosteniendo que, al no haber existido jamás «anarquías ordenadas» en las que la administración de la violencia estuviera confiada a la libre competencia entre agencias de protección, no hay prueba alguna de que el estado sea más eficiente en la producción de seguridad a bajos costes respecto al mercado libre de la protección [ibidem,
209].
Los anarco-capitalistas, como vimos, llevan a sus últimas consecuencias aquella utopía antipolítica que es un signo distintivo del liberalismo económico. Desembarazarse del estado, entregar al mercado libre también la seguridad de los ciudadanos, significa realmente eliminar la política, excluirla del elenco de las actividades humanas. Y esto, a su, vez significa, para los anarco-capitalistas, exaltar la cooperación social, es decir lo mejor que el hombre está en condiciones de expresar, y neutralizar la violencia y la opresión.
Escribe Rothbard, dando un vuelco al punto de vista de Hobbes: «Considero, con la mayoría de los observadores, que el género humano es una mezcla de bien y de mal, de tendencias cooperativas y criminosas. Según mi opinión, la sociedad anárquica es la que maximiza las tendencias al bien y a la cooperación, al tiempo que minimiza tanto las oportunidades como la legitimación moral del crimen y del mal. Si el punto de vista anárquico es correcto, el estado es el gran canal legalizado y socialmente legitimado para toda suerte de crimen antisocial a gran escala» [Rothbard 1978a, trad. it. 2000, 51-52].
Pero la política (sea cual fuere el juicio moral que sobre ella se tenga) ¿puede realmente ser eliminada o, si no eliminada, drásticamente redimensionada? Observa Barry que el anarco-capitalismo de Rothbard «insiste en el hecho de que en el fondo el orden y la libertad están en armonía, que el intercambio entre individuos libres produce paz y previsibilidad, frente al miedo y la incertidumbre generados por la intervención arbitraria de los volubles actores políticos. Pero la afirmación de que la continuidad social no tiene necesidad de la política adquiere con demasiada frecuencia una connotación
a priori: el resultado de un análisis conceptual más que de un análisis teórico o de una prueba histórica» [Barry 1986, trad. it. 1993, 240].
6. EL MERCADO[52] Y EL DESQUITE DE LA POLÍTICA
La idea, propia del liberalismo económico, de que la economía de mercado representaría un obstáculo, un vínculo capaz de impedir que el estado amenace la libertad, así como la idea conexa según la cual la «libertad económica» sería una condición previa de la libertad política, no parece que tengan bases sólidas. Por tres razones, cuyas implicaciones exploraré en el presente parágrafo.
La primera tiene que ver con la circunstancia por la que el mercado depende de la política, y, por lo tanto, necesita, para funcionar, que la política establezca y garantice ciertas condiciones legales indispensables, empezando por la definición y el respeto de los derechos de propiedad. Esta dependencia en que el mercado se encuentra respecto a ciertas condiciones establecidas por la política contribuye a hacer poco plausible la tesis del vínculo del mercado sobre la política.[53]
Los vínculos más fuertes, al parecer, los pondría la política al mercado, no el mercado a la política.[54]
La segunda razón tiene que ver con la circunstancia de que las «demandas» de libertad económica, de competencia, de mercado libre, que ciertos individuos y grupos hacen a las autoridades políticas son a menudo minoritarias, más débiles que las demandas de
limitación
de la competencia presentadas por los más variados grupos sociales. De tal modo que, con frecuencia, el principal «vínculo» que la sociedad pone al estado está ligado a las múltiples presionesque se hacen para obtener intervenciones del estado para condicionar el funcionamiento de los mercados, para poner limitaciones a la libertad de mercado.
La tercera y última razón consiste en que la esfera política es fuente de amenaza permanente para la sociedad de mercado debido a que en ella se dan las más fuertes concentraciones de poder social, en cuanto dotadas de los instrumentos de la coerción física. Esto depende, al menos en parte, de razones que poco o nada tienen que ver con el funcionamiento de los mercados, y que normalmente son infravaloradas por el liberalismo económico. El estado (y en la edad moderna, la política ha sido sobre todo lucha por el control y la dirección del estado) debe su existencia a la guerra. Y las exigencias ligadas a la preparación de la guerra han sido históricamente dominantes en la vida de los estados. Además, la lucha por el control del estado suscita la formación de identidades de grupo, compartidas, en competencia entre ellas, que piden a la política tutela y valoración (véase Cap. I). En virtud de su papel en la satisfacción de estas exigencias la política dispone de una fuerza autónoma que le permite «mantener como rehén» la sociedad de mercado y, al menos potencialmente, someterla y dominarla.
Se podrá también no compartir la apodíctica afirmación de Lord Robbins, según la cual la economía de mercado ha necesitado siempre, para funcionar, «un estado fuerte» [Robbins 1963, 135], pero es difícil pensar que, al exigir la economía de mercado, como dotación mínima, la seguridad de los derechos de propiedad, se pueda prescindir del estado, en su función de garante de esos derechos.
Tanto la experiencia histórica como las vicisitudes económicas contemporáneas parecen convalidar la tesis de Adam Smith de que la propiedad privada «llama» al estado, ya que el segundo es la garantía necesaria de la primera. Y esto se explicaría también si se aceptaran las ideas de Hume sobre el origen convencional (espontáneo) de los derechos de propiedad y sobre el origen polemológico del estado: ya que, en todo caso, una vez formado, al estado le correspondería la tarea de garantizar, mediante la coerción, las convenciones preexistentes.
Ya Hume, y no sólo él, era consciente de que las posibilidades de una sociedad de mercado próspera dependen de la política. En las famosas
Cato’s Letters, Trenchard y Gordon nos dejaron una brillante explicación del papel de la política para establecer las condiciones incentivadoras o desincentivadoras para producir e intercambiar: «Donde hay libertad hay estímulos al trabajo, porque la gente se compromete por sí misma y nadie puede arrebatarle los frutos de su propia fatiga: allí estará el mayor número de personas, porque estas encuentran empleo y protección; habrá la mayor cantidad de mercancías, más fáciles de obtener y más seguras una vez obtenidas (...). El interés del dinero será más bajo, y la seguridad de poseerlo mayor de lo que puede serlo bajo gobiernos tiránicos; donde la vida, la propiedad y todas las cosas tienen que depender del humor de un príncipe, del capricho de un ministro o de la petición de una prostituta. Con estos gobiernos pocos pueden tener dinero, y quienes lo tienen deben, para conservarlo, tenerlo bajo llave o escondido, y no osar emplearse en proyectos grandiosos si las ventajas pueden ser arrebatarlas por gobiernos rapaces» [Trenchard y Gordon 172025, trad. it. 1997, 59].[55]
El problema es que, en la historia, sólo muy raramente se han dado las condiciones político-institucionales necesarias para favorecer un desarrollo económico auto-sostenido: «Durante gran parte del curso de la historia, el Estado no ha garantizado un sistema favorable al crecimiento económico. El sistema mafioso sería en efecto una descripción mejor de lo que el Estado ha representado en elpasado respecto a la imagen de una organización entregada al “bien público”» [North 1989, trad. it. 1992, 128].
Aparte las sociedades capitalistas modernas, ha habido algunos otros casos: la lista de North y Thomas [1973] comprende Mesopotamia, Antiguo Egipto, Grecia clásica,[56]
República romana, ciudades italianas del Renacimiento. Pero han sido excepciones, no la regla.[57]
El aspecto principal concierne a los derechos de propiedad. Sólo raramente el estado ha definido y garantizado de manera eficaz el reconocimiento de los derechos de propiedad. Y sin seguridad de los derechos de propiedad no puede haber desarrollo sino sólo estancamiento económico.[58]
La función crucial del estado en materia de derechos de propiedad está ligada al hecho de que «un estado es una organización conuna ventaja comparativa en el uso de la violencia, que se extiende sobre un área geográfica cuyos confines los determina su poder de gravar con impuestos a los residentes. La esencia de los derechos de propiedad es el derecho de excluir, y una organización con una ventaja comparativa en el uso de la violencia está en condiciones de especificar e imponer los derechos de propiedad» [North 1981, 21].
En última instancia es el estado el responsable de «la eficiencia de la estructura de los derechos de propiedad, la cual a su vez causa desarrollo, estancamiento, o decadencia económica» [ibidem, 17].
¿Por qué sólo raramente, en la historia, el estado ha favorecido una estructura eficiente de los derechos de propiedad capaz de generar desarrollo? La tesis de North es que existe una incompatibilidad tendencial entre el interés societario por el desarrollo y el interés de los gobernantes por el mantenimiento del (propio) control sobre la sociedad. En efecto, los gobiernos actúan bajo la constante presencia de dos vínculos: un vínculo «competitivo» y un vínculo «por costes de transacción».
El vínculo competitivo depende de que los gobernantes tengan que afrontar a menudo la amenaza de potenciales gobernantes alternativos (otros estados, o grupos políticos internos dotados de consistentes recursos de violencia). En estas condiciones, con frecuencia los gobernantes evitarán causar molestias a los residentes más poderosos: «Si la riqueza o la renta de los grupos con facilidad de contactos con los potenciales gobernantes alternativos pueden ser negativamente influidos por una estructura eficiente de los derechos de propiedad, el gobernante podrá sentirse amenazado. Por consiguiente, aceptará una estructura de los derechos de propiedad favorable a esos grupos, sin tener en cuenta sus efectos sobre la eficiencia» [ibidem, 28].
También los costes de transacción representan un obstáculo a la elección de una estructura eficiente de los derechos de propiedad: «Derechos de propiedad eficientes pueden producir una mayor rentabilidad al estado, pero también pueden reducir los ingresos fiscales del gobierno a causa de los mayores costes de transacción (de monitorización, organización y recaudación de impuestos, respecto a los conexos a un conjunto menos eficiente de derechos de propiedad» [ibidem].
En la Europa moderna, las condiciones políticas favorables a los derechos de propiedad eficientes (y por tanto a las libertades económicas), que abrieron el camino a un desarrollo económico auto-sostenido, se dieron cuando —a causa principalmente de cambios en los costes de la guerra por efecto de innovaciones tecnológicas (véase más adelante en este mismo párrafo)— surgieron fuertes
sistemas de representación
que obligaron a los soberanos a hacer concesiones en el frente de los derechos de propiedad [North 1989, trad. it. 1992, 128; Pellicani 1988].[59]
En la misma perspectiva, podemos comprender por qué es más fácil que el desarrollo auto-sostenido se dé, en nuestros días, en democracias que en autocracias: «Las únicas sociedades en que es razonable esperar un respeto suficientemente duradero de los derechos de propiedad y contractuales de los individuos son las sociedades sólidamente democráticas. En una autocracia, el autócrata dispone a menudo de un horizonte temporal limitado, mientras que falta un poder independiente capaz de garantizar, cuando el autócrata desaparece, un traspaso de poderes ordenado y legítimo. En la historia no ha habido nunca una larga serie ininterrumpida de soberanos absolutos que hayan respetado los derechos de propiedad y contractuales de los súbditos» [Olson 2000, trad. it. 2001, 37].
Más aún: «No es casualidad que las democracias desarrolladas, caracterizadas por los derechos individuales más firmemente arraigados, sean también las sociedades que ofrecen la posibilidad de transacciones más sofisticadas y extensas (pensemos en los
future, en los seguros y en el mercado de capitales) para constatar las ventajas del comercio» [ibidem, 155].
Además, en las democracias existen instituciones (como los tribunales de justicia independientes) capaces de proteger suficientementelos derechos individuales impidiendo que los gobiernos se ceben en las empresas más florecientes. Y estos, podemos decir, no son vínculos que el mercado pone a la política, sino vínculos jurídicos e institucionales que la política, aunque sólo en ciertas circunstancias especiales, se pone a sí misma.
Ya sea observando la evolución histórica (como hace North) ya sea observando el panorama contemporáneo (como hace Olson), se llega a la conclusión de que todo depende del orden político dominante, de que sin disposiciones políticas que originen condiciones legales adecuadas para la protección de los derechos individuales, no hay posibilidad de desarrollar el mercado y no hay manera de garantizar aquella libertad de producir e intercambiar que constituye la base del desarrollo económico.
Alguien ha afirmado: «Sin ley y sin una autoridad política externa que la imponga, es difícil que la competencia se genere y se reproduzca. La paradoja está en que el mercado como sistema autodeterminado necesita un aparato jurídico que lo fundamente» [Magatti 2002, 71].[60]
El mercado está encastrado (embeded) en un
framework
institucional sobre el que el estado «en virtud de la prerrogativa única de la titularidad legal, está en condiciones de incidir sobre la configuración de las formas y de las actividades organizativas en todos los sectores a través de un abanico muy amplio de influencias» [Monaci 2002, 116].
La dependencia que tiene el mercado de un
framework
jurídico institucional más amplio, históricamente sedimentado, contribuye también a desplegar las fuertes diversidades que se registran entre las economías de mercado. Por ejemplo, según Hall y Soskice [2001], las economías occidentales desarrolladas pueden dividirse en economías de mercado «liberales» (de los países anglosajones) y economías de mercado «coordinadas» (de los países europeos-continentales). Las estrategias de empresa, los sistemas de relaciones industriales y financieras, así como las políticas sociales perseguidas por los gobiernos, difieren sistemáticamente en ambos casos. Las distintas
political economies
serían, en esta perspectiva, fruto de desarrollos históricos diferentes, en particular de modalidades de organización distintas, a lo largo del tiempo, de las relaciones entre estado y mercado.
Es preciso en todo caso que el orden político existente sea favorable a la libertad económica (lo cual sólo se da, como hemos visto, en circunstancias excepcionales). Pero incluso cuando semejante orden político se haya consolidado, la libertad económica se haya afirmado, la economía de mercado se haya desarrollado, nacen continuamente fuerzas encaminadas a limitar de nuevo el mercado y, al límite, a sofocarlo.
Una parte de estas fuerzas las genera directa y autónomamente la política. Otra parte es fruto de presiones que los grupos sociales más diversos ejercen sobre el estado.
Ya Adam Smith observó correctamente los intentos recurrentes de los empresarios y de los hombres de negocios en general de obtener del estado protección frente a la competencia. El desarrollo posterior del capitalismo no ha desmentido nunca al autor de
La riqueza de las naciones. En todo el mundo capitalista occidental, en unos sitios más y en otros menos, se han dado repetidamente las más variadas formas de intervencionismo estatal solicitadas por industriales para excluir del mercado a potenciales competidores.[61]
Además de por los industriales, se solicita continuamente, y a menudo se obtiene, la protección frente a la competencia a cargo de lossindicatos obreros, representaciones de intereses agrícolas, profesionales, etc. Todo esto ha dado lugar a la continua formación de carteles, monopolios, precios administrados, barreras legales de acceso a las profesiones, etc. De suerte que es sumamente rara una auténtica libertad de mercado, y en forma pura no se ha realizado nunca, ni siquiera en las más desarrolladas sociedades occidentales.
¿Por qué sucede esto? Sucede, en primer lugar, porque con la excepción de los mercados competitivos (véase el párrafo 3), los mercados generan autónomamente distribuciones desiguales de poder social. De modo que los grupos que disponen de mayor poder social (grupos industriales monopolistas, poderosas organizaciones sindicales, grupos profesionales, etc.) están en condiciones de ejercer presiones eficaces sobre los gobernantes, y los gobernantes, por lo general, se ven obligados a hacer concesiones. Estas concesiones, por lo general, van en la dirección de la limitación de la competencia.
El hecho es que cuanto más los mercados reales se apartan del mercado competitivo, tanto más los actores que los animan no son
price-takers
sino
price-makers, y en esto basan su poder social más o menos relevante. Inevitablemente lo emplearán para ejercer presiones sobre la política en perjuicio de la competencia.
Añádase que, en distintos casos, es la directa intervención del gobierno la que hace que el mercado asuma desde el principio un carácter monopolístico: típicamente, esto sucede cuando el gobierno entrega «concesiones» a determinados empresarios privados (una práctica análoga a la de las concesiones de monopolios a compañías privadas por los soberanos de la época absolutista, en el mercantilismo).
Si no es aceptable la idea de Max Weber [1922, trad. it. 1968, I, 66 ss.] de que la «competencia» es
siempre
una forma de lucha, aunque sea pacífica, en cuanto tal influenciada por los recursos de poder de partida de los distintos actores, y que produce siempre vencedores y vencidos, se dan sin embargo casos de mercados monopolísticos, y a veces también oligopolísticos, no distantes de esta imagen.[62]
Esto ayuda a explicar por qué el capitalismo de mercado «puro» debe convivir siempre con formas de capitalismo «predatorio» políticamente orientado, que vive y prospera gracias al hecho de que grupos capitalistas poderosos consiguen obtener
La democracia desempeña en este contexto un papel ambivalente, contradictorio. Por un lado, como sostiene Olson, es el orden político más seguro para la economía de mercado, el
hábitat
más positivo para la libertad económica [véase también Fisichella 2000]. Por otro lado, es también el orden institucional más favorable a la acción de los grupos de interés que piden limitaciones a la competencia, y por tanto a la libertad económica.
Distintos de la libre empresa, aun cuando estén animados por empresas, los grupos de interés viven en simbiosis con el estado democrático para obtener ventajas a costa de los productores y de los consumidores. «La existencia de estas asociaciones explica en parte el crecimiento del estado intervencionista moderno, porque los gobiernos democráticos sólo sobreviven obteniendo el apoyo de un conglomerado de grupos de interés organizados» [Salin 2000, 146; trad. esp. 2008, 158].[63]
el apoyo y la protección del estado [véase Weber 1922, trad. it. 1968, I, 163-164; véase también Freund 1993]. Nótese, sin embargo, como parcial corrección de las tesis de Weber (a su vez influidas por la doctrina de la escuela histórica de economía), que si es cierto que los mercados monopolistas determinan una distribución desigual de poder social, también es cierto que en todo caso hay que distinguir entre efectos a
corto
plazo y efectos a
medio y largo
plazo. Si consideramos sólo el corto plazo, las tesis de Weber (compartidas sustancialmente también por Joseph Schumpeter) son correctas. Pero en el medio-largo plazo, como sostiene la escuela austriaca, si al mercado se le deja libre de funcionar, al margen de vínculos políticos, acabará muy probablemente abriéndose a la competencia (entrarán en el mercado nuevos productores) determinando condiciones de mayor ventaja para los consumidores.
Además, sobre todo en las democracias más estables y más viejas, los grupos de interés pueden transformarse en poderosas «coaliciones distributivas» que viven parasitariamente gracias al apoyo de las autoridades políticas, sustrayendo recursos al crecimiento y frenando el desarrollo [Olson 1982].
Esto explica por qué los grupos orientados al mercado deben siempre habérselas con grupos orientados a obtener de la política limitaciones del mercado, y por qué con frecuencia estos últimos resultan, especialmente en las democracias (cuyos gobiernos, debido a la competición electoral, se hallan siempre enfrentados a los difíciles problemas de la organización del consenso), más numerosos y poderosos que los primeros.[64]
En términos más abstractos, estos fenómenos pueden explicarse teniendo en cuenta que «no hay un mercado puro que pueda contraponerse a mecanismos políticos, sino que más bien hay una
continua y omnímoda
interpenetración entre mercado y política» [Magatti 2002, 71-72, cursivo mío].[65]
Aunque hay que observar que la afirmación citada, si bien es justa en principio, precisa ser mejor especificada: la interpenetración entre mercado y política es un hecho general y constante, pero hay que admitir que su intensidad varía según los casos. En los términos de Hayek, podríamos decir, la intensidad es mayor cuanto mayor es el condicionamiento que sobre el orden espontáneo del mercado ejercen las leyes-mandato (las leyes como
theseis) a costa de las «reglas de justo comportamiento» (leyes como
nomoi) (véase el Cap. IV). Históricamente, el grado de interpenetración ha sido más fuerte en laspolitical economies
de la Europa continental (y de Japón) que en las
political economies
anglosajonas [véase Lehmbruch 2001; Hall y Soskice 2001].[66]
Además, la llegada de las economías de mercado y la democratización de la política llevan a redefinir la exigencia, presente también en las sociedades pre-industriales aunque en formas distintas, de satisfacer las demandas de protección social [Borghi 2002]. Los sistemas de
welfare state
son fruto de un intercambio entre protección y obediencia (véase Caps. I y II) que ha institucionalizado un conjunto complejo y articulado de derechos sociales. Su mayoro menor compatibilidad con el funcionamiento de una economía competitiva depende de las características propias de cada sistema de
welfare
[Ferrera 1993].
El
Big Government, en las diversas formas en que se ha realizado en los distintos países, es inseparable de la democracia, como demuestra la evolución del gasto público (y de la presión fiscal) en los países occidentales a lo largo del siglo
XX. El gasto público sube del 10% del PIB a principios del siglo en los países de Europa occidental al 50% aproximadamente a finales de siglo. Pero el
Big Government
no perdona ni siquiera al país a él culturalmente más refractario, los Estados Unidos, donde el gasto público pasa del 8% en los primeros años del siglo
XX
al 30% a final de siglo.[67]
Existe, finalmente, una tercera razón que hace muy poco plausible la tesis de que la economía de mercado representaría un eficaz dique frente al estado. Y ayuda a comprender por qué está condenadoal fracaso el intento de los liberales «clásicos», de Smith como de Mises y de Hayek, de comprimir el espacio y el papel de la política, de reducirla a mera legislación.
Si tomamos en serio la tesis de Hume sobre el origen del estado (nacido de la guerra, del conflicto entre sociedades distintas) debemos convenir que el estado, una vez que se ha afirmado y se ha dotado del monopolio que la fuerza, da a los gobernantes todos los instrumentos necesarios para mantener como rehenes las fuerzas de mercado. A pesar del carácter irreal de la propuesta anarco-capitalista, a pesar de que sea poco plausible la idea de una «anarquía ordenada», de una sociedad que se arriesga a prescindir del estado sin por ello precipitarse en el infierno de una anarquía belicosa, es cierto sin embargo que los anarco-capitalistas tienen argumentos más sólidos que los liberales clásicos y que los miniárquicos cuando sostienen que el estado es la concentración social con mucho más peligrosa para todas las libertades, y que probablemente es ilusoria la tradicional idea de que sería posible «domesticarlo», ponerle freno, reducirlo a la condición de un inocuo «estado mínimo» (que es en esencia la utopía anti-política de Mises y de Hayek).
La historia de los estados parece dar razón a la tesis de Carl Menger según la cual el estado es fruto de una evolución espontánea: como diría Adam Ferguson, el estado es el fruto de acciones humanas, no de un proyecto humano. En su origen está la guerra. En Europa, el fin de la anarquía feudal se debió a innovaciones de la tecnología militar que elevaba los «costes de protección» que los distintos señores tenían que afrontar para conservar sus propios dominios. Los crecientes costes de la guerra llevan, con el tiempo, a la formación de unidades políticas más grandes destinadas a convertirse, por evolución espontánea, en estados burocráticos [Schumpeter 1918; North y Thomas 1973].
El control sobre los recursos de la violencia permite además al estado actuar como un «monopolista discriminador»: a menudo logra mantener separados los distintos grupos de residentes atribuyendo a cada uno diferentes derechos de propiedad, a fin de maximizar sus ingresos y controlarlos mejor [véase North 1981, 23-24].
Esto está con frecuencia, como hemos visto, en el origen de derechos de propiedad ineficientes.
Si en la Europa moderna se han afirmado con el tiempo algunos de los sistemas de derechos de propiedad más eficientes, la causa, no única pero principal,[68]
hay que buscarla en las exigencias bélicas de los soberanos. La formación de un sistema de estados, en el que ningún estado podía eliminar a los otros, dio origen, para emplear la expresión favorita de Hobbes y de Rousseau, a un «estado de guerra» permanente. Los soberanos se vieron obligados a hacer concesiones a la burguesía comercial para financiar las guerras.[69]
Lo cual impulsó las economías de mercado.
Estado y mercado, como sostiene Otto Hintze [1964], se desarrollan simbióticamente: con el estado que pide al mercado los recursos para la guerra, y los mercados y los empresarios que obtienen a cambio derechos e instituciones favorables al mercado. La época del mercantilismo representa bien la firme conquista del «estado de poder» sobre la economía de mercado [Viner 1948]. Como, además, el estado controlaba también recursos simbólicos y necesitaba apoyo espontáneo para hacer frente al choque de los continuos conflictos armados, la formación de identidades colectivas (nacionales), fue, en gran medida, un efecto colateral de las guerras entre estados [Bloom 1990].
Las experiencias de las revoluciones y de la democratización entre los siglos
XIX
y
XX
harán que en Europa se formen divisiones ideológicas y nuevas identidades colectivas, como efecto, al menos en parte, de la politización de fracturas sociales preexistentes [Rokkan 1970].
La ampliación del sufragio creará el marco institucional necesario para la movilización de una pluralidad de grupos sociales, con intereses y visiones de la política diferentes (también, y sobre todo, en materia de relaciones entre política y mercado).
Pero un estado que afirma su poder político a través de las guerras, y que dispone del control de imponentes recursos simbólicos, y (en época democrática) una esfera política en la que compiten entre sí diferentes identidades colectivas, será muy difícil que consiga abstenerse de entrometerse, a veces de forma pesada, en el mercado.[70]
La limitación, en varias formas, y con diversa intensidad según los periodos, de la libertad económica, es un tributo que las economías de mercado han tenido siempre que pagar al poder de la política.[71]
Por un lado, están las demandas (a los gobiernos) de limitación de la competencia presentadas por distintas empresas, por sindicatos, y por otros numerosos grupos, la acción predatoria de los grupos de interés, las demandas de protección frente a la inseguridad generada por el mercado y,
last but not least, las peticiones de protección frente a los enemigos políticos, internos y externos. Por otro lado,están los intereses autónomos, sostenidos por la fuerza, de los propios gobernantes, interesados en plegar el mercado a las propias exigencias y estrategias de conservación del poder.
No es, pues, extraño que el «mercado libre» esté constantemente amenazado por la política y que, en su forma pura, tenga tantas posibilidades de ver la luz, como dice sabiamente Adam Smith, como las que tienen Oceana y Utopía.



Capítulo cuarto
La ley
Quien pretende que mande sólo la ley pretende que manden sólo Dios y la mente, mientras que quien pretende que mande sólo el hombre añade también el dominio de la animalidad.

Aristóteles, Política, III, 16

1. INTRODUCCIÓN
En la tradición occidental, las recurrentes preguntas sobre cómo hacer frente al despotismo, sobre cómo liberar a los hombres de la arbitrariedad política, sobre cómo tutelar sus libertades frente a un poder político siempre potencialmente amenazador, han recibido generalmente esta respuesta: «confiando en el escudo de la ley».
¿Cómo se impide el despotismo? Imponiendo «límites jurídicos» al poder político o también, más radicalmente, forzando al poder político a someterse al dominio de la «ley»: la expresión «gobierno de las leyes» tiene (también) este significado.
El liberalismo jurídico, la convicción de que se puede tutelar las libertades de los hombres mediante la reglamentación, mediante los diques que ponen los vínculos legales al poder político, es la versión/traducción moderna de una idea antigua, de la idea de que la buena sociedad es aquella en la que mandan las leyes en lugar de los hombres. Se remonta a Platón[1]
y a Aristóteles.[2]
Cicerón le da laformulación más clara que puede encontrarse en el pensamiento antiguo.[3]
En la edad medieval, la ley se concibe como el único límite posible al poder del rey.[4]
Cuando, ya en la edad moderna, James Harrington [1656] declara preferible el gobierno de la ley al gobierno de los hombres, no hace más que repetir un antiguo ideal. Al pensamiento y a la práctica medievales, más que a los precedentes de la edad antigua, recurrirá el constitucionalismo moderno (véase el párrafo 3).

El liberalismo innova respecto a la tradición en dos aspectos. En primer lugar, porque vincula la cuestión de la limitación jurídica del poder político a la defensa de la libertad individual (y no a la defensa de los privilegios de las clases, como ocurría en la época medieval). En segundo lugar, porque toma nota de una transformación radical del significado de la palabra «ley» que se produjo con el paso a la edad moderna: a diferencia de la época medieval, la ley se concibe ahora como directamente creada, «fabricada», por los hombres, no ya (sólo) descubierta, declarada o recordada.
Se produce entonces la primera complicación. El liberalismo jurídico, en efecto, se divide (la división recalca, aunque no perfectamente, la existente entre tradición de
civil law
y tradición de
common law) entre una corriente que elimina todo vínculo con la doctrina jurídica medieval (y para la que las «leyes» serán, a partir de ese momento, sólo las proclamadas como tales por asambleas legislativas), y una corriente que opta por hacer convivir, coexistir, el significado moderno y el pre-moderno del término «ley», de modo que el derecho no se reduce exclusivamente a la «legislación».
Es una división que evoca otras: entre jusnaturalismo y juspositivismo, entre
rule of law
y «estado de derecho» (Rechtsstaat), entre estado jurisdiccional y estado legislativo, entre las diferentesversiones anglosajonas (inglesa y americana) del constitucionalismo, entre constitucionalismo anglosajón y constitucionalismo europeo-continental.
En este capítulo reconstruiré sintéticamente el marco, al mismo tiempo conceptual e histórico, en sus distintas variantes, del generoso intento de tutelar la libertad por medio de la «ley».
Procederé luego a valorar si y en qué medida ha resultado realista, a la luz de la experiencia histórica, la idea de limitar el poder a través de la ley. Lo cual implica un atento examen de la relación entre «ley» y «política». ¿Debemos entenderlo, como lo entendía, por ejemplo, el historiador del constitucionalismo Charles MacIlwain, como manifestación de una perenne lucha entre el «derecho» y la «fuerza», entre la civilidad jurídica y las pulsiones destructivas y auto-destructivas de la política? ¿O bien, siguiendo las huellas de un realismo político inspirado en Maquiavelo o en Max Weber, debemos concebir las leyes como instrumentos del dominio político?
Según la respuesta elegida, evidentemente, se valorará de manera diversa la eficacia del intento liberal de confiar a la ley la defensa de la libertad.
2. LOS ORÍGENES DEL LIBERALISMO JURÍDICO
Probablemente, John Locke no se habría convertido en el padre del liberalismo jurídico si en su pensamiento político no hubieran convivido, en un equilibrio que no siempre está exento de contradicciones y de ambigüedad, dos impulsos distintos, el que le lleva a reivindicar, en apoyo a la Revolución Gloriosa de 1688-89 y al partido
whig, las virtudes del constitucionalismo inglés, y el que le hizo anticipar la futura democracia.
Si bien su influencia más marcada se ejerció sobre el liberalismo anglosajón, es cierto que, si y en la medida en que traspasó las fronteras, esto sucedió porque creó los presupuestos de una visión moderna de las relaciones entre la ley, la libertad, y el gobierno basado en el consenso popular.
El jusnaturalismo, la idea de un derecho natural según la razón,[5]
es la piedra angular de su sistema. El contrato social, el paso del estado de naturaleza a la sociedad «civil y política», se justifica en virtud de la capacidad de la sociedad civil para tutelar la ley natural con mayor eficacia de lo que puedan hacerlo los individuos en su estado de naturaleza.
El énfasis lockeano sobre el poder legislativo como «poder supremo», como poder que está por encima de los demás (pero en Locke, como en toda la tradición inglesa anterior, el poder legislativo es un poder
compartido
por el rey, por los Lores y por los Comunes), abrirá ciertamente el camino, en época posterior, entre los siglos
XVIII
y
XIX, a la doctrina de la omnipotencia parlamentaria.
Sin embargo, en su esquema, ese poder legislativo «no es ni puede ser absolutamente arbitrario sobre las vidas y los haberes del pueblo. En efecto, puesto que no es sino el poder conjunto de todo miembro de la sociedad, otorgado a la persona o a la asamblea que es el legislador, no puede ser mayor que el que tales personas tenían en el estado de naturaleza, antes de entrar en sociedad y han otorgado a la comunidad; porque nadie puede transferir a otro un poder superior al que tiene en sí, y nadie tiene sobre sí o sobre otros el poder absoluto y arbitrario de destruir la propiedad o quitar la vida o la propiedad de otro» [Locke 1690b, trad. it. 1982, 327-28].
Este poder sólo se justifica cuando cuenta con el consenso popular. El consenso popular, a su vez, depende estrechamente de que las leyes civiles se ajusten a la ley natural, del respeto a aquella «propiedad»[6]
en la que, para Locke, se compendia la libertad de los hombres. «La autoridad legislativa o suprema no puede arrogarse el poder de gobernar con decretos extemporáneos y arbitrarios, sino que tiene que dispensar la justicia y decidir sobre los derechos delos súbditos, con leyes promulgadas y fijas y jueces autorizados y conocidos» [ibidem, 329-30].
La eventual falta de coherencia entre leyes civiles y ley natural restituye a los hombres la facultad de «apelar al cielo», de usar la fuerza, de servirse de su derecho de resistencia (nunca perdido), para derrocar a un gobierno que, pisoteando la ley natural, se ha hecho tiránico y ha violado el contrato social.
Como tantas veces se ha observado, quedaríamos decepcionados si buscáramos en Locke una doctrina clara sobre la soberanía como la que, en cambio, encontramos en Hobbes. Ahora bien, mientras que la solidísima, lógica, teoría de la soberanía de Hobbes comporta un precio, que no es otro que el absolutismo, la falta de una «bien diseñada» teoría de la soberanía es «un mérito más que un defecto de la doctrina de Locke» [von Leyden 1982, trad. it. 1984, 235 y 237].
Por el contrario, en Locke, con su distinción entre poder legislativo y poder ejecutivo, y con sus tesis sobre la prerrogativa y sobre el poder federativo [Dunn 1979], hallamos, no sólo una primera formulación de la doctrina moderna sobre la división de poderes, sino sobre todo —lo más importante en la perspectiva del liberalismo jurídico— el intento de actualizar, de adecuar a las nuevas condiciones, internas e internacionales, en que se hallaba inmersa la Inglaterra de su tiempo, la antigua distinción (que se remonta a Bracton) entre
gubernaculum
y
jurisdictio.
El liberalismo jurídico de Locke no tendrá en realidad mucha aceptación fuera del mundo anglosajón. Su versión del jusnaturalismo, y su consiguiente manera de concebir la «ley civil», no pueden arraigar fácilmente desvinculadas de una tradición jurídica en la cual, como por ejemplo la entendía el juez Edward Cocke, la razón jurídica de que se nutre la
common law, el derecho común aplicado por los tribunales, representa un afinamiento, debido a la sabiduría y la experiencia, de la razón natural común a todos los hombres [véase Matteucci 1976]. Y esto, a pesar de que en Locke, pensador que miraba al mismo tiempo al pasado y al futuro, la ley fuera no sólo derecho común, consuetudinario, sino también, ya,
statute law, ley deliberada por el parlamento.
Tampoco podrá ser fácilmente exportada al continente europeo (lo será en cambio a tierra americana). Una visión —que no es sólo inglesa, sino también
whig—
de las relaciones entre sociedad y gobierno, en la cual se reivindica enérgicamente la primacía de la primera respecto al segundo [Matteucci 1984].
En la Europa continental prevalece una historia política totalmente distinta, la del estado administrativo, o burocrático, y del mito de la soberanía, y también una historia jurídica diferente, del derecho justinianeo, que desembocará en las grandes codificaciones y en el positivismo jurídico. Aquí son otras doctrinas las que forjan el liberalismo jurídico. La de Immanuel Kant es la más influyente.
Kant, inaugurando una larga y afortunada tradición continental, resuelve el estado en el derecho. El estado, para él, es estado jurídico o no es nada. Aquella idea de pura razón que es el «contrato social» es el instrumento que permite a los hombres realizar su deber moral: instaurar un orden jurídico que sustituya su libertad natural por la libertad civil.
El fin del estado jurídico es garantizar que la libertad de cada uno pueda coexistir con la libertad de todos. De aquí la célebre definición del derecho como «aquel conjunto de condiciones por medio de las cuales la libertad de uno puede conciliarse con la libertad de otro según una ley universal de libertad» [Kant 1797, trad. it. 1965, 407].
Si, con respecto a sus fines, el estado de Kant es el estado liberal, el estado al que no corresponde proveer la felicidad de los súbditos (de aquí la polémica contra el despotismo ilustrado), sino sólo garantizar, a través del ejercicio de la coerción, la libertad de cada uno [Bobbio 1969], es también cierto que el liberalismo kantiano se aparta notablemente del de Locke. La doctrina de Kant es ciertamente el intento más riguroso de compromiso entre las razones del liberalismo y la tradición jurídico-política continental de su tiempo. Y así, a él le corresponderá convertirse en arquetipo de aquel liberalismo estatalista (una forma particularmente débil de liberalismo fuertemente expuesta a la posibilidad de degeneraciones iliberales) que posteriormente resultará ser el
único
tipo de liberalismo conocido y practicado en la Europa continental (véase los párrafos 3 y 4, así como el apéndice).
Este resultado es explicado por la propia doctrina kantiana, considerada en sus diversos aspectos.
En primer lugar, por el hecho de que en Kant conviven dos ideas de libertad, la negativa (liberal) y la positiva (la libertad como «autonomía» en el sentido de Rousseau). Aunque hay que reconocer que la libertad como autonomía no tiene, en el sistema kantiano, la preeminencia que en cambio corresponde a la libertad negativa [Bobbio 1969].
Además, por el hecho de que él justifica, prácticamente en los mismos términos que el demócrata Rousseau, la obligación política: el hombre, sometiéndose al estado, permanece libre, porque a partir de ese momento, obedecerá a las leyes establecidas por la «voluntad general» que él mismo ha contribuido a determinar.
Pero el concepto de «voluntad general» no encaja en el cuerpo de una doctrina liberal. Su presencia en el sistema kantiano sirve para recordar que Kant concibe el estado de un modo distinto que los liberales anglosajones. En Kant aparece sin duda el esfuerzo de «elevar el Estado a órgano de voluntades supraindividuales», a «cosa en sí», a «persona moral». Para él, como para Rousseau, «el Estado no puede expresar la simple suma de las voluntades individuales, sino que debe constituir un todo unitario, una voluntad general» [Solari 1965, 28].
Por el hecho, consiguiente al anterior, de que para Kant, como para los teóricos de la soberanía en su variante absolutista (Hobbes)o en su variante democrática (Rousseau), el estado es titular de un poder que es soberano en cuanto indivisible. De suerte que, también su recepción (por Montesquieu) de la doctrina de la división del poder sólo es posible en la medida en que consigue desvirtuarla, tratando la relación entre los poderes al modo de un silogismo.[7]
En efecto, «la teoría de los poderes tal como la entendía Montesquieuno se concilia con la unidad y soberanía absoluta del Estado supuesta por Kant» [Solari 1992, 112-13]. De este modo, Kant abrirá el camino a una tradición jurídica que, como veremos, transformará en el siglo
XIX
la doctrina de la división del poder en una teoría de las articulaciones funcionales del estado soberano.
En definitiva, y en coherencia con su rechazo del derecho lockeano de resistencia al poder tiránico y la plena aceptación de la doctrina de la soberanía, Kant rechaza poner límites al poder soberano.[8]
La doctrina de Kant es, pues, una doctrina liberal (su estado jurídico tiene como fin la libertad de los ciudadanos) y en cuanto tal inspirará una construcción grandiosa como el «estado de derecho» europeo-continental (véase el párrafo 4).[9]
En su pensamiento, en sus soluciones, hallamos ya diseñados muchos problemas que, con posterioridad, atenazarán al liberalismo continental haciéndolo particularmente grácil y continuamente expuesto al riesgo de extinción.[10]
3. CONSTITUCIONALISMOS
¿«Limitar» el poder o «dividir» el poder? Según la elección, se opta por una versión u otra del constitucionalismo.[11]
Por un lado, se puede considerar que «el problema del constitucionalismo» es «cómolimitar el poder» [Matteucci 1962, 8]. Por otro, se puede ver la esencia del constitucionalismo en la «división del poder» [Friedrich 1950, trad. it. s.f., 4].
Bernard Manin [1989] distingue, sobre esta base, entre dos tipos de constitucionalismo, de la «norma» y del «equilibrio». El primero «limita» el poder político sometiéndolo a una ley superior a él, el segundo lo «divide» y hace que los poderes que surgen de esta división de equilibren entre sí.[12]
Se trata de tipos ideales.[13]
En la realidad de los «estados constitucionales» limitación y división del poder van con frecuencia (aunque no siempre) juntamente.[14]
Sin embargo, las diferencias, alconcreto de existir que se da espontáneamente con toda unidad política existente». Se produce aquí una auténtica fractura entre el pensamiento influido por las experiencias constitucionales anglosajonas y el pensamiento más ligado a la historia europeo-continental y, en particular, alemana. También la ya clásica reconstrucción de Otto Brunner [1928, trad. it. 1970, 1-20] que opone una
Verfassung
que se remonta a la Edad Media a la moderna
Konstitution
liberal se inscribe en una tradición de pensamiento exclusivamente germánica. Sobre la tradición constitucional alemana véase Schiera [1987].menos en el plano conceptual, existen, y por tanto puede aceptarse la distinción. Dejando para el próximo capítulo el examen del constitucionalismo del «equilibrio», aquí nos ocuparemos sólo del constitucionalismo de la «norma», tomándolo como el fruto principal, y más ilustre, de la tradición que hemos llamado del liberalismo jurídico.
En el ámbito de esta perspectiva —para la que la «virtud» del constitucionalismo radica en el hecho de que el mismo limita el poder del estado por medio de la ley [Kay 1998, 23]— es donde la constitucionalización de los estados se interpreta como el proceso por el que la relación entre quienes tienen el poder político y los que están sometidos a él se configura como «relación jurídica», como relación definida y regulada por normas jurídicas [Tarello 1976, 22].
Entre los autores del siglo
XX, fue ciertamente Charles MacIlwain [1947] el más perentorio en señalar la esencia del constitucionalismo en la limitación del poder por medio de la ley, por medio de la imposición de límites legales, y en condenar como parto de pura fantasía (la de Montesquieu) la idea de que sea posible dividir y «equilibrar» el poder.
Aunque útil, la distinción de Manin (entre norma y equilibrio) es insuficiente para orientarse en materia de constitucionalismos, ya que también el constitucionalismo de la «norma» ha conocido históricamente distintas variantes, y cada una de ellas constituye la base de una tradición bien definida. Según una distinción de escuela, la inglesa, la americana y la francesa son las principales variantes [Preuss 1996]. Se han propuesto distintos criterios de clasificación para distinguir los constitucionalismos. Podemos ante todo recurrir a una tipología (Figura 1).

La tipología combina dos criterios. En primer lugar, distingue entre modelos constitucionales tradicionalistas (la constitución es consuetudinaria, forjada por la historia, por el trabajo de muchas generaciones) y modelos constitucionales voluntaristas (la constitución es un texto escrito, fruto de un acto de voluntad, de la decisión de un «poder constituyente») [Rebuffa 1990, 40-42]. En segundo lugar, diferencia las constituciones de garantía (que se limitan a tutelar derechos preexistentes) y las constituciones de orientación (que incorporan un proyecto político de ampliación y difusión de los derechos) [Fioravanti 1998].
Esta tipología nos da algunas preciosas informaciones sobre las diferencias entre las tradiciones constitucionales, pero oculta otras. Por ejemplo, nada dice sobre la decisiva cuestión de la relación entre constitución y «soberanía».
Conviene, pues, integrarla considerando los principios culturales implícitos en las distintas tradiciones constitucionales. Según Fioravanti [1991], se puede distinguir entre un modelo/principio historicista (que liga, sin soluciones de continuidad, constitucionalismo medieval y constitucionalismo moderno), un modelo/principio individualista (que deriva la constitución de una acto de ruptura revolucionaria con el pasado y del contrato social) y un modelo/principio estatalista (que, inspirándose en Hobbes, convierte al estado, titular de la soberanía, en el generador de los derechos y el garante de la constitución).
Las diversidades entre las tradiciones constitucionales se explican como fruto de distintas combinaciones entre estos modelos/ principios.
El inglés es el más cercano al modelo tradicionalista. Su tradición constitucional está impregnada de motivos historicistas. Según MacIlwain [1947] se da aquí la máxima continuidad entre constitucionalismo medieval y constitucionalismo moderno. El constitucionalismo inglés es, por tanto, el que más se adapta a lecturas de tipo evolucionista (al estilo de Savigny o de Hayek).
Es una tradición que rechaza la doctrina de la soberanía estatal y, por consiguiente, también la idea de la ley como expresión de una voluntad de auto-limitación del estado soberano. Para los constitucionalistas ingleses la ley es un valor que trasciende a la voluntad de los particulares, del rey como de los súbditos o de los parlamentarios [Matteucci 1962, 7-8].
El juez Edward Coke, el gran antagonista del rey Jacobo I Estuardo, quien, reinterpretando su significado histórico, forja el mito «moderno» de la Carta Magna y, a un siglo de distancia, Edmund Burke, último de los grandes intérpretes del constitucionalismo inglés, son las figuras más representativas de esta historia [Matteucci 1976; Compagna 1998].
En esta tradición es decisivo el papel de la jurisprudencia. Es el
due process of law
—el conjunto de normas jurisprudenciales, sancionadas por la tradición— que garantiza las libertades y que es el único que puede, en ciertas condiciones, sustraerlas al individuo. Es el
juez, no el príncipe, el parlamentario o el administrador, la verdadera defensa de las libertades constitucionales [MacIlwain 1947; Matteucci 1962].
Se trata de un constitucionalismo de garantía: a él le corresponde tutelar la libertad negativa (el inglés
liberty and property) [Fioravanti 1991, 21].
A la tradición constitucional inglesa le será siempre ajena la idea de un «poder constituyente».
La libertad política encontrará progresivamente espacio en esta tradición, pero con un papel subordinado respecto a la libertad negativa [ibidem, 32-33].
El principal desarrollo, a caballo entre los siglos
XVIII
y
XIX, consistirá en la afirmación de la primacía del poder legislativo y de la conexa doctrina de la omnipotencia del parlamento. A lo largo del siglo
XIX, como efecto de la democratización y de la institucionalización del sistema bipartítico, se realizará finalmente aquella «fusión» entre poder legislativo y poder ejecutivo, a partir de entonces indicada como característica de la democracia británica [Bagehot 1869; Lijphart 1984].
Desde entonces se convertirá en objeto de discusión si el constitucionalismo inglés ha o no abandonado sus principios inspiradores originarios.
El caso americano combina una constitución de garantía de tipo británico y un modelo constitucional voluntarista. Es un lugar común de la historiografía observar que, mientras Francia, con Sieyès, tuvo la teoría del «poder constituyente» pero no la práctica, los Estados Unidos han tenido la práctica pero no la teoría.
Según Fioravanti [1991, 74-75], en la tradición constitucional americana se funden principio historicista de derivación británica y principio individualista (contractualista).
Esta tradición fue inaugurada por una revolución que, a diferencia de la francesa, es sólo política y constitucional [Arendt 1965; Matteucci 1987]. La revolución no se lanza contra un pasado desacreditado, no impone una ruptura contra el «antiguo régimen». Es el fruto de una rebelión contra las pretensiones (consideradas inconstitucionales) del parlamento británico. No tiene por tanto necesidad de repudiar el planteamiento historicista heredado de los ingleses [Fioravanti 1991, 76]. No abandona la tradición de la
common law. La constitución que nació en Filadelfia recibe la influencia de las Cartas de la época Colonial [Matteucci 1976].
Al mismo tiempo, toma (del jusnaturalismo lockeano) el individualismo y el contractualismo [Fioravanti 1991]. Desconfía del poder legislativo y confía a la constitución, colocada por encima de la clase política, la tutela de los derechos individuales de libertad [Matteucci 1987]. E inventa, por consiguiente, el control de constitucionalidad.[15]
A pesar de las múltiples diferencias, ligadas a la presencia de una constitución escrita y rígida, la constitución estadounidense mantiene fuertes afinidades con la tradición constitucional inglesa. Probablemente lleve razón MacIlwain [1947] cuando insiste sobre las afinidades y, por tanto, también sobre las influencias del constitucionalismo medieval sobre el constitucionalismo americano. También en esta tradición son los tribunales y los jueces los verdaderos baluartes y garantes de los derechos constitucionales [Calabresi 1988].
Aun con sus diferencias, constitucionalismo inglés y constitucionalismo americano encabezan los que Carl Schmitt [1928] llama
«estados jurisdiccionales» contraponiéndolos a los «estados legislativos» de la Europa continental.
Como en la tradición inglesa, al constitucionalismo americano le es ajena la idea europeo-continental de
soberanía.
[16]
Por un lado, la doctrina de la «soberanía estatal» es incompatible con el federalismo americano (véase el Cap. V) y por tanto no será acogida.[17]
Por otro lado, la idea de «soberanía popular» sufre un particular debilitamiento. En el constitucionalismo americano el pueblo soberano se halla presente sólo como
fictio
jurídica [Bonazzi 1988, 17], como la fuente de ese acto originario que es la constitución. Esto es coherente con una tradición que desconfía de los legisladores aun cuando estos tengan la cualidad de representantes elegidos del pueblo.
Aunque esto toca aspectos que tienen más que ver con el constitucionalismo del «equilibrio», y que veremos mejor en el próximo capítulo, es justo al menos recordar que el rasgo más característico del constitucionalismo americano es el haber construido una
arena
de competición, haber creado una «forma de lucha civil» [Bonazzi 1988, 17], un «teatro de competición entre los individuos y las fuerzas sociales y políticas» [Fioravanti 1991, 98].
Distinto es también el caso del tercer constitucionalismo, el francés, durante mucho tiempo el más influyente en la Europa continental. Combina el principio voluntarista con una constitución de orientación. En los términos de Fioravanti, mezcla el individualismo contractualista y el estatismo.
Esta tradición constitucional es hija de una revolución muy diferente de la americana, al mismo tiempo política y social. Su antagonista no es un rey o un parlamento, sino todo un ordenamiento societario en sus aspectos políticos, económicos y sociales. Esto influye en la idea francesa de constitución. En lugar de una constitución de simple garantía, se precisa, en estas condiciones, una constitución de orientación comprometida con la transformaciónde la sociedad, con la liberación de todas las instituciones y las costumbres que sobrevivieron al antiguo régimen [Fioravanti 1991].
A pesar de la distinta opinión de Thomas Paine [1791], a pesar de ciertas semejanzas formales entre la Declaración de Independencia[18]
y la Declaración de los derechos del hombre y del ciudadano, y a pesar de que ambas revoluciones generaran constituciones escritas, la tradición constitución francesa es muy diferente de la americana.
La contraposición al antiguo régimen comporta el rechazo del planteamiento historicista: el pasado debe rechazarse en bloque, no se puede valorizar ni siquiera en una mínima parte [Fioravanti 1991].
Los caracteres fundamentales de esta tradición se compendian en el
legicentrismo
y en la representación de la voluntad nacional. Si en el planteamiento historicista, tanto en su variante inglesa como en la americana, la garantía de los derechos se resuelve en la primacía del poder judicial respecto al poder legislativo, aquí la relación se invierte: son las leyes promulgadas por la asamblea legislativa el centro, el motor, el alma, del sistema constitucional (lo cual, por otra parte, excluye la posibilidad de un control de constitucionalidad de las leyes).[19]
La asamblea legislativa representa a la «nación» y a los representantes de la nación les corresponde garantizar los derechos de los ciudadanos y, al mismo tiempo, realizar la voluntad del pueblo soberano [Compagna 1998; Fioravanti 1991; P. Pasquino 1987].
El constitucionalismo francés toma de Rousseau la doctrina de la soberanía popular [véase Barbera 1997], y la funde con una tradición estatalista heredada del absolutismo.[20]
En la perspectiva del liberalismo jurídico la diferencia principal entre constitucionalismo francés y constitucionalismos anglosajonesconsiste en que estos se conjugan, como veremos mejor enseguida, con tradiciones jurídicas diferentes.
En la era llamada liberal, el siglo
XIX, la tradición constitucional francesa se encuentra con la tradición alemana del «Estado de derecho». Se trata de un desarrollo político-institucional, típicamente europeo-continental, cuyos efectos se dejarán sentir hasta nuestros días.
Se modifica la idea de constitución. Bajo la influencia del positivismo jurídico y en virtud del papel y del peso de los aparatos estatales, burocrático-administrativos, de la Europa continental, las constituciones pierden sus connotaciones «garantistas» originarias (de limitar al poder político) convirtiéndose en constituciones «nominales» [Sartori 1987, 22]: documentos a los que se les confía únicamente la función de diseñar la organización de los poderes del estado y de sus relaciones. Esta parte de la historia del constitucionalismo está entretejida con la del «estado de derecho».
4. EL ESTADO DE DERECHO
Una corriente de pensamiento tan arraigada, persistente y difundida como culturalmente heterogénea, sostiene que el «estado de derecho», el
Rechtsstaat, es la quintaesencia del «estado liberal». «Liberalismo» y «estado de derecho» serían en esencia sinónimos.
Desde Carl Schmitt [1928] a Jurgen Habermas [1992], por citar dos autores situados en polos opuestos del espectro político-cultural, hasta la casi totalidad de los manuales de derecho constitucional que todavía se emplean en Europa continental,[21]
se considera verdad evidente e indiscutible la coincidencia entre estado de derecho y estado liberal.
Esta
communis opinio
se basa en un prejuicio y en un error. El prejuicio consiste en creer que el liberalismo puede articularse (se ha articulado históricamente), sin problemas, traumas, perversiones ytraiciones, con el estatalismo. El error consiste en no enfocar las diferencias que existen entre el «estado de derecho» continental y la
rule of law
inglesa: no dos modos distintos de entender la misma cosa, sino dos cosas diferentes.[22]
Probablemente sea correcto afirmar que el escaso liberalismo «sostenible» por la Europa continental, por la tierra ocupada por los grandes estados burocráticos,
sólo
pudo realizarse en la forma del «estado de derecho».[23]
Pero este es un juicio distinto del que pretende tratar el estado de derecho como el «núcleo normativo» más auténtico del orden político liberal.
Puede ser útil partir de la definición que del estado de derecho nos da Carl Schmitt: «Como Estado de derecho se considera sólo un Estado cuya actividad esté totalmente integrada por una suma de competencias exactamente circunscritas» [Schmitt 1928, trad. it. 1984, 178].[24]
Es útil porque evoca indirectamente las condiciones necesarias para que el estado de derecho pueda existir. Tales condiciones son un (preexistente) estado burocrático que monopolice los recursos coercitivos, políticamente legitimado por el mito de la soberanía estatal, y un ordenamiento jurídico basado en la primacía de la ley positiva y sostenido por una doctrina correspondiente y coherente (el positivismo jurídico).
Estado burocrático y ordenamiento jurídico positivo son dos caras de la misma moneda. En la Europa continental, «fue el Estado principesco burocrático de la edad moderna el que rompió las tradicionales autonomías corporativas, sometiéndolo a la propia vigilancia, autorizando, regulando y controlando municipios, corporaciones, gremios, asociaciones rurales, iglesias y uniones de todo tipo, anulando todos los derechos no autorizados, y traduciendo así a la práctica la teoría de los legistas, para la cual ningún tipo de grupo podía tener derechos colectivos y personalidad jurídica sino a través de la función del príncipe» [Weber 1922, trad. it. 1968, II, 79].
Sin detenernos aquí en los detalles de una historia muchas veces narrada acerca de las causas
políticas
que llevaron la teoría jurídica del continente a diferenciarse de la inglesa,[25]
notemos sólo la importante legitimación que dio a este proceso la doctrina de la
soberanía
estatal. Esta doctrina es «un poderoso instrumento histórico para la afirmación del Estado moderno. Sanciona la separación del Estado respecto a la sociedad, que ya no es dueña de su
ius» [Matteucci 1993b, 30].
Con la afirmación del estado burocrático en versión absolutista se ponen las condiciones para aquella diferenciación entre derecho público y derecho privado con la que tendrán que habérselas, en el curso del siglo
XIX, las revoluciones liberales continentales.
Parte crucial de esta historia es el movimiento de las codificaciones. Es el estado continental absolutista el que llevará a cabo esa codificación del derecho privado que será siempre ajena al derecho anglosajón. Y es también el absolutismo el que excluye de la codificación, aplicada al campo privado-civil y al penal, la regulación jurídica de las relaciones políticas y administrativas [Tarello 1976, 560].
Un aspecto importante de la historia es el hecho de que la cultura jurídica continental fue, ya desde la época medieval, cultivada en las universidades y los juristas que aconsejaron a los soberanos absolutos fueron producto de las mismas. Un derecho de matriz doctrinaria (en vez de «práctica», como en los países de
common law) está en el origen de ese poderoso instrumento de racionalización que, en la época llamada liberal, será el positivismo jurídico. Si bien fue la doctrina del derecho natural la que dio el impulso inicial a las codificaciones, una vez que estas se realizaron, esa doctrina cedió el paso al positivismo jurídico [Fassò 1966, II, 410]. Este último, a lo largo del siglo
XIX, se convirtió en la interpretación jurídica dominante del estado de derecho y sus funciones.
El positivismo jurídico ha sido un importante trámite del matrimonio (continental) entre liberalismo y estatalismo. Se trata de una doctrina estatalista: reconduciendo todas las fuentes del derecho al estado, consolida la idea de la primacía del estado respecto a la sociedad.[26]
El liberalismo continental deberá tomar nota de esa primacía y, sustancialmente, aceptarla.
Según una interpretación [Bognetti 1994], los ordenamientos de
civil law
del continente y los ordenamientos de
common law
anglosajones convergen sustancialmente en la época liberal. En ambos casos se afirma la idea de que el objetivo del estado es garantizar las libertades de los ciudadanos.
Observo, sin embargo, que la inspiración común debe tener en cuenta condiciones político-institucionales muy distintas, que impelen las dos experiencias hacia playas muy diversas, como demuestran los resultados del encuentro entre estado de derecho y constitucionalismo. Al insertarse en la tradición del
Rechtsstaat
y al encontrarse con el positivismo jurídico, el constitucionalismo experimenta una metamorfosis: «La constitución ofusca su papel de “carta de derechos” para asumir el de descripción del orden constitucional: refleja el orden político y sólo el buen funcionamiento de este puede garantizar también la tutela de las posiciones subjetivas» [Rebuffa 1990, 54].
Una vez des-virilizada la constitución, se abre el camino a una total identificación entre derecho y fuerza del estado. Gracias también a la aportación técnica e ideológica del positivismo jurídico, el estado del siglo
XIX, convertido en «estado liberal de derecho», adquierepersonalidad jurídica y los derechos emanan únicamente de su voluntad. Su función es «organizar» la sociedad.
El estado puede aceptar, mientras cumple esta función, auto-limitarse (así, por ejemplo, en la doctrina de los derechos individuales subjetivos de Georg Jellinek), asegurar a los ciudadanos un espacio de libertad garantizado por las leyes, pero se trata de una garantía bastante frágil [Bongiovanni 1997, 84]. Los únicos límites verdaderos que encuentra están en la codificación del derecho privado que tutela la autonomía de los individuos, y en los vínculos que ponen al poder legislativo las categorías dogmáticas elaboradas por la doctrina jurídica [Rebuffa 1990, 98].[27]
El fin del estado de derecho es estabilizar el orden social asegurando la certeza del derecho.[28]
La certeza del derecho, a su vez, está ligada a la existencia de un ordenamiento jurídico cerrado, coherente y completo (carente de lagunas).
El legicentrismo (que hemos visto tomar forma en el constitucionalismo francés) se encuentra con la tradición alemana del
Rechtsstaat.
El estado de derecho se convierte en «estado legislativo» [Schmitt 1928], un estado en el que el parlamento es el centro del sistema institucional. El derecho es totalmente absorbido por la «legislación».[29]
Y las propias relaciones políticas son «jurisdizadas» lo más posible (al menos a esto aspira la doctrina jurídica).
A la ley «general y abstracta», establecida por el poder legislativo, corresponde la tarea de gobernar la sociedad y tutelar las libertades. La propia participación electoral de los ciudadanos llegará a ser concebida al modo de una «función pública» entre las demás, destinada a la designación de la clase dirigente parlamentaria [Fioravanti 1991, 131]. En una palabra, se afirma una ideología que proclama la juridización integral del estado [Faralli 1997, 186].
Entre las consecuencias de esta situación, y de las concepciones subyacentes, están la particular posición que en ellas asume el poder judicial, la insoluble (en el ámbito de la ideología del estado de derecho) cuestión del control de constitucionalidad, y el modo en que se teoriza la división del poder.
El poder judicial tiene, en el estado legislativo de derecho, una posición netamente subordinada. El juez, en una visión que recupera la letra del texto de Montesquieu pero no el espíritu (véase el Cap. V), es, en este ordenamiento, la
bouche de la loi: debe aplicar, mecánicamente, pedísecuamente, la legislación tal como está formulada por el poder legislativo.[30]
En seguida veremos en qué medida incide en diferenciar la tradición europeo-continental de la anglosajona la distinta estructura de los ordenamientos judiciales, y en particular el hecho de que el «juez» del estado de derecho sea un funcionario, un juez-burócrata (en oposición al juez profesional, con un pasado en la abogacía, de los ordenamientos de
common law).[31]
que el estado europeo-continental, a partir de la Revolución francesa, llega a monopolizar el derecho, eliminando aquel pluralismo jurídico que los antiguos regímenes habían heredado de la civilización medieval.
El juez es parte integrante de la administración, y puesto que opera dentro de un sistema político basado en «principios estatalistas», tiende a privilegiar los intereses de la autoridad pública [Fioravanti 1991, 133]. Es un instrumento al servicio del mantenimiento de la primacía del estado sobre la sociedad.
Además, en esta tradición, el derecho administrativo está rígidamente separado del derecho civil y a los tribunales judiciales ordinarios se les sustrae la esfera de lo contencioso entre ciudadanos y administración pública. De ahí la formación de tribunales administrativos. Como estos son también órganos del estado, la justicia administrativa no logrará ser un dique realmente eficaz para tutelar los derechos de los ciudadanos [Gozzi 1999, 45].
El derecho administrativo es el fruto más característico del
Rechtsstaat
y refleja su ambigüedad. Por un lado, representa el intento de sujetar la burocracia pública a reglas, reglas rígidas y precisas con el fin de tutelar los derechos de los ciudadanos en sus relaciones con la administración. Por otro lado, como expresión del positivismo jurídico (y por tanto de la concepción que afirma la primacía del estado sobre la sociedad) se resuelve, en la práctica cotidiana, en una forma de control y de limitación de la libertad individual.[32]
Con una constitución reducida al rango de constitución nominal, u «organizativa» [Sartori 1987], exenta de sus originarios objetivos garantistas, y un poder legislativo elevado al papel de centro y volante del sistema político institucional, el control de constitucionalidad de las leyes no se puede aceptar.[33]
Sólo en el siglo
XX
(véase el párrafo 6), con el renacimiento del constitucionalismo, se recorrerá finalmente la vía de un compromiso entre estado (legislativo) de derecho y control de constitucionalidad de las leyes.sociología de la organización. Véase por ejemplo Stinchcombe [1959] y, para el caso de las magistraturas, Freddi [1978].
Por último, conviene recordar cómo se redefine en esta tradición la doctrina de la división del poder.[34]
Ya Kant, como hemos visto, debe debilitarla con el fin de enlazarla con la soberanía del estado.[35]
Siguiendo sus huellas, la doctrina del derecho público concebirá la división del poder como un instrumento de racionalización de las actividades del estado.[36]
La división del poder es una institución típica del constitucionalismo del «equilibrio» (véase Cap. V) y por lo tanto exige un «tratamiento» en orden a armonizarla con la tradición del estado de derecho.
En primer lugar, la distinción entre los poderes fue, por decirlo así, «ontologizada»: se dio por supuesto que, en la realidad (del estado), existen «cosas» como un poder que hace las leyes, un poder que las pone en práctica, un poder que realiza la aplicación judicialal caso concreto: instituciones netamente distintas a las que corresponderían funciones igualmente distintas. Pero esta propuesta no era capaz de superar la irreprochable objeción de Hans Kelsen [1945, trad. it. 1984, 274-75] de que sólo se pueden identificar dos, no tres, funciones jurídicas del estado: la creación del derecho y su aplicación.
En segundo lugar, la división del poder se redujo a una simple distinción de agencias y de funciones en las que se articula el estado [Vile 1967, 85].
¿Qué puede impedir al estado legislativo de derecho, que aquí hemos bosquejado sumariamente, hacerse despótico? Incluso los estudiosos más dispuestos a ver en él una variante legítima del estado liberal [Fioravanti 1991; Bognetti 1994], admiten que existen muy pocos obstáculos. Otros estudiosos (menos generosos, llegan incluso a dudar que se le pueda atribuir la cualificación de estado liberal.[37]
Fruto de un desarrollo histórico que ha asegurado la primacía al estado y a sus aparatos administrativos respecto a la sociedad, anclado en la doctrina
monista
(no pluralista) de la soberanía, condicionado potencialmente por concepciones ético-políticas que consideran el estado como el paladín de un «interés general» superior a, y distinto de, los intereses particulares de los individuos y de los grupos sociales de que los individuos forman parte,[38]
el estado de derecho no estará nunca a la altura de los deseos y de las esperanzas de la doctrina jurídica que pretende justificarlo. La dosis de autoritarismo que acompaña a sus manifestaciones históricas resultará siempre demasiado elevada.
Es probable que sólo el compromiso con la tradición estatalista fuera capaz de permitir a las concepciones liberales desempeñar un papel político en Europa continental, pero ese compromiso, aunque indispensable, se pagó duramente. El precio fue una débil y aleatoria protección de los derechos individuales de libertad, unpredominio del estado sobre la sociedad que no dejaba a esta última suficiente aliento, márgenes de maniobra, auténtica libertad de auto-regulación.
5. RULE OF LAW
A términos distintos corresponden significados distintos. La noción de
rule of law, a diferencia de la de estado de derecho, es inseparable de la concepción jusnaturalista [Wheeler 1975, 24 ss.]. Es expresión de la continuidad entre constitucionalismo medieval y constitucionalismo moderno [Friedrich 1950].[39]
Aquella continuidad que la formación y el perfeccionamiento del «estado-máquina», el estado burocrático-administrativo (absolutista), rompieron en la Europa continental.
La
rule of law, a diferencia del «estado de derecho» vive allí donde se verificaron algunas (entre sí conexas) condiciones: nunca surgió un aparato administrativo centralizado tan fuerte que permitiera al príncipe anular, o redimensionar, el poder de los estamentos, no arraigó nunca el mito de la soberanía estatal, el derecho común no fue nunca suplantado por el derecho romano-germánico, los jueces no estuvieron nunca separados de la clase más amplia de los legistas, nunca estuvieron encuadrados en un «cuerpo», en una burocracia estatal.[40]
Albert Dicey [1952][41]
propone una definición técnica de
rule of law
y la resume en tres principios: el principio de legalidad, por el que no se puede castigar a nadie si no ha violado una ley establecida; el principio de igualdad, por el que todos están igualmente sometidos a la ley ordinaria y a la jurisdicción de los tribunales ordinarios; el principio constitucional que, por la regla del precedente, tutela los derechos de la persona tal como fueron fijados por las sentencias de los tribunales sobre casos particulares, sobre controversias específicas. Este último principio es el que enlaza
rule of law
y
common law: el primero se configura como un desarrollo y una consecuencia constitucional del segundo [Barberis 1997, XVI; Wheeler 1975].
La
common law
es un derecho «espontáneo», ligado a la concepción medieval según la cual la ley no se «hace», sino que se declarao descubre. Sólo cuando se constata la existencia de alguna laguna intervienen, pero con funciones puramente de suplencia, el rey a través de la
equity, o el parlamento con un estatuto [Matteucci 1962, 26 ss.].[42]
El instrumento acaso más útil para la comprensión de esta tradición jurídico-constitucional y de sus implicaciones es la teoría del orden jurídico espontáneo en la versión propuesta por Bruno Leoni [1961].[43]
tales a la luz de una perspectiva coherente con los principios de la tradición de
common law. En el caso de la Italia del siglo
XX, además de Nicola Matteucci y de Bruno Leoni, se puede citar el último Luigi Sturzo, en virtud del conocimiento que había adquirido del mundo anglosajón. En el caso de Alemania, en cambio, sobre los límites del estado de derecho continental, y la imposibilidad de prescindir de una tradición más antigua de derecho natural, ha indagado sobre todo aquella escuela hermenéutica que, incluyendo a pensadores tanto laicos como católicos, suele referirse sobre todo al pensamiento de Joachim Ritter [1969].
El problema de Bruno Leoni consiste en demostrar que la reducción del derecho a la legislación no es el único modo posible de entender el derecho. Al derecho como legislación propio de la tradición europeo-continental Leoni contrapone el derecho «espontáneo» de la tradición romana[44]
y de la
common law
anglosajona. Común a los jurisconsultos romanos, como a los jueces ingleses, y luego también a los americanos, es la idea de que la ley «es algo que hay que
descubrir
más bien que
promulgar, y que nadie debe ser tan poderoso en su sociedad como para poder identificar su propia voluntad con la ley del país».
El derecho producido por vía jurisprudencial ofrece claras ventajas, según Leoni, respecto al derecho legislativo. No se impone a los más en virtud de la fuerza que tiene una minoría. Es un derecho
descentralizado, producido por un gran número de sentencias, debidas a las decisiones de muchos jueces, que se han acumulado en el tiempo a través de las generaciones. Jueces y abogados actúan bajo estrechos vínculos. Sólo pueden intervenir a petición de los interesados y las sentencias se refieren sólo a las partes en causa. Su poder se restringe ulteriormente por el hecho de que toda decisión debe hacer referencia a otras decisiones (sentencias) tomadas con anterioridad por otros jueces respecto a casos semejantes al que se trata (principio del
stare decisis).[45]
Lo que muestran los casos de la antigua Roma y de los países de
common law
es un derecho de origen espontáneo en el que las decisiones tienen en cuenta las tradiciones, el patrimonio jurídico acumulado. Son decisiones tomadas por
honoratiores, como los llama Leoni, expertos en derecho a los que la comunidad confiere el poder de resolver las controversias a la luz de un común sentir jurídico.
La
rule of law, como la conciben Leoni y Dicey (en su estrecha conexión con la
common law), asegura —a diferencia de la legislación— ese bien precioso que es la certeza del derecho, a su vez necesaria para que los individuos puedan formar libremente sus planes y sus opciones vitales.
Hay, dice Leoni, dos modos de entender la certeza del derecho: a corto y a largo plazo. El derecho como legislación, a lo sumo (pero también esto suele ser, según Leoni, una ilusión), puede garantizar, tal vez, una certeza del derecho a corto plazo. La certeza a largo plazo sólo puede garantizarla el derecho espontáneo, jurisprudencial, descentralizado [ibidem, 105; trad. esp., 112]: en efecto, el derecho descentralizado es suficientemente flexible para adaptarse a las cambiantes condiciones de la historia, pero también persistente en el tiempo, a través de las generaciones, en virtud de la fuerza de los precedentes judiciales.[46]
En la teoría de Leoni sobre el derecho como orden espontáneo están presentes dos aspectos: en primer lugar, un estrecho paralelismo entre mercado y derecho, entre orden económico de mercado y orden jurídico. En segundo lugar, la elección del derecho privado (frente al derecho público) como modelo del derecho
tout court
y su asimilación a la
common law
[Stoppino 1982] también en los aspectos estrictamente constitucionales.
El hecho de identificar el mundo anglosajón como el legítimo heredero de una tradición antiquísima (y abandonada, en la edad moderna, por la Europa continental) no impide, sin embargo, a Leoni comprender que el derecho como «legislación» está, desde hace mucho tiempo, avanzando agresivamente también en el mundo anglosajón, lo mismo en Gran Bretaña que en Estados Unidos, reduciendo el espacio del derecho espontáneo. Por lo demás, Dicey, ya desde 1905, venía sosteniendo que la
common law
había sido muy debilitada por el avance de la legislación [Dicey 1952, 360].[47]
Esto no impide, según Leoni, que, aunque herida por los desarrollos de la edad contemporánea, la
rule of law
anglosajona mantenga muchas de sus antiguas peculiaridades.[48]
Si en la variante británica la
common law
ha tenido que habérselas con un derecho legislativo producido por el parlamento (ese parlamento que, según un dicho célebre, puede hacerlo todo menos transformar los hombres en mujeres y las mujeres en hombres), en la variante estadounidense ha tenido que adaptarse a una constitución escrita, y convivir con la jurisprudencia de la Corte Suprema [Bartole 1988], así como con un derecho legislativo tanto federal como de los diversos estados.
Pero esto no quita que en los Estados Unidos el derecho haya permanecido, prevalentemente, como derecho jurisprudencial.[49]
El ejemplo americano, aún más que el británico, resalta la diferencia entre la tradición jurídica anglosajona y la continental. En América, el derecho, como Tocqueville fue el primero en intuir, es el principal instrumento de auto-regulación de una sociedad pluricéntrica, pluralista e hiper-conflictual [véase Ferrarese 1992].
Si en la Europa continental la «ley» es la expresión de un poder soberano que controla y organiza la sociedad, en Estados Unidos es, por el contrario, el motor de un orden social espontáneo. Es el instrumento de la auto-regulación social de una sociedad basada en la competencia. Es, en definitiva, el mecanismo mediante el cual se perpetúa la primacía de la sociedad respecto al gobierno [Cohen-Tanugi 1985].
El ideal del «gobierno de las leyes» contrapuesto al «gobierno de los hombres» es una de las principales ideas-fuerza de la civilización occidental [Bobbio 1984a]. Pero, como hemos visto al comparar
rule of law
y estado de derecho, es una idea-fuerza dotada de varios significados, declinada de manera distinta en las diferentes tradiciones.
6. CONSTITUCIONALISMO Y DEMOCRACIA
Desde el punto de vista lógico, existe ciertamente un problema de compatibilidad entre constitucionalismo y democracia. Aun sin llegar a sostener, como hace Holmes [1988], que el constitucionalismo es antidemocrático porque pretende poner límites a la soberanía popular; aunque nos limitemos a reconocer que constitucionalismo y democracia tienen objetivos distintos [Murphy 1993]; aun cuando se decida que al primero le corresponde tutelar la libertad negativa y a la segunda la libertad positiva [Sejersted 1988], sigue habiendo una potencial contradicción. Contradicción que no puede resolverse simplemente sosteniendo que las garantías de libertad son mayores si los ciudadanos eligen a sus gobernantes [Kay 1998, 25]. Ya quecivil law
los ordenamientos han experimentado en los últimos decenios transformaciones, innovaciones, contaminaciones, degeneraciones, tales que reducen, al menos en parte, la utilidad de esta antigua distinción.de este modo sólo se consigue eludir el problema: ¿cómo se puede limitar el poder de gobernantes elegidos democráticamente, de gobernantes que pretenden actuar «en nombre y por cuenta del pueblo soberano»?[50]
Lo que, según Troper [1994], en régimen de democracia, vale para la separación de poderes, vale también para el constitucionalismo en su conjunto: la libertad del pueblo exige el ejercicio del poder, no su limitación.
Lo que es verdad en teoría también lo es en la práctica. La historia, en este caso, va del brazo con la lógica. En el sentido de que la historia de la democracia en el siglo
XX
ha demostrado lo difícil que es la coexistencia entre la democracia y los «límites jurídicos» (constitucionales) al ejercicio del poder político.
También en este caso es útil distinguir entre Europa continental y mundo anglosajón.
En Europa continental el sufragio universal lleva consigo la crisis del «estado de derecho». La implantación, bajo el impulso de los movimientos socialistas [Oestreich 1978; Costa 1997], de los derechos sociales, y el consiguiente nacimiento del estado intervencionista, tienen un efecto de ruptura sobre los equilibrios preexistentes [Forsthoff 1964].
El estado de derecho vivía a la sombra del mito de la «ley» entendida como norma «general y abstracta» en una condición marcada por la relativa separación entre estado y sociedad. El nuevo intervencionismo estatal[51]
y la sustitución de la ley general y abstracta por leyes-medida hacen saltar los (débiles) ingenios que el estado de derecho había establecido para tutelar las libertades individuales [Rebuffa 1990, 137 ss.]. Desaparecen los diques creados para mantener a raya la discrecionalidad del poder político.
El estado social alimenta una producción legislativa continua que lleva con el tiempo a la banalización de la ley. La certeza del derecho, «bien público» cuya existencia depende de la persistencia en el tiempo de un número limitado de leyes (generales y abstractas), salta por los aires [Leoni 1961; Fassò 1974].
El estado social no se limita a añadir los nuevos derechos sociales a los antiguos derechos individuales de libertad. No puede hacerlo porque ambas clases de derechos acaban muy pronto chocando entre sí. Con la llegada del estado social, ciertos derechos individuales, en particular los derechos de propiedad (fundamento de la libertad económica), se convierten en factor de potencial desorden. Entonces estos derechos son degradados, arrojados del pedestal en que los había colocado el estado liberal del siglo
XIX, son transformados a lo largo del siglo
XX
en privilegios condicionados por el interés público y, por lo tanto, revocables en cualquier momento [Rebuffa 1990].[52]
Se puede decir perfectamente que, de esta manera, el estado social ha «superado» los derechos subjetivos de libertad:[53]
el estado social no integra sino que sustituye, o tiende a sustituir, el estado liberal [Habermas 1992; Gozzi 1999].[54]
Estos procesos, que la democracia lleva consigo, tienen además importantes repercusiones institucionales.[55]
Por un lado, entra en crisis la tradicional separación de poderes [Bognetti 1994]: el baricentro institucional se desplaza del parlamento al gobierno y a la administración. Además, la expansión de los aparatos administrativos refuerza una tendencia que ya se había manifestado, como destacara Weber, en el estado constitucional del siglo
XIX: la burocracia se constituye como poder relativamente «autónomo» con sus propios intereses y con una fuerte capacidad de condicionamiento sobre el poder político.[56]
Por otro lado, el mito del juez
bouche de la loi
no resiste a la inflación y a la banalización de las leyes, a la incesante lluvia de leyes-medida. Se transfieren a la magistratura juzgante (y también a la de instrucción) unas tareas de mediación social que politizan irremediablemente sus funciones [Troper 1994].
En una palabra, se debilitan drásticamente los vínculos (ya de suyo frágiles, como hemos visto) que el constitucionalismo y el estado de derecho[57]
habían puesto a lo largo del siglo
XIX
a la actuación discrecional del poder público.
Pero estas tendencias también generan reacciones, tendencias de signo contrario. En la segunda mitad del siglo
XX, tras la experienciaposible, para Ferrajoli, porque mientras que los derechos fundamentales se refieren a la relación, vertical, entre ciudadanos y estado, los derechos de propiedad implicarían sólo relaciones horizontales, intersubjetivas, de tipo civilista. Se puede replicar que también una dimensión vertical es propia de los derechos de propiedad, y es el estado el que los garantiza. El intento de negar a los derechos de propiedad la cualificación de derechos fundamentales sirve, evidentemente, al objetivo de debilitar la protección de los mismos, pero choca con la evidencia histórica según la cual si se suprimen, o se debilitan, los derechos patrimoniales, también los otros derechos, al estar estrechamente ligados a los primeros, desaparecen o se debilitan.del totalitarismo y de las guerras mundiales, la más importante contra-tendencia fue el renacimiento (aunque con los límites que enseguida veremos) del constitucionalismo. Lo cual ha hecho que se hablara, acaso impropiamente, de la existencia de un «ciclo» del constitucionalismo [Morbidelli 1997].
El renacimiento del constitucionalismo se produce en coincidencia con la crisis del positivismo jurídico (recordemos que éste desempeñó un papel importante en la determinación del eclipse del constitucionalismo del siglo
XIX
en el continente). Se habla ahora de neo-constitucionalismo [Barberis 1993; Ferrajoli 1997] para distinguirlo del constitucionalismo histórico.[58]
El neo-constitucionalismo[59]
es un intento de fundir, renovándolas, las tradiciones constitucionales «históricas», americana y francesa. Nacen así constituciones que tienen la ambición de combinar «garantía» y «orientación» [Fioravanti 1998]. Lo que se había rechazado en el siglo
XIX
por considerarse incompatible con el estado dederecho, el control de constitucionalidad de las leyes,[60]
ahora se introduce. Pero esta operación tiene un límite importante. El neoconstitucionalismo tiene que ajustar cuentas una vez más (como en el siglo
XIX) con el estado administrativo; y ahora también con la novedad de un estado social en expansión. De ello se deriva un constitucionalismo cojo, manco.
La propia creación de tribunales constitucionales aproxima sólo formalmente el neo-constitucionalismo al constitucionalismo americano. La componente de «orientación» de las constituciones europeas impide la realización de una auténtica
judicial review. El tribunal no puede realmente limitar el poder de decisión de una clase política parlamentaria a la que la propia constitución confía tareas de guía de las transformaciones sociales [ibidem, 15]. Por definición, el estado intervencionista está en condiciones de eludir los vínculos, de desembarazarse de muchos límites.[61]
A la ambivalencia de este nuevo constitucionalismo pueden atribuirse también funciones positivas [Portinaro 1997]. La constitución se convierte en un baluarte que asegura condiciones mínimas de estabilidad, absorbiendo los golpes que suscita el proceso de exfoliación del estado de derecho y la desaparición de los grandes mitos (de la soberanía, del estado-persona, de la nación, del pueblo, etc.) en torno a los cuales se organizó en el siglo
XIX
la convivencia civil.
Bajo la presión de la democracia de masas, la concepción monista de la soberanía ha tenido que ceder el campo a la concepción pluralista de los poderes concurrentes (poliarquía), el orden soberano ha cedido el paso a un orden negociado por partidos políticos y grupos de interés [Matteucci 1993b; Fioravanti 1998]. El propio «poder constituyente», en las democracias de masas de mediados P. Pasquino [1996].del siglo
XX, se expresa, en general, a través de «pactos» entre partidos políticos.[62]
Se trata, sin embargo, por mucho tiempo, de un pluralismo comprimido y limitado por el papel que desempeñan el intervencionismo estatal, el peso de las elites de los partidos al frente de poderosas organizaciones de masa, el corporativismo [Schmitter 1974] y la ausencia de fuertes tradiciones de auto-regulación societaria (véase el Cap. V).
Comparada con el caso particularmente complejo de la Europa continental, la historia de la constitución británica resulta más lineal. Con la llegada de la democracia existen, al menos sobre el papel, las condiciones para un ocaso del constitucionalismo. Omnipotencia parlamentaria y democracia, combinándose, pueden en efecto constituir una mezcla explosiva, sobre todo porque también Gran Bretaña, igual que el continente, experimentó en el siglo
XX
una fuerte expansión del intervencionismo estatal (es la «era del colectivismo» de que habla Dicey, a comienzos del siglo).[63]
Pensando precisamente en los desarrollos del siglo
XX, observa MacIlwain [1947, trad. it. 1990, 43]: «Desde el momento en quela influencia vinculante de la tradición se hace más débil, el peligro de la tiranía de la mayoría se hace más cercano y puede llegar el momento en que la costumbre tendrá que ceder el lugar a la ley para que los derechos de las minorías puedan ser aún respetados y salvaguardados como lo fueron en el pasado. Si la autoridad del parlamento se convirtiera de hecho en lo que hoy es de derecho, el resultado sería un despotismo popular.»
A primera vista parece difícil atribuir a otra cosa que a la fuerza de los usos y las costumbres, a la capacidad de resistencia de la
rule of law,
el hecho de que esa posibilidad no se realizara.[64]
También en los Estados Unidos el intervencionismo estatal, a partir de
New Deal, cuestionará, al menos en parte, los equilibrios de la sociedad liberal. De ello se derivarán cambios del sistema institucional (siendo el más vistoso la alteración del orden federal, el debilitamiento de los estados a favor del gobierno federal) y un reforzamiento del peso del gobierno y de sus aparatos frente a la sociedad. Pero la fuerza de la tradición no podrá ser anulada, las radicales diferencias entre Estados Unidos y Europa continental jamás serán realmente borradas [Bognetti 2000].
Es cierto que los cambios son en todo caso notables y se manifiestan con singular fuerza en el ámbito de las relaciones entre mercado y derecho. Si durante gran parte del siglo
XIX
fue la
common law, en una interpretación prevalente de los tribunales que privilegia la protección de la libertad económica, la que desarrolló el papel de fuente jurídica primaria de regulación del mercado, en el siglo
XX
será el derecho legislativo el que asume el papel principal, con la intención de limitar el mercado en orden a hacer frente a las «quiebras» [Ferrarese 1992, 145 ss.].[65]
Obsérvese, finalmente, que el caso de los Estados Unidos demuestra que, al contrario de lo que dice la vulgata europea, sufragio universal y estado liberal no son necesariamente incompatibles. Durante gran parte del siglo
XIX, en ese país, ambas condiciones coexisten [Bognetti 2000, 19]. Sólo en el siglo
XX, debido también a los cambios que tuvieron lugar en la posición internacional de los Estados Unidos,[66]
se verificará un reforzamiento del peso y del papel del poder político central. Reforzamiento que, sin embargo, como hemos dicho, nunca será tal que anule las diferencias entre Estados Unidos y Europa.[67]
Más allá de las notables diferencias señaladas, se verifica en todo caso una tendencia general, en el siglo
XX, en todos los países occidentales, a la proliferación de la legislación en conexión con la expansión de la esfera pública, lo cual comporta un crecimiento de los controles administrativos[68]
y, por lo tanto, de los vínculos a la libertad personal. Es la otra cara de la afirmación del
Big Government.
[69]
política y mercado. Ni el derecho legislativo ni las políticas de
regulación
desautorizan a los tribunales, pero el marco global se hace demasiado complicado, debido a la entrada en escena de muchos actores nuevos tanto institucionales como privados (corporations
y grupos de interés), para que aún se pueda describir razonablemente a los Estados Unidos como un caso de «estado jurisdiccional» en sentido estricto.
Este aumento de los controles administrativos corresponde a lo que Michael Mann [1988] define como «poder infraestructural»: la capacidad del estado de penetrar y controlar la sociedad. Esta «capacidad» es hoy elevada en todas las sociedades occidentales.[70]
7. DERECHO Y POLÍTICA
Comentando los sucesos del siglo
XVII
inglés, Charles MacIlwain [1947, trad. it. 1990, 135] observaba que el problema constitucional de la época consistía en la condición de debilidad en que se encontraba laforma de intervención redistributiva. De Einaudi a Hayek, por citar sólo dos nombres prestigiosos del liberalismo del siglo
XX, por ejemplo, nunca se ha negado la necesidad de intervenciones estatales dirigidas a contrarrestar la indigencia no culpable. La doctrina liberal, en general, no critica toda forma de intervención estatal redistributiva sino sólo aquellas formas que, por la cualidad y la cantidad de los vínculos que ponen al individuo, reducen sus espacios de libertad. Por ejemplo, si en la perspectiva socialista el proyecto de un sistema de
welfare
tan perfecto que envuelve y protege a los ciudadanos «desde la cuna a la tumba» correspondía a un ideal de igualdad, desde el punto de vista liberal representaba en cambio la utopía negativa de un control político-administrativo gravemente limitativo de la libertad, capaz de sofocar en su nacimiento la innovación, de deprimir toda energía social, de apagar la propensión y la disponibilidad de los individuos a emplear sus propios talentos naturales para dedicarse a empresas siempre nuevas y arriesgadas, a cambio de una completa y tranquilizadora protección social. Se trata, en esencia, de una visión que retoma y pone al día las tesis de Tocqueville: el temor de que, en nombre del ideal de la igualdad, el estado providencia, el estado paternalista y protector, acabe arrebatando al ciudadano la posibilidad de ser libre, y apague en él incluso el deseo de serlo.antigua división entre
iurisdictio
(imperio de la ley) y
gubernaculum
(el ámbito de decisión perteneciente al soberano): frente a la agresividad de los Estuardo, simplemente faltaban las sanciones para proteger el derecho de la intromisión del poder político.
Algunas páginas antes, examinando las cuestiones del siglo anterior, el siglo
XVI, MacIlwain escribía que también entonces el problema era el conflicto entre
gubernaculum
y
iurisdictio
«sobre la línea indefinida que separaba a uno de otro» [ibidem, 116]. Problemas idénticos se presentan, según MacIlwain, en el siglo
XX.
Así, pues, fronteras «indefinidas» y «falta de sanciones». Un intérprete clásico del liberalismo jurídico admite, pues, la debilidad y la precariedad de los «diques jurídicos» erigidos para contener el poder político. Por lo demás, hay que decir, en honor a MacIlwain, que su posición es en todo caso más realista que la de los teóricos liberales (europeo-continentales) del estado de derecho. En efecto, él no cree en la posibilidad de una «jurisdización integral» de la política. No la considera posible ni tampoco deseable. Querría tan sólo que el «derecho» constituyera un dique eficaz contra la «fuerza» y la arbitrariedad.
Pero no se da cuenta de que la debilidad de ese dique no depende
sólo
del carácter indefinido de los confines y de la aleatoriedad de las sanciones. También depende de otra circunstancia: de que es la propia
iurisdictio
la que necesita, para existir, la garantía que ofrece el poder político. Se presenta con otra forma el mismo problema que ya hemos visto (véase el Cap. III) para el caso del mercado. El mercado, para subsistir, necesita ser garantizado/sostenido por el poder político. Por tanto no puede ser un sólido baluarte contra la intromisión de la política.
Esto vale también para el caso de la
iurisdictio. ¿Cómo puede oponerse al poder que garantiza su existencia? Y aun admitiendo que esto suceda, al menos en parte, en los países de
common law, en los países de derecho descentralizado (véase el párr. 8), ¿cómo puede valer para el caso de los países de
civil law, los países con derecho centralizado? ¿Cómo puede valer cuando el «derecho» es un límite (cuando es tal) que el poder político se ha «auto-impuesto»?[71]
«¿Cómo pueden las leyes poner vínculos a la política si el derecho es más o menos el producto de la política? ¿Cómo podemos emparejar poder y derecho, dar
Explorar estos aspectos significa tomar a pecho el problema de la relación entre derecho y política. Si no se sostiene (como no se sostiene) la doctrina que atribuye al derecho una radical autonomía respecto a la política (y una capacidad, en virtud de tal autonomía, para imponerse a la política), ¿debemos entonces, necesariamente, aceptar la tesis de que
auctoritas, non veritas, facit legem? En una palabra, ¿sólo queda aceptar la doctrina según la cual el derecho sería sólo «expresión» e «instrumento» de la política?[72]
Maquiavelo piensa que al Príncipe le sirven tanto las «buenas armas» como las «buenas leyes», pero no duda de que las primeras son más importantes que las segundas.[73]
Sin embargo, disponer de «buenas leyes» es oportuno si el Príncipe quiere asegurar estabilidad al Principado. Alguien ha observado que para Maquiavelo «un paquete de buenas leyes conviene a las buenas armas: un orden jurídico puede resultar el instrumento más idóneo para el ejercicio de la fuerza. El derecho se convierte en la conveniencia del Príncipe» [Volpe 2000, 98].[74]
apoyo al derecho con suficiente poder para hacerle efectivo, y cómo podemos estar seguros de que en cualquier momento el poder no está en condiciones de imponerse sobre el derecho?» [MacCormick 1999, trad. it. 2003, 144]. Véase también De Jasay [2001], sobre el mismo tema, y con conclusiones drásticamente negativas sobre la capacidad del derecho, incluso el constitucional, para limitar realmente la política.
Así, pues, para la tradición que Maquiavelo inauguró en la edad moderna, el derecho es un instrumento del poder político.[75]
Pero esta tesis es demasiado drástica. Basándose en intuiciones de Carl Schmitt,[76]
Julius Freund [1994][77]
considera el derecho como momento necesario de mediación entre «política» y «moral» (donde «moral» significa
ethos
colectivo,
mores, tradiciones y sentimientos populares de justicia).
El derecho surge, según Freund, cuando una voluntad política origina una «unidad política». Esa voluntad confía entonces al derecho las tareas de organización de la unidad política y de «integración social». Sin embargo, una unidad política no puede nunca construirse de la nada, sino sólo a partir de tradiciones y costumbres preexistentes, y ninguna voluntad política puede mientras crea un «orden jurídico», no tenerle en cuenta. «En este sentido es como, según indica la etimología del término, el derecho se propone establecer un orden equitativo, juicioso y sensato. En efecto, si el derecho no fuera más que un puro efecto de la voluntad política, no haría sino traducir una voluntad de poder que se concretaría en instituciones gratuitas de puro capricho; si no fuera más que un puro resultado del
ethos
general, no tendría coherencia ni cohesión alguna. Es, pues, preciso que la política y la moral se den preliminarmente de forma conjunta, pues de otro modo el derecho no podría manifestarse» [Freund 1994b].
Política y moral son, pues, ambas, condiciones «existenciales», indispensables, para el derecho, sobre cuyas formas y contenidos influyen. Pero también el derecho es indispensable a la política y a la moral: «sin el derecho la política no sería otra cosa que una sucesión discontinua de decisiones más o menos arbitrarias, y la moral una tabla ideal de obligaciones y de virtudes sin censura y responsabilidad» [ibidem, 19].
De este planteamiento Freund deriva varias consecuencias. Por ejemplo, la imposibilidad de superar de una vez por todas la división entre derecho positivo y derecho natural (que, de hecho, aparece continuamente en la historia occidental). Entendido como momento de mediación entre política y moral, «el derecho no está nunca todo él codificado y acaso ni siquiera puede ser enteramente codificable» [ibidem, 20-21]. De ahí, entre otras cosas, la imposibilidad de reducir (como pretende hacer Kelsen, según la interpretación tendenciosa de Freund) el orden político a orden jurídico.
Otra consecuencia se refiere a la constatación del carácter siempre
ambivalente
del derecho. Este no es sólo un instrumento de integración social (como sostiene una tradición sociológica que va de Émile Durkheim a Talcott Parsons). A las «funciones irénicas» (calmar las disputas, resolver los conflictos) añade «funciones polemológicas»: los que participan en los conflictos apelan siempre a normas jurídicas vigentes supuestamente violadas, o bien a normas no existentes (pero inspiradas en algún ideal de justicia) que se querría introducir en el ordenamiento [ibidem, 35 ss.]. Además de instrumento para la solución de conflictos, las normas jurídicas son también «apuesta» y «propulsor» de los propios conflictos.
No es preciso compartir la visión al menos en parte «constructivista» del derecho que Freund toma de Schmitt (y de Hobbes), la idea de que el surgimiento del derecho precisa siempre una «voluntad política» preexistente, para apreciar lo que en todo caso tiene de válida su posición: el hecho de ligar estrechamente el derecho a la política, sin reducirlo
al mismo tiempo
a emanación exclusiva del poder político.
Constructivismo aparte, la idea de Freund de que el derecho vigente (ya se produzca por vía legislativa o por vía jurisprudencial) se encuentra siempre, por decirlo así, en los puntos en que se cruzan las tradiciones culturales y las decisiones políticas, no es incompatible tampoco con las teorías (aparentemente más distantes) del orden jurídico espontáneo.
Tomemos el caso de Hayek. Hayek [1982, trad. it. 1986, 120-180, trad. esp., 123-179] distingue entre dos tipos de «leyes»: las que llama «normas de recta conducta», que para él son leyes en sentido propio, las leyes como
nomoi, y las «normas de organización», las leyes-mandato, las leyes como
theseis.
La clasificación de Hayek, aunque próxima a ella por inspiración, no coincide con la clasificación (a la que antes nos referimos) de Bruno Leoni. En efecto, para Leoni, existen sólo el derecho de origen espontáneo (que es siempre
judge-made-law) y el derecho-legislación. Para Hayek, en cambio, las reglas de recto comportamiento pueden ser tanto de origen espontáneo como de fuente legislativa.[78]
Lo decisivo no es el origen sino la
forma
de la ley. Según Hayek, existe
nomos, ley en sentido propio, ley como norma de recto comportamiento, sólo cuando esta posee ciertas características: contiene prohibiciones, no prescripciones, es general (vale para todos), y es «abstracta», es decir no fija «fines» precisos que haya que perseguir. El fin u objetivo (entendido metafóricamente) de las normas de recto comportamiento es sólo garantizar la libertad (negativa) de los sujetos, permitir que cada uno persiga libremente sus propios objetivos (sean los que fueren) sin interferir, o con el mínimo posible de interferencias, con la idéntica libertad de los demás. Con independencia de que el origen de esta clase de normas sea espontáneo o legislativo, su función es garantizar las condiciones para la conservación del orden espontáneo (cosmos).
Muy distintas son las normas de organización, o leyes-mandato. Existe
thesis, ley-mandato, cuando la ley prescribe comportamientos precisos a sujetos identificables, al menos en principio, y ordena ciertos comportamientos en vistas a la consecución de objetivos precisos. La ley como
thesis
sirve para asegurar el funcionamiento de una organización (taxis) proyectada y construida deliberadamente en vistas a la realización de ciertos objetivos.
Para Hayek, todo tipo de organización se dota de «reglas de organización». Pero como aquí estamos hablando de «leyes», la única organización que hoy interesa es el estado. Tanto las leyes en el sentido de
nomoi
como las leyes en el sentido de
theseis
se mantienen por la garantía de la coerción física de quien posee el control y la titularidad del estado.
El estado, a su vez, tiene, en la teoría normativa de Hayek, una doble función. Por una parte, debe garantizar el mantenimiento del orden espontáneo asegurando la «certeza del derecho», es decir asegurando que las normas de recto comportamiento sean efectivamente aplicadas (en concreto, debe hacer que se ejecuten las sentencias de los jueces). Por otra parte, debe elaborar y hacer efectivas ciertas reglas de organización. A su vez, las reglas de organización sirven tanto a la pura y simple supervivencia del estado como a la producción de servicios (o bienes públicos) que, por el motivo que fuere, sólo el estado, y no el mercado, está en condiciones de producir y distribuir.
No es el caso de ahondar aquí en todos los aspectos de la teoría jurídica de Hayek. Nos interesa, en cambio, observar que, también en su visión, el papel del poder político es esencial como garantía de la puesta en práctica de las leyes (ya se trate de las normas de recto comportamiento o de las reglas de organización).[79]
Así, pues, no es posible (a no ser, por supuesto, que nos ocupemos de teoría pura del derecho) separar arbitrariamente el papel de las normas jurídicas del papel del poder político.
Por otra parte, la sociología del derecho y la sociología de la organización han demostrado ampliamente que la producción y la aplicación de las «normas» están ligadas a conflictos por el poder. Un determinado orden normativo es siempre resultado de conflictos que han dado lugar a vencedores y vencidos, o bien a compromisos,temporales o duraderos, entre los contendientes. Las normas vigentes reflejan el equilibrio alcanzado; las modificaciones normativas, a su vez, son síntoma de conflictos presentes y, cuando son suficientemente profundas, también de cambios en los equilibrios de poder.[80]
Esto se aprecia claramente cuando se observan las organizaciones,[81]
lo cual vale también (aunque sea siempre más difícil reconstruir toda la trama) en el caso de los ordenamientos jurídicos nacionales-estatales.[82]
Sin embargo, aun cuando todo esto sea verdad, no podemos —como justamente observa Freund— infravalorar o despreciar el papel, relativamente autónomo, que desempeñan las tradiciones jurídicas[83]
en la producción y en la evolución del derecho. Debemos, en todo caso, considerar la interacción entre la tradición jurídica y el poder político.
8. DERECHO, PODER POLÍTICO Y LIBERTAD
El examen de las interacciones entre las tradiciones jurídicas (y los centros de poder que las defienden y perpetúan) y el poder político ayuda a enfocar los límites del liberalismo jurídico.
Consideremos el análisis de Max Weber y sus conclusiones en lo que todavía tienen de válido. Para Weber, la evolución del derecho está influida por condiciones económicas, tecnológicas, culturales, pero ninguna de ellas opera de manera mecánica, directa y unidireccional sobre el derecho.[84]
Los factores
directamente
condicionantes deben buscarse en las características, en las orientaciones culturales, y en los intereses de los operadores del derecho, los juristas,[85]
y en los intereses de «poder» del Príncipe (de quien o quienes tienen el poder político) [véase Rebuffa 1991].
En la Europa continental, poder político y juristas han sido durante mucho tiempo aliados.
Los «constructores del estado», los soberanos, se sirvieron de una clase de hombres de leyes formados en las universidades, que con el tiempo se transformaron en funcionarios. El juez-funcionario del estado, en cuanto tal distinto y separado de los demás operadores del derecho (los abogados en primer lugar) es, como el funcionario administrativo, una figura típica del panorama europeo-continental.[86]
Esta organización del sistema judicial va acompañada, en el análisis weberiano, de una fuerte racionalización del derecho.[87]
El sistema judicial está al servicio de la construcción del estado burocrático. No hay conflicto entre los intereses de poder del gobierno y los intereses de estatus de los jueces-funcionarios.
Esto explica también lo que sucederá a partir del siglo
XIX
y que ya hemos tenido ocasión de examinar: el hecho de que el «estado de derecho» de la era liberal sea también él, en gran medida, una emanación del estado burocrático y, por tanto, una barrera bastante débil contra las arbitrariedades del poder político.
Explica también, según Weber, la evolución posterior: el advenimiento de la democracia pondrá en crisis la «racionalidad» puramente «formal» del derecho al tiempo que crecerán las presiones a favor de una «justicia sustancial».[88]
No ocurre así en Inglaterra (y, con adaptaciones, tampoco en Estados Unidos). Aquí existe una «clase de notables jurídica» que mantiene y defiende las posiciones de su estatus.[89]
Jamás nacerá la figura deljuez-funcionario. Los jueces nunca serán separados de los demás operadores del derecho. En lugar de desempeñar una función burocrática del estado, el juez, al igual que los abogados (de cuyas filas provienen), es un profesional formado en las
Ins of Courts,[90]
las escuelas organizadas de manera autónoma, ya desde la Edad Media, por la corporación de juristas.
La «clase» de los juristas mantiene una fuerza contractual autónoma que no puede ser anulada por el poder político. Weber, como ya antes de él Tocqueville, reconoce la posición particular y la peculiar fuerza política de esta clase de notables en los sistemas políticos anglosajones. Reconoce que nunca le faltó a la clase de los juristas el apoyo de sectores del poder político (parlamentario) o que, por lo menos, nunca se formaron coaliciones políticas cohesionadas, y suficientemente poderosas, orientadas a redimensionar drásticamente su peso.
El sistema de
common law, aunque debilitado por el avance de la legislación, debe su resistencia al peso político de una clase social dotada de suficientes recursos de poder para perpetuarla, defendiendo así, al mismo tiempo, el elevado estatus social de sus propios miembros.
Me he referido brevemente al análisis weberiano porque contribuye, indirectamente, a esclarecer los límites del liberalismo jurídico. El derecho no es, por definición, un baluarte fuerte para defender las libertades individuales cuando se da una fuerte comunidad de intereses entre el «trono» y el «código». Puede serlo, y así parece, cuando existen «comunidades jurídicas» autónomas social y políticamente fuertes, y cuando el poder político no ha tenido nunca suficiente cohesión y unidad de propósitos para imponer elel carácter exclusivamente empírico de su aplicación y la exclusión de su racionalización legislativa o científica son también decididamente favorecidas por un factor económico, es decir por el interés pecuniario de esas prácticas» [Weber 1922, trad. it. 1968, II, 115].redimensionamiento. Naturalmente, ni siquiera en este segundo caso hay una acción
autónoma
del derecho en defensa de las libertades. Existen, en cambio, poderosos intereses de clase que funcionan como «freno» al poder político, que por lo menos «contrarrestan» en parte sus impulsos.
La clásica distinción entre
iurisdictio
y
gubernaculum
no recuerda tan sólo el ideal de la
rule of law, de un «imperio de la ley» dotado de una lógica propia y de una mayor o menor autonomía. También registra, mediante el concepto de
gubernaculum, la existencia de una ineliminable libertad de maniobra del poder político: libertad de maniobra que resiste a todo intento de «juridización» integral.[91]
Con sus característicos tonos dramáticos, y sus tintas sombrías, la doctrina del «estado de excepción» de Carl Schmitt [1922] sostiene eso mismo.[92]
Lo que aquí conviene resaltar es la constatación del carácter ilusorio de la tesis según la cual la normación, por si sola, puede ser una barrera eficaz contra la arbitrariedad política. Gran parte de su vitalidad cultural depende ciertamente del principio que, con su propia existencia, afirma y defiende: el principio de la «isonomía», de la igualdad de los ciudadanos ante la ley [Matteucci 1993b]. Pero esto no basta para convertirla en una fuerte barrera. Cuando parece tal, cuando parece fuerte, es porque intervienen otros factores. Por ejemplo, existe una clase independiente de juristas capaz de defender las tradiciones jurídicas contra los eventuales intentos del poder político de debilitarlas y arrollarlas.[93]
Pero decir esto significa también decir que si no se apoya en un equilibrio cualquiera entre los poderes, sociales y/o institucionales, la «norma», por sí sola, no puede nunca limitar el poder político. Significa que MacIlwain, al criticar a Montesquieu, en definitiva, se equivocaba. Si es cierto que no hay constitucionalismo sin norma, esta, a su vez, tiene necesidad de apoyarse en el equilibrio. Dicho de otro modo: para «limitar» realmente al poder es preciso empezar por «dividirlo».
APÉNDICE
Derecho y mercado: el liberalismo estatalista
 
El liberalismo estatalista es una variante particularmente débil del liberalismo jurídico. Su importancia histórica deriva de haber sido en el pasado, y acaso seguir siéndolo, la versión más extendida en países de la Europa continental como Alemania o Italia. Tiende a arraigar sobre todo allí donde se dan ciertas condiciones:
— Las elites políticas, administrativas e intelectuales han sido educadas en una tradición que defiende la primacía moral del estado respecto a la sociedad; el estado es el garante del bien colectivo mientras que la sociedad es el lugar en que prevalecen los intereses sectoriales. Corresponde, pues, al estado mantener a raya los egoísmos sociales y forjar aquella síntesis superior identificada como bien colectivo o común;

— una parte muy importante de las actividades económicas y sociales está directamente administrada por el estado y está estrechamente controlada por él; «comunidades» jurídicas de tipo profesional; mientras que en el segundo caso la referencia es a desarrollos potencialmente autoritarios (la llamada «democracia judicial») debidos a la expansión de los recursos de poder en manos de burocracias (estatales) judiciales a costa de los poderes representativos. Sobre la «democracia judicial» véase Guarnieri y Pederzoli [1997].

— las administraciones estatales están compuestas, en su casi totalidad, por funcionarios con una formación jurídica;

— la administración de justicia está confiada a jueces-funcionarios, y la abogacía, al contrario de lo que sucede en los países de common law, tiene un papel y un estatus inferiores a los del cuerpo de jueces-funcionarios;

— los profesores universitarios (cuya expertise contribuye a forjar las ideologías públicas) tienen el estatus jurídico de «funcionarios públicos»;

— existe una única y gloriosa tradición de estudios jurídicos que ha influido profundamente, a lo largo de las generaciones, en la percepción de los problemas públicos por parte de las principales elites.

Cuando se dan estas condiciones, la forma de liberalismo que mayores posibilidades tiene de arraigar es el liberalismo estatalista. En rigor, la expresión «liberalismo estatalista» es una contradicción en los términos: el estatalismo es una doctrina que afirma la primacía del estado sobre el individuo, mientras que el liberalismo defiende lo contrario. Pero en la historia político cultural de países como Alemania o Italia[94]
el liberalismo estatalista ha sido el fruto de un compromiso político-cultural (estipulado por las principales elites) en virtud del cual se buscaba garantizar el máximo de libertad individual compatible con la defensa de la primacía (política, pero también moral, espiritual) del estado.
Considero ingeniosa la tesis de que el liberalismo estatalista sería sólo un caso de pseudo-liberalismo, fruto, en la mejor de las hipótesis, de un ingenuo e inconsciente sometimiento psicológico a una
(autoritaria) tradición estatalista. Pienso, sin embargo, que el liberalismo estatalista presenta contradicciones evidentes y debilidades intrínsecas. El hecho de que haya sido la variante más extendida del liberalismo en algunos países europeos-continentales contribuye a explicar por qué, en estos países, la libertad ha tenido con frecuencia una vida miserable y atormentada.
El caso italiano es el que mejor conozco. El liberalismo estatalista tiene una larga tradición en Italia. Ha sido siempre, ante todo, la forma de liberalismo dominante dentro de las poderosas corporaciones de juristas. Aun teniendo que hacer frente a una aguerrida corriente de juristas católicos (que rechazan la primacía de la ley positiva, y por tanto del estado, en nombre del derecho natural), la mayoría de los juristas, tanto en la Italia liberal como en la republicana, han seguido sustancialmente los dictados del positivismo jurídico. De este modo ha tenido que atemperar (o ha intentado hacerlo) la tutela de los «derechos subjetivos» (de libertad) con la afirmación de la primacía del estado.
Al margen del positivismo jurídico, ha habido también otra fuente del liberalismo estatalista italiano: el connubio entre idealismo filosófico y liberalismo y la glorificación del estado concebido como único lugar posible de encarnación de la libertad.[95]
Influyentes pensadores liberales de la segunda mitad del siglo
XIX
y de la primera del siglo
XX, desde Bertrando Spaventa, a Benedetto Croce, a Guido de Ruggero, optaron por combinar el liberalismo con el idealismo. Sobre el débil liberalismo italiano resulta así muy marcada la huella del idealismo.[96]
El caso de Croce es relevante en este contexto. La gran influencia que ejerció sobre la vida cultural de Italia en la primera mitad del siglo
XX, es desde hace ya muchos decenios tan sólo un pálido recuerdo. Pero aunque sólo pocos intelectuales italianos se declaren hoy crocianos, hay un aspecto del pensamiento de Croce que ha escapado al olvido. Tanto es así, que a él se refieren constantemente algunos estudiosos que, por lo demás, nada tienen que compartir con él. Me refiero a la contraposición entre liberismo (económico) y liberalismo (ético y político) que Croce utilizó y dio origen a una de las más celebres disputas intelectuales de la Italia del siglo
XX, la que le enfrentó a Luigi Einaudi. La razón de que no hayan sobrevivido los aspectos más interesantes del pensamiento político de Croce (como la concepción realista de la política inspirada en Maquiavelo, o la condena del «estado ético» de Gentile), sino sólo la inconsistente contraposición de liberismo y liberalismo,[97]
radica en el hecho de que la misma hace el juego a una tradición que une a un antiguo recelo, cuando no se trata de una abierta hostilidad, respecto al mercado, con una aceptación/reivindicación de la primacía del estado respecto a la sociedad y a sus libres iniciativas y agregaciones.
En la Italia contemporánea (donde el liberalismo sigue siendo una corriente minoritaria) el liberalismo estatalista ha perdido el carácter elitista-conservador que tenía en la Italia pre-fascista. Se ha unido con la democracia, y a veces también con la democracia en sus variantes más radicales. De manera independiente, pero convergente, diversas escuelas contribuyen a animarlo, algunas muy alejadas del idealismo como la influyente escuela juspositivista inspirada en las enseñanzas de Norberto Bobbio, otras ligadas a él indirectamente a través del hegelo-marxismo (hasta hace pocos decenios muy fuerte en Italia).
Lo que une a los distintos autores reconducibles al liberalismo estatalista son esencialmente dos aspectos. El primero es la confianza en la identificabilidad sin residuos del liberalismo con la «normación», entendida como sistema de normas que se expresa mediante «leyes» constitucionales y ordinarias. Es el credo del liberalismo jurídico. Sus puntos fuertes y débiles ya los hemos discutido. El segundo aspecto —aquí de mayor interés— es el recelo hacia el mercado y, por consiguiente, la idea de que la libertad económica es, a diferencia de otras manifestaciones de la libertad, una libertad peligrosa que hay que limitar y vigilar, y como el estado es, hasta prueba en contrario, el único instrumento disponible para limitar y vigilar, este liberalismo jurídico está ligado indisolublemente al estatalismo, es un liberalismo estatalista.[98]
Este liberalismo procede identificando algunos «derechos fundamentales» de libertad que las constituciones liberal-democráticas están obligadas a respetar. Por ejemplo, para Bovero [2004], que sigue en este punto a Norberto Bobbio, los derechos fundamentales son la libertad personal, la libertad de pensamiento, la libertad de reunión, la libertad de asociación. De estos derechos se separan el derecho de propiedad y la libertad económica. Escribe Bovero [pero véase también Ferrajoli 2001] que entre derechos fundamentales y libertad económica existe una tensión destinada a convertirse en choque «si se pretende que la (llamada) libertad de mercado se coloque en el mismo plano de los derechos fundamentales de libertad: es decir si no se ve que aquella puede lesionar a estos, yestos son (deben valer como) los límites principales de aquella» [Bovero 2004, 24]. Lo cual significaría, según el autor, dejar el camino abierto a la libertad de los lobos, a la libertad «salvaje».[99]
Conviene, sin embargo, preguntarse qué puede quedar de la libertad si se pretende despojarla y separarla de una «sociedad económica» basada en «una amplia y rica floración de vidas humanas, vivas por virtud propia, independientes unas de otras» [Einaudi 1988, 128], es decir basada, precisamente, en la libertad económica. Einaudi, polemizando con Croce, negaba que el liberalismo pudiera conciliarse indiferentemente con la libertad de mercado, el proteccionismo, el estatismo o el colectivismo económico. Los que para Croce eran simples medios económicos, sustituibles según las conveniencias, para Einaudi estaban estrechamente ligados al fin. Y si el fin es la libertad, los medios deben ser coherentes. Es difícil negar que los acontecimientos del siglo
XX, en particular la parábola de los regímenes comunistas, hayan demostrado de manera definitiva que Einaudi tenía razón y Croce no.
Creo que la hostilidad del liberalismo estatalista respecto a la libertad económica puede atribuirse, prevalentemente, al miedo al
dinamismo
que es propio del mercado, al carácter incontrolable e imprevisible de su desarrollo cuando se le deja libre de funcionar. El liberalismo estatalista parece preferir una sociedad relativamente estática, en la que el descubrimiento y la innovación que la competencia del mercado alimenta continuamente se mantengan a raya, se los ponga bajo el estricto control de la mano pública. En estesentido, ese liberalismo se muestra coherente con la visión moral y el
background
cultural de un cuerpo de funcionarios públicos educados en el prejuicio respecto a las actividades empresariales y, en general, al trabajo independiente, y formados en la idea de que la innovación, por su carácter imprevisible (y de la que el mercado, en el mundo moderno, es la fuente principal) sea alejada lo más posible, ya que es propio de la innovación provocar dinámicas sociales que continuamente escapan a las redes de la «ley» y la desbordan, dejando siempre desorientados y en apuros a sus guardianes.
Pero si, en hipótesis, fuera realmente posible excluir la innovación y, por tanto, lo imprevisible, ¿qué quedaría por decir a favor de la libertad?



Capítulo quinto
El equilibrio
El gobierno constitucional de esta isla está tan admirablemente afinado y combinado que nada puede amenazarle o dañarle sino con la ruptura del equilibrio del poder entre una rama, el cuerpo legislativo y el resto. En efecto, si por ventura sucediera que la independencia de una de las tres ramas desapareciera, o estuviera subordinada a una de las otras dos, esto significaría inmediatamente el fin de nuestra constitución.

William Blackstone, Commentaries on the Laws of England

1. INTRODUCCIÓN
¿Se evita el despotismo, y se defiende la libertad de los ciudadanos, dividiendo el poder y creando una condición estable de «equilibrio» entre los poderes? Así lo afirma una tradición antigua e ilustre. Al principio, fueron la doctrina y el ideal del gobierno mixto. En la edad moderna, el liberalismo se adueñó de la idea y le dio una nueva envoltura: la doctrina de la división del poder.
Los procesos que la sociología funcionalista define como de «diferenciación social» han enredado bastante el problema en la edad moderna y contemporánea. Si en la edad pre-moderna, y en un buen tramo de la moderna, se supone que el poder en cuestión fue al mismo tiempo institucional y social (en la Cámara alta se sentaba la aristocracia de la sangre y en la Cámara baja los comerciantes y otras clases burguesas), a partir de un cierto momento, y concretamente con el advenimiento de la democracia representativa, con la expansión del sufragio, y con la desarticulación de los antiguos estamentos provocada por el desarrollo de la sociedad industrial, la idea de una fusión natural entre instituciones políticas y poderes sociales se hizo cada vez menos verosímil.
La doctrina de la división (y del equilibrio[1]) del poder sufrió entonces un proceso de
escisión, dio lugar a dos doctrinas distintas. Una, sociológica, que confía al «pluralismo» de los poderes sociales la función de determinar las condiciones para un equilibrio de los poderes. Otra, político-institucional, que confía a la ingeniería política, a una estrategia de división del poder político, a determinados modos particulares de organizar los
interna corporis
del sistema político la función de impedir la tiranía, de tutelar la libertad. Aunque entre sí distintas, ambas doctrinas mantienen, evidentemente, afinidades y conexiones.
Ya se presente en versión sociológica o bien en versión político-institucional, la doctrina de la división del poder debe afrontar tres problemas y otras tantas objeciones. El primer problema se refiere al carácter del principio inspirador de la doctrina, o sea, según ciertos críticos, su excesivo «mecanicismo»: el hecho de que se inspire en una idea de «equilibro de las fuerzas» tomada de la observación de algunos fenómenos naturales, así como, en la edad moderna, de ciertos mecanismos de regulación automática construidos por los hombres. ¿En qué medida es plausible el traslado del principio de «acción-reacción», o del principio del equilibrio homeostático, del mundo de la naturaleza o de las máquinas al de las acciones humanas?
El segundo y el tercer problemas se refieren a cuestiones de fondo, a los efectos del funcionamiento de la división del poder. En primer lugar, existe el riesgo de que la división del poder tenga tanto éxito que produzca un «equilibrio perfecto». Tan «perfecto»que produzca el bloqueo recíproco entre los poderes y, con él, la parálisis política. ¿Cómo puede un poder político «perfectamente» dividido, y acaso también «perfectamente» obstaculizado por las presiones cruzadas de una pluralidad de poderes sociales, operar, frente a las cambiantes circunstancias, con la eficiencia y la rapidez necesarias? Si el poder político está embridado en un perfecto «equilibrio de poderes», ¿no se corre el riesgo de caer en el inmovilismo, en la incapacidad de afrontar los desafíos ambientales y por tanto, a la larga, en la decadencia política o el derrumbamiento repentino de las instituciones de gobierno? Tal es la objeción de Charles MacIlwain a la doctrina de la división del poder.
Existe también el riesgo opuesto. ¿Qué garantiza el que los poderes, aunque formalmente divididos, no se alíen entre ellos, no establezcan una estrecha complicidad, como temía Benjamin Constant, para ejercerse tiránicamente a costa de la libertad de los ciudadanos? O también, al ser los «equilibrios de poder», por definición, contingentes e inestables, ¿cómo impedir que uno de los poderes acabe, antes o después, imponiendo su hegemonía sobre todos los demás? ¿No es acaso la hegemonía de un poder sobre los otros un resultado frecuente de la competición entre poderes?
Estas son las principales objeciones con las que tiene que enfrentarse necesariamente quien piensa que sólo la división del poder puede tutelar la libertad.
2. DEL PODER QUE FRENA AL PODER
Al principio, fue la idea del gobierno mixto.[2]
Ya sugerida por Platón en
Las leyes, y por Aristóteles en aquellos pasajes de la
Política
en que define la
política
como la forma de gobierno caracterizada por la «mezcla» de oligarquía y democracia (y por el predominio político de la clase media),[3]
la idea recibe una expresión completa con Polibio. Describiendo la constitución romana (y también la constitución que Licurgo dio a Esparta), Polibio no se limita a ver que en ella actúan al mismo tiempo los tres principios de la monarquía, la aristocracia y la democracia. Asume
también
que los tres poderes institucionales correspondientes a cada uno de los principios (en el caso de Roma: los cónsules, el Senado, los comicios populares) se controlen recíprocamente, y que de tales controles cruzados se derive el «equilibrio constitucional» que explica la estabilidad y la duración de las instituciones de la república romana, así como su excepcional expansión militar.
«Este es el poder de cada uno de los elementos del sistema en lo que se refiere a favorecerse o a perjudicarse mutuamente. En cualquier situación esta estructura se mantiene debidamente equilibrada, tanto, que resulta imposible encontrar una constitución superior a esta. Siempre que una amenaza exterior común obliga a estos tres estamentos a ponerse de acuerdo, la fuerza de esta constitución es tan imponente, surte tales efectos, que no solamente no se retrasa nada de lo imprescindible, sino que todo el mundo delibera sobre el aprieto y lo que se decide se realiza al instante (...). Sin embargo, cuando los romanos se ven libres de amenazas exteriores y viven en el placer de la abundancia conseguida por sus victorias disfrutando de gran felicidad, y, vencidos por la adulación y la molicie, se tornan insolentes y soberbios (...), es cuando se comprende mejor la ayuda que por sí misma les presta su constitución. En efecto, cuando una parte empieza a engreírse, a promover altercados y se irroga un poder superior al que le corresponde, es notorio que, al no ser los tres brazos independientes (...), ninguno de ellos llega a vanagloriarse demasiado y no desdeña a los restantes» (Historias, VI, 18; [trad. esp. de Manuel Balasch Recort, Biblioteca Básica Gredos. N. d. T.].[4]
A comienzos de la edad moderna es Maquiavelo quien retoma (y renueva) la doctrina polibiana del gobierno mixto. Para Maquiavelo el gobierno mixto es la mejor encarnación posible de la República, es decir una de las dos formas de estado que la historia conoce (la otra es el Principado). Maquiavelo ve también en la República romana el principal ejemplo de gobierno mixto. Pero, para él, los que cuentan son sobre todo el Senado (fortaleza de la aristocracia) y los tribunos de la plebe (avanzadilla institucional del pueblo). Es la lucha, la discordia continua, entre esas dos clases sociales tal como se manifiesta en la contraposición institucional entre el Senado y el Tribunado, y la imposibilidad de que una prevalezca sobre otra, la que preserva la «libertad» de los romanos y asegura la grandeza de Roma.
«Yo digo que quienes condenan los tumultos entre los Nobles y la Plebe, creo que reprueban aquellas cosas que fueron la primera causa de mantener libre a Roma; y que tengan más en consideración los rumores y los gritos que nacían de tales tumultos, que los buenos efectos que estos producían; y que no consideren cómo son en toda república dos rumores distintos, el del pueblo y el de los grandes; y como todas las leyes que se hacen a favor de la libertad, nacen de su desunión, como fácilmente puede verse que se siguió en Roma» (Discorsi sopra la prima deca di Tito Livio,
I, 4, p. 82).
Así, pues, Maquiavelo retoma el tema polibiano del equilibrio de fuerzas, pero le da una coloratura «realista» más neta: el equilibrio de fuerzas no se ha realizado nunca de manera indolora, sino que pasa a través de discordias, duros conflictos, «tumultos». La doctrina del gobierno mixto, con Maquiavelo, se vincula por primera vez a la idea moderna de la función positiva que desempeñan los conflictos en la preservación de la libertad.[5]
Aunque condenada porsuperficial», fruto de la incapacidad de comprender el funcionamiento real de la república romana y el papel dominante que en ella desempeñaba la nobleza. También Cicerón, en
De Republica, retoma el tema del gobierno mixto, si bien interpretándolo, a diferencia de Polibio, como un ordenamiento constitucional útil para realizar el buen gobierno de los nobles.los teóricos de la indivisibilidad de la voluntad (Bodino, Hobbes, Rousseau), la doctrina del gobierno mixto resiste los asaltos y, con Locke, y sobre todo con Montesquieu, confluye en la doctrina (liberal) de la división del poder.[6]
Esta aporta, desde la antigüedad y la primera modernidad, dos ideas, la primera destinada a permanecer, la segunda a eclipsarse (aunque nunca del todo, como veremos). La primera es la idea de que el equilibrio entre los poderes, a partir de un determinado momento identificada también con la expresión
checks and balances, «controles y contrapesos»,[7]
es necesario para la libertad. La segunda es la idea de que la división de los poderes institucionales corresponde a una división de los poderes sociales (sean los que fueren: clases o estamentos sociales, instituciones religiosas, instituciones económicas, etc.).
Característica del «constitucionalismo del equilibro» es que, en sus más prestigiosos intérpretes, se basa en una antropología pesimista. Siguiendo la huella de Maquiavelo, pero también de Montaigne, el principal teórico moderno de la división del poder, Charles de Secondat, barón de Montesquieu, vincula su doctrina a una visión pesimista, o realista, de las inclinaciones de los hombres en sus relaciones recíprocas[8]
(y lo mismo hacen, como veremos, los autores del
Federalist).[9]
grupos sociales. Tales conflictos pueden resultar mortales para la libertad y llevar a la ruina a las repúblicas. Así lo escribe en los
Discorsi
y lo repite en las
Istorie fiorentine. Véase sobre este aspecto del pensamiento de Maquiavelo, Matteucci [1984, 87-91]. Sobre la influencia que el pensamiento de Maquiavelo ejerció en el liberalismo moderno véase Manent [1987].
En el primer libro de
El espíritu de las leyes
[1748] escribe Montesquieu: «Apenas están en sociedad, los hombres pierden el sentido de su debilidad; cesa la igualdad que reinaba entre ellos y comienza el estado de guerra. Toda sociedad particular adquiere la conciencia de la propia fuerza, produciendo así un estado de guerra entre nación y nación. Los individuos en toda sociedad se sienten fuertes; tratan de cambiar a su favor las principales ventajas de la sociedad en que viven y crean entre ellos un estado de guerra» (Libro I, trad. it., p. 61).
También en otros muchos pasajes el juicio de Montesquieu sobre la naturaleza humana aparece de manera inequívoca. Por ejemplo, cuando, hablando de la esclavitud, escribe: «¿Quién puede dudar de que todo hombre, tomado por separado, no sería muy feliz de ser dueño de los bienes, del honor y de la vida de los demás, y que todas sus pasiones no se despertarían inmediatamente a este pensamiento?» (Libro XV, p. 414). O también, en el conocido pasaje que introduce y justifica la doctrina de la división del poder: «Es una experiencia eterna, que todo hombre que tiene en su mano el poder, tiende a abusar de él, procediendo hasta que encuentra límites» (Libro XI, p. 274).
Precisamente porque la naturaleza humana es así, el estado de libertad es rarísimo en la historia y, allí donde se realizó, fue difícil conservarlo.
Montesquieu llama «libertad política» a la que nosotros hoy llamamos libertad
tout court
(véase el Cap. II). La llama así porque piensa que las condiciones políticas, y en particular el carácter
moderado
o
despótico
del gobierno, son la principal causa de su presencia o de su ausencia [véase Cotta 1998]. Sus definiciones de libertad política, «como derecho a hacer lo que las leyes permiten» y como «seguridad», no resultan estar bien relacionadas entre sí [ibidem, 111-13].[10]
En todo caso, la libertad política como «seguridad» eslos de Montaigne: sólo que él añadió a su aversión hacia la crueldad la confianza en que la justicia pública y la libertad política pudieran limitar nuestras peores inclinaciones» [Shklar 1984, trad. it. 1986, 44].ese sentido de tranquilidad y, precisamente, de seguridad que deriva de la consciencia de que «vida, libertad, posesiones» (la «propiedad» en el sentido de Locke) están suficientemente tuteladas por las leyes (penales y civiles) vigentes. Dice Montesquieu: «La libertad política, en un ciudadano, consiste en aquella tranquilidad de espíritu que proviene de la convicción que cada uno tiene de la propia seguridad; y, para que esta libertad exista, es preciso que el gobierno esté organizado de tal suerte que impida que un ciudadano pueda temer a otro ciudadano» (Libro XI, p. 276).
Es una libertad que sólo los gobiernos moderados pueden asegurar. Como demuestra,
a contrario, también el minucioso análisis que Montesquieu dedica al despotismo.[11]
En el despotismo no hay seguridad alguna personal: los hombres viven en el miedo, su vida, sus propiedades, sus comercios, están todos los días a merced del arbitrio del déspota. La inseguridad es la nota dominante de la vida de los súbditos sometidos a la tiranía.
La libertad política, la libertad/seguridad, prospera sólo donde el gobierno no abusa del poder. Para que esto suceda «es preciso que, por la disposición de las cosas, el poder frene al poder» (Libro XI,p. 274).
Ya en las
Considérations, retomando temas polibianos y maquiavelianos, Montesquieu introduce esta idea, contraponiendo el gobierno de la Roma republicana al de Cartago (y de Atenas): «El gobierno de Atenas fue admirable en cuanto, después de su nacimiento, su constitución fue tal, ya sea por el espíritu del pueblo, ya sea por la fuerza del Senado o la autoridad de ciertos magistrados, que todo abuso de poder siempre pudo ser corregido» [1967, 46, ed. orig. 1733].
Sostiene también que los conflictos manifiestos no son necesariamente enemigos de la libertad. Oponiendo la fingida unión,coherentemente «negativa» de la libertad. Según Constant, Montesquieu no se percata de que si las leyes prohíben demasiadas cosas la libertad se ahoga. Sobre el juicio de Constant acerca de Montesquieu véase De Luca [2003].unión sólo aparente, que se da en el despotismo, a la verdadera unión, la que se realiza en los cuerpos políticos entregados a la libertad, define este último tipo de unión como una «unión de armonía, que hace que todos los partidos, por más contrapuestos que puedan parecernos, concurran al bien general de la sociedad: como las disonancias, en la música, concurren al acorde total. Puede haber unión en un Estado cuando se piensa que en él no hay otra cosa que desorden» [ibidem, 50].
La doctrina de la división del poder (para la que los poderes resultantes, controlándose y compensándose, aseguran la libertad de los ciudadanos), tal como la propone Montesquieu, no debe confundirse con la doctrina
jurídico-funcional
de la separación entre los poderes legislativo, ejecutivo y judicial [Vile 1967].[12]
No tiene nada que ver con el «silogismo» kantiano (véase el Cap. IV), con la ingeniería constitucional de Sieyès,[13]
o con las concepciones del jusconstitucionalismo de los siglos
XIX-XX
en lo que respecta a separación de poderes. Se observa perfectamente cuando Montesquieu examina el funcionamiento de la división del poder en Inglaterra. Como escribe Matteucci: «Esta división del poder no consiste en la separación de legislativo, ejecutivo y judicial, sino en la distribución del único poder legislativo (...) entre tres órganos que representan los intereses permanentes del Reino: la monarquía con la facultad de impedir, la Cámara alta y la Cámara baja con la facultad de estatuir. De este modo la Cámara alta puede funcionar como fiel de la balanza, como poder regulador en los posibles contrastes entre ejecutivo y legislativo» [Matteucci 1984, 189-90].
Y también: «No es cierto —como muchos siguen repitiendo— que Montesquieu trazara una neta separación de los tres poderes,legislativo, ejecutivo y judicial, atribuyéndolos a tres órganos separados; la distinción de los poderes no coincide con la de los órganos. En efecto, una vez asegurada la autonomía del orden judicial —que no tiene ni debe tener ningún auténtico poder— Montesquieu sólo se propuso describir el funcionamiento de una constitución en la cual tres órganos (Rey, Cámara alta y Cámara baja) se condicionan recíprocamente» [ibidem].
La división del poder, así entendida, es una de las dos condiciones de la libertad política. La segunda condición la proporciona el modo de administración de la justicia penal. Es necesario que los jueces sean independientes del poder político. Por eso
no
deben ser funcionarios del Estado [véase Tarello 1976, 293]. El poder de los jueces, a diferencia de los otros, es un poder de tipo especial, impersonal, «invisible y nulo», que se ejerce mediante el instrumento del jurado [véase Cotta 1998, 122]. Son estas condiciones las que hacen del juez, según la célebre definición de Montesquieu, «la bouche qui prononce les paroles de la loi». La «ley» de la que aquí se habla no está en la disponibilidad inmediata del poder político, ya sea el rey o la asamblea legislativa. Se trata de las «leyes fundamentales» ciertas, duraderas, y en su mayoría antiguas, de las que depende la
justice. Montesquieu habla de un
dépôt des lois
«que no puede sino estar en los cuerpos políticos que anuncian las leyes cuando se hacen y las traen a la memoria cuando son olvidadas»[14]
(Libro II, p. 80), de lo que depende la tutela de la legalidad.
También en relación al derecho penal aplica Montesquieu el principio que hace valer para el «derecho político»: la libertad política sólo se tutela si el poder está dividido, sólo si, gracias a la presencia de robustos «poderes intermedios», el poder frena al poder.[15]
La dialéctica entre los poderes[16]
implica la posibilidad del conflicto. Implica también el riesgo de que los poderes se paralicen mutuamente, condenándose a la inacción. Pero este peligro, según Montesquieu, en definitiva no es tan grande, ya que es la «necesidad» la que impone la ley: «Estos tres poderes deberían permanecer en reposo o en la inacción. Pero, como por el movimiento necesario se ven obligados a funcionar, se verán obligados a hacerlo de manera concertada» (Libro XI, p. 288).[17]
En una visión que, según Cotta [1998, 127], no está exenta de cierto «mecanicismo», son los desafíos ambientales (el «movimiento necesario») los que impiden la parálisis y la inacción.
La formulación más madura del principio de la división y del equilibrio del poder que la ciencia política del siglo
XVIII
nos ha dejado se encuentra en el
Federalist
[Hamilton, Madison y Jay 1788]. Como Montesquieu, también los autores del
Federalist
basan su análisis (y su defensa de la constitución elaborada por la Convención de Filadelfia) en una visión «realista» de la naturaleza humana.
Alexander Hamilton invita a no olvidar nunca que «el hombre es ambicioso, vengativo y rapaz» [1788, trad. it. 1997, n. 6, 164].
Recuerda también que la necesidad del gobierno civil está impuesta por la naturaleza misma de las fuerzas que influyen en la conducta humana: ¿Por qué se ha creado un gobierno civil cualquiera? Porque las pasiones de los hombres no se plegarán ante lo que la razón o la justicia imponen, a no ser que se les fuerce a ello [ibidem,n. 15, 226]. A propósito de la natural agresividad de los hombres, observa: «Si hemos de juzgar por lo que es la historia de la humanidad, habremos de concluir que la pasión feroz y destructora de la guerra reina en los ánimos de los hombres de un modo mucho más poderoso que lo que sucede con los apacibles y benéficos sentimientos de paz» [ibidem, n. 34, 337].[18]
Análoga es la postura de Madison, como lo confirma una de sus más célebres afirmaciones: «Si los hombres fueran ángeles no se precisaría ningún gobierno. Si fueran los ángeles los que gobernaran a los hombres, todo control externo o interno sobre el gobierno sería superfluo. Pero para organizar un gobierno de hombres que deberán gobernar a otros hombres, aquí surge la gran dificultad: antes habrá que poner al gobierno en condiciones de gobernar a sus propios gobernados, y por lo tanto a auto-controlarse» [ibidem, n. 51, 458].
Sobre una visión realista,[19]
inspirada en Maquiavelo y Montesquieu, los autores del
Federalist
insertan una concepción del equilibrio de los poderes que, aun teniendo muchos puntos de contacto con la de Montesquieu (al que, por lo demás, citan), se diferencia de ella por que es más compleja y sofisticada.
La idea es que el arte de diseñar las instituciones debe enlazar estas últimas a las «pasiones» y a los «intereses» de los hombres. Pueston. 55, 485].que es absurdo y peligroso pensar en eliminar pasiones e intereses, es preciso hacer que estos permanentes impulsos sean controlados y canalizados por las instituciones, de tal suerte que de ello se deriven beneficios colectivos.
Como observa Madison, es un hecho «que las
causas
de comportamientos facciosos no pueden ser eliminadas y que, por tanto, es preciso limitarse a encontrar remedios capaces de limitar los
efectos
de las mismas» [ibidem, n. 10, 193]. Si, al proyectar un sistema constitucional que se proponga tutelar la libertad, es preciso hacerlo de tal modo que «toda parte pueda constituir por ella misma respecto de las otras el medio capaz de contenerlas dentro de los límites constitucionales concedidos a las mismas», es un hecho que la mejor garantía contra el riesgo de la concentración del poder «es dar a quienes son responsables de cada sector los medios y el interés personal necesarios para resistir a los atropellos y a los abusos de los demás sectores (...) La ambición debe usarse como antídoto de la ambición. Los intereses personales del hombre deberán coincidir en lo posible con los derechos constitucionales del cargo que ocupa» [ibidem, n. 51, 457 y 458].
Lo que se recomienda a los americanos es un sistema (constitucional) de
incentivos
y
desincentivos
que dirija las pasiones y los intereses personales de tal modo que desaliente los abusos de poder.[20]
El
Federalist
es el intento de demostrar que los americanos necesitan un gobierno central enérgico y que esta imprescindible necesidad puede conciliarse con la exigencia de tutelar la libertad.
Si muchos artículos del
Federalist
están dedicados a explicar por qué sólo una Federación, guiada por un gobierno estable y enérgico,podrá afrontar los desafíos de la política exterior, las necesidades del orden público, y los problemas del desarrollo económico y civil, otros tantos artículos tienden a ilustrar las razones por las que la Federación no ahogará las libertades.
Dos son los modos mediante los cuales podrá la Federación evitar el despotismo:
la ampliación de la órbita
(en la definición de Hamilton) y la división del poder [ibidem, n. 9, 184].
La ampliación de la órbita es el «gran espacio político» que la República permite organizar.
A diferencia de la democracia (directa) que sólo puede existir en espacios pequeños, la República (la democracia representativa, como se dirá luego) permite crear un régimen de libertad en un amplio territorio y con un gran número de habitantes. La República evita la tiranía del espacio que bloqueaba a la democracia antigua. Permite al pueblo influir en las decisiones a través de la elección de representantes.
No sólo esto. La República, en la visión de Madison, es también el mejor antídoto contra las potenciales degeneraciones tiránicas de la lucha entre las facciones. Estas, por más que se pueda o se quiera reprobarlas, son una consecuencia inevitable de la libertad. No se puede prohibirlas sin eliminar la libertad. En las pequeñas democracias, como demuestra la historia, la lucha de las facciones conduce fácilmente al fin de la libertad: antes o después una facción que se ha hecho mayoritaria someterá a la minoría. Pero en la (gran) República es improbable que una facción se haga mayoritaria.
«Cuanto más pequeña es la sociedad, tanto menores serán probablemente los intereses y las partes que la componen; cuanto menos numerosos sean estos intereses y estas partes, tanto más fácilmente se podrá formar una mayoría que comparta el mismo interés; y cuanto más pequeño sea el número de ciudadanos que basta para constituir una mayoría, cuanto más limitada sea la zona en que estos actúan, tanto más fácilmente podrán tramar y ejecutar sus proyectos de opresión» [ibidem, n. 10, 196].
Lo opuesto sucede en una República: «Ampliad la zona de acción e introducid una mayor variedad de partidos y de intereses, y haréis menos probable la existencia de una mayoría que, en nombre de un interés común, pueda obrar incorrectamente respecto a los derechos de los demás ciudadanos; o bien, aun cuando existiera una semejante comunidad de intereses, les será ciertamente más difícil a quienes en ella participan reconocer y valorar la propia fuerza y obrar de acuerdo con los otros» [ibidem].
Madison, en esencia, nos dice que sólo en un gran espacio político se puede construir una auténtica sociedad «pluralista», y que la extrema variedad de intereses en ella representados impide la formación de una mayoría estable y cohesionada capaz de oprimir a los restantes ciudadanos.[21]
El segundo medio para alejar el peligro del despotismo es la división del poder. En el proyecto de Constitución aprobado en Filadelfia la división del poder es
vertical
(el federalismo) y
horizontal.
El federalismo (que, en su forma moderna, ve por primera vez la luz con la Constitución de Estados Unidos) se diferencia de las Confederaciones más tradicionales de las que la historia ofrece innumerables ejemplos (incluido el de la Confederación americana de 1781 a 1789) porque el poder central (federal) se ejerce
directamente
sobre los individuos de la Federación en las materias establecidas por la Constitución, mientras que a los estados les corresponde la soberanía en las restantes materias.[22]
Se trata de una división vertical del poder, entre gobierno central y gobiernos de los estados, que da lugar a un «equilibrio de poder» del que el pueblo es el árbitro supremo. Escribe Hamilton: «Dado que un poder es siempre adverso a otro poder, el gobierno central estará siempre dispuesto a contener el exceso de poder de los gobiernos estatales, mientras que estos, por su lado, tendrán el mismo comportamiento respecto al gobierno central. El pueblo, poniéndose de una o de otra parte de la balanza, determinará su preponderancia. Si luego se ignoran sus derechos por uno u otro poder, podrá siempre contar con el otro como instrumento de restablecimiento del orden» [ibidem, n. 28, 305].
Junto a la división del poder vertical, dada la estructura federal, tenemos la división del poder horizontal, dentro de los estados y dentro del sistema de gobierno federal. Existe, pues, una
doble división del poder: «En la República federal de América sucede que el poder al que el pueblo renuncia está primero dividido entre dos sistemas constitucionales distintos, y también, en el ámbito de cada uno de ellos, nuevamente subdividido en varios sectores y órganos. De aquí la doble garantía de libertad para el pueblo. En efecto, los distintos gobiernos se controlarán recíprocamente y al mismo tiempo se autocontrolarán» [ibidem, n. 51, 459-60].
En materia de división del poder «horizontal» los autores del
Federalist
se remiten a Montesquieu (entendido correctamente).[23]
Esa división, como lo demuestra el propio Montesquieu al examinar la constitución inglesa, no puede entenderse como «separación total» [ibidem, n. 47, 435-36]: es necesario un cierto grado de interferencia recíproca para el equilibrio de los poderes, lo que no impide el control recíproco.[24]
También en Montesquieu se inspira la idea de que, entre los poderes, el judicial es en absoluto el menos peligroso para las libertades. A diferencia del ejecutivo que empuña la espada, y del legislativo que gobierna la bolsa, «el judicial (...) no puede influir ni sobre la espada ni sobre la bolsa, no puede dirigir ni la fuerza ni la riqueza de la sociedad, no puede adoptar ninguna decisión realmente resolutiva. Se puede decir con razón que este poder no tiene ni fuerza ni voluntad, sino sólo juicio» [ibidem, n. 78, 623].
A tal fin, a los jueces se les puede y debe garantizar la independencia del poder político.[25]
Muchas páginas del
Federalist
están destinadas a demostrar que en un sistema constitucional como el urdido en Filadelfia, es igualmente difícil que un poder esté en condiciones de anular la fuerza de todos los demás o que se forme una alianza estable entre poderes capaz de aplastar la libertad. Así como es improbable que el gobierno federal consiga aniquilar el poder de los estados (o viceversa), es improbable que el Presidente, el Senado, la Cámara de Representantes, incluso en virtud de las distintas modalidades de elección y de permanencia en el cargo, puedan originar entre sí alianzas estables prevaricadoras de las libertades protegidas por la Constitución.
En semejante sistema, basado en la dispersión del poder y en el control recíproco entre los poderes, un gobierno fuerte y enérgico no puede amenazar las libertades. De donde la defensa del ejecutivo monocrático (la Presidencia), que, a diferencia de los ejecutivos colegiados, garantiza aquella rapidez de decisión frente a los acontecimientos y aquella continuidad en la orientación que se atribuyen a los gobiernos fuertes. La República precisa de un gobierno fuerte. En efecto, «Un ejecutivo débil implica acción de gobiernoigualmente débil. Y acción débil de gobierno no es otra cosa que otro nombre de una mala acción de gobierno» [ibidem, n. 70, 574]. Con la constitución federal se realizó una especie de cuadratura del círculo, según los autores del
Federalist: se conciliaron cosas no fáciles de conciliar, «la estabilidad y la energía esenciales al gobierno, con el sagrado respeto debido a la libertad y a la forma republicana» [ibidem, n. 37, 356].
El surco fue trazado por Montesquieu y, sobre todo, por el
Federalist, pero fue con Alexis de Tocqueville como el pensamiento liberal llega completamente a medirse con las consecuencias de un hecho nuevo y desconcertante: la democracia, la irresistible democratización del mundo occidental.
A primera vista, podría parecer extraña, y discutible, la decisión de colocar a Tocqueville entre los autores de referencia del «constitucionalismo del equilibrio». Por dos razones. En primer lugar, porque Tocqueville afirma y defiende claramente la idea de que son las «costumbres», antes que las «leyes» (y que las instituciones) las que explican los caracteres, también políticos, de las sociedades.[26]
Basta sólo pensar en el papel que desempeña en su pensamiento la religión, en el hecho de que para él una condición de la sociedad libre es que el «espíritu de libertad» y el espíritu religioso sean aliados (como en América) en vez de enemigos (como en Francia).[27]
En segundo lugar, porque Tocqueville rechaza resueltamente la doctrina del gobierno mixto, y esto a pesar de que su visión de lasociedad y su método de investigación estén ampliamente inspirados en Montesquieu [véase Aron 1967].
Dice Tocqueville: «El gobierno que llamamos mixto me ha parecido siempre una quimera. A decir verdad, el gobierno mixto (en el sentido que se da a esta palabra) no existe, porque en toda sociedad se acaba siempre por descubrir un principio de acción que domina sobre los demás» [1835-40, trad. it. 1968, 298].
El argumento recuerda a Bodino y otros críticos del gobierno mixto, pero la cuestión es que Tocqueville razona ahora sobre la democracia, en una época de revoluciones democráticas. La relación poder-sociedad debe concebirse de un modo nuevo. Hablando de América, a este propósito, escribe: «Hay países en los que un poder, en cierto modo ajeno al cuerpo social, actúa sobre él y le fuerza a proceder en una determinada dirección. Hay otros países en los que la fuerza se encuentra dividida, porque está puesta, al mismo tiempo, dentro y fuera de la sociedad. Nada semejante se verifica en Estados Unidos: aquí la sociedad actúa sobre sí misma. No existe poder fuera de ella» [ibidem, 77].
En otras palabras, la democracia no tolera ni reinantes ni «cuerpos intermedios» en cuanto tales colocados «dentro y fuera de la sociedad». Baste pensar en el hecho crucial de que con el advenimiento de la democracia desaparece la aristocracia (componente indispensable del gobierno mixto). Por su propia naturaleza, además, la clase de los capitalistas difícilmente podrá transformarse en una nueva aristocracia. Lo hacen improbable la velocidad con que se forman y se pierden las riquezas y los vínculos que ponen las leyes sobre sucesiones [ibidem, 71].[28]
A pesar de todo, y a pesar de quesería ciertamente reductivo convertir el pensamiento rico y poliédrico de Tocqueville sólo es una variante del constitucionalismo del equilibrio, no deja de ser lícito considerarlo
también
en esta perspectiva.
El problema de Tocqueville es conocido.[29]
Aquel proceso histórico, ineluctable, «providencial», que es la imparable marcha de la «democracia», entendida
no
como forma de gobierno, sino como tendencia hacia la igualdad de condiciones, pone a los hombres ante un dilema y una encrucijada. La democracia será
liberal
o
despótica: «Las naciones modernas no pueden evitar que las condiciones se hagan iguales; pero depende de ellas que la igualdad las lleve a la esclavitud o a la libertad, a la civilización o a la barbarie, a la prosperidad o a la miseria» [ibidem, 828].
El análisis del caso americano, y la constante comparación, a veces implícita, entre este caso y los de Inglaterra y de Francia, llevan a Tocqueville a precisar una serie de condiciones institucionales que deben estar presentes para que la democracia sea liberal y no despótica. Tres son los peligros de que debe defenderse una democracia si quiere salvaguardar sus libertades: la concentración en el poder legislativo de todos los poderes de gobierno [ibidem, 185], la centralización administrativa y la tiranía de la mayoría. Estos peligros sólo pueden conjurarse si no faltan condiciones que mantienen disperso —y dividido— el poder de la sociedad.
Como para los autores del
Federalist, para Tocqueville el primer peligro sólo puede conjurarse si existe división del poder (horizontal), sólo si el poder legislativo está equilibrado por otros poderes (como ocurre en Estados Unidos).
Tocqueville distingue además entre centralización política y centralización administrativa [ibidem, 109 ss.]. Sostiene que la primera es necesaria para cualquier sociedad, incluso para las sociedades libres. La centralización política no representa, por sí sola, un peligropara la libertad. Al contrario, es indispensable para mantener unida a la sociedad y defenderla de los peligros y de los desafíos internos e internacionales [ibidem, 110].
La verdadera insidia para la libertad procede de la centralización administrativa. Cuando centralización política y centralización administrativa van juntas, la causa de la libertad está perdida. Tocqueville puede así distinguir las sociedades en que la tradición del
self-goverment
(Gran Bretaña), la fuerza de las instituciones municipales y el federalismo (Estados Unidos) impiden la centralización administrativa, y las sociedades como Francia donde la combinación de ambas centralizaciones oprime a los hombres y ahoga las libertades. En efecto: «Se comprende fácilmente que la centralización política adquiere una fuerza inmensa cuando se une a la administrativa. De este modo se acostumbran los hombres a hacer una completa y continua abstracción de su voluntad, a obedecer no una sola vez, y sobre un solo punto, sino siempre y en todo» [ibidem, 109].[30]
Prestándole un lenguaje que no es el suyo, podemos decir, con argumentos no muy distintos de los del
Federalist, que Tocqueville ve en la división del poder vertical (con una mayor insistencia, respecto al
Federalist, sobre la importancia del autogobierno municipal y del espíritu de libertad que le acompaña)[31]
un factor crucial de salvaguardia de las libertades.[32]
Otra condición de tutela de la libertad contra las tendencias a la concentración del poder está en el papel que desempeñan el «cuerpo» de legistas[33]
y un fuerte poder judicial independiente.
El tercer peligro consiste en la posibilidad de la tiranía de la mayoría. Es un peligro típico de la democracia, entendida como la sociedad en la que impera el valor de la igualdad. De él no está inmune la federación americana: «Si alguna vez desaparece de América la libertad, habrá que echar la culpa a la omnipotencia de la mayoría, que habrá llevado a las minorías a la desesperación y las habrá forzado a apelar a la fuerza material» [ibidem, 307-308].[34]
La cura contra el riesgo de la tiranía de la mayoría está en el asociacionismo. El asociacionismo que Tocqueville toma en consideración es de dos tipos: político y civil. El asociacionismo político es la principal garantía de la libertad: «No hay país en que las asociaciones sean más necesarias, para impedir el despotismo de los partidos o la arbitrariedad del príncipe, que aquellos en que el orden social es democrático. En las naciones aristocráticas los cuerpos intermedios forman asociaciones naturales que frenan los abusos del poder. En los países en que tales asociaciones no existen enabsoluto, si los individuos no pueden crear artificial y momentáneamente algo que se les parezca, no veo ningún dique a todo tipo de tiranía» [ibidem, 230].[35]
El asociacionismo de tipo civil, para fines no políticos, depende a su vez estrechamente del asociacionismo político. En efecto, allí donde el asociacionismo político está prohibido, el asociacionismo civil es raro [ibidem, 606]. En otros términos, la libertad de asociación política, mientras funcione como baluarte contra las tendencias despóticas de la mayoría, es también un fermento para la efervescencia de la sociedad, impulsa a las personas a asociarse para los más diversos objetivos.
El argumento de Tocqueville puede considerarse como una extensión y un perfeccionamiento de la idea de Madison según la cual el pluralismo de las asociaciones es garantía de libertad. En Tocqueville, como en Madison, el pluralismo asociativo mantiene disperso el poder y aleja los riesgos de despotismo.[36]
Tocqueville, teórico de la libertad en la era de la democracia, no confía ya al «gobierno mixto» la tutela de la libertad. Se confía en cambio a la dispersión del poder administrativo, al papel de «contrapeso» de los legistas y del poder judicial, al pluralismo de los grupos asociativos.
3. ¿EQUILIBRIO ENTRE QUÉ PODERES?
Como sostiene Tocqueville, la democracia es incompatible con el gobierno mixto, incluso en su última, perfeccionada formulación, la de Montesquieu. Pero el eclipse de la idea del gobierno mixto es un proceso lento. En Europa, en el siglo
XIX, se define aún como gobiernos mixtos a las monarquías constitucionales, regímenes políticos «dualistas» basados en la coexistencia de dos centros de autoridad, la monarquía y el parlamento. Se trata de regímenes de transición que acompañan al lento proceso de democratización de Europa [Poggi 1978; Cotta 1986] destinados a desaparecer con el sufragio universal y el declive político de los antiguos estamentos, en particular de la nobleza.
Las exigencias que durante tantos siglos habían justificado y apoyado el ideal del gobierno mixto no desaparecen con el advenimiento de la democracia de masas. En el siglo
XX, la doctrina de los
checks and balances, heredera y encarnación moderna de la doctrina del gobierno mixto, la proponen, en una versión u otra (por lo general con escaso éxito práctico), pensadores liberales europeos como antídoto a las tendencias despóticas presentes en la democracia de masas.
Es, sustancialmente, una variante de la doctrina la que Max Weber indica a Alemania: la combinación de sufragio universal, parlamentarismo, y presidencialismo debe, en su visión, conciliar la democracia electoral con la presencia de un fuerte obstáculo (el «carisma» de un presidente de investidura popular) al despliegue de la burocratización: entendida esta última como una enfermedad —mortal para la libertad al igual que la tocquevilliana «centralización administrativa», con la que por lo demás está emparentada— desencadenada por las fuerzas conjuntas de la democracia y del capitalismo.[37]
Es también una variante de la doctrina la propuesta por Gaetano Mosca, para el que la tutela de la libertad debe confiarse a la «defensajurídica».[38]
A su vez, la mejor defensa jurídica se obtiene mediante la participación en el gobierno y el control recíproco entre una multiplicidad de fuerzas políticas. Por lo demás, Mosca, sin olvidar la doctrina del gobierno mixto, piensa en términos de equilibrio constitucional y de controles recíprocos entre fuerzas políticas que a su vez son representativas de «fuerzas sociales» [Bobbio 1983c]. Mosca piensa que un equilibrio político eficaz —es decir, eficaz en la óptica de la «defensa jurídica»— sólo se realiza a condición de que las grandes fuerzas de la sociedad moderna (que para él son el capital, la cultura, las aspiraciones de las masas) estén todas ellas representadas en el estado compensándose entre ellas [Borsi 2000, 25-26]. Como confirmación de que la doctrina más moderna de los
checks and balances
mantiene, en algunas versiones, importantes lazos con su progenitora, la doctrina del gobierno mixto: el equilibrio de las fuerzas no implica sólo instituciones políticas, sino también fuerzas sociales.[39]
Si, por un lado, esto hace más vago, menos preciso, menos riguroso el análisis de los mecanismos constitucionales que dominan el equilibrio de los poderes (como ocurre en el caso de Mosca), es sin embargo inevitable, por otro lado, que la democracia de masas, con sus partidos políticos y sus grupos de interés, presione para dar importancia también a «las fuerzas sociales». Naturalmente, no ya en la forma de «cuerpos intermedios», sino en la de las facciones madisonianas y de las asociaciones tocquevillianas.
Virtudes y vicios, puntos de fuerza y puntos de debilidad de la doctrina están muy bien reflejados en la obra reciente de un científicode la política estadounidense, Scott Gordon [1999]. Siguiendo las huellas de Montesquieu, del
Federalist
y de Tocqueville, Gordon ofrece una visión puesta al día que aquí conviene examinar.
Gordon contrapone dos tipos de ideales de organización social: la
jerarquía
y el
network
[ibidem, 16]. Por un lado, un orden jerárquico-piramidal: en la cima hay una entidad que tiene el poder supremo. Por otro lado, una red (horizontal) de poderes independientes e interactuantes, que operan en ausencia de una autoridad superior. El primero es el modelo (al estilo de Bodino) de la «soberanía». El segundo es el modelo (al estilo de Montesquieu) de los
countervailing powers. La primera es una organización social
monista
(basada en la tesis de la soberanía indivisible). La segunda es una organización social
pluralista.
Si se conviene en definir
política
aquella organización en la que está presente, y es preponderante, el poder de coerción física, entonces llamaremos «constitucional» a la organización política que se aproxima al tipo
checks and balances, o de los
countervailing powers, en la cual el poder está dividido, y los poderes restantes se controlan recíprocamente.
En la perspectiva más clásica del constitucionalismo del equilibrio, Gordon niega que se pueda llamar constitucional un orden político en el cual el poder de gobierno está limitado sólo por «normas jurídicas». Polemizando con Charles McIlwain y otros representantes del liberalismo jurídico (véase Cap. IV), Gordon afirma que la expresión «gobierno de las leyes en lugar de los hombres», aunque sugestiva, carece de sentido. Ya que las leyes las hacen los hombres, y siempre los hombres, con sus diversas opiniones y sus distintos intereses, las interpretan y las administran. Y porque, por más vueltas que se le dé, el gobierno es siempre, inevitablemente, ejercicio de poder coactivo por parte de algunos hombres sobre otros hombres [ibidem, 6].[40]
Gordon rechaza también la concepción que ha terminado afirmándose en tan gran parte de la ciencia política moderna, o sea laidea de que la teoría de los
checks and balances
(o
countervailing theory) se aplica a los órdenes constitucionales en sentido estricto, sólo a la organización formal del gobierno. Conviene considerar —siguiendo a Tocqueville— también el papel equilibrador de las fuerzas sociales, tal como se manifiesta, por ejemplo, en las actuales poliarquías, a través de la organización y de la acción de las asociaciones voluntarias y de los grupos de interés [ibidem, 15]. El hecho de que Gordon tenga en cuenta tanto los poderes político-institucionales como los sociales ayuda tal vez a comprender por qué él prefiere no distinguir netamente la doctrina más antigua del gobierno mixto de la moderna teoría de los
checks and balances.
Distintos casos históricos, según Gordon, se acercan al modelo del
network, o sea pueden explicarse a la luz de la
countervailing theory. Son todos ellos casos en los que una red de poderes independientes contribuye a preservar la libertad. En primer lugar, la democracia ateniense. En Atenas, un sistema de cuerpos independientes controlaba el poder que ejercían los magistrados. El sistema ateniense no era un sistema político jerárquico, sino un sistema de poderes horizontales, que interactuaban y se equilibraban.
Otro ejemplo es la República de Roma (por las razones que indica Polibio). Otro más es la República de Venecia. Gobernada, es cierto, por una aristocracia, pero por una aristocracia colocada en centros de poder institucionales que se controlaban entre sí.[41]
Otro ejemplo es la República holandesa en el siglo
XVII. Y, también, la Inglaterra de la Revolución Gloriosa en adelante, y los Estados Unidos desde su fundación a hoy. Y finalmente la Inglaterra contemporánea (en la que al gobierno mixto de Montesquieu ha sucedido un régimen poliárquico de partidos políticos y grupos de interés). A ninguno de estos casos, según Gordon, se aplica el modelojerárquico de la soberanía. Todos pueden explicarse a la luz de la
countervailing theory.
Aun dejando a un lado las perplejidades que legítimamente surgen ante la desenvoltura con que se colocan bajo un mismo paraguas conceptual repúblicas antiguas y repúblicas modernas, hay sin embargo otras dudas.
La primera se refiere a una observación que Gordon hace casi de pasada, y que luego no profundiza. A propósito de Esparta, observa: «La enseñanza general que puede extraerse del caso de la antigua Esparta, es que una distribución pluralista del poder político y la
rule of law, aunque necesarias para la libertad personal, son insuficientes para garantizarla. En un sistema político pluralista, quienes comparten el poder de hacer y aplicar la ley pueden cooperar entre ellos en la supresión de la libertad individual si una religión trascendente o unos objetivos de carácter nacional o social sobre los que hay un difuso consenso lo exigen» [ibidem, 85].
Esta observación de Gordon recuerda la crítica de Benjamin Constant a la doctrina de la división del poder (véase más adelante). Y contribuye a debilitar bastante su argumento principal. Una distribución pluralista del poder no es pues suficiente, ni siquiera para Gordon, para garantizar las libertades personales, porque en tales casos los poderes se ponen de acuerdo, en lugar de controlarse, y esto es fuente de opresión. ¿Qué otras condiciones tienen entonces que darse? ¿Son condiciones culturales (por ejemplo, una ética religiosa no hostil a las libertades personales)? ¿Son condiciones políticas? Gordon sugiere pero no aclara.
Otra duda se refiere a los ejemplos contemporáneos. Por todos vale el caso de Gran Bretaña. Negando el argumento de Bagehot según el cual en Gran Bretaña no hay división del poder y el parlamento reina soberano, Gordon ve en la actual poliarquía británica otro ejemplo de «red» de
countervailing powers, integrada por partidos, grupos de interés, administraciones públicas centrales y locales. Pero el riesgo está en estirar demasiado, de este modo, la doctrina de los
checks and balances. En efecto, todas las poliarquías contemporáneas, aun siendo muy distintas entre sí desde el punto de vista institucional (véase el párr. 6), tienen partidos, grupos de interés, administraciones centrales y locales. ¿Debemos entonces concluir que todas ellas son, del mismo modo, ejemplos de
networks, de redes de poderes que se equilibran y compensan? El hecho de que Gordon discuta, entre los ejemplos contemporáneos, únicamente los casos de Gran Bretaña y de los Estados Unidos; el hecho de que no se ocupe de las demás democracias contemporáneas, y en particular de las de la Europa continental, hace pensar que se inclina hacia una respuesta negativa. Pero el tema queda en suspenso, no aclarado.
La dificultad consiste acaso en que en las democracias contemporáneas la cuestión de la «división del poder» se ha hecho muy compleja y requiere análisis más sutiles que los de otro tiempo [Vile 1967, 315 ss.]. Una teoría elegante pero «simple» (o elegante
porque
simple) como la
countervailing theory
podría entonces resultar una guía insuficiente.
4. PLURALISMO Y EQUILIBRIO DE PODER
El «pluralismo» ha sido definido de distintas maneras, pero, en primera instancia, parece lícito llamar «pluralista» a aquella sociedad en la que los distintos poderes (político, económico, religioso, cultural) no se acumulan, no se concentran en las mismas manos.[42]
Si los principales poderes sociales están divididos, en lugar de estar concentrados, es plausible pensar que pueden dar lugar a configuraciones de equilibrio o, en los términos de Gordon, a «redes de poderes equilibradores».
Históricamente, en la edad moderna, se formaron órdenes pluralistas cuando se verificaron dos condiciones:
1) el poder político y el poder económico (integrado por la propiedad y el control sobre los medios de producción y circulación de las mercancías y sobre las instituciones financieras) se separaron institucionalmente, en virtud del reconocimiento político y de la estabilización jurídica de un sistema eficiente de derechos de propiedad (véase el Cap. III);
2) los poderes religiosos pudieron contar con bases institucionales autónomas respecto al poder político, en virtud del reconocimiento político y de la estabilización jurídica de la libertad de culto.
Así, pues, en primera instancia, un orden pluralista requiere un estamento empresarial privado independiente del estado y suficientemente garantizado desde el punto de vista legal contra las incursiones (en forma de confiscaciones, presiones fiscales insostenibles, etc.) del poder político,[43]
e instituciones religiosas independientes, libres del control político y de las tentaciones césaro-papistas.[44]
La separación entre instituciones políticas, económicas y religiosas (y, por consiguiente, entre las respectivas elites)[45]
facilita, a suvez, la afirmación de otros rasgos de la sociedad pluralista. En particular, la formación de una clase intelectual «laica», de productores y difusores de cultura.[46]
La presencia de una robusta clase intelectual, por su parte, hace que surja una demanda de especiales garantías (como la libertad de enseñanza y de investigación), consolida la autonomía de las instituciones educativas, y facilita la instauración de una institución crucial de la sociedad libre: la libertad de prensa.[47]
Una sociedad pluralista es, pues, en primera instancia, una sociedad en la cual política, economía, religión, cultura, encabezan instituciones separadas, cada una de las cuales lo bastante fuerte para que sus respectivas elites (políticas, económicas, religiosas, culturales) estén suficientemente al amparo del riesgo de sumisión o colonización de unas por otras.[48]
Es pluralista, en este sentido, una sociedad que al mismo tiempo esté lejos del
totalitarismo
(que exige fusión y concentración de los principales poderes), del
dominio de clase
(una clase económicamente dominante de la que dependen los demás poderes)[49]
y de lasin olvidar Irlanda del Norte y ahora también el Islam. Tras la majestad de una iglesia nacional, Gran Bretaña es un país de diversidad confesional como los Estados Unidos» [Mendras 1997, trad. it. 1999, 53].teocracia
(el clero controla los demás poderes). En una sociedad pluralista existen
diversas
«categorías dirigentes», de varias maneras entrelazadas entre sí,[50]
pero no
una
«clase dominante» [Aron 1965a].[51]
La pluralidad de los poderes es condición necesaria (pero no suficiente, como veremos) para que se produzca ese «equilibrio» entre los poderes que, según Montesquieu, parece lícito considerar garantía de las libertades de los ciudadanos.[52]
Pero si esto vale en primerísima instancia, hay que notar inmediatamente que «pluralismo» es un concepto antiguo, que puede implicar una gran variedad de ordenaciones sociales y, por consiguiente, de configuraciones de poder. Parece oportuno, en primer lugar, distinguir [Dahl 1971; Morlino 1986] entre pluralismo
social
y pluralismo
cultural.
El pluralismo social presupone dispersión de recursos económicos y una cierta difusión de la instrucción. No existe un grupo restringido que monopolice riqueza y saber. Una sociedad marcada por el pluralismo social así entendido es una sociedad dotada de una numerosa y diversificada
clase media, una sociedad en la que abundan aquellos «hombres de rango medio» cuya ascensión David Hume y demás iluministas escoceses relacionaron en su tiempo con el desarrollo del comercio (véase Cap. III). Esta clase media no es, simplemente, el conjunto de los estamentos medios identificables, dentro de las distintas sociedades, sólo sobre la base de los indicadores de larenta o de la instrucción. Es más bien el compuesto agregado del que forman parte todos aquellos que tienen un trabajo
independiente: empresarios, comerciantes, profesionales (pertenecientes a las viejas profesiones liberales o a las nuevas profesiones del sector terciario privado).
El pluralismo social, en una palabra, implica la existencia de una amplia y floreciente clase media cuyas fuentes de renta sean independientes del estado. Como pensaban los escoceses, son los pertenecientes a este grupo social (o conjunto de grupos sociales) los que, en virtud de sus condiciones materiales de vida, tienen normalmente el mayor interés en el mantenimiento de un régimen de libertad.[53]
Tal vez pueda excluirse que puedan darse auténticas condiciones de pluralismo social si la clase media independiente es débilo inexistente. Observo, además, de paso, que si el familiar concepto de «sociedad», del que a veces se abusa demasiado, evoca la idea de una formación social más compleja y, en algunas versiones, más estructurada de aquella a la que hace referencia el concepto de «pluralismo social», un elemento que ciertamente comparten es la referencia a la existencia de una clase media independiente en el sentido explicado.[54]
El pluralismo cultural, en cambio, es otra cosa: implica la existencia de divisiones relevantes, de «fracturas» étnico-lingüísticas y/oreligiosas. Para los teóricos de la democracia,[55]
la diferencia está en que mientras que el pluralismo social es condición necesaria, aunque no suficiente, para la afirmación y la estabilización de regímenes democráticos, el pluralismo cultural hace casi siempre difíciles y problemáticos los experimentos democráticos [Lijphart 1977].
Desde mi punto de vista, resalta el hecho de que el pluralismo cultural representa a menudo una amenaza y un desafío, a causa de sus repercusiones políticas, para las libertades.[56]
Si el pluralismo social implica la existencia de poderes sociales difusos, capaces al menos en teoría de equilibrar el poder político a favor de las libertades individuales, el pluralismo cultural es de una índole totalmente diferente. Puede originar formas de «segmentación» cultural que hacen difícil, y a veces imposible, establecer condiciones de libertad.[57]
En una sociedad culturalmente heterogénea (o sea, dominada por fuertes divisiones étnico-lingüísticas o religiosas) pueden formarse segmentos culturales incomunicados o poco comunicados entre sí. En una sociedad de tal naturaleza la elite de todo segmento cultural acaba ejerciendo un estricto dominio sobre los pertenecientes almismo grupo: la segmentación sustituye al pluralismo[58]
y el control sobre los distintos segmentos por parte de las respectivas elites es facilitado por la condición de hostilidad, latente o manifiesta, existente entre los segmentos.
Dos son las consecuencias posibles. En primer lugar, puede ocurrir que los grupos/segmentos no logren convivir pacíficamente y el recurso a la violencia se convierta en el instrumento empleado para imponer el dominio de un grupo sobre otro, o bien para determinar una separación política definitiva. En segundo lugar, puede suceder que, en orden a conjurar conflictos violentos, las elites de los diversos segmentos elijan ponerse de acuerdo: también la colusión, como la hostilidad abierta, tiene el efecto de dejar a cada elite mano libre en el control del propio segmento [Lijphart 1977; Elazar 1987, trad. it. 1995, 21-22]. Esto hace que sea problemática la condición de las libertades individuales, desde el momento en que la colusión entre los poderes (en este caso las elites de los distintos segmentos culturales) es lo contrario de aquella división, competición y equilibrio entre los poderes de la que se espera un cierto beneficio para las libertades.[59]
David Truman [1951] presupone condiciones de pluralismo social en el sentido explicado anteriormente. Inspirándose en Arthur Bentley
[1908], además de en Madison y en Tocqueville, Truman asume que el «proceso político» democrático es producto de la interacción de una pluralidad de grupos de interés. Los conflictos entre los grupos se mantienen a raya por el fenómeno de la
overlapping membership, de las pertenencias múltiples, que, si no elimina la competición, favorece en todo caso compromisos y arreglos. En la democracia «tocquevilliana» de Truman ningún grupo está dotado de recursos suficientes para prevalecer sobre los demás y esto desemboca en una situación de «equilibrio del poder».[60]
Esta tendencia se refuerza por el hecho de que, además de los grupos de interés efectivamente organizados, existen en la sociedad muchos «grupos potenciales», grupos que se pueden movilizar y organizar en el caso de que algún grupo trate de forzar/violar las «reglas del juego» universalmente aceptadas o de perjudicar los intereses difusos, aunque no (todavía) organizados.
No es el caso de discutir aquí los límites de la teoría (pluralista) de los grupos de interés.[61]
Solo quiero notar que en la versión de Truman, lo mismo que en la de Robert Dahl en su primera forma,[62]
el «pluralismo», basado en la voluntariedad de las pertenenciasasociativas y en la
overlapping membership, es constitutivo de una red de
countervailing powers.
Naturalmente, el pluralismo así entendido no puede considerar-se una descripción fiel de ningún sistema político democrático. Es demasiado fácil (y también banal) constatar que, en la realidad, las formaciones pluralistas conviven con fuertes desigualdades de recursos y, por tanto, no dejan a todos las mismas posibilidades de organizarse de manera eficaz [Schattschneider 1960; Olson 1965]. Además, están expuestas a posibles degeneraciones, dan lugar fácilmente a formas de neo-feudalismo [Lowi 1969].[63]
Pero si tratamos el pluralismo (en la versión de Truman) como un tipo ideal, podemos constatar que su utilidad analítica es indudable. Sobre todo si lo contraponemos al tipo que le es peculiar, el
corporativo.
[64]
Las formaciones corporativas, a diferencia de las pluralistas, implican la existencia de pocos grupos, jerárquicamente organizados, que tienen el monopolio de la representación de los distintos intereses sectoriales y que se apoyan en el estado, del que reciben legitimación y apoyo. El corporativismo se resuelve en un sistema estable y continuo de contrataciones e intercambios entre grupos corporativos y estado.[65]

En el «pluralismo», entendido como tipo ideal, los grupos de interés compiten entre sí para arrancar decisiones políticas gratas. La facilidad de
exit
hace que los líderes dependan fuertemente de los miembros de su grupo y les obliga a contar con sus opiniones. En el «corporativismo» los pocos grupos existentes se ponen de acuerdo entre sí y con los representantes del poder político. Además, la obligatoriedad de la pertenencia y la dificultad de
exit
hacen que los grupos sean fuertemente jerárquicos. El poder se concentra en la cumbre.[66]
Los líderes imponen las decisiones (contratadas con los demás grupos y con los líderes políticos) a los miembros de los respectivos grupos.[67]
Por lo que aquí nos interesa, ambos tipos comportan, respectivamente, equilibrio de los poderes (pluralismo) y colusión entre los poderes (corporativismo). Cuanto más nos acercamos al polo pluralista, tanto más prevalecen condiciones tocquevillianas: un vivoasociacionismo que favorece el equilibrio entre los poderes, una condición en la que el «poder frena al poder». Cuanto más nos acercamos al polo corporativo, tanto más prevalece la colusión entre los poderes y la ausencia de frenos se resuelve en una seria limitación de la libertad de los individuos.
Aunque el corporativismo sea una modalidad de representación/ intermediación de los intereses, sus resultados políticos (la colusión de los poderes) se parecen a los que fácilmente se realizan, como vimos anteriormente, en condiciones de pluralismo cultural.
Entre pluralismo cultural (presencia de fracturas étnico-lingüísticas o religiosas), y corporativismo no hay una conexión necesaria: por ejemplo, la Suecia de la segunda mitad del siglo
XX, o sea un país carente de fracturas lingüísticas o religiosas importantes, es en general reconocida por la literatura especializada como un caso de (neo)corporativismo. Sin embargo, el hecho de que hayan sido sobre todo las pequeñas democracias europeas, muchas de las cuales atravesadas por fuertes
cleavages
socio-culturales [Rokkan 1970], las que manifestaron las mayores propensiones al corporativismo, hace pensar que al menos una afinidad existe. Para nuestros fines, es suficiente observar que el (neo)corporativismo excluye, y el pluralismo cultural hace poco probable, que se den las condiciones para un efectivo equilibrio de poderes.
Tocqueville tal vez pecó de optimismo al señalar el pluralismo asociativo como condición de «freno» al poder. Como demuestra la experiencia del siglo
XX, el pluralismo asociativo no ha impedido esa masiva expansión del poder que Tocqueville temía. Al contrario, el asociacionismo de los grupos de interés, lejos de representar un freno al poder, ha recibido el estímulo a crecer por la expansión del poder administrativo y, a su vez, parece haber favorecido su ulterior expansión [Lowi 1969].[68]
Por añadidura, el pluralismo asociativo, precisamente en virtud de su conexión con la intervención estatal en la economía y en otrosámbitos sociales, puede fácilmente degenerar en neo-feudalismo,[69]
dar lugar a «gobiernos privados»[70]
o evolucionar en dirección corporativa,[71]
lo cual fácilmente produce colusión entre los poderes en lugar de contrapeso y «equilibrio».
Por último, conviene recordar que el pluralismo al estilo de Tocqueville, para desplegar sus benéficas influencias sobre la libertad, precisa de condiciones de homogeneidad cultural que no siempre se dan. Si prevalece el pluralismo cultural, es difícil que esas influencias puedan manifestarse.
De donde se deduce que el «pluralismo» es condición necesaria, pero seguramente no suficiente, de libertad.[72]
Debido también a que los caracteres que asume en las diversas sociedades dependen, no sólo de algunas condiciones sociales (nivel de diferenciación social, o de división del trabajo, presencia/ausencia de fracturas culturales), sino también de las características de las instituciones políticas.[73]
5. EL EQUILIBRIO VERTICAL
La división del poder «vertical», o
territorial, es propia de las organizaciones políticas que se inspiran en los principios del federalismo.
El federalismo, en cuanto doctrina, puede entenderse de dos maneras: como una variante particular del estado moderno, o bien como una organización política alternativa al estado.
A la primera interpretación se vincula la distinción jurídica entre
estado federal
(en el que las relaciones entre estado central y estadosexcluir, a través de prácticas monopolistas, el acceso a los canales de influencia a asociaciones competitivas. Como observa justamente Graziano [1995, 195 ss.], uno de los principales puntos débiles de la teoría pluralista en la versión de Truman, es haber descuidado la importancia de los recursos organizativos. Tales recursos son cruciales, como lo demuestra Graziano en la obra citada, examinando el fenómeno del lobbyismo en Estados Unidos.miembros están reguladas por el derecho constitucional)[74]
y
confederación
(en la que las relaciones entre los estados confederados están reguladas por el derecho internacional). Elemento discriminante, en esta perspectiva, es la ubicación de la «soberanía».
En la segunda interpretación, la cuestión de la soberanía pierde relevancia:[75]
la «federación» es un modo de organizar, sobre la base de un «pacto» (foedus), las relaciones entre entidades que quieren preservar su propia identidad y su propia autonomía, pero también unirse en vistas a algunos objetivos comunes. Su historia, además,
no
está estrechamente ligada a la del estado moderno. Organizaciones federales existieron en tiempos pre-modernos[76]
y es probable, según los estudiosos de esta organización política, que existirán formas de federalismo también cuando el estado haya desaparecido.[77]
En esta perspectiva, el federalismo es un «género» que se articula en muchas «especies», también muy distintas entre sí.
En la perspectiva organizativa es como mejor se aprecia la diferencia entre estado y federación. Mientras que el estado está organizado jerárquicamente, o según el modelo espacial «centro-periferia», la federación está organizada según el modelo «de matriz»: «En una matriz no existen centros de poder más altos o más bajos, sino sólo campos más o menos grandes del proceso de decisión y de la acción política (...) Usando el modelo de matriz se puede pensar que la distribución de los poderes implica competencias distintasen campos diferentes para fines distintos (...) La matriz de los centros de decisión está unida por medio de autoridades formales, y está atravesada por líneas de comunicación tanto formales como informales» [Elazar 1987, trad. it. 1995, 31].
Nótese que, si se acepta esta interpretación, entonces ya
no
se puede sostener, como ha hecho con frecuencia la doctrina jurídica, que el «sistema federal» es simplemente un estado dotado de una mayor «descentralización» que la que caracteriza (o puede caracterizar) a los estados unitarios.[78]
La «descentralización», en efecto, sólo es posible en una organización estatal, en cuanto tal jerárquica. En el ámbito de los sistemas federales no habrá nunca «descentralización»: habrá, en cambio, «no centralización». Mientras que «la “descentralización” implica jerarquía, una pirámide de los gobiernos con gradación de poderes que influyen desde el vértice hacia abajo (...) la no centralización se puede conceptualizar de la mejor manera como una matriz de gobiernos con los poderes distribuidos de tal modo que no puede fijarse ningún orden jerárquico entre los propios gobiernos» [ibidem, 29-30].
Hasta aquí la doctrina. En la realidad histórica, los principios del federalismo han tenido que adaptarse a convivir con la estatalidad. En este sentido se habla de los Estados Unidos como el primer caso de federalismo moderno. La constitución estadounidense fue el fruto original de un compromiso entre los defensores (como Alexander Hamilton) de un sistema estatal centralizado y los defensores de una formación tradicionalmente «confederal».
Dejando a un lado los casos de pseudo-federalismo (como fueron, por ejemplo, la Unión Soviética y la Federación Yugoslava, así como muchos casos latinoamericanos, asiáticos o africanos), y limitándonos a Occidente, las federaciones más antiguas y estables son las de Estados Unidos, Suiza, Canadá, Australia, Alemania, Austria. Aunque Alemania y Austria son casos controvertidos, caracterizados por un federalismo fuertemente centralizado, con pocos poderes de decisión dejados por la constitución en manos de los estados miembros.
Según una interpretación, se acercan más al modelo centro-periferia que al matricial.[79]
Quedan los tres casos anglosajones más Suiza. Como el federalismo no es una organización estática sino dinámica, sujeta a cambios y evoluciones, parece convincente la tesis de Carl Friedrich [1964; 1968b] según la cual conviene pensar el federalismo en términos de «proceso» (como federalización), en vez de «estructura» [véase Ventura 2002a]. Esta perspectiva nos ayuda a comprender por qué los Estados Unidos pasaron del federalismo «dual» del siglo
XIX
al federalismo llamado «cooperativo» del siglo
XX. Lo cual implicó un desplazamiento de poder de los estados al gobierno federal [Bognetti 2000]. Nos ayuda también a comprender el proceso distinto que se verificó en Canadá, donde (a pesar de una constitución que, en su origen, confería fuertes poderes al «centro») la cuestión del Quebec impidió la centralización que se produjo en otras partes a lo largo del siglo
XX
[véase Ventura 2002b].
Como los autores del
Federalist, Carl Friedrich [1950] interpreta el federalismo como una forma de división del poder vertical que, contraponiendo «ambición a ambición», permite frenar el poder, y es garantía de libertad. Análogamente, para Daniel Elazar [1987] el federalismo es, sin duda, una técnica de libertad.[80]
Creo que esto no es necesariamente así o, por lo menos, semejante afirmación sólo puede hacerse acompañándola con una notade cautela. Los fines del federalismo, los objetivos que están detrás del «pacto», pueden ser múltiples, y puede ocurrir que algunos objetivos no sean coherentes con las exigencias de la libertad. No me refiero tanto al hecho de que el origen de los «pactos federales» hay que buscarlo en la necesidad de algunos grupos organizados (ninguno de los cuales es tan fuerte como para poder conquistar y englobar a los demás) de organizar una defensa común para afrontar una inminente amenaza militar [Riker 1975]. Me refiero más bien al hecho de que, como nos dicen los propios defensores del federalismo (por ejemplo, Elazar), los «objetivos» de la adopción de la forma federal —seguridad militar al margen— pueden consistir
tanto
en la defensa de las libertades individuales
como
en la protección de la identidad del grupo.
Se puede elegir la organización federal porque se considera que es más idónea que el estado para garantizar las libertades individuales (a través de la división y el equilibrio del poder «vertical»), o bien se la puede elegir para garantizar la identidad de los grupos organizados «federados». La cuestión es que ambos objetivos pueden entrar en conflicto —como observa Riker [1975]. En condiciones de federalismo
heterogéneo, un federalismo en que las divisiones entre grupos étnicos o religiosos coinciden con los confines entre los estados federados [Lijphart 1999, 214 ss.], la protección que la forma federal asegura a la identidad y a la independencia de uno u otro grupo puede ir acompañada de la opresión por parte de ese grupo sobre individuos, minorías, etc. Riker recuerda el clásico ejemplo de la segregación racial en el Sur de los Estados Unidos. Pero podrían citarse muchos otros ejemplos. La «libertad» (en sentido figurado) de un «pueblo» (un grupo étnico o religioso inserto en un estado «federado» en el que es mayoría) puede perfectamente conciliarse con un impedimento para la libertad (ahora no en sentido figurado) de los individuos pertenecientes a ese mismo grupo, o a etnias minoritarias. Existe una ambigüedad de fondo en los «objetivos» del federalismo: las llamadas «libertades colectivas» (de grupo), a veces garantizadas por el federalismo, no siempre son conciliables con la libertad de los individuos (en el único sentido en que la palabra «libertad» se emplea en este libro).
El equilibrio del federalismo, desde el punto de vista de su eficacia como instrumento de garantía de libertad, es pues incierto.[81]
No sólo porque a la forma federal le es inherente un dinamismo que puede modificar el equilibrio vertical entre los poderes de manera desfavorable a la libertad; por ejemplo, tensiones internacionales prolongadas pueden desplazar el poder decididamente hacia el gobierno federal, comprometiendo y debilitando el equilibrio vertical (véase los párr. 7 y 8), sino también porque la tutela que el federalismo ofrece a las identidades de grupo puede a veces influir negativamente en las condiciones de libertad.
Es cierto, de todos modos, que los casos de los Estados Unidos, de Suiza, de Canadá y de Australia son casos en los que, aun entre altos y bajos, el federalismo parece haber favorecido, en conjunto, un ambiente más amistoso y más protector de las libertades individuales que el que encontramos en muchos sistemas estatales unitarios.
Es cierto, al menos en principio, que una arraigada división entre niveles institucionales, protegida por una constitución rígida, según el modelo «de matriz», ofrece más garantías, respecto a un estado unitario centralizado, de mantener en función mecanismos compensadores, mecanismos mediante los cuales el poder puede, al menos en parte, frenar el poder. Una condición que no se pierde del todo ni siquiera en los casos en que, como en los Estados Unidos de siglo
XX, el equilibrio del poder, a partir de cierto momento, se desplazó decididamente hacia el gobierno federal.
Es posible que esto suceda sobre todo porque la existencia de un ordenamiento institucional federal impide la centralización de los partidos políticos: organizaciones de partido
descentralizadas
serían, según la interpretación de Riker [1975], el efecto más importante del federalismo y su principal aportación al mantenimiento de un gobierno (central) dividido y limitado.
Además, debe observarse, a favor del federalismo, que el mismo tiende a unirse con un sistema judicial dividido verticalmente: con varios canales de reclutamiento (federal, estatal y a veces también municipal) de los magistrados, y con una pluralidad de sistemas de producción del derecho. Incluso allí donde los Tribunales federales consiguen imponer la jurisprudencia federal como dominante, es difícil que puedan ser totalmente desautorizadas las magistraturas estatales y locales.[82]
También esta es una garantía (que falta en casi todos los estados unitarios).[83]
El carácter disperso y descentralizado tanto de las fuentes del derecho como del poder judicial tiene, pues, buenas posibilidades de funcionar como «freno» respecto al poder político.
Cuanto más genuino es la federalismo, es decir auténticamente
policéntrico, tanto más su organización se acerca al modelo «de matriz» de Elazar, corresponde a ese
network
de «poderes compensatorios» [Gordon 1999] al que, después de Montesquieu, se atribuye cierta capacidad para salvaguardar las libertades individuales.[84]
Ni los federalistas americanos ni Tocqueville pueden ser acusados, sobre este punto, de haberse equivocado en el diagnóstico.
6. EL EQUILIBRIO HORIZONTAL
Aun cuando admitiéramos que de la tradicional doctrina jurídica de la «separación de poderes» (ejecutivo, legislativo, judicial) pueden obtenerse informaciones pasablemente verdaderas sobre la organización de las democracias censitarias, de sufragio limitado, del siglo
XIX, debemos en todo caso reconocer que la misma no sirve para explicar la organización de las democracias de masas del siglo
XX.[85]
Tampoco ayuda mucho (a no ser que se combine con otros criterios) la clasificación jurídica, igualmente tradicional, que distingue entre formas de gobierno parlamentarias y formas de gobierno presidencialistas. Las democracias de masas son sistemas políticos complicados, poblados de un gran número de organizaciones que ni siquiera existían (por ejemplo, los
networks
de las telecomunicaciones), y por otras que aún no habían conocido el impetuoso desarrollo del siglo
XX
(por ejemplo, las burocracias públicas), cuando se forjaron esas clasificaciones. Para comprender cómo se configura la «división del poder» (si la hay y cuando la hay) en las democracias de masas se debe recurrir, probablemente, a otros modos, menos convencionales, de clasificar las democracias.
La tipología de Arend Lijphart [1984; 1999] distingue las democracias sobre la base del grado de concentración/dispersión del poder. Las democracias existentes, según Lijphart, pueden situarse a lo largo de un
continuum
que tiene en un extremo la democracia «mayoritaria» (o Westminster)[86]
y, en el otro extremo, la democracia «consensual».[87]
Puesto que la democracia mayoritaria comporta el máximo posible de concentración del poder, se excluye, aparentemente, que en ella se den división y equilibrio del poder. La democracia mayoritaria de Lijphart, en efecto, es, esencialmente, una idealización/ formalización del caso británico a la luz de una interpretación que se remonta a Bagehot [1867], posteriormente retomada también por Dahl [1956]. En esa interpretación, la democracia británica se sostiene sobre la «fusión» entre ejecutivo y legislativo, y sobre el predominio, asegurado por el sistema bipartítico, del gobierno del
premier
sobre el parlamento. Así, pues, la división del poder es sólo aparente, no efectiva.[88]
La interpretación Bagehot-Dahl-Lijphart, por lo demás, no es la única posible. Según Friedrich, por ejemplo, es cierto que la fusión gobierno/parlamento, a partir de mediados del siglo
XIX, borró de hecho en Gran Bretaña la antigua división del poder, pero «la alternancia de los dos partidos y la institución de la oposiciónsistema multipartítico, representación proporcional, corporativismo de los grupos de interés, gobierno federal y descentralizado, fuerte bicameralismo, constitución rígida, control jurisdiccional de constitucionalidad, independencia del banco central [ibidem, 54-62].parlamentaria se convirtió en una nueva, más sutil forma de división de poderes» [Friedrich 1950, trad. it. s.f., 258].[89]
Según esta línea interpretativa conviene distinguir entre regímenes parlamentarios auténticos, en los que la institucionalización de la oposición, con sus fuertes poderes de control, permite mantener el equilibrio del poder, y regímenes pseudo-parlamentarios, o asamblearios (como la III República francesa o Italia después de la segunda guerra mundial) donde esto no se verifica.
En realidad,
contra
la interpretación de Friedrich, parece más realista afirmar que si un equilibrio del poder se ha conservado en la democracia británica (y en sistemas análogos, como el neozelandés), ello no se debió tanto a la evolución de las relaciones «horizontales» entre gobierno y parlamento y a la institucionalización de la oposición, como al mantenimiento de la
rule of law, asegurado por la tradicional fuerza y por el prestigio del sistema judicial británico (véase Cap. IV).[90]
Parece que este sea el factor decisivo que, más que cualquier otro, ha contribuido a equilibrar el poder que, entrelos siglos
XIX
y
XX, fue a concentrarse en el gobierno del
premier
[MacIlwain 1947].[91]
Si, a la luz del esquema teórico de Lijphart, las democracias más desplazadas hacia el polo mayoritario son aquellas en que el poder se concentra en el gobierno, se sigue que en estos casos no puede producirse un auténtico equilibrio del poder. ¿Son entonces las democracias «consensuales» (las democracias más próximas al polo consensual) aquellas en que hay mayores probabilidades de que el «poder frene al poder»? ¿Son las democracias «consensuales» las que están organizadas según el principio de los
countervailings powers?
A primera vista, parecería que sí, desde el momento en que las democracias consensuales son democracias en las que la dispersión del poder es alta. En realidad, las cosas no son tan sencillas.
Es cierto que en las democracias consensuales el poder está disperso, pero también lo es que en ellas los poderes tienden con frecuencia a ponerse de acuerdo. De hecho, dado que las democracias consensuales se hallan, según Lijphart, en sociedades que él define «plurales» y «semi-plurales», con fuertes divisiones étnico-lingüísticas, religiosas o ideológicas, la colusión entre los poderes es el mecanismo que permite a la democracia permanecer estable. Refuerza este argumento otra tesis del propio Lijphart [1999, trad. it. 2001, 191-204] según el cual, mientras que en las democracias mayoritarias la organización de los intereses es «pluralista», en las consensuales es, en la gran mayoría de los casos, «corporativa». Como ya hemos observado (véase el párr. 4), el corporativismo, a diferencia del pluralismo, favorece más la colusión que el equilibrio de los poderes.
Acabamos así en una posición de estancamiento. Acaso también la tipología de Lijphart, a pesar de ser muy útil para determinados fines (por ejemplo, para comprender las razones de la estabilidad y de la inestabilidad de las democracias, o las causas de su rendimiento macroeconómico),[92]
de poco sirve si el problema consiste en verificar la existencia o no de equilibrio entre los poderes.
Tal vez sea más útil poner mayor énfasis en las variaciones institucionales. Admitido que para nuestros fines es insuficiente la tradicional clasificación jurídico-constitucional de las formas de gobierno (parlamentarias, presidencialistas, semi-presidencialistas, etc.),[93]
también es cierto que la conformación institucional de los distintos regímenes democráticos debe ser valorizada.[94]
En primera instancia, parece plausible sostener que para que exista equilibrio del poder es preciso que, como sucede en los sistemas presidenciales, la formación de la asamblea legislativa y la elección del jefe del ejecutivo (presidente) sean fruto de elecciones separadas. Recordemos que precisamente el hecho de que Presidente, Cámara de Representantes y Senado fueran elegidos de modo recíprocamente independiente (y en fechas distintas) era, para los autores del
Federalist, una de las garantías (las otras eran el federalismo y el sistema de tribunales de justicia independientes) de equilibrio del poder. En esta perspectiva, los sistemas parlamentarios tendrían menos
chances
que los sistemas presidencialistas de favorecer tal condición.
Pero los sistemas presidencialistas son de diverso tipo y, por añadidura, existen numerosas formas híbridas (que combinan aspectos del parlamentarismo y del presidencialismo). Según Shugart y Carey [1992], se dan condiciones de equilibrio del poder (que, para ellos, son garantía de estabilidad y duración del régimen democrático) sólo en aquellos sistemas presidencialistas en que el presidente tiene escasos poderes legislativos.[95]
Los Estados Unidos, pero también, según los autores citados, Venezuela, Costa Rica, la República dominicana, son casos de regímenes presidenciales con tales características.[96]
En otros sistemas presidenciales, en que la Presidencia tiene fuertes poderes legislativos (por ejemplo, Brasil, Chile, Argentina, Perú, Colombia), el equilibrio del poder no puede mantenerse, y el Presidente desempeña un papel excesivo, dominante.
También los sistemas híbridos, según Shugart y Carey, pueden distinguirse entre sí según los equilibrios que se producen entre los distintos órganos constitucionales. En los «parlamentarismos con presidente» (cuyo ejemplo histórico más importante es la república de Weimar)[97]
puede verificarse fácilmente una situación (catastrófica) de parálisis institucional debida a la presencia simultánea de un presidente directamente elegido dotado de fuertes poderes y de un parlamento de cuyo apoyo depende la supervivencia del gobierno.
Por el contrario, en aquellos que Shugart y Carey definen «presidencialismos con
premier» (en los que el presidente, aunque elegido directamente, tiene débiles poderes constitucionales) se daría más fácilmente el equilibrio entre los poderes. Pero este último punto es objeto de controversia. Ya sea porque distintos sistemas en los que el presidente es elegido directamente (ejemplos: Austria, Portugal después de la reforma constitucional de 1982), más que como presidencialismos con
premier
tienden a funcionar, de hecho, como regímenes parlamentarios,[98]
ya sea porque la Quinta República francesa (principal ejemplo, según Shugart y Carey del presidencialismo con
premier) está dotada, en realidad, de un presidente con fuertes poderes: tan fuertes que le aseguran el predominio sobre todo el sistema político a excepción de los casos de «cohabitación»,[99]
hasta el punto de que, como justamente se ha observadoa semejanza del
premier
(por ejemplo, británico o español), el presidente dispone siempre de una mayoría parlamentaria «propia». A diferencia de lo que suele suceder en Estados Unidos, esto tiende a neutralizar de hecho la división del poder.
[Troper 1998], el caso francés difícilmente puede definirse como un caso de auténtica división del poder.[100]
En orden a establecer si se da o no equilibrio de poderes «horizontales» (parlamento, gobierno, presidente), parece más útil que las anteriores la clasificación de los regímenes democráticos propuesta por Giuseppe Ieraci [2003]. Ieraci distingue las democracias según la distribución de los papeles de autoridad y los «recursos potestativos» conexos con ellos (poderes institucionales que acompañan a los distintos papeles). Se distinguen formas de gobierno «diádicas» (en las que los papeles de autoridad son dos: parlamento y gobierno) y formas de gobierno «triádicas» (con tres papeles de autoridad: parlamento, gobierno, presidencia). Tanto las formas de gobierno «diádicas» como las «triádicas» las subdivide Ieraci ulteriormente en «integradas» y «separadas» (según que gobierno y parlamento estén entre si conexos, o bien sean recíprocamente independientes). Para cada una de las formas de gobierno señaladas se trata de establecer si la distribución de los recursos potestativos entre los papeles de autoridad está equilibrada, o desequilibrada, a favor de uno o de otro papel.
La forma de gobierno diádica integrada corresponde al
parlamentarismo
(en el que los recursos potestativos se inclinan a favor del parlamento, como en Italia o en Bélgica), o bien al
premierato
(en el que se inclinan a favor del gobierno, como en Gran Bretañao España). La principal forma de gobierno diádica separada es el
presidencialismo.
Formas triádicas, de tipo integrado o separado, finalmente, según Ieraci, son los distintos sistemas híbridos: del
semi-parlamentarismo
(Austria, por ejemplo) al
semi-presidencialismo
(como Francia).
También a la luz de esta tipología el presidencialismo resulta el candidato más prometedor en orden al mantenimiento de un equilibrio entre los poderes. El origen «separado» de la asamblea legislativay del presidente facilita este resultado.[101]
Pero esta es, precisamente, una
condición que facilita. Se precisa también que no haya un desequilibrio excesivo entre los recursos protestativos en posesión respectivamente del parlamento o del presidente. Como observan Shugart y Carey [1992], si los poderes presidenciales son excesivos (como en muchos presidencialismos sudamericanos), no se da equilibrio sino desequilibrio de los poderes (a favor del presidente).
Parece que los Estados Unidos son uno de los poquísimos casos en que, dando la razón a la profecía del
Federalist, se ha realizado un equilibrio efectivo entre presidente y Congreso. Es cierto que también este punto se discute, como indica la amplia literatura dedicada al excepcional reforzamiento de la Presidencia que tuvo lugar en el siglo
XX
tanto a costa del Congreso como de los estados federados [Fabbrini 1993]. Pero también es cierto que los fuertes recursos de poder que
en todo caso
conservaron las dos ramas del Congreso (y la Corte suprema) han impedido que la primacía del presidente traspasara ciertos límites. Es cierto también que, cuando la Presidencia, en los años setenta del siglo
XX, quedó debilitada por circunstancias externas (Watergate, guerra de Vietnam), el Congreso recuperó al menos una parte de las prerrogativas perdidas.[102]
Al ser el armazón de un campo competitivo, de una «forma de lucha civil» [Bonazzi 1988], el sistema constitucional americano ha demostrado hasta ahora que tiene la elasticidad necesaria para adaptarse en el tiempo a las más diversas variaciones en la distribución de los recursos del poder entre los distintos niveles y órganos institucionales.[103]
Si quisiéramos juzgar sólo por la consideración de las relaciones «horizontales» entre gobierno (o presidente) y parlamento, deberíamos concluir que un auténtico equilibrio de poderes es un fenómeno rarísimo, excepcional, en las democracias. Pero esta conclusión seria demasiado apresurada. En efecto, las relaciones horizontales gobierno/parlamento son sólo
uno
de los factores a valorar. Hay que considerar también, como hemos visto en este capítulo y en el anterior, el tipo de sistema judicial, el carácter (pluralista o corporativo) del sistema de intereses, el tipo de organización (federal o unitaria) del estado, el carácter (centralizado o descentralizado) de los partidos políticos.[104]
Y la manera en que estos factores se combinan.
Podemos imaginar dos «tipos» opuestos. El primero corresponde a un régimen democrático de forma parlamentaria, inserto en un estado unitario-centralizado (con una burocracia centralizada), una organización de los intereses de tipo corporativo, partidos políticos centralizados y proclives a la colusión, un sistema judicial burocrático-centralizado, un Tribunal constitucional ausente o con débiles poderes. En este tipo no se da, evidentemente, división y equilibrio del poder auténticos.
El segundo «tipo» prevé el presidencialismo (pero con una distribución equilibrada de recursos potestativos entre presidente y asamblea), estado federal, pluralismo de intereses, partidos políticos descentralizados, sistema jurídico descentralizado, Tribunal constitucional con fuertes poderes autónomos. Es el modelo del
Federalist, de los
checks and balances.
En los regímenes democráticos, los rasgos de ambos tipos pueden combinarse de distintas maneras. En algunos casos ello permitirá una distribución relativamente equilibrada de recursos del poder entre los distintos actores y las distintas instituciones, y en otros casos no.
En todo caso, que se dé un equilibrio efectivo del poder, que el poder pueda frenar realmente al poder, es una circunstancia difícilde averiguar sin investigaciones empíricas caso por caso sobre los distintos regímenes democráticos.[105]
Parece, sin embargo, que se trata de una condición que no se da con frecuencia. Y, en los casos en que se verifica, es difícilmente estable, duradera.
La colusión entre los poderes o bien el predominio neto de un poder sobre todos los demás parecen ser situaciones bastante más frecuentes que la descrita (y prevista) por la doctrina de los
checks and balances. La mejor garantía de libertad, como pensaba Montesquieu, tal vez sea que los poderes se equilibren de manera estable. Pero es una garantía difícil de asegurar.[106]
7. LAS DIFÍCILES CONDICIONES DEL EQUILIBRIO
El examen realizado hasta ahora ha confirmado algunas certidumbres antiguas, pero no ha disipado las dudas. Hay seguramente cierta dosis de verdad en la tesis según la cual si el poder está dividido entre un cierto número de instituciones, cada una dotada de recursos autónomos, es por lo menos probable que estas instituciones se equilibren entre ellas, den lugar a una condición de equilibrio, en la que el poder sea frenado por el poder.
Podemos convenir en definir esta condición «equilibrio de
checks and balances». Pero aún no está claro qué factores tengan que intervenir para que ese equilibrio se realice. Tampoco se han identificadoaún las condiciones cuya presencia es necesaria para que este equilibrio, una vez realizado, no resulte demasiado inestable y precario, destinado a una rápida disolución. En el fondo, un equilibrio de
checks and balances
tiene una estrecha parentela (véase más adelante) con la
balance of power, el equilibrio de poder, en las competiciones internacionales, interestatales. Y la
balance of power
es, cabalmente, como bien saben los estudiosos de la política internacional, una condición bastante inestable.
Montesquieu, como ya vimos (véase párr. 2), piensa que la división de poderes impide a cada uno de ellos imponerse tiránicamente a costa de las libertades de los ciudadanos. Piensa también que, frente a los desafíos debidos al cambio de las condiciones ambientales, los poderes, aun permaneciendo independientes uno de otro, aun conservando cada uno su propia autonomía, se ven forzados a cooperar. La misma idea se defiende en el
Federalist.
Una exposición distinta, refinada, de los mismos principios se debe a John Calhoun y a su teoría de las «mayorías concurrentes». A diferencia del principio de la «mayoría numérica» (que se limita a contar las cabezas), el de la mayoría concurrente «además del número, toma en consideración los intereses, trata la comunidad, al menos en lo que respecta a la acción de gobierno, como un conjunto de intereses diversos y contrapuestos e, interpelando a cada uno de ellos, por medio de la mayoría o de su órgano correspondiente, refiere como intención de toda la comunidad la intención conjunta de todos sus componentes» [Calhoun 1851-56, trad. it. 1986, 74].
La creación de un organismo
ad hoc
capaz de activar la mayoría concurrente es entonces una forma de tutela contra la tiranía de la «mayoría numérica». Sirve para dar poder de veto a todos los intereses en conflicto.[107]
Los objetivos para los que se instituye un gobierno, en la visión de Calhoun, son dos: garantizar protección a los miembros de la sociedad frente a las amenazas de violencia, y asegurar la libertad. Pero los gobiernos, al desarrollar la primera tarea, se ven inducidos a comprimir las libertades. El mecanismo de la mayoría concurrente sirve para encauzar estas tendencias tiránicas: «La mayoría concurrente [...] es la más indicada para impedir que el gobierno traspase los límites que le son propios, restringiéndolo a su objetivo primario, la protección de la comunidad» [ibidem, 99].
Pero la difusión de poderes de veto, el principio de la mayoría concurrente, ¿no reducirá los gobiernos a la parálisis, haciendo que les sea imposible desarrollar esa misma función primaria (la protección de la comunidad) que justifica su existencia? La respuesta de Calhoun, que recuerda la de Montesquieu, es negativa. En efecto, si a falta de amenazas, el desacuerdo entre los intereses concurrentes prevalece con frecuencia sobre el acuerdo, será distinto el resultado en las situaciones de peligro. El estado de necesidad impulsará al acuerdo y, por consiguiente, a la acción: «Cuando
se debe
hacer algo, y cuando esto se puede hacer sólo con el consenso general, el estado de necesidad, sea el que fuere, impondrá por fuerza un compromiso. La subsistencia de un estado de necesidad es el motor primero de toda acción y, cuando en este estado el compromiso entre las partes es condición indispensable para la acción, se convierte en el motivo primero de su predisposición a acomodarse a una determinada opinión o dirección» [ibidem, 104].
Exactamente como sucede en un jurado, donde la necesidad de llegar a un veredicto unánime impulsa a los distintos miembros ala democracia, según Riker, es aquella que interpreta la mayoría numérica como expresión de la «voluntad popular». Pero la teoría de la elección social, la tradición inspirada en el teorema del carácter cíclico de las preferencias de Condorcet y en el teorema de la Imposibilidad de Arrow, ha demostrado irrefutablemente la falsedad de semejante aserto. A la concepción populista Riker opone la concepción que él denomina «liberal», según la cual el único objetivo de la democracia es hacer posible, a través del voto, el alejamiento pacífico de los cargos de los gobernantes no gratos.cooperar entre ellos, una «predisposición a la armonía» [ibidem, 105] se manifiesta también en un gobierno basado en la mayoría concurrente cuando la gravedad de los desafíos ambientales (el estado de necesidad) impone una acción de respuesta sostenida por el consenso general.[108]
Hasta aquí las tesis de los defensores del
equilibrio. Pero estas tesis, según los críticos, no están en absoluto carentes de defectos. Fue Benjamin Constant uno de los primeros en manifestar su radical escepticismo respecto a la doctrina de los
checks and balances; doctrina que, según Constant no sirve para evitar la tiranía: «Ninguna organización política puede evitar este peligro. De nada sirve limitar los poderes; si la suma del poder es ilimitada, los poderes divididos no tienen sino que formar una coalición y será irremediablemente el despotismo. Lo que importa no es que nuestros intereses no puedan ser violados por un poder sin la aprobación de otro, sino que esta violación se impida a todos los poderes» [Constant 1820, trad. it. 1970, 58].
El problema radica, según Calhoun, en que la división del poder no disminuye, sino que incluso puede aumentar, la suma total del poder. Y si no disminuye la suma total del poder, existe siempre el riesgo de que los intereses de los gobernantes se encuentren y se coaliguen a costa de las libertades de los ciudadanos. Por esto Constant, siguiendo las enseñanzas de Sieyès, busca en las reglas constitucionales, más que en el equilibrio entre los poderes, aquellos vínculos que puedan
disminuir
la suma total de los poderes [Barberis 1988, 158]. En una palabra, sin vínculos jurídicos que pongan la mordaza a los poderes de cualquier modo divididos, que los limiten (los «disminuyan»), no hay garantía de que tales poderes no elijan ponerse de acuerdo, formar una coalición o colusión a costa de la libertad.
Hemos visto que la preocupación de Constant no es infundada.[109]
Ya hemos encontrado en este capítulo situaciones (por ejemplo, el corporativismo o la democracia consensual en sociedades caracterizadas por el pluralismo cultural), en las que se realiza no el equilibrio sino la colusión entre los poderes.
La objeción de Constant la hace suya también Manin [1989]. El liberalismo del equilibrio, en la visión que se remonta a Madison o a Tocqueville, prevé que la existencia de una pluralidad de grupos de interés dé lugar a una condición de equilibrio de los poderes. Pero los desarrollos del siglo
XX
no fueron, según Manin en esa dirección. Citando a Lowi [1969], Manin observa que el pluralismo de intereses puede fácilmente degenerar, puede dar lugar a la formación de «gobiernos privados» que, a través de la colusión entre ellos y el poder público, están en condiciones de alterar, a costa de la libertad de los ciudadanos, el equilibrio de los poderes.
La colusión no es sólo el modo mediante el cual puede neutralizarse el equilibrio de los poderes y pueden anularse sus beneficios previstos. Otro modo, acaso aún más frecuente, es el de una alteración de las relaciones de fuerza entre los poderes a favor de uno de ellos. El equilibrio puede ser anulado por el reforzamiento de un poder a costa de los otros, por su transformación en poder dominante. En los Estados Unidos del siglo
XX, debido principalmente al cambio de su posición internacional con la segunda guerra mundial, y sobre todo con la guerra fría, se asiste a un reforzamiento sin precedentes de los poderes de la Presidencia. Un reforzamiento que desde el sector de la política exterior se reflejaba también en el papel del presidente en la política interior. Acaso con un punto de exageración, se sostuvo que «todo parecía imponer y al mismo tiempo legitimar la creciente centralización de la política exterior en la Presidencia, y todo por tanto minaba la separación constitucional de los poderes [...] Pero la Constitución no podía fácilmente sostener elpeso del globalismo indiscriminado al que dio origen la guerra de Corea [...] Esta concepción de la función de América en el mundo desequilibraba y destruía la Constitución» [Schlesinger 1973, trad. it. 1980, 205].[110]
Pero si este riesgo —la destrucción del equilibrio de poderes como consecuencia del excesivo reforzamiento de uno de los poderes— lo corrieron los Estados Unidos en ese periodo, o sea el sistema político que hemos visto ser el más apreciado en orden al mantenimiento de ese equilibrio, de él sale corroborada la idea de que un «equilibrio de
checks and balances» es, normalmente, difícil de realizar y que, en caso de realizarse, sigue siendo en todo caso precario y muy frágil.
¿Qué condiciones deben entonces darse para que semejante equilibrio se afirme y para que luego pueda manifestarse un equilibrio estable, duradero?
Es probable que deban darse contextualmente distintas condiciones. La primera condición, plausiblemente, es que los poderes en juego no sean demasiado numerosos.[111]
Si el número de poderes es demasiado elevado es posible que su interacción lleve a la parálisis del sistema, a la disolución del equilibrio y a su sustitución por un «equilibrio de colusión» o por la imposición de un poder dominante.
Una segunda condición consiste en la existencia de un
balancer (equilibrador).[112]
Uno de los poderes presentes debe tener interés en especializarse en la función de controlar/garantizar el equilibrio y debe poseer recursos institucionales que le permitan hacerlo. Estebalancer
desempeña una función crucial: desplazando su propio peso a una u otra parte (aliándose de vez en vez con el poder momentáneamente más débil en el conflicto con otro poder) contribuye al mantenimiento del equilibrio.
Aquí juega la analogía entre
checks and balances
y equilibrio del poder internacional. Una
balance of power
que sólo prevea dos estados, o dos coaliciones de estados, entre sí en equilibrio, es, según una cierta interpretación, más inestable y precaria que una
balance of power
que prevea,
además, la existencia de un estado-balancer, un estado externo a las dos alianzas contrapuestas y dotado de los recursos necesarios para asegurar el mantenimiento del equilibrio desplazándose de vez en vez hacia una u otra parte.[113]
Montesquieu pensaba que este papel de
balancer, crucial para mantener el equilibrio constitucional, lo desempeñó en Inglaterra la Cámara de los Lores. El
balancer
puede concebirse como un «poder conservador» que oponiéndose de vez en vez a los intentos de uno u otro poder de imponer su propia supremacía, mantiene al sistema en equilibrio [Calhoun 1851-56, 134].
La tercera condición radica en el hecho de que los poderes estén
todos
dotados de fuerza y recursos autónomos. Es preciso que el nivel de
institucionalización
de cada poder sea elevado:[114]
todo poderdebe estar dotado de autonomía respecto a su ambiente externo, debe disponer de un elevado
pool
de recursos (organizativos, financieros, de legitimidad); y debe, por consiguiente, transmitir al exterior, como es propio de todo poder institucional, una imagen de fuerza, competencia y carisma [Baechler 1978] (véase Cap. II). La razón es sencilla: si hay desequilibrio de fuerza institucional, si algunos poderes son demasiado débiles en comparación con los otros, no podrán representar un «freno» eficaz, acabarán sucumbiendo y siendo controlados o colonizados por los otros poderes.
Finalmente, otra condición (acaso la más difícil de asegurar) es que el equilibrio de
checks and balances, el equilibrio del poder, no entre en conflicto con las exigencias de eficiencia y de rapidez de decisión que los gobiernos tienen que garantizar. Existe un inevitable
trade off
entre la eficacia de los vínculos que el equilibrio impone al poder de gobierno y la eficacia de la acción de gobierno [Friedrich 1950; Elster 1988].[115]
Es, pues, preciso que la división y el equilibrio del poder no obstaculicen demasiado la acción de gobierno.
Sin embargo, existen fuertes indicios de que precisamente esto es lo que sucede normalmente. Los críticos del presidencialismo [Linz 1990; Sartori 1994], por ejemplo, consideran que, en ese tipo de régimen, la división de poderes, con la rigidez que impone, conduce fácilmente los gobiernos a la parálisis. Según un análisis reciente [Tsebelis 2002], cuanto más elevado es el número de los
veto players, de los jugadores dotados de un poder de veto sobre las decisiones, más probable es que se dé
policy stability, o sea que se bloqueen al nacer decisiones políticas innovadoras. Pero una elevada
policy stability, causada por la imposibilidad de superar los vetos, es sinónimo de inacción, de incapacidad para afrontar los cambios y los desafíos ambientales. Si persiste por mucho tiempo, tiene buenasinstitucionalización. La des-institucionalización, cuando se produce, es resultado de la desaparición de algunos de estos factores.probabilidades, según Tsebelis, de provocar una crisis del régimen político.
Podemos decir que Tsebelis sostiene con otro lenguaje la misma tesis que a su tiempo ya defendió Charles MacIlwain en polémica con Montesquieu: la división del poder (que implica la presencia de distintos
veto players) paraliza la acción de los gobiernos y amenaza la estabilidad política.
El problema puede ser particularmente agudo en condiciones de peligro, de amenazas a la supervivencia o a la integridad de la comunidad. La valoración de Calhoun según la cual en tales casos el acuerdo entre los poderes normalmente en conflicto es prácticamente seguro, peca probablemente de optimismo.
La Roma republicana afrontaba estas situaciones a través de una suspensión temporal del equilibrio entre los poderes y el nombramiento de un «dictador»
pro tempore. Ante desafíos o amenazas graves, el reforzamiento de uno de los poderes a costa de los demás y, por tanto, la suspensión de la condición de equilibrio entre los poderes, es la consecuencia más probable. El problema que se plantea es si esto determina una superación definitiva del equilibrio de
checks and balances
o si tal equilibrio se restablece una vez pasada la amenaza. Pero es un problema que, evidentemente, no puede encontrar una respuesta sólo teórica, sino que exige indagaciones empíricas sobre los casos concretos.
Podemos decir que un equilibrio de
checks and balances
es comparable a un equilibrio de
Nash
en un juego con
n
jugadores. La estrategia dominante del juego puede denominarse
concordia discors
(o mejor aún,
discordia concors).[116]
Los jugadores (los poderes) tienen intereses divergentes, cada uno defiende su propia autonomía, y se afanan en conflictos con los otros jugadores para imponer, sobre las distintas cuestiones, el propio punto de vista. Pero los jugadores tienen también un interés común en no modificar el equilibrio. Porello, se autodisciplinan, los conflictos permanecen «de baja intensidad», no se provoca nunca una
escalation
incontrolada. Todo jugador sabe que jugadores demasiado agresivos dirigidos a invertir en beneficio propio la relación de fuerzas provocarían jugadas igualmente agresivas (y acaso ruinosas para sus intereses) por parte de los demás jugadores.[117]
Un efecto colateral de este interés convergente por el mantenimiento del equilibrio (y del papel estratégico de mediación desempeñado entonces por el
balancer)[118]
es la consecuencia de frecuentes compromisos sobre las elecciones de
policy
que eviten la parálisis del sistema y su consiguiente crisis. De este modo, perdura el equilibrio, a pesar de los conflictos y los «tumultos» maquiavélicos.
Por el conjunto de los motivos reseñados es difícil que una configuración del poder sea tal que lleve a que un equilibrio de
checks and balances
se instaure y dure en el tiempo.[119]
Un equilibrio de
checks and balances
es una situación rara, difícil (aunque no imposible) de observar empíricamente.[120] El constitucionalismo del «equilibrio», como hemos visto, ha infravalorado con frecuencia estas dificultades.
8. EQUILIBRIOS HOMEOSTÁTICOS Y LIBERTAD
Así, pues, son varias las condiciones que deben darse para que (1) se produzca un equilibrio de
checks and balances, para que (2) una vez establecido ese equilibrio, resulte duradero, y para que (3) no resulte paralizante, no inhiba la capacidad de los gobiernos para hacer frente a los desafíos ambientales.
El hecho de que estos problemas sean con frecuencia ignorados por los más entusiastas partidarios de la doctrina de la división de poderes depende tal vez de un defecto del que adolecen diversas versiones (aunque no todas) de la doctrina: el «mecanicismo», fruto a su vez de una concepción «naturalista» del poder y de sus dinámicas.[121]
Sobre todo cuando se prescinde de los sutiles y perspicaces análisis de las «ambiciones» y de las «pasiones» humanas sobre las que un Montesquieu o un Madison edificaron su teoría, mecanicismo y naturalismo se convierten en límites evidentes. Esto es en parte consecuencia del origen mismo de la teoría, al menos en su encarnación moderna.
Puede comprobarse un vínculo entre los desarrollos de la física, en particular el éxito y la divulgación de la teoría newtoniana, y lapoder. El equilibrio del poder es siempre precario y, una vez que ha sido perturbado, no puede ser fácilmente restablecido. Quienes se benefician de una condición temporal de ventaja estarían locos si no trataran de aprovecharse de ella para hacerla permanente» [Gellner 1988, trad. it. 1994, 144].afirmación, en las ciencias morales, a partir del siglo
XVIII, de la concepción del equilibrio entre los poderes: «A lo largo del siglo
XVIII
el equilibrio de la naturaleza fue uno de los argumentos preferidos por la físico-teología y casi al mismo tiempo se convirtió en un modo habitual del discurso sobre la realidad política» [Starobinski 1999, trad. it. 2001, 239].
Checks and balances
(en los asuntos constitucionales),
balance of trade
(en las cuestiones económico-comerciales),
balance of power
(en las relaciones entre los estados), se convirtieron desde entonces en expresiones habituales entre los escritores de política y de economía.[122]
Pero con importantes diferencias. Muchos no se percataron de que esas imágenes eran fruto de razonamientos analógicos y aceptaron así interpretaciones estrictamente mecanicistas del mundo social y político. Otros fueron más cautos. A pesar de su fuerte propensión a emplear analogías tomadas de la física, Montesquieu fue muy consciente del carácter específico del mundo moral. El juego de «acción y reacción», del que depende la instauración de un equilibrio entre los poderes, tiene, por tanto, en Montesquieu, una valencia más prescriptiva que descriptiva, es «la imagen de un objetivo a perseguir, de un valor que hay que asegurar» [ibidem, 241].
El carácter puramente analógico de todo razonamiento sobre el equilibrio de los poderes no se le escapó a Immanuel Kant. A diferencia de tantos otros pensadores de su época, Kant mostró una clara conciencia de que la analogía podía resultar engañosa, desdeel momento en que «en mecánica, en la acción y en la reacción, y en toda aplicación del paralelogramo de las fuerzas, la suma de las fuerzas permanece igual. No ocurre lo mismo en el caso de un cuerpo social. Las fuerzas aislables cuya interacción se cree apreciar son abstracciones. Las decisiones políticas y las protestas, las tendencias dominantes y las resistencias no están realmente en oposición mecánica. La innovación y sus consecuencias no pueden valorarse en términos de composición de fuerzas, y así la persuasión y la convicción, la satisfacción y el descontento, etc. La acción y la reacción no son otra cosa que una figura aproximativa de las causas probables —según los casos— del equilibrio, de la inestabilidad o del estancamiento de una sociedad» [ibidem, 250-251].[123]
Por otra parte, el uso de analogías y de metáforas tomadas de la observación de los fenómenos naturales o de los mecanismos artificiales (máquinas construidas por los hombres) ha estado siempre influido por condiciones políticas y culturales. En la Europa continental, con la implantación de los estados absolutistas, la metáfora del «equilibrio», y por tanto de las fuerzas en equilibrio, no arraigó, o sólo se empleó de modo esporádico. [Mayr 1986]. La metáfora exitosa en la Europa continental fue la del
reloj: ésta expresaba perfectamente el ideal autoritario de un orden social armónico, carente de conflictos y fricciones, caracterizado por una perfecta cooperación entre sus diversos componentes, inspirado en el principio de la jerarquía, y confiado a los cuidados (al mantenimiento) de un soberano/relojero.
La idea de que la sociedad, en lugar de a un reloj, es comparable a un sistema de regulación automática, arraigó en cambio en Inglaterra. Aquí la
balanza
sustituyó al reloj como metáfora exitosa. La balanza evoca la idea de una sociedad que se auto-regula a través de la competencia, los ajustes y los compromisos entre una pluralidad de intereses, una sociedad en la cual el juego de las fuerzas sociales puede restablecer de manera automática el equilibrio, en caso de perturbaciones. Esta imagen se adaptaba perfectamente, o así les parecía amuchos, a la sociedad comercial inglesa y al orden constitucional surgido tras la Revolución Gloriosa [Mayr 1986, trad. it. 1988, 239 ss.].
El uso de la analogía entre la sociedad y los mecanismos de autorregulación, sin embargo, chocaba contra algunas dificultades. Los más agudos entre los escritores que emplearon esa metáfora (por ejemplo, Blackstone) se dieron cuenta de que el análisis de los hechos políticos no podía reducirse a una banal descripción mecánica de pesos y contrapesos. La doctrina de los
checks and balances
se redujo entonces a una prescripción más que a una descripción de la realidad. Simplemente, se deseaba que los comportamientos de los actores políticos e institucionales tendieran al mantenimiento de un equilibrio [ibidem, 268]. Análoga fue la suerte de la
balance of power: se interpretó sobre todo como una «política» que a Inglaterra le convenía practicar para mantener dividida a Europa continental, más que como una descripción del funcionamiento del sistema europeo de los estados [ibidem, 264].[124]
Sólo en economía, con Adam Smith, el principio del mecanismo que se autorregula no se limitó a ser una simple metáfora, sino que se convirtió en fundamento de una auténtica teoría del funcionamiento del mercado.[125]
A partir de entonces, la idea del mercado regulado por la mano invisible se convirtió, a su vez, en el esquema de referencia para interpretar (también por vía analógica) los órdenes constitucionales, o las relaciones entre los estados [ibidem, 285 ss.].[126]
Si rechazamos el mecanicismo implícito en tantas interpretaciones de la doctrina del equilibrio, debemos convenir que la dispersión del poder entre una pluralidad de centros institucionales y de organizaciones políticas (federalismo, pluralismo de grupos, distribución «equilibrada» de recursos entre gobierno y parlamento, sistema judicial descentralizado, etc.), un elevado nivel de institucionalización de los distintos poderes, y la presencia de un
balancer, son condiciones necesarias, pero
no suficientes, para que el poder frene de manera estable al poder, garantizando así un régimen de libertad.
Un equilibrio de
checks and balances, o de
balance of power, se mantiene si, y sólo si, en términos weberianos, la acción de los distintos actores institucionales, o al menos de la mayoría de ellos, está subjetivamente orientada al compromiso en nombre del bien superior de la salvaguardia del sistema institucional. Es lo que no comprenden las interpretaciones demasiado mecanicistas (por ejemplo, de Gordon 1999). Más banalmente, exige que por lo menos un valor —consistente en el reconocimiento de la necesidad de salvaguardar el sistema— sea compartido por los actores institucionales, incluso por los que temporalmente resulten perdedores en los conflictos con otros actores, y por el público que los observa y los juzga. En los términos de Beetham [1991], es preciso que un «valor» fundan-te de la «legitimidad» de las instituciones implicadas esté ligado a su capacidad de auto-disciplina y de auto-limitación en los conflictos cotidianos de los que son protagonistas. En el peor de los casos, esta convicción debe al menos animar al
balancer, al actor individualo colectivo que tiene la función de trabajar por el mantenimiento del equilibrio.
La aceptación de los vínculos propios de un sistema de
checks and balances
por parte de actores racionales que valoren como perjudicial para sus intereses tratar de desembarazarse de esos vínculos, debería permitir al «juego» alcanzar un equilibrio estable.
Pero incluso así, la «construcción» sigue siendo inevitablemente frágil. Los desafíos ambientales pueden surgir cuando menos se piense y dar al traste con el equilibrio. En el caso de los sistemas constitucionales nacionales han sido a menudo las amenazas «externas», procedentes del ambiente internacional, las que, originando schmittianos «estados de excepción», disolvieron los vínculos, rompieron el equilibrio, favorecieron la colusión entre los poderes o, más a menudo, hicieron surgir un poder dominante.[127]



Tercera parte
El estado de guerra



Capítulo sexto
Guerra, comercio y libertad
La guerra no siempre lleva a los pueblos democráticos el gobierno militar; pero no puede menos de incrementar inmensamente en estos pueblos las atribuciones del gobierno civil (...). Todos aquellos que tratan de destruir la libertad en el seno de una sociedad democrática deben saber que la guerra es el medio más seguro y más breve para conseguirlo.

Alexis de Tocqueville, La democracia en América

¿La libertad individual es más importante que la seguridad nacional, sin la cual no habrá en absoluto libertad?

Hans Morgenthau, El objetivo de la política americana

1. INTRODUCCIÓN
¿En qué medida influyen la competición por el poder entre los estados y las guerras en fomentar la fragilidad de la sociedad abierta, sus continuos riesgos de involución, los frecuentes fracasos de los gobiernos libres? ¿Hay que buscar, acaso, en el sistema internacional de los estados, en su carácter anárquico, la razón más importante de las «promesas no cumplidas» del liberalismo?
Guerra y comercio son las principales modalidades de interacción entre los grupos humanos. En el caso de las sociedades regidas por gobiernos libres, ¿cómo inciden sobre las instituciones encargadas de la tutela de la libertad?
La tradición liberal ve generalmente en lo que Hobbes y Rousseau llaman «estado de guerra» una amenaza mortal para la libertad. Según muchos liberales, el estado de guerra, la circunstancia de que las relaciones entre los estados, a causa de la anarquía (o sea, de la ausencia de una autoridad central de gobierno del sistema internacional), estén condicionadas por la posibilidad de que sus contenciosos degeneren en conflictos armados, refuerza el papel y el peso de los gobiernos en las respectivas sociedades, aumenta su control sobre los ciudadanos, a costa de la libertad. En los casos extremos, la competición por el poder y la guerra conducen al despotismo. El estado de guerra, en todo caso, es siempre un obstáculo para la completa realización de la sociedad abierta.
Por otra parte, ni siquiera en el plano de la pura especulación parece que la solución pueda consistir en una superación de la anarquía internacional, y por tanto del estado de guerra, y en su sustitución por un gobierno mundial, puesto que semejante gobierno, como argumentaba Kant, acabaría, probablemente, en el más asfixiante de los despotismos. Si es cierto que la competición armada entre los estados puede poner en riesgo la libertad, también lo es que los «gobiernos libres» (como sostuvieron tanto Hume como Montesquieu) se han desarrollado históricamente sólo en condiciones de pluralismo, allí donde existía una pluralidad de estados independientes (entre sí en competencia, inevitablemente, mientras que la libertad no ha nacido o ha sido sofocada donde se constituyeron grandes imperios).
Pero hay más. No es sólo la anarquía internacional, según parece, la que amenaza la libertad. Si fuera cierta la tesis, hoy de moda, según la cual la globalización favorecería el declive de los estados, también de los liberal-democráticos, resulta que, por otras vías, surgirían nuevas amenazas. Puesto que el declive de los estados llevaría presumiblemente consigo también la desarticulación de las instituciones que, aunque de manera imperfecta, en los estados liberal-democráticos, tutelan la libertad. En una palabra, parece que la libertad se encuentra entre la espada y la pared. Amenazada por la anarquía propia del sistema de los estados, podría serlo también por su eventual superación.
2. LIBERTAD Y ANARQUÍA INTERNACIONAL
En la obra más importante sobre la libertad que se haya escrito en el siglo
XX,
The Constitution of Liberty, Friedrich Hayek dedica sólo unas pocas líneas al tema de la guerra. Después de especificar que su libro no se ocupa de los problemas que «plantean las relaciones internacionales», Hayek se limita a manifestar su escepticismo sobre los planes destinados a transferir a organismos internacionales los poderes que actualmente tienen los gobiernos, y toma posición —aunque de pasada, sin ahondar en el tema— contra la hipótesis de un «estado mundial», sosteniendo que «en tanto la protección de la libertad individual no se halle mucho más firmemente asegurada de lo que lo está hoy, la creación de un Estado mundial sería, sin duda, más peligrosa para el futuro de la civilización que la misma guerra» [Hayek 1960, trad. it. 1998, 337; trad. esp., 8.a
ed., 2008, 353].
En su recensión de
The Constitution of Liberty, Raymond Aron observa que Hayek, «como la mayoría de los liberales», no se ocupa de la política exterior. Pero esto, en opinión de Aron, es en menoscabo de la propia teoría de Hayek. Es precisamente el ámbito de la política exterior el que muestra lo difícil que es perseguir hasta el fondo el ideal hayekiano de una libertad garantizada por las leyes. Por su naturaleza, la política exterior está reservada al dominio de los hombres, no de las leyes. En los términos de Locke, es el ámbito en el que opera el «poder federativo», un poder que no es subordinable a la ley. La existencia del poder federativo, del poder de decidir de la paz y de la guerra, es una consecuencia de la anarquía internacional. Es esta una circunstancia que debilita bastante, según Aron, la posibilidad de sustituir el gobierno de los hombres por el gobierno de la ley y, por tanto, de realizar el proyecto hayekiano de una minimización del peso de la coerción en la vida de los individuos. [Aron 1972, 206 ss.].
Además, sostiene Aron, el caso de la política exterior, del poder federativo, muestra que la libertad «política» (aquella libertad
positiva
que, en los regímenes representativos, permite a los gobernados elegir a los gobernantes) es más importante de lo que Hayek está dispuesto a admitir. Precisamente porque la política exterior es el ámbito por excelencia del gobierno de los hombres (arbitrario por definición, y siempre potencialmente peligroso para la libertad negativa) la libertad política y, por ella, el concurso de los gobernados a las elecciones de los gobernantes crea un vínculo entre jefes de gobierno y ciudadanos, y una posibilidad de identificación de los segundos en las elecciones de los primeros que alivia, aunque no elimina, los inconvenientes del gobierno de los hombres [ibidem, 209].
Si es ciertamente propio de la tradición liberal en su conjunto temer los efectos sobre la libertad de la anarquía internacional y de la guerra,[1]
también es cierto que nunca ha habido, entre los pensadores liberales, una valoración concorde y convergente sobre la posibilidad de superar la anarquía y el estado de guerra. Parece correcto distinguir entre una tendencia más realista (en el sentido del realismo político) y otra más idealista. El hecho de que las tesis de la segunda tendencia sean, en general, más conocidas y más citadas no debería hacernos olvidar la existencia de la primera.
La discriminante se refiere al distinto grado de confianza en la
domestic analogy
[Suganami 1989]: el liberalismo realista es más escéptico que el idealista respecto a la posibilidad de transformar el sistema de los estados trasfiriendo a la contienda internacional las instituciones que, dentro de los estados liberales, garantizan paz y libertad.[2]
Locke sigue a Hobbes en la descripción de las relaciones entre los estados como semejantes a las que se darían entre los hombres en un estado de naturaleza, si bien su concepción del estado de naturaleza es distinta de la de Hobbes.[3]
De donde la idea del poder federativo, desvinculado de las leyes y sujeto sólo a las reglas de la prudenciapolítica, que decide sobre las alianzas, sobre la paz y sobre la guerra (y que por tanto es materia de «prerrogativa»).[4]
Las ideas de David Hume sobre las relaciones entre los estados muestran la influencia de la visión de Maquiavelo. Hume piensa que los gobiernos surgen por efecto de las guerras entre las sociedades (véase el Cap. III). Opina que la
balance of power
es una necesidad (ya conocida por los griegos) allí donde existe una pluralidad de unidades políticas independientes e interagentes [1742-52, trad. it. 1974, 525 ss.]. Su preferencia por los gobiernos libres, además, no le impide ver que tales gobiernos son a menudo «los más ruinosos y opresivos para las provincias» [1742-52, trad. it. 1974, 193]. En efecto, mientras que los soberanos absolutos no hacen distinciones entre los súbditos y tienden a tratarlos a todos por igual, los gobiernos libres distinguen entre sus propios ciudadanos originarios y los adquiridos mediante conquista, discriminando, con frecuencia ferozmente, a estos últimos [ibidem, 194].
Hume se aparta en un punto decisivo, como veremos enseguida, de lo que será el
mainstream
de la tradición liberal. Piensa que los gobiernos libres
sólo
pueden surgir en condiciones de anarquía internacional, o sea sólo si existe una pluralidad de estados. Ya se trate de la Grecia clásica, de la Italia del Renacimiento o de la Europa del siglo
XVIII, los gobiernos libres sólo se han asentado donde existía una pluralidad de estados «independientes y cercanos, ligados por el comercio y por la política» [ibidem, 305]. La existencia de gobiernos libres, a su vez, ha favorecido el desarrollo, no sólo delcomercio y de la riqueza, sino también de la cultura y de la ciencia. En efecto, los gobiernos libres, gracias a las leyes, aseguran protección y seguridad a los ciudadanos. De suerte que, «de la ley deriva la seguridad, de la seguridad la curiosidad, y de la curiosidad el conocimiento» [ibidem, 304]. Todo lo contrario sucede cuando, en lugar de un sistema de estados, existe un imperio. No puede arraigar el gobierno libre y, por tanto, también la economía, la cultura y la ciencia se estancan (como, según Hume, sucedió en China) [ibidem, 306 ss.].
La tesis de Hume —la existencia de una pluralidad de estados favorece los gobiernos libres— es importante sobre todo porque va contra corriente, porque se diferencia de la más ortodoxa tesis liberal (que examinaremos en breve) según la cual el sistema de estados, con su anarquía, sería una amenaza permanente para los gobiernos libres y la causa principal de las promesas no cumplidas del liberalismo.
Para Hume, finalmente, el comercio entre las naciones puede mejorar las relaciones entre los estados [1953, trad. it. 1974, 521 ss.], pero no hasta el punto de eliminar la anarquía internacional y el estado de guerra.[5]
Del Montesquieu «internacionalista» es conocida sobre todo la teoría del
doux commerce, la tesis según la cual el comercio suaviza las costumbres y pacifica las relaciones entre los estados. Llevada a sus últimas consecuencias por los liberales del siglo
XIX, la teoría del
doux commerce
encontrará, como veremos, momentos de gran popularidad [Hirschman 1977].
Pero la teoría del
doux commerce
no debe ocultar el hecho de que Montesquieu es un realista muy poco inclinado a los sueños y a las ilusiones. Quien, como él, piensa que «sociedad» y «estado de guerra» sustancialmente coinciden (como dice en el libro primero del
Esprit des lois) no puede ciertamente abandonarse a imágenes irénicas delpresente y del futuro de las relaciones entre los estados. Montesquieu, más bien, sostiene que las guerras y las constantes amenazas de guerra pueden desempeñar también funciones positivas. Por ejemplo, sirven para salvar las repúblicas de la corrupción interna: «El temor a los persas sirvió para mantener firmes las leyes entre los griegos» (libro I, p. 214).
También para Montesquieu, como para Hume, donde no hay grandes imperios (como en Asia) sino estados de medianas dimensiones (como en Europa) el espíritu de libertad puede más fácilmente triunfar sobre el despotismo.[6]
Por lo demás, Montesquieu ve con lucidez también el vínculo existente entre las políticas imperialistas practicadas por ciertos gobiernos libres y la libertad de que gozan sus pueblos: «Un pueblo dominador, como era el ateniense o el romano, puede liberarse de todo impuesto, porque domina a naciones sometidas. En este caso no paga en proporción a su propia libertad, porque bajo este aspecto no es un pueblo, sino un monarca» (libro XIII, p. 369).
Montesquieu es también el primer autor moderno que ve en la
república federativa
un remedio, a un tiempo, contra las amenazas externas y contra la corrupción interna. A ambos riesgos puede poner remedio la república federativa. Esta tiene origen en una convención, en un pacto que hace que numerosos cuerpos políticos se unan. Es, dice Montesquieu, una «sociedad de sociedades».
«Este tipo de república, capaz de resistir a las potencias extranjeras, puede mantenerse en su grandeza sin corromperse en el interior. La forma de esta sociedad previene todos los inconvenientes (...) Compuesta de pequeñas repúblicas, goza de la bondad de cada una respecto al exterior; además, posee, gracias a la fuerza de la asociación, todas las ventajas de las grandes monarquías» (libro IX, pp. 238-239).
Las tesis de Montesquieu sobre la república federativa inspiraron a los autores del
Federalist. También éstos, como Montesquieu, tienen una visión desencantada y realista de la naturaleza humana (véase el Cap. V). Su concepción de la política internacional está coherentemente influida por ella. Defendiendo la tesis de un fuerte gobierno central en orden a contrarrestar los peligros externos, Hamilton se expresa sobre este punto incluso con brutalidad: «Si hemos de juzgar por la que es la historia de la humanidad, debemos concluir que la pasión fiera y destructora de la guerra reina en el ánimo de los hombres de un modo mucho más poderoso de lo que sucede con los suaves y benéficos sentimientos de paz; y que, por tanto, basar nuestra estructura política en la esperanza de una paz duradera, significaría contar con los resortes más débiles del carácter humano» [Hamilton, n. 34, 337].
Por otra parte, la razón principal por la que los autores del
Federalist
piden a los americanos que se pronuncien a favor de la Unión tiene que ver precisamente con la necesidad de hacer frente a la anarquía internacional. Porque sólo una Unión fuerte y unida puede hacer frente a los peligros externos (Jay, n. 3, 150 ss.). Porque, sin la Unión, se formarían en Norteamérica tres o cuatro repúblicas autónomas que serían fácilmente presa de la influencia de las potencias europeas, y serían involucradas en sus rivalidades (Jay, n. 4, 159). Porque, en tal caso, se reconstituiría en suelo americano una condición de anarquía internacional que llevaría, antes o después, a la guerra entre las repúblicas. En la mejor de las hipótesis, se formarían ejércitos permanentes potencialmente contrapuestos y el elemento militar acabaría prevaleciendo sobre el civil con el consiguiente riesgo para la libertad (Hamilton, n. 8, 178).
Dos tesis de particular relieve se sostienen en el
Federalist. La primera se debe a Hamilton y representa un vuelco de la teoría del
doux commerce. En polémica implícita con Montesquieu, y a diferencia de lo que sostendrán los liberales europeos del siglo
XIX, Hamilton niega que el comercio sea portador de paz, sino que más bien es una importantísima causa de guerra: «El afán de riqueza ¿no representa, acaso, una posición igualmente tiránica y prepotente que el deseo de poder y de gloria? ¿No es, acaso, cierto, desde que el comercio se convirtió en el quicio de las naciones, que las razones comerciales han dado pie a un número de conflictos armados igual al que ha dado lugar la codicia de tierra y de dominio?» (Hamilton, n. 6, 167).
La segunda tesis se refiere a la influencia de la geo-política sobre los asuntos nacionales. Un país protegido en sus fronteras por la insularidad, dicen repetidamente los autores del
Federalist
(por ejemplo, Hamilton, n. 8, 181), puede permitirse el lujo de no mantener un ejército permanente, lo cual es favorable a la libertad. Gran Bretaña, gracias a la insularidad, pudo seguir ese camino.[7]
En virtud de su privilegiada situación geográfica, esa posibilidad también está abierta a la Unión. De este modo se formula un tema que, como veremos, será muy discutido en los siglos
XIX
y
XX: el de la influencia de la situación geo-política de los estados sobre su constitución interna, de las condiciones geo-políticas que favorecen o penalizan la posibilidad de gobiernos libres.
De Tocqueville son sobre todo célebres las tesis sobre las dificultades que encuentran las democracias al afrontar la política exterior.[8]
Pero a él se deben muchas otras observaciones realistas sobre la relación entre democracia y política internacional. Por ejemplo, Tocqueville opina que la guerra refuerza siempre el peso y el papel de los gobiernos. Sobre el poder del presidente americano observa: «Si la vida de la Unión estuviera continuamente amenazada, si sus grandes intereses se encontraran a diario mezclados con los de otros pueblos poderosos, se vería cómo el poder ejecutivo crece en la opinión, por lo que se esperaría de él y por lo que él mismo exigiría» [1835-40, trad. it. 1968, 153].
Nosotros, testigos de los acontecimientos del siglo
XX, y del gran reforzamiento del poder del gobierno federal como consecuencia de la asunción del papel de superpotencia por parte de Estados Unidos, no podemos menos de reconocer la exactitud del diagnóstico de Tocqueville.
Evocando las tesis de Montesquieu y del
Federalist
sobre las «repúblicas federalistas», observa también que el sistema federal americanosurgió de la necesidad de unir las ventajas de lo pequeño (porque sólo en las repúblicas pequeñas puede prosperar la libertad) y de lo grande (porque sólo los grandes estados pueden defenderse de enemigos poderosos) [ibidem, 192]. Pero también añade que «la gran suerte de Estados Unidos no es (...) haber encontrado una constitución federal que les permita sostener grandes guerras, sino la de tener una posición geográfica tal que no debe tener grandes conflictos» [ibidem, 202].
Tocqueville insiste sobre todo en la relación entre guerra, militarismo y despotismo: «Todos los pueblos que han tenido que sostener grandes guerras han sido llevados, casi a pesar de ellos, a incrementar las fuerzas del gobierno. Los que no consiguieron hacerlo fueron conquistados. Una larga guerra pone casi siempre a las naciones en esta triste alternativa: que su derrota los entrega a la destrucción, y su victoria al despotismo» [ibidem, 201].
Además, las amenazas de guerra hacen necesario disponer de un poderoso ejército armado. Pero los ejércitos, para la democracia, representan siempre un grave peligro [1835-40, trad. it. 1968, 763]. En efecto, los oficiales más ambiciosos se oponen a las orientaciones pacíficas que normalmente prevalecen en la sociedad democrática; desean ardientemente la guerra como medio para hacer rápidamente carrera. Es la paradoja, dice Tocqueville, por la que los ejércitos democráticos quieren la guerra y los pueblos democráticos quieren la paz [ibidem, 759].
Tocqueville piensa sobre todo en las condiciones de Europa. Sostiene que la relativa debilidad de las repúblicas democráticas en tiempo de guerra «es acaso el mayor obstáculo que se opone a la constitución de una república semejante en Europa. Para que la república pueda subsistir sin dificultad en un pueblo europeo, se precisaría que, al mismo tiempo, se estableciera en todos los demás» [183540, trad. it. 1968, 267]. Y también: «Si un país democrático permaneciera sometido durante un siglo a un gobierno republicano, se puede pensar que al concluir el siglo sería más rico, más poblado y más próspero que los Estados despóticos colindantes; pero, durante este siglo, habría corrido varias veces el riesgo de ser conquistado por ellos» [ibidem].
El prudente realismo político de Locke, de Hume, de Montesquieu, del
Federalist
o de Tocqueville no tendrá gran seguimiento. El liberalismo del siglo
XIX
preferirá, en general, orientaciones más militantes, y teorías prescriptivas orientadas a demostrar que no sólo son deseables sino también posibles la superación de la anarquía internacional y el fin del estado de guerra.
Estos liberales, a diferencia de Hume, se niegan a aceptar el equilibrio de poder como una fatal necesidad en orden a limitar o contener los peligros de guerra. Es más, condenan la
balance of power
considerándola una práctica corrompida propia de las relaciones entre los estados de la era del absolutismo y del mercantilismo [MacMillan, 1998]. Piensan, más en general, que el estado de guerra favorece siempre el militarismo y el despotismo.
Convencidos de que la anarquía internacional pone en peligro la libertad, se afanan en buscar los caminos para superar la condición de anarquía y realizar una paz duradera entre los estados. Las estrategias que se consideran más fiables son las de la «paz a través del comercio», de la «paz a través de la democracia» y de la «paz a través del derecho» [Panebianco 1997]. Sólo en el siglo
XX, cuando se perderán tantas ilusiones, muchos liberales volverán a apreciar las virtudes del realismo.
Común a las tres estrategias arriba señaladas es la
domestic analogy: los tres caminos del comercio, de la democracia y del derecho prometen una pacificación de las relaciones internacionales obtenida mediante la transposición a la arena internacional de las instituciones y/o de prácticas que han demostrado ser capaces de pacificar las relaciones entre individuos y grupos en el interior de los estados nacionales. Comercio, derecho y democracia favorecerían, también en las relaciones entre los estados, aquella resolución pacífica de los conflictos que los estados liberales cultivan con discreto éxito en su interior.
La paz a través del comercio es llevar al extremo las ideas de Montesquieu sobre el
doux commerce. Pero se inspira también, en muchos casos, en la tesis de la naciente ciencia económica sobre el comercio internacional como juego de suma positiva (la ley ricardiana de las ventajas comparativas), donde todos los países implicados, en virtud de la división del trabajo y de la especialización internacional, tienen con qué ganar. El comercio crearía una interdependencia entre las distintas economías nacionales tal que haría demasiado costosa, económica y socialmente, su interrupción por guerras entre los estados.
Benjamin Constant interpreta el espíritu de los tiempos cuando observa: «Hemos llegado ya a la era del comercio, era que necesariamente se sobrepondrá a la de la guerra, como necesariamente ha tenido que precederla. En efecto, comercio y guerra no son sino dos medios diferentes para conseguir un mismo objetivo, que es poseer lo que se desea. El comercio no es otra cosa que un homenaje rendido a la fuerza de quien posee por quien aspira a la posesión. Es un intento de obtener por mutuo acuerdo lo que no se espera ya conquistar con la violencia (...) La guerra es, pues, anterior al comercio, impulso salvaje aquélla, cálculo civil éste. Es claro que cuanto más prevalece la tendencia al comercio, tanto más necesariamente declina la tendencia a la guerra» [1813, trad. it. 1983, 16].
Esta tesis se convertirá en sentido común a lo largo del siglo
XIX
entre los pensadores liberales, favorecida también por el clima de optimismo que prevalece en la época de la larga paz que sigue en Europa a las guerras napoleónicas, del desarrollo industrial y de la naciente civilización de las máquinas, de la difusa fe de un progreso ilimitado. La sostendrán casi todos los principales representantes del liberalismo del siglo
XIX, desde John Stuart Mill a Jean Baptiste Say, desde Frédéric Bastiat a Richard Cobden,[9]a Herbert Spencer [véase Howard 1978; Gherardi 2002]. Que el libre cambio, creando interdependencia comercial, favorece la paz, mientras que el intervencionismo fomenta la guerra, es una de las creencias más características de la época [Siberner 1957].
Pero el comercio no es la única estrategia a la que apelan los liberales del siglo
XIX. Creen también en la fuerza pacificadora de la opinión pública cuando esta puede expresarse a través del régimenrepresentativo. Es la idea de la paz a través de la democracia. La tesis es que, a diferencia de los reyes, los ciudadanos tienen un permanente interés contrario a la guerra (puesto que son precisamente ellos los que tienen que pagar los costes de las guerras y padecer sus sufrimientos). Cuanto más puede la opinión pública dejarse oír y pesar sobre las decisiones políticas, tanto más se reducen los riesgos de guerra. Las relaciones entre los estados estarán condicionadas por ella y en el lugar de las tradicionales relaciones diplomáticas se afirmarán con el tiempo procedimientos de solución pacífica de los conflictos.
También esta tesis, ya sostenida por Tom Paine [1791] y por Jeremy Bentham [1789], se convertirá en el sentido común entre los liberales del siglo
XIX. La lucha por la afirmación de sistemas de gobierno constitucionales-representativas se convertirá así en un medio para obtener, al mismo tiempo, la libertad de los ciudadanos y la pacificación de las relaciones entre los estados. Así como a los liberales del siglo
XIX
apenas les asaltó nunca la sospecha de que las relaciones entre comercio y guerra pueden ser más complejas de como ellos las pintan, del mismo modo no imaginan aún que las orientaciones de la opinión pública pueden ser bastante volubles, pueden oscilar, según las circunstancias, entre pacifismo a ultranza y encendida belicosidad.
La tercera estrategia es la de la paz a través del derecho. Mientras que en el interior de los estados europeos del siglo
XIX
se afirman constitucionalismo y estado de derecho, la
domestic analogy
impele a muchos liberales a imaginar como posible una radical reforma del derecho internacional tradicional, de tal modo que se transfieran a organismos internacionales las prerrogativas de los estados soberanos y la autoridad formal de solución de las controversias entre los estados, con modalidades semejantes a las que prevalecen, en la solución de las disputas entre los ciudadanos, dentro de los estados.
Jeremy Bentham [1789], anticipando tendencias que se afirmarán en la segunda mitad del siglo
XX, imagina también la posibilidad de constituir un Tribunal internacional que facilite la solución de los conflictos interestatales, y se proponen repetidamente uniones libres entre los estados europeos, capaces de tutelar la que en el siglo siguiente se denominará «seguridad colectiva» [véase Mikkeli 1998]. Se prefigura así la constitución de organizaciones internacionales que, sin embargo, sólo nacerán en el siglo
XX
como reacción a las dos guerras mundiales: la Sociedad de Naciones, la Organización de las Naciones Unidas, la Comunidad Europea.
A pesar de que a menudo se considere a Immanuel Kant como el filósofo que, con su proyecto de paz perpetua, más influyó en los intentos del siglo
XX
de superar, a través del derecho, la condición de anarquía internacional y el estado de guerra, en realidad su posición es más compleja de lo que los numerosos neokantianos actuales sostienen [véase Negretto 1993]. En efecto, Kant no es sólo el mayor defensor del derecho cosmopolita y del proyecto de paz perpetua. Es también un pensador que no niega en absoluto la validez de la interpretación realista de la política internacional. Propia de su visión internacional es la tensión entre estatalismo y cosmopolitismo, entre el reconocimiento de la inevitabilidad de la competición de potencia entre los estados y la prefiguración de su posible superación [Hurrell 1990]. En una palabra, el pensamiento de Kant escapa a las lecturas demasiado unilaterales.
En el plano del análisis histórico Kant reconoce el carácter ineliminable de aquella «sociable insociabilidad» entre los hombres que es la causa profunda, antropológica, de los conflictos, y también de las guerras. Piensa también que la guerra ha sido, en la historia de los hombres, fuente de progreso y de avance de la civilización [Kant 1784].[10]
Reconoce la inevitabilidad del equilibrio de poder entre los estados europeos y admite también la utilidad del tradicional
jus gentium, con sus reglas codificadas del
jus ad bellum
y del
jus in bello
[Kant 1797].
Kant piensa que es un imperativo moral para los hombres tender a la superación del estado de guerra. Pero la «paz perpetua» es un ideal regulador, una meta a la que tender, que se conseguirá, si acaso, sólo en un futuro indefinido y lejano.
Las tres condiciones de la paz perpetua [Kant 1795], el carácter «republicano» de los estados, su Unión pacífica, y la afirmación del derecho cosmopolita bajo forma de deber de hospitalidad (que facilita la difusión del espíritu de comercio y los contactos entre los ciudadanos de los distintos estados republicanos), son fruto de una filosofía jurídica que, sin perder de vista la realidad de las relaciones de fuerza y de poder, imagina una situación ideal en la que el derecho, en las relaciones entre los hombres y entre los estados, sustituya al poder y la fuerza como regulador de las relaciones sociales.
El claro rechazo que Kant hace de toda hipótesis de superación del estado nacional, confirmado en todos sus escritos,[11]
hace poco plausibles las interpretaciones que le presentan como un pensador revolucionario, defensor de la sustitución del derecho constitucional[12]
(que regula las relaciones internas de las repúblicas) por el derecho cosmopolita. Al mismo tiempo, su caracterización de la Unión pacífica como un pacto entre repúblicas que se limita a excluir la guerra entre los contrayentes del pacto basando esa exclusión en la confianza recíproca que se instaura entre regímenes republicanos (todos ellos basados en el régimen representativo, la división de poderes y el estado de derecho), y prohíbe igualmente toda forma de intervención en la vida interna de los estados, no abona del todo la tesis, muy extendida, de quien le convierte en directo precursor de las organizaciones de la seguridad colectiva del siglo
XX. Se puededecir más bien que es precisamente la tensión interna al pensamiento de Kant, su intento de hacer coincidir estatalismo y cosmopolitismo, lo que explica su permanente influencia.[13]
3. GOBIERNOS LIBRES Y POLÍTICA DE PODER
Hasta aquí hemos hablado, genéricamente, de estado de guerra y de anarquía internacional. Pero estado de guerra y anarquía internacional asumen significados diferentes según la concepción de referencia. De ello se derivan, como veremos, implicaciones distintas para la cuestión de la libertad. Me refiero a la división entre la escuela «hobbesiana» y la escuela «grociana» de las relaciones internacionales.[14]
Aun siendo variantes de una misma tradición —el realismo político—[15]
se diferencian en puntos esenciales. Sobre todo, dan origen a una caracterización distinta de la anarquía internacional.
Para la tradición que se inspira en Hobbes, la anarquía internacional comporta el hecho de que los estados, en sus recíprocas relaciones, están «en la situación y en la postura propia de los gladiadores, con las armas apuntadas, y los ojos fijos los unos en los otros» [Hobbes 1651, trad. it. 1983, 103].
En esta condición el poder es al mismo tiempo instrumento y apuesta de la competición internacional. En la época de los estados-nación, el poder se define en términos de «interés nacional» [Morgenthau 1985] y el sistema de los estados es la arena donde se desarrollala competición por el poder. En esta arena, la paz (frágil y precario intervalo entre una guerra y otra) sólo puede ser el efecto no intencionado de un estancamiento, en forma de equilibrio de poder. Los estados están permanentemente oprimidos por la tiranía del «dilema de la seguridad» [Herz 1962]: la anarquía los obliga a buscar la seguridad mediante comportamientos (carrera de armamentos, búsqueda de alianzas) que, por un juego de acciones y reacciones, se resuelven fácilmente en un incremento de la inseguridad colectiva. El sistema anárquico es un sistema basado en la auto-defensa [Waltz 1979]. La búsqueda de la seguridad, o sea de la auto-conservación, por parte de los estados, los lleva a competir por «ventajas relativas», para obtener más de lo que obtienen los potenciales rivales [Grieco 1988], y esto basta para explicar la precariedad de la cooperación internacional y el continuo hacerse y deshacerse de condiciones de equilibrio de poder que, al igual que el precio de equilibrio de un mercado, son producto de esfuerzos independientes por parte de los actores (estados) implicados.
El sistema internacional es por tanto un estado de guerra potencial frenado sólo por el equilibrio de poder. En la tradición hobbesiana, además, sólo las relaciones entre los estados cuentan, mientras que las demás instituciones (por ejemplo, las organizaciones internacionales) que pueblan el panorama internacional son, en última instancia, en orden al mantenimiento de la paz, irrelevanteso poco relevantes.
Si la caracterización hobbesiana del sistema internacional es correcta, entonces es difícil quitar la razón a aquellos liberales que ven en el funcionamiento del sistema de los estados la más tremenda amenaza para la libertad. Porque en una condición permanente de estado de guerra la causa de la libertad está inevitablemente destinada a la derrota, a ceder ante las muy superiores fuerzas de la razón de estado, del militarismo y del despotismo. En esta perspectiva, las prolongadas tensiones internacionales pueden a la larga transformar (como ya Hamilton y Tocqueville habían intuido) incluso las más sólidas y antiguas democracias liberales en
garrison states, en estados-guarnición, dominados por los especialistas de la violencia, por tecno-burocracias militares [Lasswell 1941].
Sin embargo, la imagen hobbesiana de la anarquía internacional no es la única posible. Para la tradición que se inspira en Grocio [Wight 1977; Bull 1977], la anarquía está parcialmente embridada por instituciones que moderan, al menos dentro de ciertos límites, sus efectos. En esta tradición los estados forman ciertamente un sistema anárquico, pero forman
también
una «sociedad» internacional. La política internacional tiene por tanto dos dimensiones interagentes: el «sistema» de los estados y la «sociedad» de los estados. La dimensión «societaria» está vinculada al hecho de que los estados, aun compitiendo entre ellos en condición de anarquía, tienen algunos intereses en común: tienen por lo menos interés en la perpetuación del sistema en cuanto tal. La existencia de intereses comunes es lo que convierte a esa sociedad internacional en una sociedad, aunque sea
sui generis, mucho menos ingrata que las sociedades nacionales. Más bien, es semejante, en su funcionamiento, al menos en algunos aspectos, a ciertas sociedades primitivas carentes de un gobierno central [Masters 1964; Bull 1977].
La existencia de un común interés en la supervivencia del sistema internacional da lugar a instituciones que condicionan la vida internacional y que no están —como en cambio las conciben los realistas hobbesianos— carentes de fuerza autónoma. Para Bull [1977], por ejemplo, el derecho internacional, la diplomacia, el equilibrio de poder, las grandes potencias (con su papel «ordenador» y disciplinante) y la propia guerra (en la medida en que está limitada y disciplinada por el derecho, por las convenciones, y por las conveniencias de las grandes potencias) son instituciones fundamentales de la «sociedad internacional». Su función es atenuar los aspectos más destructivos de la anarquía internacional haciendo posible que la sociedad de los estados se perpetúe.
Pero no siempre, admiten los grocianos, la dimensión societaria está presente. Pueden darse, y se han dado con frecuencia en la historia, situaciones en las que ciertos estados forman un «sistema» (interactúan y compiten entre sí) sin que surjan intereses comunes. Esto se produce sobre todo cuando las potencias que se enfrentan son expresiones de sociedades culturalmente tan ajenas entre sí que no permiten formas de reconocimiento recíproco (griegos y persas, europeos y otomanos en los siglos
XVI
y
XVII, etc.). Sólo en estos casos, según los grocianos, la política internacional se acerca al estado de guerra hobbesiano. De otro modo, los efectos potencialmente más destructivos de la anarquía internacional serán al menos frenados por las instituciones en que se fundamenta y se expresa la «sociedad» de los estados.
Afín a la doctrina de los grocianos es la teoría de Raymond Aron [1962],[16]
para la cual la competición entre los estados tiene lugar ciertamente en una arena anárquica, si bien sigue reglas distintas según que haya homogeneidad o heterogeneidad ideológica entre las grandes potencias. Si prevalece la homogeneidad, o sea si las principales potencias del sistema se inspiran, en su organización interna, en principios semejantes (la legitimidad dinástica, la soberanía popular, etc.), esto ejercerá un poderoso efecto moderador sobre la competición internacional. Si en cambio prevalece la heterogeneidad (por ejemplo, en el sistema internacional se enfrentan estados democráticos, estados comunistas y estados fascistas), entonces la moderación estará ausente y prevalecerán condiciones de tipo hobbesiano.[17]
Si se dan la «sociedad» de los grocianos o la homogeneidad ideológica aroniana, las posibilidades de supervivencia de los gobiernos libres, las perspectivas de la libertad, serán menos desesperadas que en un puro sistema hobbesiano. Ya sea porque las instituciones de la sociedad internacional desempeñarán un papel moderador sobre la política de los estados, o porque, si la homogeneidad ideológica se asocia a la presencia de gobiernos libres, existirán presumiblemente condiciones que faciliten el establecimiento de Unionespacíficas en sentido kantiano, agregaciones de gobiernos libres entre los cuales el estado de guerra está en suspenso (véase el párr. 4).[18]
Notemos por lo demás que la imagen grociana del sistema internacional parece más compatible que la hobbesiana con la tesis de Hume y de Montesquieu según la cual los gobiernos libres sólo florecen allí donde existe una pluralidad de estados. En efecto, esa tesis es plausible si la «pluralidad» de que se habla no es
sólo
un sistema de estados en sentido hobbesiano, sino
también
una «sociedad» (como en efecto era el sistema europeo en el siglo
XVIII), aunque sólo sea en el limitado sentido que esta expresión mantiene en la tradición grociana.
Ya se interprete la anarquía internacional en clave hobbesiana o bien en clave grociana, el hecho es que el sistema internacional es en todo caso fuente de continuas expectativas de violencia (mayores en el curso de agudas crisis internacionales, más atenuadas en el trasfondo, pero siempre presentes, cuando prevalece una relativa distensión entre los estados). Las expectativas de violencia conexas al funcionamiento del sistema internacional, a la alternancia de guerra y paz, a la posibilidad siempre presente de que el estancamiento provisionalmente asegurado por la
balance of power
desaparezca y que la guerra estalle, alimentan una inseguridad difusa que, por un lado, se manifiesta con peticiones de seguridad a los gobiernos y, por otro, activa formas de auto-garantía individual a través de la identificación en sistemas de símbolos —como los forjados, en la Europa de los siglos
XIX
y
XX, por las ideologías nacionalistas— que, con harta frecuencia, convierten la inseguridad y la frustración en agresividad [Lasswell 1935; Bloom 1990].[19]
La anarquía internacional es, pues, una causa fundamental del conflicto entre libertad y autoridad (véase el Cap. I). La inseguridad alimentada por la anarquía internacional y por el estado deguerra es una de las principales razones que explican los frecuentes esfuerzos de los gobiernos por reforzarse (prometiendo seguridad y capacidad de imponerse, si fuere el caso, a los enemigos) a costa de la libertad.
Pero la anarquía internacional, a diferencia de lo que parecen implicar las teorías del sistema internacional de inspiración tanto hobbesiana como grociana (que distinguen sólo entre grandes, medianas y pequeñas potencias), no actúa de manera uniforme sobre los estados. La posición geo-política puede desempeñar un papel esencial a la hora de diferenciar los efectos. Hemos visto (párr. 2) que Hamilton y Tocqueville indican en el carácter insular de los Estados Unidos una condición de protección de las fronteras que los convierte, al igual de lo que sucedió en Inglaterra, en una tierra potencialmente fértil para la libertad. Precisamente los casos británico y estadounidense alimentan la contraposición teórica entre estados insulares entregados al comercio, basados en el poder naval, y dotados de un precoz desarrollo constitucional liberal, y estados continentales, cuya potencia depende de ejércitos de tierra, caracterizados por concentración burocrática, militarismo y despotismo. Otto Hintze [1962], inspirándose también en Hamilton y en Tocqueville, y observando los casos británico y estadounidense, propondrá la «ley» formulada por el historiador inglés John Seeley [1895] según la cual el desarrollo de la libertad en el interior de los estados es inversamente proporcional a la presión militar que se ejerce sobre sus fronteras. Esta ley explica, según Hintze, tanto la «libertad» anglosajona como el desarrollo estatal burocrático y la larga resistencia contra las demandas de liberalización que han caracterizado a los estados europeos continentales, siempre amenazados en sus fronteras y continuamente envueltos en guerras de defensa y de expansión. Análogamente, Ludwig Dehio [1948] basará gran parte de su fresco sobre la historia del moderno sistema de los estados en la contraposición entre insularidad y continentalidad, entre talassocracias, potencias marítimas, que crean en su interior un
hábitat
favorable a la libertad individual, el comercio y el desarrollo económico, y potencias continentales, militaristas, económicamente estancadas y políticamente despóticas.
La contraposición entre estados insulares y estados continentales parece tener una pluralidad de implicaciones. Contribuiría a explicar ciertas diferencias radicales de cultura política [Ritter 1947], así como de actitudes sobre la política exterior [Wolfers 1968]. Explicaría también la más fácil y precoz democratización de los estados insulares, marcando así la diferencia entre Gran Bretaña y Estados Unidos por un lado y la Europa continental por otro [Dahl 1971].[20]
También un crítico radical del sistema liberal como Carl Schmitt [1951; 1954], interpretando la historia como continua contraposición entre
Leviatán
y
Behemot, entre las potencias marítimas y las potencias continentales, describe esta lucha como un conflicto entre constelaciones de poder diferentes: las potencias marítimas están dotadas, según Schmitt, precisamente en virtud de la originaria oposición tierra/mar, de caracteres socio-políticos que las hacen radicalmente distintas de las potencias continentales europeas, de los «estados» en sentido propio, creadores de ese
jus publicum europeum
cuyo definitivo ocaso registra Schmitt con nostalgia. En medio de la segunda guerra mundial, auspiciando una derrota de las potencias liberales y una reorganización del mundo en espacios continentales separados, escribe: «Las ideas de un mercado, de un comercio mundial, de mares libres y, al mismo tiempo, el gran mito de la libertad parecen adquirir un contenido concreto por el hecho de que los anglo-americanos poseían el más maravilloso de los monopolios, es decir el de ser los protectores de la libertad en toda la tierra. Pero todo esto se ha acabado. El motivo fundamental de la actual guerra mundial es precisamente una rebelión contra este poder mundial y contra la pretensión de controlar el orden del mundo. Contra el universalismo de la hegemonía mundial anglo-americana se ha afirmado la idea de una tierra repartida en grandes espacios continentales» [Schmitt 1942, 173].
En la visión de Schmitt, pues, una distinta idea de libertad y desarrollos constitucionales diferentes de las potencias insulares respecto a las continentales se asocian también a concepciones opuestas delorden internacional, demostrando así (como diría Aron) la existencia de una radical heterogeneidad ideológica que la oposición tierra/mar hace incomprimible e ineliminable.
Depurada, como Hintze[21]
invitaba a hacer, de toda tentación de determinismo geo-político (un estado insular como Japón eligió, entre los siglos
XIX
y
XX, comportarse como potencia continental, mientras que en la Europa continental surgieron repetidamente gobiernos liberales y, después de la segunda guerra mundial —también por el patrocinio de la potencia insular estadounidense— ganaron una notable estabilidad), la vieja tesis de Hamilton y de Tocqueville que ve en las sociedades marítimas, libres de amenazas en sus fronteras, los
hábitat
más favorables para la libertad, conserva cierta fascinación. Sobre todo, sirve para recordar que el conflicto entre libertad y autoridad puede atenuarse (aunque no eliminarse) a favor de la libertad cuando determinadas condiciones, geográficas o de otro tipo, reducen las expectativas de violencia, frenan la inseguridad colectiva, hacen menos premiosas las demandas de protección, quitan a los gobiernos ocasiones para reforzarse demasiado a costa de la libertad.
4. CONDICIONES DE LA PAZ LIBERAL
Las ideas del liberalismo del siglo
XIX
sobre la paz que se obtiene mediante el comercio, la democracia y el derecho no eran, en principio, erróneas. Pero eran ingenuas, simplistas. No es erróneo pensar que el comercio, la democracia y el derecho pueden contribuir a atenuar los efectos de la anarquía internacional. Es erróneo creer que esto puede suceder prescindiendo de otras condiciones.
Tomemos el caso del comercio internacional. Mientras que la libertad de comercio, la ausencia de barreras comerciales, favorece el desarrollo económico de los países implicados ejerciendo una presión para una asignación eficiente de los factores productivos, y, por el contrario, el proteccionismo frena el desarrollo y genera estancamiento económico,[22]
la relación entre comercio y paz es más controvertida. Aunque no faltan investigaciones cuyos resultados dan la razón a las tesis del liberalismo comercial, a la idea de la «paz a través del comercio», según las cuales la incidencia de la guerra disminuiría al crecer la interdependencia comercial [véase Mansfield 1994], parece más convincente otra tesis: la que afirma que la interdependencia comercial comportaría efectos
distintos
según el grado de polarización política existente en el sistema de los estados.
Si el grado de polarización (de competición político-militar) es bajo, la interdependencia comercial puede reforzar/estabilizar la condición de paz entre los estados. Si en cambio el grado de polarización política es alto, la interdependencia comercial puede aumentar la polarización (y los riesgos de guerra) incrementando la vulnerabilidad de los estados y haciendo más exasperada la competición por las ventajas relativas [Andreatta 2001].
Si no fuera así, no se comprendería cómo es que estalló la primera guerra mundial: a pesar de que estuvieran activas desde hacía algún decenio fuerzas proteccionistas, sin embargo aquella guerra contrapuso estados entre los cuales, en 1914, el intercambio comercial era muy elevado (véase el párr. 5).
En otros términos, es cierto que la libertad de comercio favorece normalmente un
hábitat
más favorable a la paz entre los estados que el proteccionismo económico, pero no es cierto que las relaciones político-militares entre los estados estén mecánicamente «determinadas», como pretenden las versiones más ingenuas del liberalismo comercial, por las relaciones comerciales.[23]
Además, convienerecordar que la capacidad de interferencia de los estados en las relaciones comerciales es siempre muy elevada (véase el Cap. III). La política estatal interfiere continuamente en el mercado, ya sea porque normalmente pone el objetivo de la seguridad nacional por encima del interés colectivo de la libertad de comercio, ya sea porque los gobiernos deben siempre tener en cuenta las presiones y exigencias de los
lobbies
proteccionistas internos [Sally 1998; Baroncelli 2003a].
También en el caso de la democracia las cosas son (mucho) más complicadas. No es cierto, para empezar, que las opiniones públicas de las democracias sean siempre «pacíficas». El siglo
XX
ha demostrado que el público de la democracia puede oscilar entre fases en que prevalecen actitudes pacifistas y fases en las que predominan orientaciones agresivas y belicosas [Aron 1979].
En materia de guerra y paz, lo específico de las democracias parece ser más bien la falta de sentido de la medida y de la prudencia. Frente a las políticas agresivas o imperialistas practicadas por los regímenes dictatoriales, las democracias pueden condescender durante mucho tiempo al
appeasement, a la cesión por comodidad (como en Munich en 1938), más allá incluso de toda sensatez, cuando sus opiniones públicas muestra que no quieren saber nada de confrontaciones armadas. Pero también pueden pasar de repente, si realmente se ven amenazadas y entre la espada y la pared, a la más inflexible de las conductas bélicas. Entonces la guerra será alimentada por lo general por un espíritu de cruzada y por una demonización del enemigo que probablemente sean necesarios para motivar suficientemente a los ciudadanos, dispuestos a sufrir los costes humanos y materiales de la guerra. Espíritu de cruzada y demonización del enemigo, a su vez, llevarán la democracia a combatir hasta la destrucción del enemigo, a su rendición incondicional.[24]
Si la democracia no siempre es pacífica,[25]
es cierto sin embargo que sus comportamientos internacionales reciben la influencia no sólo de las constricciones impuestas por la anarquía internacional (como sostienen muchos realistas) sino
también
de su particular régimen interno. A diferencia de otros regímenes políticos, la democracia está sometida a la presión de lógicas contradictorias. Se ve forzada a convivir con dilemas insolubles [Panebianco 1997]. Está, en primer lugar, el dilema razón de estado/democracia. La razón de estado, mantenida también en las democracias, sobre todo por la anarquía internacional, exige secreto, remite a la existencia de una esfera de decisión sustraída al control público, los
arcana imperii. La democracia en cambio exige publicidad y transparencia de las decisiones. Las exigencias de secreto, y también la libertad de vínculos legales, propios de la razón de estado, chocan pues con las exigencias de transparencia y de legalidad de la democracia [ibidem, 121].
En segundo lugar, tenemos el dilema nacionalismo/internacionalismo, o sea la tensión entre las fuerzas nacionalistas y las cosmopolitas de la democracia. La democracia, encarnándose en estados nacionales, persigue por lo general objetivos de política exterior ligados al interés nacional (tal como lo interpreta la clase política de gobierno)[26]
propio del estado de pertenencia. Pero esta tendencia puede entrar en conflicto con una tendencia de signo contrario,autoritarios porque, en general, pueden contar con superiores reservas de aprobación interior. Las «pasiones del pueblo», el genio liberado por la Revolución francesa y por Napoleón Bonaparte, y por tanto la democratización de la guerra, contribuyen a explicar, según Clausewitz, esa tendencia a la «escalada a los extremos» que es característica de la guerra moderna.cosmopolita, inscrita en la propia «fórmula política» democrática: ese «espíritu de misión» que a veces impele al público de las democracias a considerar éticamente vinculante la exportación de las libertades democráticas, o a preferir alianzas con otros regímenes democráticos,[27]
o a exigir de los propios gobernantes comportamientos internacionales inspirados lo más posible en el respeto a los derechos humanos [ibidem, 124 ss.].
Tenemos también el dilema proteccionismo/libre cambio, el endémico conflicto entre quienes pretenden del gobierno protección frente a la competencia exterior y quienes, por el contrario, piden la eliminación de toda barrera, completa libertad de comercio [ibidem, 126 ss.].
Está, por último, el dilema mantequilla/cañones, los conflictos ligados al reparto de los recursos entre defensa nacional y bienestar social. Este dilema no es específico de la democracia, pero
sobre todo
en las democracias puede poner en grave dificultad a los gobernantes, apremiados entre la necesidad de ganarse la aprobación electoral y la necesidad de garantizar una defensa adecuada al país incluso en ausencia de amenazas militares evidentes [ibidem, 128 ss.].
Estos dilemas son fuente de tensión y —coincidiendo con los ciclos electorales y las oscilaciones de las orientaciones del público— tienden a hacer típicamente oscilante, a menudo contradictoria (dando así la razón, al menos en parte, a Tocqueville)[28]
la política exterior de las democracias.[29]
Pero hay otra característica (o así parece) que cualifica el comportamiento de las democracias. El hecho de que las democraciasmaduras, consolidadas, «no se hacen la guerra entre ellas».[30]
Es el tema llamado de la «paz democrática».[31]
Aunque sin duda existe alguna excepción,[32]
la regularidad empírica de que las democracias consolidadas, institucionalizadas, no se hacen la guerra, parece confirmada por la historia de los siglos
XIX
y
XX. Las democracias consolidadas alimentan entre sí la paz democrática: las reglas de la anarquía internacional no condicionan, o lo hacen sólo débilmente,[33]
sus relaciones recíprocas. La anarquía internacional, y sus corolarios —el estado de guerra y la
balance of power— siguen sin embargo valiendo para el sistema de los estados en su conjunto, y plasmando las relaciones entre las democracias y los regímenes autoritarios [Buzan 1984].
La «regularidad empírica» está comprobada. El debate se refiere a las causas. Para los realistas, se trata de una correlación espuria.[34]
Si las democracias consolidadas, hasta hoy, no se han hecho la guerra entre ellas —dicen los realistas— ello se debe a un concurso de circunstancias: por ejemplo, el hecho de que, para todo par de estados, la guerra es un acontecimiento estadísticamente raro, y por tanto la constatación de la ausencia de guerras entre democraciasprueba bastante poco; el hecho, también, de que con frecuencia las democracias han tenido que hacer frente a un enemigo común y se han visto por tanto obligadas a aliarse entre ellas (así las democracias occidentales durante la guerra fría); finalmente, el hecho de que por lo general están agrupadas bajo el paraguas de una potencia hegemónica (Estados Unidos).
Para los neokantianos, en cambio, la regularidad empírica según la cual las democracias raramente se hacen la guerra entre ellas es una confirmación de las tesis de Kant sobre las condiciones de la «paz perpetua»: debido a la semejanza de sus instituciones, las democracias tienen valores comunes, comparten la misma fe en las virtudes de la sociedad abierta; además, se sienten tranquilizadas en sus relaciones recíprocas por el hecho de que sus gobiernos están limitados y condicionados por la
rule of law
(o por el estado de derecho), por la presencia de animadas y combativas oposiciones políticas internas, por el condicionamiento de la libertad de prensa, etc.;[35]
finalmente, las apretadas relaciones que se crean entre sus economías de mercado crean una interdependencia económica estrecha que refuerza el clima de confianza recíproca alimentado por valores e instituciones comunes.[36]
Al satisfacer las condiciones indicadas por Kant, las democracias occidentales, según los neokantianos, habrían construido una Unidad pacífica, en la que el estado de guerra se suspende y se sustituye por una densa red de relaciones y de instituciones comunes, y los incluso frecuentes conflictos de intereses no degeneran nunca hasta el punto de desembocar en conflictos armados.
La teoría de la paz democrática en versión neokantiana ayuda sin duda a comprender algunos aspectos importantes de la teoríade las relaciones entre las democracias occidentales, si bien es preciso circunscribir su alcance.
En primer lugar, debe observarse que no es la «democracia» la que provoca la paz democrática. Es la democracia liberal. Mejor dicho: es el componente liberal de la democracia el que crea —entre las democracias liberales consolidadas— el clima de confianza necesario para la afirmación de la paz democrática [Owen 1997; MacMillan 1998].[37]
Por esta razón, sería acaso más correcto hablar de «paz liberal» en lugar de paz democrática [Owen 1997]. Un corolario es que, puesto que el liberalismo, con su individualismo ético, su concepción del derecho, etc., no es fácilmente exportable,[38]
esto representa un cierto obstáculo (aunque no lo elimina) para las posibilidades de difusión de la paz democrática más allá de los confines culturales de Occidente.
En segundo lugar, debemos recordar que en las democracias liberales actúan no sólo elites liberales sino también elites iliberales. Si una elite iliberal gana las elecciones y toma el poder, el mecanismo de la paz democrática puede bloquearse, aun cuando no haya un cambio de régimen formal. Porque entre la elite iliberal en el estado A y la elite iliberal en el este B puede fácilmente fallar aquella confianza recíproca que es el verdadero fundamento de la paz democrática. Para que la paz democrática persista se precisa no sólo comunidad de instituciones entre las democracias sino también que las elites en el poder en las distintas democracias se perciban como semejantes, resueltas a defender los mismos valores y las mismasinstituciones (liberales), y por tanto «fiables», dignas de confianza [Owen 1997; Panebianco 1997].
En tercer lugar, sucede raramente que lo que los neokantianos llaman Unión pacífica se refiera sobre todo a las relaciones entre las democracias occidentales en el periodo que sigue a la segunda guerra mundial: antes de esta guerra, en efecto, las democracias eran demasiado pocas para que la paz democrática pudiera resultar un fenómeno realmente significativo.
Pero si así fuera, entonces hay que decir que la tesis no es nueva. Karl Deutsch, ya en los años cincuenta puso de relieve las especiales relaciones que se habían establecido entre las democracias del área euro-atlántica: al ser sociedades abiertas y democracias políticas, unidas no sólo por una alianza militar sino también por intensos intercambios económicos y culturales, construyeron una «comunidad pluralista de seguridad», en la que la guerra y las expectativas de guerra habían sido desterradas [Deutsch
et al. 1957]. Se podría deducir, por tanto, que la regularidad empírica constatada, según la cual las democracias liberales consolidadas no se hacen la guerra entre ellas, registra simplemente un desarrollo específico del área euro-atlántica en una determinada fase histórica [Cohen 1994].
En cuarto lugar, no se pueden tratar como insignificantes las objeciones de los realistas. Aunque reconociéramos, como efectivamente reconocemos, que la comunidad euro-atlántica ha construido, después del 45, una (símil-kantiana) Unión pacífica, no podemos olvidar que esto se produjo dentro de un sistema internacional dominado por la lógica de la anarquía y de la competición de las potencias.[39]
No se puede olvidar que la Unión pacífica euro-atlántica se ha visto envuelta, desde finales de la segunda guerra mundial hasta mediados de los años ochenta, en una competición, al mismo tiempo ideológica y de poder, con el bloque soviético. Y que esto sirvió para consolidarla.
Por otra parte, no se puede olvidar que quien condujo la Unión pacífica frente a la URSS y sus aliados fue la superpotencia estadounidense. La competición USA/URSS explica la hegemonía que ejercieron los Estados Unidos sobre el conjunto de las democracias occidentales. De modo que es por lo menos lícito preguntarse: la paz democrática, en el Occidente de la segunda mitad del siglo
XX, ¿fue fruto de una comunidad de regímenes y de valores entre los estados del área, como sostienen los neokantianos, o, como sostienen los realistas, un efecto de la hegemonía estadounidense?
La respuesta correcta, probablemente, es: de ambos. Sin la hegemonía estadounidense (y la competición entre los bloques) difícilmente habría surgido la comunidad pluralista de seguridad, o Unión pacífica, euro-atlántica. Por otra parte, esa hegemonía la ejercía una potencia liberal sobre un grupo de democracias liberales. El papel de la comunidad de valores e instituciones no puede negarse.[40]
La presencia de potencias hegemónicas, y de luchas por la hegemonía, es una constante de la vida internacional [Gilpin 1981; Kennedy 1987]. Pero lo que aquí destaca es el papel de las
hegemonías liberales
[Kindleberger 1973]. Los ejemplos históricos que normalmente se citan son los de Gran Bretaña en el siglo
XIX
y de Estados Unidos en el siglo
XX. La potencia hegemónica liberal es una potencia marítima y su presencia internacional, militar y comercial, está modelada por el carácter abierto de su sociedad, por la primacía de la sociedad sobre el estado, y por la naturaleza liberal de sus instituciones políticas.[41]
La potencia hegemónica liberal, además, es tal porque y mientras proporciona a sus
partners
preciosos «bienes públicos»: protección militar, estabilidad monetaria, apoyo a las instituciones internacionales (por lo general, por ella queridas y modeladas) de los que depende la prosperidad del comercio, de las inversiones extranjeras y de las transacciones financieras [Gilpin 1987]. Finalmente, a la potencia hegemónica le corresponde el papel de garantizar losvalores compartidos por el conjunto de los estados liberales sobre los que ejerce su hegemonía [Nye 2002].
Antes o después, también la hegemonía de la potencia liberal (al igual que cualquier otra hegemonía) conocerá la decadencia. Pero mientras la hegemonía dura, su papel asegura coherencia y una situación relativamente compacta a la comunidad pluralista de seguridad, o, si se quiere, Unión pacífica.
Que una Unión pacífica pueda subsistir aun sin la masilla que representa la presencia de una potencia hegemónica liberal, es una cuestión abierta, a la que la experiencia histórica no ha permitido aún dar una respuesta definitiva.[42]
Tampoco en lo que respecta al derecho, las esperanzas de los liberales del siglo
XIX
se perdieron del todo. No ha sido posible, como ellos esperaban, transformar el derecho internacional, en homenaje a la
domestic analogy, en el equivalente del derecho constitucional interno. Pero el siglo
XX
ha conocido en todo caso innovaciones que han modificado significativamente el tradicional
jus gentium. El nacimiento de la Sociedad de Naciones primero y de las Naciones Unidas después, la Declaración Universal de los derechos del hombre de 1948, el nacimiento y desarrollo de la Comunidad Europea (hoy Unión Europea), la formación de Tribunales para crímenes de guerra, así como decenas de convenciones internacionales [Cassese 1984; Greppi 2003] han modificado en la óptica jurídica (con alguna recaída significativa en el comportamiento de los estados) las relaciones internacionales.
Al menos jurídicamente, la «soberanía» estatal, inviolable según el derecho internacional tradicional, coexiste ahora (si bien al precio de muchas tensiones) con principios jurídicos distintos, encaminados a tutelar a los individuos, a proteger los derechos humanos.[43]
Ha sido sobre todo la acción de las democracias occidentales la que haimpuesto estas innovaciones y las ideas liberales han sido en ello ciertamente una importante fuente de inspiración [MacMillan 1998].[44]
Esto no ha eliminado en absoluto la anarquía internacional y el estado de guerra. Mas bien, en términos de los «grocianos» (véase el párr. 3), ha contribuido a crear (o a recrear) un embrión de «sociedad internacional» en la que los estados, si quieren revestir de legitimidad sus propias conductas, deben aceptar algunos vínculos. El límite, naturalmente, está en que, como ya observara Bull [1977], esos vínculos sólo pueden valer mientras los principios jurídicos y los intereses de los estados considerados vitales por sus gobernantes no entren en conflicto.[45]
El sistema internacional sigue siendo anárquico, pero se trata, como se ha observado, de una anarquía «madura» [Buzan 1991]: instituciones supernacionales para la gestión de los conflictos interestatales, instituciones de
governance
de la interdependencia económica (FMI, Banco Mundial, WTO), empresas multinacionales de todo tipo [Krasner 1983], concurren a hacer complejo, y denso en instituciones, un sistema internacional que ya no es sólo —si es que alguna vez lo fue— sinónimo de «sistema de los estados» (aunque los estados siguen manteniendo el papel de primeros actores).[46]
La anarquía madura es en gran medida fruto del dinamismo, de los valores y de las instituciones de las democracias liberales occidentales. Aun cuando (como en el caso de las Naciones Unidas yde tantas otras organizaciones) involucran a otros estados, las instituciones de la anarquía madura deben en todo caso su nacimiento y desarrollo al impulso dado por los líderes de las democracias liberales occidentales.[47]
Así como el fenómeno que hoy se define como «globalización» (véase el párr. 5) tiene su motor, como lo tuvo en el pasado, en las sociedades occidentales, del mismo modo aquellas instituciones son en gran medida resultado de la acción de las democracias liberales y, al menos en su origen,[48]
reflejaban sus visiones del mundo y sus culturas políticas.[49]
La anarquía madura que, a partir de la segunda mitad del siglo
XX, caracteriza al sistema internacional, debe en gran medida su subsistencia al dinamismo y a la capacidad de influencia ejercida en el mundo, en varios modos y formas, por aquella que, aun no aceptando
in toto
las tesis kantianas, es lícito en todo caso llamar Unión pacífica occidental.[50]
5. «HAY ALGO DE VERDAD Y HAY ALGO NUEVO...».A PROPÓSITO DE SOCIEDAD GLOBAL, FIN DE LOS ESTADOS Y OTRAS LEYENDAS
En las postrimerías del siglo
XX, tras la implosión de la Unión Soviética y el fin del sistema bipolar, tuvieron gran difusión las consignas de una nueva vulgata. Se anunció el nacimiento de una sociedad «global», la crisis irreversible del estado, y el fin de la política como la hemos conocido en la edad moderna. Ya se presentara en versión «liberal» o en versión «crítica», esta nueva vulgata veía, por lo general, en la «globalización» la causa de este giro histórico.[51]
Naturalmente, un cambio de estas dimensiones no podía menos de amenazar también a la «democracia liberal». En efecto, si la globalización afecta al corazón del estado, lo vacía de poderes y lo des-legitima, acaba necesariamente arrollando también aquellas libertades individuales que, en Occidente, sólo se afirmaron dentro de los confines de los estados en los dos últimos siglos, y que hasta ahora fueron garantizadas y tuteladas por los estados [Axtmann 1996].
Han sido sobre todo filósofos (y algún sociólogo) los defensores de las tesis más radicales —y de mayor éxito mediático— sobre los efectos de la globalización. El escepticismo y la cautela, en cambio, han prevalecido, por lo general, entre los economistas y los científicos de la política [véase Held y McGrew 2000].
Los defensores de las tesis radicales han pecado de exageración. Han malentendido, en primer lugar, la naturaleza del fenómeno llamado globalización (por un lado, no han comprendido que se trata de un viejo proceso, o conjunto de procesos, que acompaña avencedora del sistema internacional contemporáneo. Los conflictos actuales, empezando por el desafío lanzado al mundo occidental por el terrorismo islámico, serán en general interpretados, según el autor, como formas de resistencia al liberalismo triunfante. Las tesis de Mandelbaum tienen una estrecha afinidad con las expuestas hace una década por Fukuyama [1992].toda la edad moderna, y, por otro lado, han exagerado mucho sus implicaciones y consecuencias). En segundo lugar, han aceptado culpablemente una idea totalmente exagerada de la fuerza organizativa, de la capacidad de control territorial y social, y de las posibilidades de decisión autónoma, que eran propias de los estados en los siglos pasados.
La globalización no es una novedad. Su fase moderna comienza con los descubrimientos geográficos y con la expansión colonial europea a partir del siglo
XV.[52]
El hecho de la globalización fue, pues, acompañando, entrelazándose con ella, a la historia del estado moderno y del moderno sistema de los estados. Ha habido, en un periodo de unos quinientos años, oleadas de globalización acelerada seguidas de fases de repliegue y estancamiento.
Si se supone, como parece correcto, que la dimensión del proceso de globalización más importante es la económica, entonces hay que reconocer como falsa la tesis de que, a comienzos del siglo
XXI, viviremos ya en una «economía global». Gran parte de las actividades económicas sigue desarrollándose dentro de los confines de las economías nacionales. Por ejemplo, los dos tercios del ahorro siguen aún ligados al territorio nacional [Hirst y Thompson 1996, trad. it. 1997, 8].
Tampoco están globalizados los intercambios. Gran parte de los intercambios comerciales, así como de las inversiones exteriores directas, a principios del siglo
XXI, sigue involucrando —como en los años cincuenta del siglo
XX— a la llamada Triada (Estados Unidos, Europa, Japón), más algunas economías emergentes de Asia y de América Latina.
Así las cosas, la única definición de globalización que parece aceptable es una definición «estrecha»: la globalización hay que entenderla como intensificación de los flujos, sobre todo económicos, transcontinentales [Holton 1998; Andreatta 2003].
Todos los datos disponibles dicen que el grado de interdependencia económica a comienzos del siglo
XXI
es a lo sumo igual, o incluso inferior, al que existía en los decenios precedentes a 1914. Por ejemplo, la relación entre comercio exterior en bienes y servicios y el producto interior bruto de los principales países alcanzada en los dos últimos decenios del siglo
XX
no es muy distinta de la alcanzada en el periodo 1880-1914 [Oppenheimer 1999, 5]. Hubo ciertamente a finales del siglo
XX
un crecimiento espectacular de las inversiones directas exteriores, pero el peso del
stock
de las inversiones exteriores directas sobre el producto interior bruto alcanzó sólo en los años noventa niveles próximos a los de comienzos del siglo
XX
[Sanna-Randaccio 1999, 31].[53]
De los datos totales resulta que el comercio, las inversiones directas, y
también los flujos migratorios
fueron mayores al principio que al final del siglo
XX
[Franzini 1999, 59]. En una palabra, la economía internacional actual parece ser incluso algo menos abierta y menos integrada de lo que fue la economía internacional en los decenios que precedieron al estallido de la primera guerra mundial [Hirst y Thompson 1996, trad. it. 1997, 4].
Esto, que vale para el comercio, las inversiones directas exteriores y los flujos migratorios, también es aplicable al sistema financiero: «A pesar de los números impresionantes que describen el sistema financiero internacional, en términos relativos el volumen de los flujos financieros a principios del siglo
XXI
no iguala aún al flujo internacional de capitales a finales del siglo
XIX» [Gilpin 2001, trad. it. 2003, 270].
Finalmente, la globalización no es un proceso irreversible. Tanto es así que el siglo
XX
conoció varias fases en las que tendencias a la globalización se alternaron con tendencias al cierre de los mercados y a la fragmentación [Clark 1997].[54]
A la sobrevaloración de la globalización corresponde una totalmente prematura declaración de muerte del estado moderno que ya habría perdido su «soberanía económica» [así, por ejemplo, Strange 1996 y Badie 1999].
Como ha observado Robert Gilpin [2001, trad. it. 2003, 386]: «La tesis de la globalización carece de perspectiva histórica. Quien sostiene que la globalización ha limitado gravemente la soberanía económica parece creer que los gobiernos de otro tiempo poseyeron una ilimitada soberanía nacional y libertad en las materias económicas (...) Como los defensores de la tesis de la globalización comparan la política económica del siglo
XXI
con la imaginaria del pasado, concluyen que los estados-nación, por primera vez en la historia, se encuentran obstaculizados por la creciente integración de las economías nacionales, a través del comercio, los flujos financieros y las actividades de las compañías multinacionales.»
En realidad, puede demostrarse que los gobiernos nacionales, en los decenios que precedieron a la primera guerra mundial, «tenían un control efectivo bastante modesto sobre sus economías. En el régimen clásico de los tipos de cambio fijos del
gold standard
los gobiernos estaban ligados por las que Barry Eichengreen llama las
“cadenas de oro” más rígidamente de lo que lo están a principios del siglo
XXI
por los tipos de cambio flexibles» [ibidem, 387].[55]
Krasner [2003, 207] observa correctamente: «Los estados son por lo general exactamente lo que siempre fueron: los actores más importantes del sistema internacional moderno; lo cual no significa sostener que sean hoy, o que jamás hayan sido, inmunes a las influencias de otros actores; o que hayan estado alguna vez en condiciones de controlar plenamente las transacciones económicas o de otro tipo. La tesis hiperglobalista, que considera los estados fundamentalmente obsoletos, incapaces de cumplir las funciones básicas de la
governance, es errónea.»
La tesis de la crisis del estado a causa de la globalización no tiene en cuenta el hecho, además, de que a lo largo del siglo
XX
los estados occidentales vieron aumentar en exceso sus funciones económicas y, por esta vía, también su control sobre las respectivas sociedades: una forma de poder que Michael Mann [1988] califica de «infraestructural». De tal suerte que «difícilmente podría la globalización verse como un término que roe los fundamentos económicos del Estado nacional si el propio Estado nacional, o mejor su gobierno, no hubiera aumentado enormemente sus propias funciones económicas a lo largo del último siglo» [Oppenheimer 1999, 10].
El estado occidental —sobre todo en la variante europeo-continental, tradicionalmente dominada, a diferencia de las variantes anglosajonas, más por los «burócratas» que por los «mercaderes» [De Cecco 1999, 21]— sigue, a principios del siglo
XXI, gestionando un enorme gasto público. Si también el gasto público cayera inopinadamente volviendo a los niveles de los primeros decenios del siglo
XX, no por ello se produciría necesariamente una crisis del estado [Andreatta 2003].
Un papel decisivo es el que desempeñan los factores políticos. Globalización o no, el estado, al menos en Occidente, sigue siendoel principal depositario de la lealtad, conserva un importante poder simbólico, es un generador fundamental de identidades políticas [Smith 1995; Holton 1998].
En realidad, parece que muchos teóricos del «fin del estado» confunden la decadencia del estado con algo totalmente distinto: con los problemas que la globalización plantea a las democracias de masa del mundo occidental. Si la globalización no es, como no lo es, un fenómeno nuevo; si, incluso, la economía mundial estaba más globalizada antes de 1914 de lo que lo está hoy, es cierto sin embargo que existen algunas diferencias importantes. No sólo el mundo se ha «empequeñecido» notablemente por efecto de las nuevas tecnologías de las comunicaciones y de los transportes, sino que, sobre todo, la «nueva» ola de la globalización ha afectado a los países occidentales en una época de sufragio universal, de democracia de masas. La acumulación de funciones económicas y la expansión del gasto público en el curso del siglo
XX, a la que antes nos referimos, han sido precisamente consecuencia de la implantación de la democracia de masas (además de las guerras; véase el párr. 7). La democracia de masas «politiza» las relaciones económicas internacionales [Polanyi 1944], desencadena conflictos entre «ganadores» y «perdedores» (los grupos sociales internos, premiados o castigados por la apertura de los mercados) de unos modos y con una intensidad impensables en la época de las democracias elitistas, de sufragio limitado.[56]
Pero todo esto tiene poco que ver con la «crisis del estado».[57]
La discusión sobre la supuesta decadencia del estado es al mismo tiempo confusa y carece de perspectiva histórica. Es confusa porque junta cosas heterogéneas. Una cosa son los estados occidentales y otra los asiáticos, y otra aún los «casi-estados» [Jackson 1993] o los numerosos «estados fracasados» [Rotberg 2004] que pueblan los territorios de los ex imperios coloniales europeos y de la ex Unión Soviética. Y carece de perspectiva histórica, porque se limita a sostener el fin de la «soberanía» estatal, aunque conservando de ella una imagen idealizada que en nada corresponde a lo que la «soberanía», con sus innumerables, fortísimas limitaciones, ha sido realmente en la historia occidental [véase Krasner 1999].[58]
El sistema internacional, a pesar de la globalización, sigue estando dominado por estados cuyos gobiernos tienen aún como principal preocupación la
seguridad
[59]
y que, a pesar de lo que escriben los teóricos de la globalización, no han abdicado aún de su papel a favor de los mercados (ni podrían hacerlo, sobre todo los occidentales, a causa de los vínculos impuestos por la política democrática).
Los mercados están «incorporados» en las estructuras sociopolíticas que, a su vez, son
efectos de composición
provocados por lasafectando a las democracias de masa occidentales, ponen en marcha dinámicas políticas distintas de las del siglo
XIX. He aludido a la temática del multiculturalismo al tratar de la relación entre pluralismo y libertad (véase el Cap. V).interacciones entre los estados, sobre todo de los más poderosos entre ellos, y por sus esfuerzos cooperativos [Gilpin 2001, trad. it. 2003, 76-77]. Si la economía internacional está aún muy lejos de ser global, en cambio se ha hecho global, a lo largo del siglo
XX, el campo de acción político-diplomático, el sistema interestatal [Aron 1960].
La globalización, desde finales de la segunda guerra mundial, ha estado determinada por la política de cooperación entre las potencias occidentales [Ikenberry 2002b, 42-43] y es muy dudoso que podría sobrevivir al eventual fin de la cooperación política internacional.[60]
Según la teoría de la estabilidad hegemónica [Gilpin 1987], una economía internacional abierta requiere la presencia de una potencia liberal hegemónica. Este papel lo ha desempeñado, desde finales de la segunda guerra mundial, Estados Unidos. Las dificultades que Estados Unidos como potencia hegemónica encuentra a caballo de los siglos
XX
y
XXI
serían, según distintos observadores, una de las causas del debilitamiento actual de la globalización[61]
y de la aparición de un fenómeno distinto y, en ciertos aspectos, opuesto: el
regionalismo
económico.
Desde el punto de vista económico, los impulsos al regionalismo parecen ser efecto de un «desequilibrio institucional». En esta perspectiva, sería un exceso de demanda de bienes públicos internacionales lo que provoca la formación de acuerdos regionales entre los estados [Padoan 1999]. Desde el punto de vista político, los impulsos al regionalismo deben interpretarse, plausiblemente, como consecuencia de las dificultades con que tropieza la potencia hegemónica para desempeñar su propio papel [Gilpin 2001]. Es un hecho que gran parte de la internacionalización más reciente de los procesos económicos ha tomado forma regional más que global [Andreatta 2003, 16].
Mientras muchos se entretienen discutiendo de globalización, se producen tendencias a la formación de grandes bloques comerciales, y este proceso podría poner al mundo, antes o después, en una nueva fase de ruinoso proteccionismo.[62]
«Actualmente, la tendencia hacia grandes bloques comerciales y la tendencia hacia el mercado libre parece que acabarán chocando» [Allen 2001, trad. it. 2002, 190].[63]
En tal caso, el regionalismo podría representar en el próximo futuro, para la libertad, un desafío mucho más insidioso que la globalización.de mercado» véase Deaglio [2004]. Sobre los efectos del 11 de septiembre sobre la política internacional véase Parsi [2003b].
6. LA COMUNIDAD EURO-ATLÁNTICA Y EL INCIERTO FUTURO DE LA LIBERTAD
El sistema político internacional es, pues, un sistema aún dominado por los estados y, para el futuro previsible, también en el siglo
XXI, anarquía y estado de guerra[64]
seguirán siendo dimensiones constitutivas[65]
[Mearsheimer 2001; Cesa 2002]. Pero hay distintos modos de anarquía internacional y la actual, como hemos dicho (véase párr. 4), puede definirse útilmente, en los términos de Barry Buzan, como «madura» (para señalar el hecho de que se asocia a una elevada complejidad organizativa).
La caracterizan sobre todo tres condiciones. La primera es que el motor y corazón de todo el sistema internacional contemporáneo, el área en que se concentran las mayores cotas de riqueza y de poder, es la comunidad euro-atlántica[*]. La segunda consiste en el papel que desempeña (dentro y fuera de la comunidad euro-atlántica) la única superpotencia que sobrevivió al final de la guerra fría. La tercera consiste en los desarrollos internos a la comunidad euro-atlántica provocados por el proceso de integración europea.
La comunidad euro-atlántica es aquella Unión pacífica (símilkantiana) de la que nos ocupamos más arriba (véase párr. 4). Esa comunidad es el verdadero motor de la globalización, y esta última no es sino la proyección internacional y transnacional de la «sociedad abierta» occidental. A su dinamismo económico y a su preponderancia política se debe, en gran parte, la fisonomía institucional que ha tomado el sistema internacional contemporáneo. La comunidad euro-atlántica es, además, el área del mundo en que los «gobiernos libres» bajo formas de poliarquías, de democracias liberales, dominan enteramente la escena. La suerte de la «democratización», así como la del mercado libre, en otras zonas (en el ex Imperio soviético, en América Latina o en Asia) está potencialmente condicionada, hoy como en el pasado, por el papel que desempeñan los gobiernos libres occidentales que integran la comunidad euro-atlántica [Huntington 1991; Morlino 2003].
Pero la comunidad euro-atlántica no es una comunidad de iguales. La segunda característica crucial del actual sistema internacional está en el papel que desempeña Estados Unidos. Como única superpotencia, se halla, a comienzos del siglo
XXI, frente a una multitud de grandes y medianas potencias a las que supera con mucho en riqueza y poder militar [Nye 2002]. Fue definida a su tiempo como «república imperial» [Aron 1973]. Pero no se trata de un imperio en sentido clásico. Su preponderancia hegemónica no es en todo caso tal que determine la abolición de la anarquía de los estados y la sustituya por una unidad imperial.[66]
Lo impiden vínculos externos (la indisponibilidad de las demás potencias) y vínculos internos: su naturaleza de sociedad abierta, su gobierno libre, su cultura política liberal, su memoria histórica (el hecho de deber su independencia y sus libertades a la rebelión respecto a un imperio). En ciertas fases puede practicar una política imperialista (así lo hizo, durante decenios en América Central), pero —a pesar de los frecuentes parangones con la Roma imperial— le está cerrada la construcción de un imperio.[67]
Si la comunidad euro-atlántica es el motor de la globalización, la relación asimétrica existente en su interior, entre Estados Unidos y
Europa, explica por qué la globalización habla inglés con un fuerte acento americano. Las instituciones de la globalización están dominadas por la cultura económica, política y jurídica estadounidense. Por ejemplo, la nueva
lex mercatoria, el derecho espontáneo creado por los mercados para los comerciantes [Galgano 2001] que la interdependencia económica ha hecho florecer, está influida por la tradición anglosajona de la
common law
enteramente a costa de la tradición jurídica europeo-continental [Ferrarese 2000].
El futuro de la hegemonía internacional estadounidense depende, por supuesto, de muchos factores, pero entre estos está, ante todo, el destino de la comunidad euro-atlántica, de las relaciones entre Estados Unidos y Europa.[68]
Estas relaciones estarán condicionadas por las elecciones de las Administraciones americanas, pero también por los resultados del proceso de integración europea.
Desde el tratado de Roma al tratado de Maastricht la integración europea ha crecido en un marco de estabilidad geo-política asegurada por la protección militar y política estadounidense. Estados Unidos desempeñó, durante la guerra fría, el papel de «elite externa» [Etzioni 1965], patrocinadora del proceso, en función antisoviética.
Dentro de ese marco geo-político el proceso de integración se ha desarrollado por etapas sucesivas a través de acuerdos entre los gobiernos europeos implicados, cada uno de ellos afanado en maximizar las ventajas económicas derivadas de la integración [Moravcsik 1998].
El cambio radical del marco geo-político debido al fin de la guerra fría se verificó en la fase en que la Unión europea ponía a punto su unificación monetaria y preparaba las condiciones para la ampliación hacia el Este (que luego se produjo a principios del siglo
XXI).
En la óptica institucional la Unión europea es hoy un híbrido de difícil clasificación [Schmitter 1996]. Desde el punto de vista jurídico se trata de un ordenamiento
compuesto
de tipo no estatal, que presenta semejanzas y diferencias con ordenamientos compuestos del pasado (Sacro Romano Imperio, Imperio austro-húngaro, Imperio otomano, y otros) [Cassese 2003; Della Cananea 2003]. Un ordenamiento cuya principal peculiaridad puede sintetizarse así: en muchas materias prevé la primacía de la ley comunitaria sobre las leyes nacionales, de los distintos estados miembros, pero la fuente de esta primacía sigue siendo la voluntad de los estados miembros [MacCormick 1999]. Es cierto que la soberanía de los estados miembros ha sido erosionada en muchas áreas de
policy
y la Unión es hoy una compleja configuración institucional policéntrica y de «niveles múltiples» [Scharpf 2002].[69]
Los teóricos del fin o decadencia de los estados nacionales tienen en mente a menudo estos desarrollos de la Unión. Sin duda, la Unión es un experimento único. Y aunque el escepticismo sea obligado, no puede excluirse del todo un desarrollo en sentido federal,[70]
aunque no ciertamente a corto plazo.[71]
Pero los gobiernos nacionales conservan todavía en la Unión un papel estratégico y siguen reservándose la última palabra en algunas materias-clave en las que tradicionalmente se ejerce el poder de los estados: fiscalidad, política exterior, defensa. Sobre todo, sigue intacto el monopolio de los estados miembros sobre el uso legítimo de la violencia.[72]
Los estados nacionales europeos, además, siguen siendo los principales beneficiarios de las lealtades y de las identificaciones políticas, las clases políticas democráticas mantienen base nacional, y no comunitaria,y la Unión sigue siendo, ante todo, un campo de competición y de composición de intereses nacionales.[73]
Tampoco es posible una previsión, ya que no sabemos aún cómo influirá en los desarrollos de la Unión, a medio-largo plazo, el cambio del marco geo-estratégico debido al fin de la guerra fría. Por ejemplo, no sabemos cómo, y con qué efectos, retroactuará sobre la Unión a la larga la pérdida de la «razón social» originaria de la OTAN, el cemento militar de la comunidad europea durante la guerra fría.
Desde el punto de vista que aquí nos interesa, el destino de la libertad, más relevante que los desarrollos institucionales de la Unión es el futuro de sus relaciones con Estados Unidos. En caso de que desaparecieran las condiciones para una
partnership
en el marco de una alianza renovada, en caso de que se produjera un deterioro sin retorno de la alianza, con el paso a una fase de competición entre Estados Unidos y una Unión europea guiada por sus estados más fuertes, los efectos de rebote para las instituciones liberales occidentales serían, probablemente, muy graves. El fin de la comunidad euro-atlántica sancionaría el comienzo de una competición económico-comercial, de sabor mercantilista, entre bloques regionales (liderados, respectivamente, por Estados Unidos y la Unión Europea), con posibles recaídas también en políticas de seguridad [Kupchan 2002]. Posiblemente, el retorno a formas de competición proteccionista, ya desastrosamente experimentadas en los años treinta del siglo
XX, comportaría consecuencias negativas para las libertades civiles. Además, el fin de la comunidad euro-atlántica agravaríatodos los problemas de la seguridad en Europa frente a las «áreas de turbulencia» adyacentes. Y también esta circunstancia afectaría negativamente a sus instituciones liberales.[74]
Sin el apoyo de la comunidad euro-atlántica, la causa del libre cambio y la de la democracia liberal peligrarían también en otras áreas del mundo.
7. LIBERTAD, INSEGURIDAD, ANARQUÍA
La historia de las relaciones entre la anarquía política internacional y la libertad está marcada por la paradoja y la ambigüedad. Por un lado, ha sido precisamente la anarquía del sistema de estados europeos (así como, con anterioridad, de las ciudades de la Grecia clásica, y de las ciudades italianas del Renacimiento) la que ha favorecido los desarrollos económicos, jurídicos y políticos, necesarios para la implantación de «gobiernos libres» o, por lo menos, «limitados». Ha sido el hecho de que en Europa, tras el nacimiento del sistema de estados, nunca pudiera reconstituirse la unidad imperial el que favoreció todas las innovaciones —empezando por la «internacional de los comerciantes»[75]— que prepararon el terreno para el desarrollo de las libertades individuales y para el afianzamiento de gobiernos constitucionales.[76]
El estereotipo occidental según el cual Europa es la madre de la libertad mientras Asia, con sus imperios, está encadenada a un eterno despotismo, tiene su origen en esta circunstancia.[77]
Por otro lado, la anarquía política internacional, y el endémico estado de guerra que de ella se sigue, han representado siempre unaamenaza para la libertad y son, posiblemente, una de las principales causas de que la «sociedad libre» occidental no haya podido dar todos los frutos esperados o prometidos. Si la amenaza de guerra es endémica, la libertad no puede menos de ser
limitada: encuentra un obstáculo insuperable en la condición de inseguridad colectiva que el estado de guerra favorece y en la consiguiente imposibilidad de desembarazarse de un poder político demasiado dominante y de las prácticas, siempre limitadoras de la libertad, de la razón de estado [Friedrich 1957]. Por no hablar de las consecuencias deletéreas, para las instituciones de la libertad, provocadas por las guerras periódicas. Baste pensar en los efectos permanentes de las dos guerras mundiales del siglo
XX
sobre las democracias occidentales: esas guerras aportaron una contribución fundamental a la expansión de los aparatos estatales, al amplio control que los estados acabaron ejerciendo sobre tantos aspectos de la vida económica y social.
Junto a la democracia de masas, las guerras mundiales fueron causa de la afirmación del
Big Government
[Stein 1980; Porter 1994].[78]
Las guerras fueron también responsables de la adopción por parte de los gobiernos occidentales de elaborados sistemas de normas, limitadoras de la libertad, dirigidas a proteger la «seguridad nacional». Sólo una parte de estas normas fue desmantelada con la vuelta a condiciones de paz.[79]
Si se supone que las consecuencias negativas para la libertad de la anarquía internacional superan a las positivas, resulta necesario recuperar el hilo de una antigua aspiración liberal a renovar la búsqueda de los medios capaces de superar esa anarquía. Así lo prometen las propuestas, entre sí antitéticas, de la «democracia cosmopolita» y de la «anarquía ordenada». Aunque muy distintas, coinciden en que se basan en un rechazo del actual sistema de los estados. Por razones distintas, ante un examen atento, ni una ni otra resultan convincentes.
El proyecto de una «democracia cosmopolita» se inspira, aunque sólo en parte, en las ideas kantianas sobre la paz perpetua [véase Ha-bermas 1996, trad. it 1998, 177-215]. Sus defensores dan por supuesto que el estado se encuentra ya fuertemente debilitado a causa de la globalización y que, por las mismas razones, también la democracia representativa, allí donde existe, se encuentra atenazada por dificultades crecientes. La propuesta consiste en aprovecharse de la opinión pública mundial (que se supone existe, al menos en estado embrionario) para envolver los estados en una red de organizaciones supranacionales y transnacionales de carácter electivo-representativo. Se trata de crear un sistema representativo, o una red de sistemas representativos, que creen
constituencies
democráticas, o una gran
constituency
democrática, «a través» de los tradicionales confinesde 2001, las exigencias de la lucha contra el terrorismo han llevado a nuevas vueltas de tuerca, a nuevas limitaciones de las libertades individuales: empezando por el
Patriot Act, un conjunto de disposiciones legales limitativas de las tradicionales garantías, adoptado por la Administración Bush en orden a equiparse para la lucha sin cuartel contra el terrorismo islámico. Añádase el hecho, más general, y relativo a los desarrollos más recientes, de que el progreso técnico, y concretamente las nuevas tecnologías de la comunicación y de la información, favorecen, posiblemente, un crecimiento general del poder de control de los gobiernos sobre los ciudadanos, y, al menos, una posible, fortísima erosión de las condiciones de subsistencia de la
privacy. Las amenazas terroristas, y en particular el riesgo que representa el posible uso de los medios de destrucción masiva por parte de grupos terroristas contra objetivos civiles de las sociedades occidentales, hacen prácticamente inevitable el uso masivo de las nuevas tecnologías para los fines de vigilancia, control y prevención. Los efectos, naturalmente, podrían resultar, a la larga, muy limitativos de la libertad personal. Véase Lyon [2001].de los estados. En perspectiva, la democracia cosmopolita debería llegar a abarcar a todos los grupos humanos existentes.
En palabras de su más prolífico defensor: «Es posible conferir diferentes tipos de compromiso político en un
continuum
que va desde el local al global, con el local marcado por procesos de democracia directa y participativa, mientras que los ámbitos más amplios y poblados están progresivamente mediatizados por mecanismos representativos» [Held 2003, 175].
Aunque en presentación «democrática», la democracia cosmopolita renueva el antiguo sueño del estado mundial.[80]
Choca, por tanto, precisamente con las objeciones que a la idea de estado mundial dirigía Kant. Para quien incluso el estado de guerra debido a la «separación» de muchos estados vecinos e independientes «es siempre preferible, según la idea de la razón, a la fusión de todos estos Estados por obra de una potencia que se imponga a las demás y se transforme en monarquía universal, ya que las leyes, a medida que aumenta el tamaño del gobierno, pierden fuerza, y un despotismo sin alma, después de arrancar los gérmenes del bien, acaba degenerando en anarquía» [1795, trad. it. 1965, 313].
La objeción tiene tanto mayor peso debido a que los defensores de la democracia cosmopolita parecen preocuparse más por la «democracia» que por la «libertad», parece que están más interesados en dar representación política a los «pueblos» (sic) del mundo que en limitar el poder de gobierno de la (imaginada) democracia cosmopolita.
Por lo demás, se dan dos versiones de la democracia cosmopolita. En una primera versión, la misma sólo puede nacer implicando a los estados que
ya
sean liberal-democráticos [Held 1993]. Observo que en este caso la aportación de la democracia cosmopolita a la causa dela paz y de la superación de la anarquía internacional sería bastante modesta. Como hemos visto, los estados liberal-democráticos han formado ya entre ellos una Unión pacífica, una comunidad pluralista de seguridad, pero esto no ha eliminado el estado de guerra, la condición anárquica, que caracteriza a las relaciones entre los estados restantes, así como entre la Unión pacífica occidental y el resto del mundo.[81]
En una segunda versión, la democracia cosmopolita debería incluir también a los estados autoritarios. Como primer paso, se parte de la hipótesis, por ejemplo, de una reforma «democrática» de las Naciones Unidas, la formación de una asamblea mundial cuyos representantes sean directamente elegidos por los «ciudadanos» de todos los estados, sea cual fuere su régimen político interno [Archibugi 1993; Held 2003].
El problema es que en los estados autoritarios no existen «ciudadanos» sino súbditos. Lo que se da como hipótesis, en realidad, es el concurso a la formación de una asamblea representativa por parte de «electores» desprovistos del estatus de la ciudadanía democrática, que viven en países carentes de derechos civiles y políticos, sin una sociedad autónoma, una prensa libre, una opinión pública independiente, etc. Ningún «proceso democrático» puede implantarse de este modo, empezando por el tejado (la democracia cosmopolita) en lugar de por los cimientos (los regímenes políticos internos).
Inútil
entre los estados ya liberal-democráticos, la democracia cosmopolita es
imposible
entre los que no lo son.
Finalmente, los que proponen la democracia cosmopolita subestiman los formidables obstáculos que se oponen a la realización de sus proyectos representados por dos circunstancias. En primer lugar, lano disponibilidad de los estados más poderosos del sistema internacional a ceder su poder a organismos supranacionales. En segundo lugar, la perdurable fuerza de las identificaciones nacionales y étnicas, con su carácter excluyente, con la oposición que alimentan entre «nosotros» y «ellos» [Smith 1995], con el inagotable combustible que proporcionan a la fragmentación del sistema internacional y a la confrontación entre los estados.
La segunda propuesta/estrategia es la «anarquía ordenada». Si el proyecto de la democracia cosmopolita es más democrático que liberal, el proyecto de la anarquía ordenada es más liberal que democrático. Lo sostienen los anarco-capitalistas.[82]
A primera vista, parece que los anarco-capitalistas suscriben el diagnóstico de los teóricos realistas del orden internacional: es la existencia de los estados y del sistema de estados la que está en el origen de la guerra y del estado de guerra. En realidad, los anarco-capitalistas se distinguen de los realistas en que no comparten sus premisas hobbesianas: para los anarco-capitalistas, en efecto, el estado es fuente de opresión y de agresión tanto para los individuos que están sometidos a él como para los individuos oprimidos por otros estados. Es pues el estado, que conculca la libertad en el interior y suscita las guerras en el exterior, el enemigo que hay que abatir. Acabando con el estado, se acabaría también con el estado de guerra.[83]
Los anarco-capitalistas proponen la eliminación del monopolio estatal de la violencia y su sustitución por un libre mercado de la seguridad (véase el Cap. III). A la espera de que se verifique la sustitución del sistema de estados por una generalizada anarquía ordenada, auspician el abandono de toda forma de política exterior agresiva y el repliegue de los gobiernos a posiciones puramentedefensivas.[84]
La propia política de disuasión y de equilibrio se rechaza por cuanto, bajo forma de razonabilidad y de moderación, reproduce la agresividad y el imperialismo.[85]
La idea de la anarquía ordenada tropieza con dos dificultades. La primera es una dificultad lógica: puesto que el estado de guerra es un efecto
no
de la voluntad agresiva de este o aquel estado sino de la existencia de un sistema anárquico de estados, el abandono unilateral del juego de la política de poder por parte de una comunidad cualquiera decidida a desembarazarse del monopolio estatal de la violencia, la dejaría a merced de los apetitos de los estados restantes [Waltz 1959]. La anarquía ordenada sólo podría tener éxito si se realizara por doquier, contextualmente; sólo si todos los estados se extinguieran simultáneamente.[86]
Una segunda dificultad iguala la anarquía ordenada a la democracia cosmopolita: ambas subestiman la capacidad de resistencia y el potencial de conflicto implícito en las distintas identidades nacionales, religiosas, etc. Esta capacidad de resistencia contribuye a explicar por qué los estados, a pesar de tantos análisis que los dan poragonizantes, están vivos y fuertes. Ese potencial de conflicto, por su parte, contribuye a explicar por qué es tan difícil trascender la condición del estado de guerra.[87]
Afín a la anarquía ordenada de los anarco-capitalistas, es la visión neo-federalista [Bassani, Stewart y Vitale 1995]. El federalismo, en este caso, se concibe como un proyecto institucional altamente flexible, cuya función es maximizar la libertad de los grupos federados, garantizando derechos de secesión, facultades individuales de
exit, y posibilidad de agregaciones y desagregaciones libres entre los grupos. Cuantos menos vínculos pongan las instituciones a la libertad de cooperación y de defección, cuanto menos jerárquicas sean, cuantomás pactadas y horizontales, en lugar de coactivas y verticales sean las relaciones entre los individuos y los grupos, tanto más pacíficas serán las relaciones internas y externas.
El último Gianfranco Miglio [2001], en fuerte sintonía con la utopía anarco-capitalista, por ejemplo, imagina una Europa finalmente liberada de la amenaza de guerra tras la finalización del conflicto Este/Oeste, capaz de desembarazarse del estado nacional (una «maquina de guerra» ya inútil) y de adoptar una ordenación federal
postestatal
muy flexible, en la que relaciones contractuales, de derecho privado, entre los individuos, los grupos, las regiones, las ciudades, sustituyan por entero al derecho público y la obligación política.[88]
Pero la condición necesaria, aunque no suficiente, para la realización de un proyecto tan sugestivo es, cabalmente, el fin del estado de guerra.
Si, como aquí se sostiene, en desacuerdo con las tesis anteriores, la anarquía internacional no es superable en un futuro previsible, es preciso entonces resignarse al hecho de que la libertad —allí donde existe, allí donde existen gobiernos libres— corre el riesgo, periódicamente, de limitaciones más o menos rigurosas. Ciertas condiciones, evocadas por ejemplo por los seguidores de Grocio (véase el párr. 3), pueden «contener» en ciertas fases la amenaza que la anarquía internacional hace pesar sobre la libertad, pero no pueden eliminarla. Así como pueden contribuir a contenerla —pero no a eliminarla— las instituciones de la anarquía «madura»: la interdependencia comercial y financiera, los regímenes internacionales,[89]
la difusión y la consolidación de democracias liberales.
Una visión no reduccionista de la política, y por tanto también de la política internacional, obliga a reconocer que la política es, para la libertad, al propio tiempo, madre y madrastra. La libertad individual no puede existir sin que la política ponga las condiciones para ello (lo cual ha sucedido muy raramente en la historia).[90]
Pero la política, invariablemente, pone también poderosos límites a la libertad y, a menudo, la agrede y la destruye. La política internacional, en particular, ata de muchas formas a la libertad. El juego de la política de poder interfiere continuamente en el funcionamiento de los mercados y pone obstáculos a la libertad económica [Gilpin 2001], con recaídas negativas en otros ámbitos. El estado de guerra, además, favorece la centralización del poder y el mantenimiento de grandes aparatos de gobierno, que debilitan y a veces destruyen el equilibrio del poder, el juego de los pesos y contrapesos, dentro de los estados liberales (véase el Cap. V). La discrecionalidad necesaria para la dirección de la política exterior en condiciones de anarquía, y los imperativos de la razón de estado, finalmente, tienen gran responsabilidad en que, también en las sociedades menos liberales, el «gobierno de la ley» no haya conseguido nunca embridar, sino precariamente, y sólo de forma parcial, al «gobierno de los hombres».la proliferación de regímenes internacionales sería consecuencia de la prevalencia de economías mixtas, en vez de liberales, en los países implicados. La economía mixta se rige sobre un fuerte intervencionismo estatal y está asociada a la presencia de un gran número de grupos de interés. Los regímenes internacionales serían, por lo general, el «reflejo» internacional (o más precisamente, intergubernamental) de una excesiva (e insana desde el punto de vista liberal) mezcla de política y economía que se afirmó, después de la segunda guerra mundial, dentro de (y entre) los principales estados democráticos occidentales. Esta disposición, según Sally, haría muy frágil el sistema de libre cambio, excesivamente expuesto al chantaje de los gobiernos y de los grupos de interés nacionales que presionan sobre esos gobiernos, continuamente amenazado por los impulsos proteccionistas que tienen su origen dentro de los sistemas políticos nacionales.



Conclusiones
Si bien es cierto que Hume y Montesquieu fueron las principales fuentes de inspiración de este estudio sobre el poder político y la libertad, también lo es que el tema ha tomado en mis manos un cariz más pesimista que el que conserva en las obras de estos dos grandes iluministas.
La libertad es siempre una conquista sumamente frágil. La clave explicativa de los avatares positivos y negativos de la libertad, tanto de sus raros éxitos como de sus numerosos fracasos, tanto de sus progresos como de los formidables obstáculos con que tropieza, hay que buscarla sobre todo en el funcionamiento de la política.
La política desempeña un papel permanentemente ambiguo o, mejor aún, ambivalente. La política crea orden y garantiza aquella previsibilidad de las relaciones sociales de la que depende la vida asociada y la cooperación. Al mismo tiempo, la política, a través de los conflictos que genera incesantemente, amenaza siempre, desestabiliza con frecuencia, y a veces destruye el orden que ella misma ha creado.
La política responde a demandas de protección por parte de individuos que, hoy lo mismo que en el pasado, son en su gran mayoría
risk-adverses, están inclinados a mirar al futuro más por los peligros que amenazan que por las oportunidades que promete. La política, cuando tiene éxito, ofrece seguridad frente a los peligros físicos (las amenazas de violencia) pero también frente a los riesgos para las condiciones materiales de vida y/o el estatus. La otra cara de la medalla es que la propia política genera una parte importante de la inseguridad. Los conflictos de identidad y las luchas de poder son su causa. La paradoja de la política, en una palabra, consiste en que la misma es tanto el
problema
como la
solución
al problema.
El intercambio obediencia/protección en que se basa la obligación política es inevitable pero también amenazador. La seguridad que se obtiene poniéndose bajo las alas protectoras del gobierno se paga cara. La otra cara de la seguridad es la opresión, es la renuncia a la libertad. Los gobiernos opresores e iliberales han sido infinitamente más frecuentes, en la historia humana, que los gobiernos liberales.
El dilema liberal consiste en que, para defender la libertad, es necesario poner diques y obstáculos a la acción del gobierno, hacer que el gobierno sea un gobierno «limitado»; pero la demanda de protección que la inseguridad genera erosiona diques y obstáculos, facilita los esfuerzos del gobierno para aflojar los lazos, para desembarazarse de los «límites», ahogando así, o debilitando, la libertad.
Ha sido una particular combinación de condiciones culturales, económicas y políticas la que ha favorecido en las sociedades occidentales la formación de un relativo equilibrio entre estas opuestas tendencias y, en virtud de ello, el nacimiento de sociedades (relativamente) libres. Es el aspecto principal de lo que solemos llamar la «especificidad» de Occidente. Pero en este libro he sostenido dos ideas. En primer lugar, que los diques colocados para defender la libertad son estructuralmente frágiles. En segundo lugar, que la naturaleza de la política es tal que impide, incluso allí donde particulares circunstancias históricas han dado a esos diques una cierta capacidad de resistencia, que la libertad pueda ampliarse más allá de cierto límite.
Se comprende esto cuando se observan las características de los diques y, como les sucede a los técnicos llamados a valorar las posibilidades de contención de una presa que se considera inestable, se constatan sus numerosas grietas y sus muchos puntos de tensión. Tomemos el caso del mercado. Para una insigne tradición el mercado es un dique poderoso para defender la libertad. Pero una atenta observación demuestra que no es así.
En el caso del mercado hay que distinguir entre origen y funcionamiento. El origen del mercado es casi siempre «espontáneo», o por lo menos esta ha sido la experiencia occidental.[1]
Pero una vez nacido, el mercado necesita ser sostenido y garantizado por la política. Corresponde a la política establecer las reglas que permitan al mercado funcionar. Lo que le convierte en un dique es el hecho de que, si la economía de mercado se afirma, genera una red de intereses y para el gobierno puede resultar políticamente costoso tener que atacarlos. Pero no se trata en modo alguno de ese dique poderoso imaginado por el liberalismo económico. Puesto que es la política la que garantiza el funcionamiento del mercado, puede también condicionarlo. De donde la circunstancia de que la libertad económica en que se basa el mercado y que —en una visión demasiado optimista— sostiene y alimenta también las demás libertades, está constantemente amenazada por la política o, en la mejor de las hipótesis, está limitada por ella de muchas maneras.
Para medir el verdadero espacio que, al margen de la retórica, se asegura en los países occidentales a la libertad económica, o de mercado, basta considerar la maraña de reglamentaciones en que, a lo largo del siglo
XX, el poder político la ha por doquier aprisionado, como todavía confirman las investigaciones comparadas que periódicamente miden los índices de libertad económica [O’Driscoll
et al.
2001].
Para otra tradición igualmente gloriosa, es la ley el verdadero dique en defensa de la libertad. Pero también la ley tropieza con limitaciones semejantes a las que encuentra el mercado. También aquí es la política la que garantiza las condiciones de subsistencia y de validez. Esto no significa que la ley sea efectivamente un dique. Una vez puesto en marcha, el vínculo jurídico condiciona, al menos en parte, los comportamientos de los gobiernos; pero se trata, al igual que el mercado, de un dique frágil. En efecto, es un vínculo auto-impuesto, un vínculo que la política ha aceptado ponerse a sí misma y que funciona (aunque siempre de un modo imperfecto) sólo mientras la política siga aceptándolo.
La historia del estado de derecho europeo-continental, de su parábola y de su decadencia, es una historia ejemplar e instructiva,preexistentes. El origen político, en vez de espontáneo, del mercado ha caracterizado a algunas sociedades asiáticas todavía gobernadas por regímenes autoritarios.como ejemplares e instructivas son las atormentadas vicisitudes del constitucionalismo europeo-continental en su enfrentamiento con los estados burocráticos poderosos. Los diques jurídicos en defensa de la libertad siempre han sido frágiles. El «gobierno de las leyes» no ha podido nunca verdaderamente sustituir a aquel «gobierno de los hombres» del que en realidad era una emanación.
Allí donde, como en el mundo anglosajón, estaba y está vigente el derecho descentralizado, el derecho de la
common law, los diques eran y siguen siendo más sólidos, la libertad está mejor protegida. Pero ni siquiera en los países anglosajones ha sido posible impedir que el derecho legislativo (el derecho de emanación política) se abriera paso a lo largo del tiempo y desempeñara en esas sociedades un papel creciente. Por añadidura, el examen de las condiciones de subsistencia del derecho de
common law
muestra que la protección de la libertad depende, más que del derecho en cuanto tal, de la existencia de robustas «comunidades» de operadores del derecho que, protegiendo las antiguas tradiciones jurídicas contra la intromisión del poder político, preservan el elevado estatus social de sus propios miembros. Esta constatación lleva agua al molino de quienes, como Montesquieu o Madison, piensan que no son ni el mercado ni la ley los más consistentes diques en defensa de la libertad, sino el equilibrio del poder.
En la versión del «pluralismo social», el equilibrio depende de la existencia de una pluralidad de centros de poder sociales independientes. Pero aunque el pluralismo social así entendido sea efectivamente un dique más fuerte que los otros, su subsistencia está confiada a la presencia de algunas condiciones.
En primer lugar, es preciso que se haya formado una amplia clase media. En una visión economicista del problema la presencia o ausencia de las condiciones de equilibrio del poder asociado al pluralismo social y el consiguiente régimen de libertad son simplemente una cuestión de «umbrales» de desarrollo económico. Según ciertas investigaciones, por ejemplo, sólo cuando un país se encuentra por encima de cierto nivel de renta
per capita, puede afirmarse en él establemente un régimen de libertad en forma de «democracia liberal».[2]
Implícita en la teoría está la idea de que sólo por encima de ciertos umbrales de desarrollo económico se manifiesta una transformación social radical que es, a su vez, condición de la libertad: el establecimiento de una numerosa y próspera burguesía de las empresas y de las profesiones.
Hay algo de verdad en la clásica observación marxista de que la libertad —tal como se entiende en este libro— puede reducirse a «libertad burguesa». Pero sólo en el sentido de que sin clase media no puede haber libertad. Esto explica, dicho sea de paso, por qué el liberalismo (nacido, no del desarrollo capitalista como quiere la vulgata marxista, sino como remedio a las guerras de religión) fue históricamente abrazado en Europa sobre todo por fracciones de la burguesía industrial, del comercio y de las profesiones. Aún hoy, ninguna posibilidad de instaurar una sociedad libre es pensable donde esta clase social falta o es económica y socialmente demasiado débil. Pero la presencia de una amplia clase media es sólo una condición necesaria del pluralismo social, y por tanto de la libertad. Por las razones ampliamente expuestas en este libro, no es en absoluto una condición suficiente.
La segunda condición para la subsistencia de un equilibrio del poder asociado al pluralismo social es la ausencia de importantes divisiones étnicas, lingüísticas y religiosas, o de una elevada polarización ideológica, a su vez consecuencia de «fracturas» preexistentes (como, por ejemplo, la existente entre el estado y la iglesia). Si se dan fuertes fracturas de este tipo, la colusión entre los poderes (en orden a evitar conflictos violentos entre los distintos segmentos sociales) puede fácilmente tomar el puesto del equilibrio.
La tercera condición es que el pluralismo de los intereses no degenere en corporativismo, ya que el corporativismo, al igual que el pluralismo cultural (o sea, la presencia de profundas fracturas culturales), tiende a favorecer más la colusión que el equilibrio de los poderes. Que prevalezca el pluralismo de los intereses o elcorporativismo, a su vez, no depende sólo de la naturaleza de las divisiones sociales, sino también del modo en que estas divisiones se combinan con la acción de las instituciones políticas.
La división del poder (estatal), y por tanto el equilibrio entre los poderes institucionales, es el último, aunque no en orden de importancia, gran dique que el pensamiento liberal ha imaginado para salvaguardar la libertad. Cuando funciona, se trata efectivamente de un dique sólido, uno de los más sólidos. Si el poder frena al poder, si la ambición se contrapone realmente a la ambición, las
chances
de subsistencia de la libertad son más elevadas que en otros casos. Pero los estudios realizados sobre este punto han demostrado también que una visión demasiado mecanicista del
equilibrio
es errónea o desorientadora. Para que el equilibrio funcione es preciso que los actores institucionales, y también el público que los juzga, estén subjetivamente convencidos de su valor intrínseco. Es, pues necesario que la cultura política existente atribuya valor al «equilibrio del poder» como instrumento para mantener la libertad. En la Europa continental las condiciones de subsistencia del equilibrio del poder han sido siempre débiles e inciertas, como indica también el hecho de que, por lo general, las elites culturales europeas han alimentado durante mucho tiempo el equívoco y la confusión entre la doctrina
política
de la división y del equilibrio del poder y la doctrina jurídica de la separación de poderes.
Por lo demás, téngase en cuenta que el equilibrio del poder, ya sea horizontal o vertical, vive en una condición de permanente precariedad: si las circunstancias externas cambian, también un (hasta entonces) estable equilibrio de
checks and balances
está destinado a dejar rápidamente el puesto a un equilibrio de colusión o a la formación de un poder dominante. La causa principal es que un equilibrio de
checks and balances, mientras protege la libertad, puede resultar paralizante en presencia de condiciones (retos externos) que exigen decisiones rápidas.
Un poderoso freno a la expansión de la libertad, y también una causa fundamental de la debilidad de los «diques» que tienen la función de tutelarla, es el «estado de guerra», la anarquía política internacional. El desarrollo del comercio internacional y la formación de Uniones pacíficas, de alianzas entre democracias liberales, pueden atenuar el impacto negativo de la lucha por el poder, pero nunca pueden eliminarla. La política internacional en forma de competición entre potencias es un vínculo ineludible: la libertad está siempre en peligro, siempre limitada y vinculada de muchas maneras a causa de los peligros generados por la anarquía internacional. Proteger a los propios ciudadanos de las amenazas internacionales a su seguridad es función primaria de los gobiernos y de sus aparatos burocráticos, pero también es una de las razones que alimentan su fuerza, su capacidad de debilitar los diques que deben defenderla.
Si en los términos de Berlin o de Hayek, la libertad exige que la coerción, entendida como impedimento deliberado, se reduzca al mínimo (no debe haber más coerción que la necesaria para que mi libertad no sea empleada por mí para interferir en la libertad de otro), esta condición no se ha realizado
nunca
verdaderamente ni tiene muchas posibilidades de realizarse en el futuro.
Si Hayek exageraba cuando veía en la expansión del papel del estado en los países occidentales el camino hacia una «servidumbre totalitaria», no exageraba en cambio cuando insistía en la intrínseca fragilidad de la sociedad libre (de ese poco de sociedad libre que se ha realizado).
Algunas sociedades occidentales, y concretamente las anglosajonas, en virtud de determinadas circunstancias (como la insularidad y la
rule of law), han sido más acogedoras que otras para la libertad. Pero si el peso y el papel del estado en los procesos sociales son, como efectivamente son, indicadores del grado de libertad existente, entonces hay que reconocer que tampoco en esos países el ideal liberal del «estado mínimo» se realizó: tampoco esas sociedades pudieron evitar el peso del
Big Government
y las múltiples, cotidianas consecuencias negativas para la libertad individual. Los anarco-capitalistas, o libertarios, tienen razón cuando reprochan a los teóricos liberales del estado mínimo, como Mises o Hayek, el cultivar una ilusión. La naturaleza de la política es tal que hace muy improbable, por no decir imposible, el estado mínimo anhelado por los liberales clásicos. Pero los libertarios se equivocan cuando consideran posible desembarazarse del estado y, con él, de la política. Aun compartiendo muchos aspectos del escepticismo libertario sobre el estado, pienso que es imposible deshacerse de él. Nadie puede evitar la «trampa política», y el estado sigue siendo un «mal necesario».
En ninguna obra que trate de aspectos de la política en la edad contemporánea es posible sustraerse a la carga de afrontar la cuestión de la democracia. Aun habiendo decidido hablar de la democracia lo menos posible (libros sobre la democracia hay incluso demasiados), he tenido que ocuparme de ella en muchos puntos, ya que durante todo el siglo
XX
libertad y democracia han tenido que convivir, a veces apoyándose recíprocamente, a veces chocando entre ellas. En este punto es necesaria alguna consideración más explícita, aunque breve, que afronte el tema de la «democracia liberal» tanto desde el punto de vista empírico-factual como desde el normativo.
Mucho de lo que nosotros los occidentales llamamos, con cierta dosis de auto-indulgencia, «democracia liberal», refiriéndonos a nuestras formas de gobierno, es en realidad, para tomar prestada una fórmula de Stephen Krasner, «hipocresía organizada». En la mejor de las hipótesis, tiene más que ver con la democracia que con el liberalismo.
Por ejemplo, el estado de derecho, en el sentido propio y técnico de la expresión, hace muchos decenios que ha dejado de existir en Europa. A pesar de ello, la expresión sigue empleándose sobre todo con el fin de legitimar el poder político y burocrático: como ha denunciado Hayek, prueba de la irreversible perversión del ideal (además de la práctica) del estado de derecho es el hecho de que a cualquier mandato burocrático, con tal de que lo emita formalmente un parlamento, se le revista todavía de la pompa y la majestad de la ley, sin que ello suscite verdadera oposición.
Si, en términos comparativos, los países democráticos occidentales son indudablemente «libres», en el sentido de que en ellos se respetan las libertades civiles más que en otros, también es cierto que esas libertades, cuando se observan de cerca, resultan siempre muy limitadas y condicionadas por toda suerte de reglamentaciones y controles administrativos.
Además, no hay que infravalorar nunca ciertos poderosos efectos distorsionantes de lo que llamamos «proceso democrático». De la acción anticompetitiva de los grupos de interés, del
trade off
entre derechos de libertad y derechos-privilegios, de las políticas colusivas practicadas por los actores organizados, hemos hablado en capítulos anteriores. Aquí será suficiente sólo mencionar el papel electoral (activo y pasivo) de los dependientes públicos, el poder que ejercen en relación con la formación del presupuesto del estado y la distribución de los recursos públicos.
Para admitir la existencia de fuertes distorsiones, por lo demás, ni siquiera es preciso aceptar la teoría, bastante radical, de que la democracia no sería otra cosa que la institucionalización de un particular tipo de conflicto de clase: el que opone una mayoría —que se sirve del número para sustraerle recursos a través de los impuestos— a una minoría.[3]
El hecho de que no existan alternativas a la democracia si se quiere asegurar los cambios de gobierno sin derramamiento de sangre (este sigue siendo, a mi entender, el argumento decisivo a favor de la democracia), no es una razón válida para ocultar sus defectos.
Tocqueville pensaba que la democracia sería liberal o despótica. Las democracias existentes se distribuyen en varios puntos intermedios de un
continuum
que tiene en un polo la democracia liberal y en el otro la democracia despótica.
Hayek se equivocaba doblemente cuando pensaba que la democracia podría desembarazarse del
Big Government
y que, si no lo hacía, esto la llevaría ineluctablemente al despotismo. Pero no se equivocaba en absoluto cuando consideraba al
Big Government
capaz de comprimir notablemente la libertad. El problema es que la democracia no puede separarse de él fácilmente.
Pero la cuestión de la democracia no puede tratarse sólo en términos de hecho. Tiene también evidentes implicaciones normativas. Se espera, en general, que un científico político, si escribe sobre la libertad, se ocupe sobre todo de la libertad política. Pero en este estudio, como el lector ciertamente habrá notado, he «desdeñado» un poco la libertad política, en el sentido de que no he resaltado mucho sus supuestos beneficios intrínsecos. Aun compartiendo la tesis de Benjamin Constant de que debemos necesariamente combinar la libertad política con la que él llama libertad de los modernos, considero en todo caso la libertad política, y por tanto la democracia, instrumentales respecto a la libertad negativa. Es esta última la que representa el verdadero valor añadido, lo que hace que la sociedad abierta o libre sea realmente digna de ser defendida.
Puesto que esta elección tiene claras implicaciones normativas, o se apoya en un juicio de valor, es preciso que le dediquemos una especial consideración. La distinta importancia que se atribuye a la libertad política es tal vez lo que en mayor medida distingue a la visión liberal de la visión, a mi juicio hoy más extendida, que en sentido lato puede definirse como «republicana». Para los republicanos, la libertad política es un bien en sí: al dar al ciudadano la posibilidad de participar en la vida de la
polis
no se limita a ofrecerle un instrumento útil para la defensa de su libertad (entendida negativamente), sino que también contribuye a hacerla mejor desde el punto de vista moral y civil (así, por ejemplo, Robert Dahl en casi todas sus obras) y de este modo enriquece a la colectividad con su aportación.
En la visión liberal, en cambio, la libertad política es más un eficaz instrumento de defensa de la libertad negativa que un bien en sí. Ello depende de una concepción (que personalmente suscribo) para la que las libertades civiles, la libertad religiosa, la libertad económica o de empresa, la libertad de creación del artista, la libertad de investigación del científico, la más general libertad de cada uno de hacer, a su gusto y según su propia vocación, las elecciones vitales que prefiere, son las verdaderas fuentes, morales y materiales, de enriquecimiento de los individuos y de las sociedades.[4]
Lalibertad política es sobre todo, en esta perspectiva, un
medio
para garantizarlas, para dar al ciudadano la seguridad (en el sentido de Montesquieu) necesaria para ejercerlas. Sin que con esto se quiera impedir a quien se siente moralmente satisfecho por el propio ejercicio de libertad política, por la participación en los asuntos públicos, experimentar ese sentimiento. Y sin negar tampoco ya sea la superposición, que en algunas áreas se realiza, de hecho, entre libertad política y libertades civiles (piénsese en el caso de la libertad de prensa o en el de la libertad de asociación), ya sea el apoyo indirecto a la libertad negativa que el ejercicio de la libertad política proporciona, cuando consigue, sobre todo en los momentos de peligro, reforzar los lazos entre la comunidad política.
Lo que hace realmente importantes la democracia y la libertad política es, simplemente, el hecho de que no se conocen casos históricos en los que la libertad negativa haya podido vivir mucho tiempo sin ellas.
Las conclusiones de esta larga indagación no invitan a la renuncia sino al realismo. No se debe abandonar la defensa activa y vigorosa de ese poco de libertad de que disfrutamos. Ni se debe renunciar al esfuerzo por ampliarla. Pero hay que saber que nuestros esfuerzos, por desgracia, no podrán nunca ser coronados por el éxito pleno. Incluso en las sociedades que llamamos libres el desfase entre la libertad que quisiéramos y la que tenemos está lamentablemente destinado a seguir siendo muy amplio.
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Notas
Introducción
[1] Creo que debe rechazarse firmemente la objeción de que, al no ser el liberalismo teoría científica sino una doctrina política, tendría sólo un valor normativo o prescriptivo, por lo que quien lo propugna estaría libre del deber del control, a la luz de los datos de la experiencia disponibles, de las afirmaciones de hecho contenidas en la doctrina. La objeción debe rechazarse porque cualquier doctrina política, y el liberalismo no es una excepción, pretende siempre basarse en descripciones e interpretaciones cuidadosas de la política (véase Cap. I) y porque, por consiguiente, las pretensiones normativas pierden credibilidad si tales descripciones e interpretaciones resultan erróneas, débiles o insatisfactorias.
[2] Para una reconstrucción histórico-sociológica sobre la génesis de la sociedad abierta, o libre, occidental que destaca sobre todo las causas políticas, véase el excelente análisis de Pellicani [2002, 69-130].
[3] Por otra parte, considero superficial y simplista la tesis de Bellamy [2000, 81 ss.] según la cual todo lo que precisa el liberalismo es incorporar la noción schmittiana de «enemigo». Véase también Mouffe [1993] para quien, una vez constatada la incapacidad de la teoría liberal contemporánea, en sus distintas variantes, de dar razón de la naturaleza conflictiva de la política, resulta útil recuperar el pensamiento político de Schmitt, aun no suscribiendo la condena de la democracia liberal.
[4] Aunque, en este libro, la obra de Friedrich Hayek se ponga directamente en cuestión, si bien sólo en algunas ocasiones, este autor es sin duda alguna, entre los pensadores liberales del siglo XX, el que mayor influencia ha ejercido sobre mi concepción de la libertad. Mi admiración por la profundidad y originalidad de su pensamiento no me impide juzgar totalmente satisfactorias las ideas de Hayek sobre la política.
I. La política y la libertad
1. ¿Es la política enemiga de la libertad?
[1] Aun sabiendo que los distintos autores atribuyen significados parcialmente diferentes a estos términos, trataré como sinónimos en este libro expresiones como «gran sociedad», empleada por Adam Smith y retomada por Hayek [1982], «sociedad abierta» [Popper 1966], «sociedad libre» [Polanyi 1951].
[2] Empleo el término «doctrina» cuando deseo referirme a los aspectos axiológicos, normativos, del liberalismo. Empleo, en cambio, el término «teoría» para referirme a su dimensión descriptiva y explicativa. Componentes de carácter descriptivo y explicativo, naturalmente, están siempre presentes en cualquier doctrina, y también en cualquier ideología. Sobre la distinción entre «doctrina» e «ideología» y la cuestión de la frecuente co-presencia de ambas dimensiones, normativa y descriptiva, tanto en las ideologías como en las doctrinas, véase Sartori [1979].
[3] Véase Maier [1975] y Pombeni [2000]. Sobre las diferencias entre los órdenes constitucionales de la era liberal y de la era democrática, véase los Caps. IV y V.
[4] Un defensor de la tesis según la cual, en el siglo XX, el «estado managerial» habría reemplazado completamente al estado liberal decimonónico, ha observado:
«Tras años de predicaciones sobre las virtudes del mercado libre, Margaret Thatcher dejó el puesto de primer ministro británico con el welfare state inglés prácticamente intacto. No habría podido hacerlo de otro modo. A mediados de los años ochenta más de cuarenta millones de personas (en torno a las dos terceras partes de la población), en Gran Bretaña, recibían del gobierno la mayor parte de su renta o de sus prestaciones asistenciales» [Gottfried 1999, 27].
[5] La expresión «promesas no cumplidas» está tomada de Norberto Bobbio [1984a], el cual, sin embargo, se refería no al liberalismo sino a la democracia.
[6] No pretendo sostener que los obstáculos sean sólo de naturaleza política. Existen también obstáculos de diverso tipo, que surgen en el ámbito económico o en el cultural. Por añadidura, en coherencia con la lección de Maquiavelo y de Hobbes (pero también a la luz de las enseñanzas de la etología humana moderna), es lícito considerar muy plausible que los obstáculos principales sean, en el fondo, de naturaleza antropológica, que tienen que ver con ciertos rasgos invariantes de la personalidad y del comportamiento humano. Pero dada la naturaleza de la política, es en ese ámbito donde se manifiestan con más energía y evidencia.
[7] Las excepciones están en su mayoría representadas por aquellos pensadores, desde Gaetano Mosca a Max Weber y Raymond Aron, que, aun reivindicando su pertenencia a la familia liberal, nunca aceptaron como realista la devaluación del papel de la política explícita o implícitamente perseguida por las principales corrientes liberales.
[8] Si es lícito definir como «utilitarista» a la escuela escocesa, es cierto sin embargo que se trata de una variante muy distinta de la versión de la escuela inglesa, de Jeremy Bentham y James Mill. Véase, sobre este punto, Barry [1986]. En la interpretación defendida por Hayek en un célebre ensayo [1949] estas dos variantes habrían generado diferentes formas de individualismo.
[9] Las variaciones y combinaciones son naturalmente numerosas. Nozick [1974], por ejemplo, combina una concepción lockeana de los derechos con una interpretación de tipo smithiano-hayekiano del origen del estado.
[10] Los liberales del primer tipo son a veces reacios a considerar liberales a los del segundo tipo. Para visiones de conjunto sobre el liberalismo en sus complejas articulaciones, véanse Matteucci [1972], Bedeschi [1990], Zanone [1997], Smith [2002]. Sobre el papel del «liberalismo estatalista» en la Europa continental véase el Cap. IV.
[11] Es esta una crucial diferencia entre la doctrina liberal y la doctrina que hoy se denomina «republicana». Para esta última, el control de los instrumentos de coerción física no es motivo suficiente para considerar el poder político como más peligroso para la libertad que el de otros tipos de poder social, in primis el que deriva del control de recursos económicos. No es este el único punto de diferenciación entre visión liberal y visión republicana —los otros tienen que ver con diferentes concepciones, respectivamente, de la libertad, del bien común, de la ciudadanía, y del papel que debe asignarse, en la esfera pública, a los intereses «particulares» o privados—, pero es ciertamente un punto discriminante.
[12] A algunos les cuesta aceptar la idea de que esta es la quintaesencia del liberalismo. En parte, ello depende de que algunas corrientes del liberalismo contemporáneo (de John Rawls a Ronald Dworkin), aun sin negar abiertamente la importancia del gobierno limitado, han demostrado más interés por los problemas de la redistribución y de la equidad social que por los de la limitación del poder político. En parte, depende también de que, en tiempos recientes, a los argumentos liberales se les ha superpuesto y mezclado argumentos «neo-republicanos». Pero el «neo-republicanismo» parece en muchos aspectos más una variante de la tradición democrática que de la liberal [sobre la opinión opuesta, véase Holmes 1995]. Para un rápido excursus sobre el neorepublicanismo y su concepción de la libertad véase el apéndice al Cap. II.
[13] La diferencia, por lo demás bastante relevante (véase el Cap. IV), está entre partidarios del derecho natural y partidarios del derecho positivo, entre quien entiende la ley como «ley natural», quien como «ley positiva», y quien como combinación entre ley natural y ley positiva: véase Dietze [1998].
[14] Sobre la relación entre tradición y libertad véase Belardinelli [1999].
[15] Un ejemplo célebre lo ofrece la teoría del sistema social de Talcott Parsons [1969], para la cual la «función de persecución de los fines» es la función propia y específica del subsistema político.
[16] Véase, desde distintas ópticas, Lasswell y Kaplan [1950], Bobbio [1983a], Ornaghi [1993], Stoppino [1995], Mura [1997], Poggi [1998], Panebianco [2000], Pasquino [2000].
[17] Destacan aquí las discusiones sobre la ambigua raíz de la palabra: polis/polemos. Véase Esposito [1989] y Ornaghi [1993].
[18] El clásico Burnham [1943] no distingue entre estos dos tipos de realismo político.
[19] Esto explica por qué, cuando la teoría política opta por razonar sobre el fin, sobre el «objetivo de la política», lo localiza generalmente en el mantenimiento del orden, de la cohesión de la comunidad. El objetivo de la política, en esta perspectiva, es impedir la disgregación del orden social y, con ella, el caos y la guerra de todos contra todos. Véase Bovero [1997]. Así también Bertrand de Jouvenel [1955, trad. it. 1971, 26-27], para quien la esencia de la política consiste en ser «la actividad constructiva, consolidadora y conservadora de los agregados humanos».
[20] El análisis histórico-comparado de la génesis del estado, vinculándolo a la guerra interestatal y a la stasis, la guerra civil, no desmiente, desde este punto de vista, a Hobbes, pero tampoco a Tucídides o a Maquiavelo. Para un examen de la literatura sobre el estado y sobre la relación entre la guerra y el estado remito a Poggi [1992] y a Portinaro [1999b]. Véase también Porter [1994]. Una tesis bastante radical sobre el estado y la violencia la sostiene Sofsky [1996]. Sobre el papel de la agresividad en los grupos humanos y en las relaciones entre grupos, en orden a comprender también aspectos cruciales de la política, incluida la moderna y la contemporánea, ofrecen útiles sugerencias las investigaciones etológicas de Eibl-Eibesfeld [1967; 1979]. La guerra está en el origen del estado para la teoría sociológica llamada militarista o belicista de Ludwig Glumpowicz y Franz Oppenheimer [véase Mann 1988]. Algunas corrientes antropológicas vinculan a la guerra también la formación de los estados primitivos: véase Cohen y Service [1978]. Con anterioridad ya Hume había sostenido que la guerra y las conquistas militares fueron históricamente las causas más frecuentes del origen de los estados (véase el Cap. III). Más en general, sobre la relación entre anarquía internacional, guerra y libertad véase el Cap. VI.
[21] Hume, a diferencia de otros pensadores (por ejemplo, Harrington), negaba que la protección de los derechos de propiedad fuera la principal justificación de la existencia de los gobiernos. La tutela de los derechos de propiedad era para Hume sólo uno, si bien importante, de los motivos que impulsan a las mayorías a someterse al gobierno de la minoría [véase Hume 1742-52, trad. it. 1974, 207 ss.]. Distinta de la de su amigo Hume es, en cambio, sobre este punto, la postura que Adam Smith sostuvo en las lecciones dictadas en la universidad de Glasgow. El gobierno, para Smith, nace cuando una sociedad alcanza el estadio del pastoreo. En la era de los pastores se afirma la propiedad privada (del ganado y de los pastos) y esta innovación está en el origen de la institución del gobierno: véase Smith [1762-64, trad. it. 1989, 256].
[22] Esto es crucial en relación con las chances de afirmación de la sociedad abierta, de lo que me ocuparé en el Cap. III. Stoppino [1994] asume estos aspectos bajo el concepto de «producción política» entendida como producción de «garantía de cooperación». Producir y distribuir garantías de cooperación bajo forma de «derechos» es, en esta perspectiva, según Stoppino, el papel específico de la política. Sobre el problema de la política como actividad de otorgamiento de «derechos» volveré en el Cap. II y también en el Cap. IV.
[23] Es resueltamente bienvenido el nuevo interés de la sociología contemporánea por la cuestión de los riesgos sociales y de la correspondiente inseguridad [véase Beck 1986; Ceri 2003]. Pero en ella un exceso de interés por la inseguridad provocada por las transformaciones más recientes de la sociedad industrial, va en detrimento de la profundidad histórica, oscurece el hecho de que el miedo y la inseguridad no son novedades tardocapitalistas.
[24] Lo cual explica, por ejemplo, por qué el concepto de «propiedad» en Locke se extiende, además de a los bienes producidos con el trabajo, a la vida y a su salvaguardia. Sobre la idea lockeana de propiedad, véase Bedeschi [1990, 49 ss.].
[25] Aunque una parte no indiferente de la literatura sobre las identidades sociales se sirve de un planteamiento holístico, en realidad no existe incompatibilidad alguna entre la perspectiva individualista que aquí se adopta y el reconocimiento de la importancia de las identidades compartidas. En la perspectiva del individualismo metodológico se dan identidades colectivas o compartidas cuando muchas personas al mismo tiempo disponen de «buenas razones» [Boudon 1987] para elegir identificarse en una misma causa, nación, visión religiosa, etc.
[26] Aun cuando a una fase de política absoluta, o ideológica, sucede una fase de política limitada, o de los intereses [Pizzorno 1993], esto no elimina, a pesar de las apariencias, el enemigo político y la consiguiente necesidad de protección. Como sostiene Carl Schmitt, si en una comunidad política (un estado) prevalece la política limitada, esto significa simplemente que la división fundamental entre «nosotros» y «ellos» no es, en ese momento, interna al estado, entre las facciones, sino que se manifiesta en las relaciones externas del estado, en las relaciones entre los estados.
[27] En términos schmittianos, a la política se le exige protección tanto del hostis, el enemigo público, generado por las luchas de poder (una amenaza que es la política misma la que la suscita) como del inimicus, el enemigo privado. Esto comporta importantes diferencias relativas al sistema de protección y en los términos del intercambio entre obediencia y protección que aquí no procede estudiar a fondo y sobre las cuales remito a Freund [1965].
[28] En este sentido Franz Neumann [1957, trad. it. 1973, 113] sostiene que el estudio de la dialéctica entre el poder y la libertad es desde siempre el verdadero objetivo de la teoría política.
[29] De la dialéctica entre orden y libertad se han ocupado, de manera sorprendentemente convergente, pensadores entre sí muy distintos como George Simmel [1908] y Guglielmo Ferrero [1942]. Para los cuales, el miedo recíproco impele a los hombres a aceptar someterse al poder político, pero, al mismo tiempo, el deseo de libertad los impele a rebelarse. Sobre todo en el Occidente cristiano, cuna del «individuo» y de sus «derechos», al circuito hobbesiano miedo/protección/orden político se superpone con frecuencia el circuito opuesto: necesidad de libertad/rebelión/desorden.
[30] Probablemente, el frecuente desacuerdo sobre muchos aspectos tanto metodológicos como de contenido existente entre realistas y liberales debe ponerse en relación con el hecho de que ambos se ocupan, en general, de dos tipos distintos de «inseguridad». Al planteamiento individualista y la afirmación de la primacía del individuo respecto a la colectividad propios de los liberales, los realistas oponen a menudo un planteamiento holista y una reivindicación de la «primacía de la política» (y, por tanto, de la comunidad política sobre el individuo). Por ejemplo, la tesis de Freund [1965, 320] —según la cuál «unidad política significa que, al contrario de lo que ocurre en la esfera privada, la pública excluye rivales e iguales en su propio interior y no los tolera sino en sus relaciones externas»— es generalmente rechazada por los liberales.
2. Definiciones e interacciones
[1] Véase Panebianco [2000]. Véase también Bovero [2004, 5-9] quien, sin embargo, desarrolla de un modo distinto que yo la relación entre «poder sobre» y «poder de».
[2] En la interpretación de Crozier [1963] el poder se basa en el control de «zonas de incertidumbre» organizativa. Es un «poder de» que genera «poder sobre». En el caso que Crozier hizo célebre, el monopolio ejercido por los obreros especializados en la reparación de ciertas máquinas se convierte en el recurso que ellos utilizan para ejercer un «poder sobre» (en la relación «triangular» con los demás obreros, encargados de la producción y los jefes de sección).
[3] Stoppino [1995] conserva la definición de Wrong, pero enriqueciéndola: se consideran ejercicios de poder para Stoppino no sólo las acciones sociales que producen los efectos deseados y previstos por quien ejerce el poder, sino también las que, aun no poseyendo la cualidad de la «intencionalidad», producen efectos que en todo caso son de su «interés». Naturalmente, sigue siendo problemático identificar los «intereses» de un actor prescindiendo de sus «intenciones». Véase también Lukes [1974].
[4] En la literatura especializada encontramos distintas definiciones del poder asimilables a la de Wrong. Así, para Russell [1938], el poder es la capacidad de producir efectos deseados o buscados. Para Barnes [1988, trad. it. 1995, 114] «tienen poder social quienes poseen discrecionalidad sobre la dirección de la acción social».
[5] Para los intentos de distinguir el poder como relación entre actores del «dominio» como condición «estructural» de control social véase Giddens [1984] y, en versión neo-marxista, Clegg [1974]. La idea del «control social» se asocia normalmente, en las teorías sociales corrientes, a concepciones de tipo holístico de las relaciones sociales y se enfrenta por tanto a las objeciones formuladas respecto a tales concepciones. Sobre la controversia metodológica en materia de holismo e individualismo véanse Leonardi [1986], Galeotti [1988], Petroni [1989], Panebianco [1989a].
[6] Otras clasificaciones se refieren al ámbito en relación al cual se ejerce el poder, y a la intensidad, mayor o menor, con la que se ejerce. Véase Boudon y Bourricaud [1982, trad. it. 1991, 368-373] y Panebianco [2000].
[7] Pero véase también Etzioni [1961], para una clasificación parecida a la de Baechler, si bien centrada no sobre los medios del poder, sino, weberianamente, sobre las motivaciones de la obediencia.
[8] Véase Lively [1976], Wrong [1980], Ceri [1996].
[9] Para otras observaciones sobre el problema del poder como intercambio social, véase Cap. III.
[10] Por otra parte, existen también instituciones que no son organizaciones: véase North [1981]. Sobre el tema de la institución y de la institucionalización volveremos brevemente en el Cap. V.
[11] A diferencia de otros autores, prefiero emplear también «fuerza» (entendida, si no se específica de otro modo, en el sentido de fuerza física) y «coerción física» como sinónimo de «violencia». Sobre la relación entre poder y violencia uno de los mejores análisis es el de Stoppino [1995, 65-96].
[12] Decir que el medio específico del poder político es la fuerza no significa decir que puede mantenerse sólo a través de la fuerza. Si la fuerza, siguiendo a Weber, identifica el poder político en lo que tiene de peculiar, en cuanto lo distingue de cualquier otro tipo de poder, es cierto sin embargo que, para mantenerse, precisa siempre del consenso. Incluso un poder dictatorial sólo puede mantenerse si dispone de la aprobación de una parte al menos de sus súbditos.
[13] «Por libertad, en este sentido, entiendo el no sufrir interferencias por parte de otros. Cuanto mayor es el área de la no-interferencia, mayor es mi libertad» [Berlin 1969, trad. it. 1989, 190]. Compárese la definición de Berlin con la de Hayek, según la cual la libertad «presupone que el individuo tenga cierta esfera de actividad privada asegurada; que en su ambiente exista cierto conjunto de circunstancias en las que los otros no pueden interferir» [Hayek 1960, trad. it. 1998, 41, trad. esp. 8.ª ed. 2008, 34].
[14] Así, por ejemplo, Bobbio [1974] y Matteucci [1993a].
[15] Véanse las tesis de un filósofo comunitarista como Charles Taylor [1979] o también las menos radicales del economista Amartya Sen [1990]. Sobre la concepción de la libertad de Sen véase Campus [1993]. Para agudas objeciones al concepto de libertad positiva, véase Petroni [1992a] y Carter [1999].
[16] Es propio de diversos defensores de la libertad positiva pensar que para que una persona sea realmente «libre» se precisa no sólo que no haya impedimentos externos deliberados a sus elecciones, sino que, además, tales elecciones se realicen sobre la base de valores que dicha persona ha elegido libremente (y racionalmente). Así, por ejemplo, Christman [1991]. Observo que, puesto que tantos «valores» nuestros dependen de influencias del contexto, de la socialización, de experiencias vividas, etc., valores todos ellos sobre los que ejercemos, por lo común, escaso control y de cuyos efectos sobre nosotros mismos raras veces somos plenamente conscientes, se podría concluir que nadie (ni siquiera Christman y demás defensores de la libertad positiva) puede ser considerado realmente «libre» a la luz de ese criterio. Al hacer propia una idea demasiado «exigente» de libertad, los defensores de la libertad positiva acaban perdiendo también ese poco de libertad que se puede tener (la libertad negativa). Christman pone el ejemplo de la mujer maltratada e infeliz que no deja al marido, a pesar de la posibilidad legal de divorciarse, porque ha sido «educada» en la sumisión. Según Christman esa mujer no es «libre», porque no ha elegido libremente sus valores, no ha podido someterlos a examen crítico. Pero es fácil objetar: ¿quien está realmente en condiciones de analizar de un modo auténticamente «crítico y racional» (al margen de lo que esto signifique) sus «propios» valores? En el caso de la mujer maltratada es posible que una amiga o la hija feminista consigan convertirla al «espíritu de los nuevos tiempos». Que esta conversión sea genuinamente «crítica» o represente simplemente el paso de una vieja a otra nueva forma de conformismo es difícil decidirlo. Y el hecho de que la «nueva» forma pueda eventualmente gustarnos más que la «vieja», naturalmente, nada cambia respecto a la cuestión de fondo.
[17] Véase, para un ejemplo entre tantos, De Jouvenel [1955, trad. it. 1971, 313 ss.].
[18] No pretendo sostener que la conexión entre «poder de» y «poder sobre» no pueda entrar en juego también en otros tipos de libertad positiva; digo sólo que en el caso de la libertad política esta conexión es particularmente evidente. Son tales características las que hacen que la libertad política, a diferencia de las demás libertades, esté necesariamente vinculada a una específica forma de gobierno (la democracia). Sobre el concepto de libertad política en la historia del pensamiento occidental sigue siendo fundamental Neumann [1957, trad. it. 1973, 33-80]. A diferencia de la «libertad política», la «libertad económica» es una especie del genus libertad negativa. Como, en general, todas las libertades llamadas civiles.
[19] Cuando decimos que la democracia es la forma de gobierno que mejor garantiza la libertad estamos sosteniendo, en realidad, que la existencia de cierto tipo de «poder de» o libertad positiva —la libertad política— es una condición favorable al mantenimiento de la libertad stricto sensu o libertad negativa.
[20] Inspirándose en Hobbes, Stoppino [1994] distingue entre campos políticos «monetarios», institucionalizados, donde se da monopolio de la fuerza, y campos políticos «naturales» (como el sistema internacional de los estados) donde tal monopolio no existe.
[21] Estas reglas son distintas de las meta-reglas, o reglas del juego tanto formales (las normas constitucionales escritas) como informales (por ejemplo, las costumbres constitucionales) que estructuran el campo de la competición política (véase Caps. IV y V).
[22] En términos de Aron [1977, trad. it. 1990, 162]: «resulta evidente que no hay una totalidad que pueda llamarse la libertad de los individuos o de los pueblos. Cualquier ley limita o sustrae algunas libertades a unos, pero al mismo tiempo confiere algunas libertades a otros, o a todos».
[23] Es la distinción que defiende Hayek entre nomos y thesis, entre regla de comportamiento justo que tutela la libertad y mandato específico bajo forma de ley (véase Cap. IV).
[24] Bobbio [1974, 98] recurre a la metáfora del «guardia urbano» para indicar el gobierno ideal desde el punto de vista liberal: el gobierno, en la perspectiva liberal, debería limitarse a vigilar que cada uno vaya libremente por su camino con la única limitación de respetar las reglas de la circulación.
[25] Lo cual hace que conserven aún su actualidad las discusiones medievales sobre la «prerrogativa» y la antigua distinción entre gubernaculum y iurisdictio (véase el Cap. IV).
[26] Sobre la distinción entre políticas distributivas, reguladoras y redistributivas véase Lowi [1964]. El análisis moderno de las políticas públicas, retomado a la luz de preocupaciones distintas de las normalmente propias de este tipo de investigaciones, puede ayudar a iluminar aspectos importantes de las «interferencias» del poder político (y burocrático) en la libertad en sentido negativo. Sobre esta literatura véase Regonini [1989], Cotta [1989], Freddi [1989], Capano y Giuliani [1996].
[27] Retomo el tema en los capítulos siguientes.
[28] Por lo demás, las posiciones de Gian Enrico Rusconi, aunque próximas al neo-republicanismo, mantienen una notable originalidad, lo cual las hace menos vulnerables que las de otros neo-republicanos a las consideraciones críticas que aquí se hacen.
[29] Sobre las diferencias entre la visión de la libertad de Skinner y la de Pettit véase la introducción de Marco Geuna a la traducción italiana de Skinner [1998].
[30] En su notable excursus sobre la libertad, aquí citado repetidamente, Barberis [1999b] adopta, a mi juicio, una concepción excesivamente restrictiva del liberalismo, de tal modo que acaba por «conceder» al neo-republicanismo más de lo que efectivamente le corresponde. En efecto, Barberis parece considerar que sólo la doctrina de Benjamin Constant (de cuyo pensamiento, por lo demás, es un fino conocedor) tiene los papeles en regla para ser definida, a todos los efectos, «liberal». De este modo, sin embargo, demasiados pensadores, desde Locke a Montesquieu, a Tocqueville, acaban siendo expulsados del recinto liberal. El propio Hayek es adscrito por Barberis [ibidem, 125] más al campo del «constitucionalismo» que al del liberalismo. No comparto (véase el Cap. I) una visión del liberalismo tan restrictiva. Por lo demás, en un ensayo posterior Barberis [2000] ha dado nuevos pasos en la dirección del «neo-republicanismo». Por ejemplo, ha criticado aquellas tendencias del liberalismo que ven el principal enemigo de la libertad en el «poder político», en lugar de en todo tipo de poder (por ejemplo, el del empleador). Se puede replicar que la razón por la que, desde el punto de vista liberal, el poder político representa la amenaza para las libertades, depende de que sólo al poder político le corresponde el control de los recursos coercitivos, sobre los instrumentos de la violencia. De tal suerte que cualquier otro poder, incluido el de los empleadores, puede amenazar las libertades personales, por lo general, sólo si cuenta con el apoyo tácito o explícito del poder político. Sobre jerarquía empresarial, intercambio de mercado y libertad véase el Cap. III.
[31] Como veremos, ni siquiera los anarco-libertarios creen que se pueda tutelar la libertad prescindiendo de las «leyes». Sólo que imaginan posible separar «ley» y «estado», manteniendo la primera y eliminando el segundo (véase Caps. III y IV).
[32] Véase, por ejemplo, la interpretación de Maffettone [2000].
[33] Es típico de los críticos del liberalismo, neo-republicanos u otros, desdeñar la libertad negativa en nombre de una supuestamente «superior» libertad basada en la idea de una eliminación sin más del poder social. Así, por ejemplo, para San-toro [1999] la libertad negativa tendría el defecto de limitarse a ofrecer a las personas ciertas «oportunidades», aunque sin tutelarlas adecuadamente contra el poder social, la manipulación, la falsa conciencia, etc. Esto recuerda un poco el envilecimiento, en nombre de la «verdadera libertad», de las «libertades burguesas» por parte de los escritores marxistas. Se arroja por la borda lo (poco) posible en nombre de lo imposible.
[34] De una fuerte afinidad entre el neo-republicanismo y el liberalismo llamado «de izquierda» en las versiones de Rawls y de Dworkin hablan, por ejemplo, Ferrara [2000] y Rosati [2000].
[35] Geuna [1998] observa correctamente lo problemática que es la apelación neorepublicana a las antiguas «virtudes cívicas». El neo-republicano parece no tener en cuenta que esas «virtudes cívicas» eran también «virtudes militares». Hay algo que no encaja, desde este punto de vista, en la lectura de Maquiavelo (el Maquiavelo de los Discosi sopra la prima deca di Tito Livio) que hacen los neo-republicanos. Parece que estos no tienen nunca en cuenta el hecho de que en Maquiavelo las virtudes cívicas republicanas están al servicio de una actividad política exterior, expansionista e imperialista. Véase, sobre Maquiavelo y la política de poder, Doyle [1997].
II. Los diques
3. El mercado
[1] Es propia del liberalismo contemporáneo la división entre quien se inspira sobre todo en los clásicos del liberalismo político (Locke, Montesquieu, el Federalist, Constant, Tocqueville, Stuart Mill) y quien, en cambio, apela prevalentemente a la autoridad de los moralistas escoceses (Hume, Smith) y de los economistas austriacos (Menger, Mises, Hayek), o sea de los autores de referencia del liberalismo económico. La división es más bien rígida. Es raro que quien justifica el liberalismo a la luz del pensamiento de los primeros recurra también al pensamiento de los segundos (y viceversa). Pero teniendo en cuenta las fuertes afinidades existentes entre las doctrinas de algunos de los principales jefes de escuela, Hume y Montesquieu en particular, esta rígida división parece en muchos aspectos artificiosa. Para una opinión distinta de la mía, que enfatiza sobre todo las diferencias entre liberalismo económico y liberalismo político, véase Hardin [1999]. Trataré el pensamiento de Montesquieu en el Cap. V.
[2]
Market liberalism y liberalismo económico son expresiones que se acercan bastante a lo que en Italia se entiende por «liberismo». «Liberismo» y «liberista» son términos que alcanzaron gran popularidad entre nosotros con motivo de la célebre disputa entre Benedetto Croce y Luigi Einaudi, y no tienen correspondientes en otras lenguas. El origen de la distinción/oposición entre «liberismo» y «liberalismo», que tanta fortuna ha tenido en Italia, probablemente se remonta a las disputas económicas y políticas que en la segunda mitad del siglo XIX opusiera el economista liberal Francesco Ferrara a los representantes del llamado «germanismo económico» (Fedele Lampertico, Luigi Luzzatti y otros). Véase Faucci [2000, 196 ss.]. En general, comparto las reservas de Cubeddu [1997] sobre el uso del término liberismo.
[3] Es cierto que en algunas variantes (de Mises, por ejemplo) la distinción entre esfera económica y esfera política, y por tanto también entre libertad económica y libertad política, pierde significado, a la luz de una teoría de la acción que sólo contempla sujetos que eligen racionalmente los medios que consideran idóneos para alcanzar sus fines (sean los que fueren) en régimen de escasez. Véase Antiseri [1998] y Cubeddu [1992, 353]. Pero también es cierto que esto sólo es posible en virtud de una teoría social que subsume todo actuar humano bajo las leyes (a priori) de la economía marginalista y de su fundamento gnoseológico, la teoría del valor subjetivo.
[4] Su concepción del origen del estado demuestra que Hume, entre los escoceses, es el pensador cuyas ideas muestran las mayores afinidades con la tradición del realismo político. Como lo demuestra también su célebre ensayo sobre la balance of power [1742-52, trad. it. 1974, 525-541], así como, más en general, el conjunto de sus ensayos políticos. También su teoría de la «simpatía», por más sorprendente que pueda parecer, le acerca a posiciones realistas. La simpatía que se desarrolla dentro de un grupo de hombres unidos por un destino común constituye para Hume la base del sentimiento de identificación nacional (mientras que se excluye, por las características mismas de la naturaleza humana, la posibilidad de una simpatía «cosmopolita», de una identificación y una solidaridad entre los hombres en general). Las naciones, además, se ven inevitablemente inducidas a enfrentarse y a chocar. El libre comercio puede suavizar, puede atenuar, la aspereza de los conflictos, pero no puede eliminarlos. Páginas que iluminan estos aspectos del pensamiento político de Hume se deben a Deleule [1979, trad. it. 1986, 145 ss.].
[5] Véase el profundo análisis de Deleule [1979].
[6] Pero véase Robertson [1985] a propósito de la perplejidad de Hume sobre la capacidad de duración del gobierno mixto británico.
[7] Robertson [1985] dedica un análisis de los más profundos a la relación entre el pensamiento político de Hume y la tradición «cívico-republicana» clásica, pero no me parece convincente cuando pretende encontrar tantas afinidades como diferencias. La originalidad de Hume consiste en que fue uno de los primeros en pensar la política en relación a las experiencias y a las exigencias de la naciente sociedad comercial.
[8] Sobre el pensamiento de Smith véase Forbes [1975].
[9] Que el objetivo, o la función primaria, de la política es la «legislación» es una idea arraigada en la tradición occidental. Sus primeras formulaciones se encuentran en el diálogo platónico tardío Las Leyes y en Aristóteles. Naturalmente, sólo en la edad moderna legiferar adquiere el significado, para nosotros habitual, de «creación» de leyes por obra de órganos del estado (véase el Cap. IV). Para un estudio sobre el uso que Smith hace de términos como policy y police y para una reconstrucción que lo relaciona, junto a otras fuentes, con la aristotélica oikonomia, véase Porta [1988].
[10] Sobre el papel de la metáfora de la mano invisible en el sistema teórico de Smith véase Fiori [2001]. Sobre la tesis según la cual la imagen de la mano invisible es para Smith sólo un expediente literario carente de valor científico véase Rothschild [2001].
[11] Según Long [1998], en las obras de Adam Smith puede apreciarse una original teoría «libertaria» del conflicto de clases. Tres son, históricamente, según Long, las teorías del conflicto de clase. La primera es la republicana, hija de la herencia clásica greco-romana y que Maquiavelo, entre otros, hizo propia. Para la teoría republicana las clases sociales en conflicto son las de los ricos y los pobres, del pueblo rico y del pueblo mediano. La segunda teoría es la socialista en la variante marxiana: las clases en lucha se definen a partir de la propiedad de los medios de producción y contraponen capitalistas explotadores a trabajadores explotados. La tercera es la libertaria, cuyo iniciador fue Smith: según esta teoría el conflicto de clase contrapone los grupos que usan medios políticos y, por tanto, la fuerza del estado, y los grupos que usan medios económicos, es decir el intercambio de mercado. Quienes, capitalistas o no, usan la protección del estado para eludir la competencia, tienen, junto a los políticos y a los funcionarios públicos, intereses contrapuestos a los de quienes, capitalistas o no, viven del mercado.
[12] La teoría smithiana de los «estadios» de desarrollo de las sociedades humanas se expone detalladamente en las Lecciones de Glasgow y se retoma luego en la Riqueza de las naciones.
[13] El problema de la justicia reviste una importancia particular en Smith. En efecto, su investigación sobre el sistema de la libertad natural no se desenvuelve sólo en la perspectiva económica, sino también en la jurisprudencial (y la jurisprudencia la entiende Smith, al igual que la ciencia económica, como una rama de la ciencia más general de la legislación). Sin rule of law no hay justicia, o sea no hay respeto a los derechos de libertad, y sin libertad no puede haber economía de mercado. Véase Hont e Ignatieff [1985] y Dietze [1998, 96 ss.].
[14] Compárese la cita de Smith reproducida más arriba con esta afirmación de Lord Acton [1988, trad. it. 2000, 146]: «Economía política y religión, o sea lo que los hombres piensan que es mejor para ellos en este mundo y en el próximo, gobiernan el mundo.» Véanse también las observaciones, en plena concordancia con las tesis de Smith, de Edmund Burke [1795, trad. it. 1997] sobre la necesidad de que el gobierno se abstenga de intervenir sobre los precios de los productos alimenticios en las fases de carestía. Para Burke, como para Smith, estas intervenciones alteran la evolución espontánea del mercado, por lo que siempre son perjudiciales y contraproducentes.
[15] La tesis de que la vulgata que atribuye a Smith la invención de la idea del homo oeconomicus yerra el blanco, la argumenta de modo convincente Sally [1998]. Tanto Smith como Hume tienen en mente un modelo de hombre, complejo y realista, lejano de las estilizaciones que serán características, posteriormente, de la economía neoclásica: «Adam Smith y David Hume no piensan en el hombre como un racional maximizador de utilidad dotado de conocimiento perfecto [...] Invirtiendo la asunción de racionalidad, el liberalismo clásico considera al hombre en gran medida irracional, gobernado por sus “pasiones” más que por la “razón” [...], lejos de estar libre de error tiene expectativas erróneas y comete errores continuamente. Los escoceses y quienes en ellos se inspiraron no presuponen una racionalidad ex ante que preside el funcionamiento de los mercados competitivos; más bien, las instituciones del mercado competitivo impelen a los hombres a hacerse gradualmente más racionales acomodando los medios a los fines. La racionalidad mejora ex post, gradualmente y por la fuerza de las circunstancias» [Sally 1998, 18-19].
[16] En teoría económica, y a pesar de la existencia de importantes diferencias entre ambos autores, Mises y Hayek han contribuido conjuntamente a la construcción de un «paradigma» muy distinto del neo-clásico. Propio del paradigma «austriaco» de Mises y de Hayek es el rechazo de la idea neoclásica de total información por parte de los actores económicos, a su vez elemento en el que se basa el modelo del equilibrio en condiciones de competencia perfecta. En la concepción austriaca la competencia es un proceso dinámico de descubrimiento de nuevas posibilidades por parte de actores cuyos limitados conocimientos son el producto, y no la pre-condición, de la propia competencia, que operan en mercados siempre «imperfectos» (según el lenguaje neoclásico) y siempre en continuo cambio: véase Kirzner [1997] y Huerta de Soto [2000].
[17] Con una notabilísima excepción, esto es el libro publicado en 1919 con el título Nation, Staat und Wirtschaft. En este texto, escrito al término de la primera guerra mundial con el fin de explicar sus causas, Mises construye una red muy sofisticada para explicar: 1) la interacción entre nacionalismo, democracia y economía de mercado; 2) los distintos resultados políticos que esta interacción ha producido en las diversas partes de Europa (sobre todo en el área germánica y eslava), según el grado de homogeneidad/heterogeneidad lingüística de los diversos territorios, de las formas de gobierno, de los niveles de desarrollo económico; 3) los mecanismos causales que han alimentado políticas militaristas e imperialistas. Lleva razón Andrea Graziosi, autor de una densa introducción a la traducción italiana, cuando sostiene que este es el libro más hermoso de Mises (junto a The Human Action, conviene añadir). Cuando, en las numerosas obras sucesivas, tratará Mises las cuestiones del nacionalismo y de la guerra volverá siempre a los argumentos desarrollados en esta obra, pero lo hará, a mi entender, colocándolos en un marco mucho menos original, más esquemático y más banal.
[18] Refiriéndose a la escuela austriaca en su conjunto, y en particular, además de Mises, al jefe de la escuela, Carl Menger y a Hayek, Cubeddu [1992, 16] sostiene que estos elaboraron una teoría «del mejor gobierno político», o sea una teoría normativa de la política. Véase también Cubeddu [2000, 57-86]. Mi tesis es que si en estos autores hay, como así es efectivamente, una teoría normativa de la política, lo que falta es una teoría explicativa satisfactoria.
[19] Max Weber, en cambio, considera la competencia económica como una forma de lucha, aunque llevada con medios pacíficos. Tal vez sea esta una de las razones que explican la general «frialdad» de Mises, al margen de los reconocimientos formales, respecto a la obra de Weber. Mises pensaba que Weber nunca había comprendido en el fondo los principios de la economía marginalista y que, sustancialmente, permaneció durante toda su vida, en las cuestiones económicas, un epígono de la escuela histórica alemana de economía [véase Mises 1976, trad. it. 1988, espc. 92].
[20] Véase Zamagni [1983], Petroni [1992b; 1995], Barry [1995].
[21] Que, en condiciones de anarquía, las estrategias cooperativas deban prevalecer siempre sobre las estrategias no-cooperativas y defeccionistas es una forma de wishful thinking (un pecado en el que, además de Hayek, como veremos enseguida, caen los anarco-capitalistas). Observa Axelrod que las estrategias cooperativas, para convertirse (en el lenguaje de la teoría de los juegos) en «dominantes», requieren la presencia de algunas condiciones, en primer lugar el hecho de que el «futuro» proyecte sobre el presente una sombra bastante grande (en otras palabras: que las personas busquen hoy la cooperación sobre todo porque están interesadas en los bienes futuros que una cooperación proyectada en el tiempo puede procurar). Si estas condiciones no se dan, no es probable que la estrategia dominante del juego sea la cooperativa [véase Axelrod 1984, trad. it. 1985, 145 ss.].
[22] Existe una amplia demostración, por parte de la sociología de la organización, de que las organizaciones, creadas para alcanzar objetivos más o menos precisos, sufren una parcial metamorfosis cuando experimentan procesos de institucionalización. En tal caso, se convierten en «órdenes negociados» y adquieren muchos rasgos (aunque no todos) del orden espontáneo en el sentido de Hayek. Véase, sobre esta literatura, Panebianco [1989b].
[23] Como observa Jossa [1994, 126-128], este es un punto sobre el que la posición de Hayek resulta incierta (dividida entre la aversión de principio hacia la interferencia estatal en los procesos de orden espontáneo y el reconocimiento de su necesidad en determinadas circunstancias) y poco coherente.
[24] Los precursores citados con mayor frecuencia por los actuales anarco-capitalistas son Herbert Spencer [1884] Franz Oppenheimer [1926], con su distinción entre medios políticos (coerción física) y medios económicos (producción e intercambio), y Albert J. Nock [1935], que opone el «poder social» (el poder que transforma la naturaleza y crea riqueza a través del trabajo, y la hace circular mediante el intercambio) al «poder estatal» (el poder coercitivo basado en los instrumentos de la violencia).
[25] Sobre Rothbard véase Modugno [1998]. Una exposición completa y profunda del pensamiento libertario en sus distintas variantes en Lottieri [2001].
[26] También Max Weber sostiene esta tesis de la escuela histórica, aunque la expone de una forma más sofisticada. La concepción del poder económico en Max Weber (y en la escuela histórica) la retoma Poggi [1998, 63-88]. Véase también Magatti [2002].
[27] En la mainstream de la economía neoclásica el poder sólo puede existir si se da desviación de la competencia (por tanto, se manifiesta sólo en condiciones de monopolio) y el salario lo fija siempre la productividad marginal.
[28] En esta discusión se mezclan continuamente aspectos descriptivos y normativos, y es prácticamente imposible separarlos. Esto es típico de gran parte de la literatura económico-política sobre el tema. Vale también en este caso una observación de Julius Freund sobre la ciencia económica en general: «las teorías económicas no son en general ni descriptivas ni analíticas, sino más bien normativas. Prescriben las condiciones de la acción económica que consideran mejores, las más justas o las más eficaces. Recomiendan una práctica, como ilustra perfectamente el ejemplo reciente de Keynes. Nada lo confirma mejor que el hecho de que el economista contemporáneo integra casi siempre sus observaciones económicas positivas con llamadas a la justicia social» [Freund 1993, 29].
[29] La secular experiencia del Antitrust en Estados Unidos ha demostrado que el control administrativo-judicial orientado a proteger la competencia puede emplearse de diversas formas, y no siempre con resultados positivos para la eficacia de los mercados. Una política antitrust puede limitarse a reprimir sólo aquellas actividades privadas (por ejemplo, los pactos colusivos entre empresas en materia de precios) que impiden que el mercado funcione de manera óptima. Pero también puede emplearse para castigar a los grandes productores, dando por supuesto, a menudo erróneamente, que la competencia exige necesariamente un número muy elevado de productores, preferiblemente de pequeñas y medianas dimensiones. En el periodo anterior al New Deal la política antitrust fue del primer tipo, fue gestionada de un modo sustancialmente respetuoso con el desarrollo espontáneo de los mercados. A partir del New Deal, y durante más de cuarenta años, la política antritrust cambió sus características, convirtiéndose en un instrumento empleado también para atacar a las grandes concentraciones de productores, realizadas a través de fusiones y adquisiciones de paquetes accionariales. Véase Bognetti [2000, 187-190].
[30] Hay que recordar, sin embargo, que no hay simetría entre la posición neoclásica y la del market liberalism. La primera, a pesar de ser la más difundida entre los economistas, opera a un nivel de abstracción netamente superior respecto a la segunda. Se inspira en la teoría del equilibrio general y utiliza los correctivos introducidos por la welfare economics. La escuela austriaca —así como otras corrientes minoritarias (que aquí no considero) de la teoría económica— rechaza en nombre del realismo la teoría del equilibrio y elige por tanto moverse en un nivel inferior de abstracción. Para una descripción puesta al día de las distintas escuelas de economía véase Roncaglia [2003].
[31] Como es sabido, a la obra de Joseph Schumpeter debemos una de las más magníficas y profundas demostraciones del carácter dinámico y evolutivo de los mercados monopolistas.
[32] Esto se debe a que para Hayek (véase el Cap. II) la libertad, entendida negativamente, implica ausencia de coacción.
[33] Se dan también situaciones excepcionales en que la coerción física la ejercen directamente los titulares del poder económico: pensemos, por ejemplo, en el caso de algunas empresas multinacionales dedicadas a la industria extractiva en determinadas zonas de África subsahariana, las cuales protegen sus propias actividades recurriendo a compañías privadas de soldados mercenarios. Pero esto sucede sólo porque tales empresas operan en un contexto caracterizado por la ausencia, o el fracaso, del estado. La cuestión decisiva es, pues, siempre la conformación de la arena política.
[34] Milton Friedman admite la posibilidad de monopolios públicos sólo en el caso de los mercados dominados por lo que él llama monopolios «técnicos» (es decir naturales). Pero con el vínculo para el estado de abstenerse de prohibir a otros el derecho de hacer competencia. Véase Friedman [1962, trad. it. 1995, 46].
[35] La principal debilidad de los «liberistas» está más en la práctica que en la «teoría»: consiste en que, por lo general, el monopolista formará colusión con el estado (como nos sugiere Adam Smith), y como los mercados no competitivos son frecuentes, de ello se derivará, en la realidad, mucha más colusión económico-política y mucho menos «mercado libre» de lo que desean los liberistas.
[36] Es sabido que para Hayek el libre mercado favorece, en lugar de la cristalización, la circulación de la propiedad a través de las generaciones, como efecto de las alternas fortunas de mercado de los propietarios. Paradójicamente, son precisamente los intentos de limitar el poder de mercado de los propietarios (por ejemplo, a través del impuesto progresivo), los que desalientan la iniciativa privada y hacen difícil la formación de nuevas fortunas y, por tanto, favorecen la congelación de la distribución existente de la propiedad. Véase Hayek [1960, trad. it. 1998, 387 ss.]. Naturalmente, no existe contradicción entre la idea de que, dejando libre al mercado, se determina una continua circulación de la propiedad, y la tesis, enunciada primeramente por Pareto, según la cual la curva de la distribución de la riqueza tiende a sufrir en el tiempo variaciones marginales. Véase Pareto [1896-97, trad. it. 1971].
[37] Esta discusión se refiere sobre todo a la cuestión de la intervención directa del estado en la producción. Pero el estado, como muestra la experiencia de todos los sistemas de economía de mercado, interviene también en formas indirectas, con un gran abanico de instrumentos, a favor de las empresas (véase el párr. 6).
[38] Conviene recordar en todo caso que en la discusión sobre los monopolios se superponen (y a menudo se confunden) dos líneas de división, la existente entre mercado competitivo y monopolio privado, y la que existe entre monopolio público y monopolio privado. Sobre la cuestión de los monopolios públicos, además, hay que separar los problemas que atañen a la libertad de los que atañen a la eficiencia. A finales de siglo XX muchos economistas de formación keynesiana o pertenecientes a la escuela llamada de la «síntesis neoclásica» (que introduce elementos keynesianos en el cuerpo de la economía neoclásica) se convirtieron, en los países occidentales, a la idea de que es preciso fomentar la privatización de los monopolios públicos. Pero para los keynesianos (a diferencia de los defensores del market liberalism o liberal-libertarios) no se trataba de una cuestión de libertad, sino sólo de eficiencia: en efecto, incluso muchos keynesianos consideran hoy que el monopolio público es más ineficiente que el privado (porque, a diferencia del monopolio privado, no le apremia la competencia exterior, porque no reacciona con la misma rapidez a las señales de la ineficiencia, etc.). Conviene, en una palabra, distinguir entre un problema de teoría económica (para los liberal-libertarios el monopolio público no se limita a ser ineficiente: es también una amenaza para la libertad) y un problema de eficiencia económica (el monopolio público es con frecuencia ineficiente también para los keynesianos).
[39] El concepto de entry no aparece en la primera versión de la teoría de Hirschman [1970]. El autor lo introduce posteriormente integrándolo con las categorías originarias de exit, voice y loyalty, siguiendo la sugerencia de Stein Rokkan [1974].
[40] El análisis más riguroso que yo conozca sobre la relación entre poder e intercambio económico se encuentra en Stoppino [1995, 164-171].
[41] En una perspectiva neo-weberiana, Magatti [2002] hace algunas observaciones muy lúcidas sobre las relaciones entre poder endógeno, generado por el mercado, y poder exógeno (el poder político, sobre todo), generado fuera del mercado.
[42] Véase Acocella [1999, 51 ss.]. Las asimetrías informativas serían, en esta perspectiva, fuente de «riesgo moral» y los economistas más favorables a la intervención estatal ven en la acción del estado un fundamental instrumento de reequilibrio informativo. Pero la cuestión está estrechamente ligada al tema del «déspota benévolo» (véase más adelante). En general, parece que muchos economistas, según una ocurrencia de Robert Nozick, consideran inconveniente permitir «actos capitalistas entre adultos que consienten», a no ser bajo la atenta y rigurosa vigilancia del estado.
[43] Paso aquí por alto el problema de las «externalidades» sobre todo porque la discusión, con pocas variantes, es muy parecida a la relativa a la de los bienes públicos. Uno y otro son aspectos de los llamados «fallos del mercado». La principal diferencia es que en el caso de las externalidades negativas (por ejemplo, la contaminación) los críticos de la intervención del gobierno las atribuyen a problemas de inexistente o incierta definición de los derechos de propiedad. Véase Rothbard [1978b].
[44] Añádase el hecho de que, en la perspectiva «austriaca», el fenómeno del free-rider (señalado como causa principal de los «fallos del mercado» por muchos economistas de escuelas distintas) no es casi nunca un problema. Se dan al contrario circunstancias en las que el free-rider es, más bien, la solución al problema. En el caso de los carteles oligopólicos, así como de pactos colusivos impuestos por organizaciones sindicales y por otros grupos de presión, el free-rider es quien rompe el juego, quien obstaculiza las políticas contrarias a la competencia [Pasour 1981].
[45] Hayek, sin embargo, como es sabido, quería al menos sustraer a la autoridad política el monopolio del dinero.
[46] Véase Rothbard [1982], De Jasay [1985], Salin [2000].
[47] Friedman es, por lo demás, un utilitarista que, en cuanto tal, polemiza con la orientación de derecho natural de Rothbard y sus seguidores.
[48] Remito al Cap. VI para algunas observaciones sobre puntos débiles del pensamiento anarco-capitalista en materia de política internacional: es decir, porque la imaginada «anarquía ordenada» es imposible a causa de la existente anarquía política internacional.
[49] En el ámbito internacional, esta crucial diferencia entre intercambio económico y relaciones políticas (interestatales) basadas en la posibilidad del uso de la violencia se manifestó en la segunda mitad del siglo XX en un desarrollo diferente de regímenes e instituciones internacionales. Son muchos y altamente complejos los regímenes que disciplinan la interdependencia económica internacional mientras que son pocas y relativamente rudimentales las instituciones de la seguridad que han quedado. La razón, según Lipson [1984], depende precisamente de que cuando está en juego la posibilidad de la violencia, la cooperación es menos fácil y provechosa que cuando están en juego simples intercambios económicos. En el primer caso, cooperar es más peligroso y perjudicial que en el segundo: si coopero y el otro «falla» la consecuencia es muy arriesgada, arriesgo no un perjuicio económico (antes o después remediable), sino un destructor ataque armado. Las situaciones del tipo «dilema del prisionero» (y variantes como el «dilema de la seguridad») son más típicas del ámbito de las relaciones político-militares que de las económicas.
[50] Sobre las analogías entre estado y raket criminal véase Tilly [1985]. A partir de S. Agustín, el pensamiento occidental ha observado con frecuencia semejanzas perceptibles en el modus operandi de los estados y de las organizaciones criminales.
[51] Escribe justamente Gellner: «la ventaja económica es divisible, calculable y negociable. La coerción no. Esta opera en un contexto de absolutos rígidamente inconmensurables y contrapuestos, de sí y de no. La del intercambio económico es la esfera del ajuste fino. La sanción y el incentivo que en ella operan es la ventaja. Las ventajas son susceptibles de ser finamente sopesadas [...]. La coerción es completamente distinta. La sanción extrema de la coerción, la última ratio regis, es la pena de muerte. Y la muerte es inconmensurable con todo lo demás. La vida es la precondición del disfrute de cualquier otro bien [...]. La diferencia entre orden económico y orden político es el reflejo de la diferencia entre la sanción suprema posible respectivamente en uno y otro caso. En el primero está en juego una ganancia menor o una pérdida; en el segundo, todo» [Gellner 1988, trad. it. 1994, 171-172].
[52] Ni en este párrafo ni en los anteriores se ha tomado en consideración la lectura crítica que describe el mercado como una forma de opresión, explotación y alienación, y que representa una parte amplísima, acaso incluso preponderante, de la producción de las ciencias sociales (economía aparte) sobre el tema. Una de las mejores expresiones de este filón es el libro de O’Neill [1998], una refinada, brillante, sutil crítica del market liberalism desde el punto de vista del socialismo libertario. La principal objeción que se puede hacer a O’Neill es que sus valoraciones negativas sobre el mercado, aunque propuestas de una forma rigurosa (lo cual es bastante inusual en este tipo de literatura), son a menudo exasperadas y exageradas: en efecto, si es cierto, como sostiene O’Neill, que la presencia del mercado no es una condición suficiente para asegurar libertad a los individuos, esto no invalida en todo caso la tesis de que es una condición necesaria. También el hecho, sobre el que O’Neill insiste, de que ciertas instituciones, como por ejemplo, las comunidades científicas, no pueden funcionar según una pura lógica de mercado es cierto, pero puede aceptarse pacíficamente (y casi siempre lo es) incluso por los defensores del mercado. Finalmente, el hecho de que Hayek y los demás representantes del liberalismo de mercado se hayan detenido a considerar sólo la alternativa entre mercado y estado planificador infravalorando el precioso papel que desempeñan (por ejemplo, en la distribución de las informaciones) las familias, las asociaciones voluntarias, etc., es también cierto, pero no representa un argumento dirimente en contra del mercado.
[53] Aunque no siempre se explicite el argumento, quien sostiene que la economía de mercado «vincula» la política piensa por lo común, en realidad, que tales vínculos son indirectos. Es decir, piensa, siguiendo las huellas de Hume, que el mercado favorece el desarrollo de una numerosa clase media que, nutrida por la libertad económica, se convierte también en paladín de las libertades políticas. Aunque tiene de su parte muchas buenas razones, este argumento tiene también un punto débil. Este consiste en que allí donde existe esa clase media la política ha contribuido al menos tanto como el mercado a garantizar las condiciones de existencia. También por esto, quienes tienen el poder político poseen los instrumentos, si las circunstancias lo imponen, para «corromper» a la clase media (o al menos a importantes sectores de la misma) para ligarla al estado, por ejemplo, mediante subvenciones, encargos públicos, etc. De donde el fenómeno, frecuente, de fracciones de las clases medias dependientes del estado y hostiles a la competencia de mercado (un aspecto de lo que Max Weber llamaba «capitalismo político»). A veces, tales fracciones de la clase media pueden incluso apoyar movimientos políticos (por ejemplo, radicales de izquierda) tendientes a eliminar las libertades políticas y a restringir las económicas. Sobre la relación entre grupos sociales, pluralismo social y condiciones de subsistencia de regímenes políticos liberales véase el Cap. V.
[54] Es cierto que si se pone en juego la dimensión internacional de la economía de mercado, el cuadro podría cambiar. En un mundo de estatización, según algunas interpretaciones, la economía internacional de mercado vincularía de manera irresistible la política (nacional-estatal). Pero de esto trataré en el Capítulo VI.
[55] Pero la tesis es bastante más antigua. Como comprueba un célebre pasaje de Maquiavelo: «Porque todas las tierras y las provincias que viven libres, en todas partes, como dije más arriba, obtienen ganancias muy altas. Porque aquí se ven pueblos mayores, para ser en unión más libres, más deseables por los hombres: porque cada uno procrea de buena gana aquellos hijos que cree poder mantener, no temiendo que se le arrebate el patrimonio, y que él conoce no sólo que nacen libres y no esclavos, sino que pueden mediante la virtud llegar a ser príncipes. Las riquezas se multiplican en mayor número, y las que proceden de la cultura y las que proceden de las artes. Porque cada uno voluntariamente multiplica los bienes y trata de adquirir aquellos bienes que, una vez adquiridos, piensa que puede disfrutar. De donde se deriva que los hombres piensan a porfía en los bienes privados y públicos; y ambos acaban maravillosamente creciendo. Lo contrario de todo esto sucede en aquellos países que viven como siervos; y tanto más carecen de bienestar normal, cuanto más dura es la esclavitud» (Discorsi sopra la prima deca di Tito Livio, II, 2, p. 150).
[56] Benjamin Constant [1819], en su análisis sobre la libertad de los antiguos contrapuesta a la de los modernos, distinguía netamente la Atenas de Pericles del resto del mundo antiguo. En Atenas, según Constant, la afirmación del comercio había fomentado la difusión de un espíritu de libertad no muy distinto del moderno. Sobre la «anomalía sociológica» representada por el sistema político y social ateniense del siglo V véase Pellicani [2002].
[57] Uno de los más antiguos testimonios sobre la beneficiosa influencia que el buen gobierno, imponiendo el respeto a las leyes, ejerce sobre la vida económica se contiene en el pequeño tratado del anónimo autor griego (siglo IV a.C.), inserto en el Protettico de Giambico (siglos III-IV) de la era cristiana: «Primera consecuencia de una condición bien regulada por las leyes es la confianza, que aporta grandes ventajas a todos los hombres, y se encuentra entre los bienes importantes: en efecto, por su causa el dinero resulta común, y así, aunque sea poco, resulta en todo caso suficiente porque circula; sin esa confianza, es insuficiente aunque sea mucho (...) y las vicisitudes del dinero y del patrimonio, positivas o no, gracias a la legalidad están regidas del modo más ventajoso para los hombres: en efecto, los que poseen fortuna se sirven de ella en toda seguridad y a cubierto de las insidias, mientras que los que carecen de ella reciben apoyo de quienes sí la tienen gracias a la facilidad de relaciones y a la confianza que se derivan de la legalidad (...) Gracias también a una condición de legalidad, el tiempo está para los hombres libre de los asuntos públicos y puede disfrutarse para la propia vida (...) Cuando dominan las leyes y el orden, los hombres están libres de la ocupación más desagradable, y atienden a la más placentera: ocuparse de los asuntos públicos es en efecto muy desagradable, de los asuntos propios, en cambio agradabilísimo» [Anónimo de Giambico 2003, 143].
[58] Sobre la relación entre derechos de propiedad y desarrollo económico véase también De Soto [2000].
[59] Según Ernest Gellner, el nacimiento de la sociedad industrial occidental fue un acontecimiento totalmente excepcional, causado por el hecho de que «un milagroso equilibrio político e ideológico de poder en los componentes no económicos de la sociedad hizo posible la expansión en un momento en que se disponía también de un notable potencial tecnológico» [Gellner 1988, trad. it. 1994, 126].
[60] Debe observarse, sin embargo, que las interconexiones entre sistemas jurídicos y mercado son variadas y complejas y que, sobre todo, el mercado no puede nunca quedar reducido enteramente a sus reglas jurídicas. Como se ha sostenido agudamente, «no hay nunca coincidencia perfecta entre las dinámicas de mercado y las dinámicas jurídicas correspondientes: el mercado es mucho más que las operaciones jurídicas que en él se desarrollan (...). La no perfecta coincidencia entre dinámicas de mercado y dinámicas jurídicas se traduce en un espacio social habitado por relaciones que no están enteramente gobernadas por estándares y reglas. Las reglas jurídicas están en el trasfondo, pertenecen a la consciencia de los actores, entran en sus cálculos de conveniencia, pero no son vinculantes o actuales. En este espacio se produce una potencial disociación entre actor jurídico y actor económico. En otros términos, los cálculos de conveniencia de los actores, las actitudes “adquisitivas” disponen de una gama de comportamientos más numerosos respecto a los estrictamente jurídicos o legales» [Ferrarese 1992, 95].
[61] Véase Rothbard [1977] para una minuciosa exposición de los distintos tipos de intervención estatal.
[62] Esto ayuda a explicar por qué el capitalismo de mercado «puro» debe convivir siempre con formas de capitalismo «predatorio» políticamente orientado, que vive y prospera gracias al hecho de que grupos capitalistas poderosos consiguen obtener el apoyo y la protección del estado [véase Weber 1922, trad. it. 1968, I, 163-164; véase también Freund 1993]. Nótese, sin embargo, como parcial corrección de las tesis de Weber (a su vez influidas por la doctrina de la escuela histórica de economía), que si es cierto que los mercados monopolistas determinan una distribución desigual de poder social, también es cierto que en todo caso hay que distinguir entre efectos a corto plazo y efectos a medio y largo plazo. Si consideramos sólo el corto plazo, las tesis de Weber (compartidas sustancialmente también por Joseph Schumpeter) son correctas. Pero en el medio-largo plazo, como sostiene la escuela austriaca, si al mercado se le deja libre de funcionar, al margen de vínculos políticos, acabará muy probablemente abriéndose a la competencia (entrarán en el mercado nuevos productores) determinando condiciones de mayor ventaja para los consumidores.
[63] Para los defensores del market liberalism la doctrina keynesiana fue, en el siglo XX, la principal justificación ideológica de la expansión de la intervención estatal y del correspondiente crecimiento del papel y del peso de los grupos de interés orientados a la predación. Escriben, por ejemplo, Buchanan y Wagner [1984, 133]: «No se puede seguir ignorando las crecientes pruebas históricas de los efectos negativos de las ideas de Keynes. La economía keynesiana ha dado carta blanca a los políticos: ha destruido los vínculos al normal deseo de los políticos de gastar y gastar sin tener en cuenta la necesidad de gravar.» Críticas políticas a parte, también en el plano estrictamente técnico la doctrina económica «liberista» se ha contrapuesto duramente al keynesianismo. Para las críticas de los «austriacos» véase AA.VV. [2000]. Para un planteamiento inspirado prevalentemente en la escuela de Chicago véase Martino [1997].
[64] Es éste un tema que retomaré (Cap. IV y V) al tratar de las relaciones entre democracia y derechos de libertad, y entre poder político y pluralismo social.
[65] La afirmación de una estrecha interdependencia entre mercados y política (entendida tanto como polity como politics o, en fin, como policy) está, por otra parte, en la base de las investigaciones actuales de political economy y contribuye a explicar los brillantes resultados alcanzados con frecuencia por este filón de investigación. Para citar sólo dos importantes títulos recientes véase Persson y Tabellini [2003], sobre los efectos económicos de la polity (las reglas constitucionales del juego político) en contextos democráticos, y Mulé [2001] sobre la relación entre competencia entre partidos y políticas redistributivas.
[66] Esto no significa que todo pueda reducirse simplemente a una cuestión de «más» o «menos» intervención del estado. Entre Europa y Estados Unidos la diferencia se refiere también a modos distintos de intervención del estado. También en Estados Unidos el poder político interviene de vez en vez, según las orientaciones de la Administración en activo, a favor de este o de aquel grupo de empresas, por ejemplo en los sectores estratégicos de la energía, de las comunicaciones y de la defensa.
[67] Además de la democracia y del sufragio universal, también las guerras mundiales, y luego la guerra fría, han sido importantes concausas de la instalación del Big Government. Véase más adelante en este mismo párrafo así como en el Cap. VI.
[68] Para variaciones sobre el clásico tema weberiano de las causas (culturales, políticas, militares, etc.) en el origen del capitalismo europeo véase Baechler, Hall y Mann [1988]. Sobre las diferencias entre civilizaciones orientales y civilización occidental véase Pellicani [1997].
[69] La falta de desarrollo del capitalismo de mercado en otras áreas (por ejemplo, en China) se explica a menudo con referencia a la presencia de unidades imperiales o, dicho de otro modo, a la ausencia en esas zonas de unas pluralidades políticas concurrentes, de un «sistema de estados». Véase, por ejemplo, Hall [1988], que retoma y reelabora la tesis de Weber y de Hintze. Véase también Bendix [1964] y Mann [1993]. Véase, más ampliamente, el Capítulo VI.
[70] En Law, Legislation and Liberty [1982] Hayek reconoce que la gran sociedad, basada en un orden abstracto, y que garantiza la libertad de los individuos para perseguir sus fines, es de origen muy reciente. Durante miles y miles de años los hombres han vivido en sociedades cerradas, en órdenes concretos. Antes aún, durante centenares y millares de años, la especie humana estuvo dispersa en pequeños grupos dedicados a la caza y a la recolección. En los términos popularizados por Karl Popper, la «sociedad cerrada» es una experiencia infinitamente más extendida, en la historia humana, que la «sociedad abierta» (o gran sociedad). Es, pues, poco plausible —como, en realidad, sostiene el propio Hayek, aunque sin sacar todas las consecuencias posibles— que la memoria histórica de aquellas experiencias no siga pesando y amenazando la supervivencia de la gran sociedad. Lo hace, principalmente, a través de la política (sobre todo después de que la escolarización ha redimensionado, en las sociedades occidentales, el papel de la religión). Las «identidades colectivas» que la política, a través del conflicto, alimenta y consolida, pueden interpretarse en esta clave, como el efecto del continuo paso sobre el presente de un larguísimo pasado más primitivo y bárbaro. Es esta una interpretación que no se opone a los resultados de las investigaciones socio-biológicas y de etología humana: véase Eibl-Eibesfeld [1967] y Masters [1983].
[71] Remito al capítulo VI para un tratamiento de los dilemas generados por la política de poder y, más en general, de la relación entre libertad y política internacional.
4. La ley
[1]
El político XXXIX.
[2]
Política, III, 16.
[3]
De República.
[4] En la Edad Media se reafirma un principio que apareció por primera vez en la historia con los antiguos reinos hebreos: la idea de la monarquía limitada, de un soberano vinculado, al igual que sus súbditos, por una ley escrita entregada a los hombres por Dios. Véase Finer [1999, I, 239 ss.].
[5] El jusnaturalismo racionalista es, históricamente, una de las variantes de la doctrina del derecho natural: véase Fassò [1966, I, 43]. Sobre el jusnaturalismo véase también Barberis [1993, 13 ss.], así como el clásico Passerin d’Entrèves [1954].
[6] Propiedad, en Locke, tiene el significado de «vida, libertad y posesiones». En el origen de los títulos de propiedad de los bienes materiales está, para Locke, el trabajo que actúa sobre la naturaleza y la transforma.
[7] Para Kant, los tres poderes, legislativo, ejecutivo y judicial, «se parecen a las tres proposiciones de un silogismo: a la proposición mayor corresponde el poder que contiene la ley de la voluntad, a la menor el que contiene el mandato de comportarse según la ley, es decir, el principio de la subsunción de las acciones bajo esa ley; finalmente, a la conclusión corresponde la sentencia, que decide qué es el derecho en el caso de que se trata». Más adelante define los tres poderes como «dignidades políticas» [véase Kant 1797, trad. it. 1965, 500 y 502]. Sobre la doctrina de Montesquieu véase el Cap. V.
[8] A pesar de que con frecuencia se le acerque al de Kant, el pensamiento de Wilhelm von Humboldt [1792, trad. it. 1974] es, sobre este punto, bastante distinto. Véase Solari [1992, 129 ss.].
[9] Observa Fassó que si bien es cierto que Kant es el inspirador de la posterior teoría alemana del Rechtsstaat, también lo es que en él, el «estado de derecho» es al mismo tiempo «estado de justicia». En la evolución posterior a Kant, en cambio, estado de derecho y estado de justicia acabarán contraponiéndose. Véase Fassò [1974, 31].
[10] Esto no ha impedido que el pensamiento jurídico-político kantiano continuara ejerciendo una gran influencia. Especialmente, sobre las teorías, y en parte también sobre las prácticas, de las relaciones internacionales [véase Cap. VI].
[11] Para un encuadre de la teoría, así como de los hechos históricos, del constitucionalismo, véanse Matteucci [1993b, 127-168], Sartori [1987, 11-28], Fioravanti [2002]. A una tradición distinta de la del constitucionalismo en sentido propio (del que aquí nos ocupamos) pertenece la noción de constitución como Verfassung, entendida por ejemplo por Carl Schmitt [1928, trad. it. 1984, 16], como «el modo concreto de existir que se da espontáneamente con toda unidad política existente». Se produce aquí una auténtica fractura entre el pensamiento influido por las experiencias constitucionales anglosajonas y el pensamiento más ligado a la historia europeo-continental y, en particular, alemana. También la ya clásica reconstrucción de Otto Brunner [1928, trad. it. 1970, 1-20] que opone una Verfassung que se remonta a la Edad Media a la moderna Konstitution liberal se inscribe en una tradición de pensamiento exclusivamente germánica. Sobre la tradición constitucional alemana véase Schiera [1987].
[12] Véase también Rebuffa [1990, 16] que distingue entre constitución entendida como «conjunto de límites constitucionales» y constitución entendida como «sistema de equilibrios». De modo semejante, Pasquale Pasquino [1994] distingue entre una tradición constitucional basada en el poder judicial como «boca de la ley» y una tradición constitucional basada en el principio madisoniano de las «ambiciones» contrapuestas a «ambiciones».
[13] En realidad, he simplificado deliberadamente, para mis propios objetivos, el pensamiento de Manin. Basta pensar que Manin distingue de forma preliminar entre liberalismo de mercado (al que conecta la «norma») y liberalismo de los grupos de intereses (al que conecta el «equilibrio»). Volveré brevemente sobre las tesis de Manin en las conclusiones del próximo capítulo. Lo único que aquí me interesa, y que me permite estipular una equivalencia entre el liberalismo/constitucionalismo de la norma de Manin y lo que yo llamo liberalismo jurídico, es el hecho de que, en su análisis, el liberalismo de la «norma» impone que el poder político sea limitado por «una frontera fija y previamente determinada» [1989, 376] de naturaleza jurídica. Sobre Manin, más ampliamente véase Barberis [1999a].
[14] Por otra parte, hay también pensadores para los que limitación y división del poder son componentes igualmente irrenunciables del constitucionalismo. Es el caso, por ejemplo, de Nicola Matteucci, el principal historiador y teórico italiano contemporáneo del constitucionalismo.
[15] En rigor, la judicial review debe su antigüedad a Inglaterra. Pero han sido la constitución escrita y la jurisprudencia de la Corte suprema las que la han dado el significado actual.
[16] Sobre este punto ha insistido especialmente Carl Friedrich [1950]. Sobre el problema de la soberanía en Friedrich véase Ventura [2002a].
[17] Sin embargo, Alexander Hamilton (Federalist, n. 32) habla, a propósito de la Federación americana, de soberanía dividida, de «división del poder soberano».
[18] En la cual se advierte la doble influencia de la filosofía escocesa del sentido común y del contractualismo lockiano: véase Bonazzi [1999a].
[19] Este control lo propondrá (inútilmente) Sieyès. También el «pouvoir neutre» de Benjamin Constant se concibe en parte para contener el legicentrismo y, con él, el riesgo de un poder absoluto ejercido por asambleas legislativas. Véase la útil reconstrucción de Portinaro [1997].
[20] Sobre el jacobinismo francés, su carácter anti-liberal, y su determinante influencia sobre la tradición constitucional francesa véase Jaume [1990].
[21] Por ejemplo Morbidelli et al. [1995]. Véase también Ferrajoli [1997; 2001].
[22] «Los positivistas son propensos a confundir dos experiencias históricas radicalmente distintas: la europea y continental del Rechtsstaat (mitad francesa: la obediencia del ejecutivo al pueblo soberano; mitad prusiana: la obediencia de los órganos del Estado a las leyes que este mismo ha establecido...) y la inglesa y americana de la rule of law y del due process of law, de la supremacía del derecho (¡no soberanía de las leyes!) sobre el government por el que el poder está legalmente limitado» [Matteucci 1996, 58-59].
[23] Pero debe recordarse el juicio positivo que sobre los orígenes del Rechtsstaat formula Hayek [1960]. No es el único, pero es ciertamente un importante punto de diferenciación entre la visión de Hayek y la, en otros aspectos afín, de Bruno Leoni. Sobre estos autores véase más adelante en este mismo capítulo.
[24] Por «estado de derecho» debía entenderse un «ordenamiento estatal en que los poderes públicos, que inciden directamente, pero también de manera indirecta, en la esfera jurídica de los ciudadanos, deberían ser siempre asignados al poder público por una norma de ley» [Giannini 1986, 95].
[25] Atinadas observaciones en Kelly [1992] y Hespanha [1999].
[26] Sobre el positivismo jurídico en sus diversos aspectos véase Bobbio [1984b, 77 ss.].
[27] Dadas estas condiciones, se explica por qué la doctrina civilista de inspiración liberal siempre ha temido y combatido, considerándolas iliberales, las tendencias, que continuamente se manifiestan en el «estado de derecho» continental, a la absorción del derecho privado por el derecho público. En esta perspectiva, véase Ferri [s.f.], sobre la obra del civilista Filippo Vassalli (fue el finado profesor Furio Bosello quien señaló la importancia de este escrito). Sobre Vasalli véase también Grossi [1998, 293-321]. Es propio del «estado de derecho» del siglo XIX el hecho de que «también el derecho privado es derecho del Estado; su distinción del derecho público se afirma dentro del Estado-ordenamiento, en un continuum en el que la distinta naturaleza de las normas, de derecho privado o de derecho público, se identifica sólo especulativamente» [Galgano 2001, 93].
[28] Sobre el concepto de «certeza del derecho» y la evolución de la doctrina sobre el asunto, ofrece una útil visión panorámica Bertea [2001], quien sin embargo no considera la importante distinción, introducida por Bruno Leoni, entre certeza a corto y a largo plazo (véase el párr. 5).
[29] La reducción del derecho, de todo el derecho, a la «legislación» es un efecto de lo que Grossi [1998] define como «absolutismo jurídico», la circunstancia por la que el estado europeo-continental, a partir de la Revolución francesa, llega a monopolizar el derecho, eliminando aquel pluralismo jurídico que los antiguos regímenes habían heredado de la civilización medieval.
[30] Cuando el mito del juez que aplica mecánicamente la ley desaparezca, cuando parezca claro que «la actividad jurisdiccional es política en razón del poder de interpretación que implica» [Troper 1994, trad. it. 1998, 120], la ideología del estado de derecho sufrirá un durísimo golpe.
[31] Las distinciones entre «burocracia» y «profesionalismo», entre organizaciones burocráticas y organizaciones profesionales, y entre organizaciones que combinan en distinto grado burocracia y profesionalismo, constituyen un tema clásico de la sociología de la organización. Véase por ejemplo Stinchcombe [1959] y, para el caso de las magistraturas, Freddi [1978].
[32] Sobre el tema del «estado administrativo» sigue siendo fundamental Miglio [1988, I, 257-324].
[33] Lo cual deja abierto, en la Europa de los siglos XIX y XX, el problema que Schmitt [1931] define del «guardián de la constitución».
[34] Guastini [1998] argumenta a favor de la distinción entre «separación de poderes», entendida como separación de funciones, y de los órganos del estado, y «división del poder» entendida como técnica de los checks and balances. Considero útil la distinción, pero no sigo a Guastini cuando piensa que puede obtener dos «modelos constitucionales» lógicamente coherentes y opuestos término a término. Su modelo de «división del poder», o de checks and balances por ejemplo, al prever un poder ejecutivo responsable ante el legislativo, no se aplica al caso de Estados Unidos. Es decir, no se aplica a uno de los pocos casos (según algunos, incluso único) de democracia constitucional en el que el mecanismo de los checks and balances ha funcionado realmente (véase el Cap. V).
[35] De manera análoga, en Francia, Sieyès rechaza la doctrina de la división del poder en la versión de Montesquieu y de Blackstone, y la substituye por la idea (destinada a ser hegemónica en el constitucionalismo continental) de la especialización y de la separación de los poderes. Seguirá sustancialmente a Sieyès, sobre este punto, también Benjamin Constant, que sin embargo es un pensador que en general es considerado próximo a la tradición constitucional anglosajona. Sobre el pensamiento de Constant véanse, desde ópticas opuestas, Barberis [1988] y De Luca [2003]. La crítica de Constant a la doctrina de la división (o del equilibrio) de los poderes se expone en el Cap. V.
[36] Igualmente influyente, por supuesto, fue la concepción hegeliana. Hegel, en sus Fundamentos de filosofía del derecho [1821] y en otros lugares, polemiza duramente con la doctrina de Montesquieu. Sobre la concepción hegeliana del estado, vista sobre todo en sus aspectos de contraposición al pensamiento político liberal, véase Bedeschi [1993].
[37] Así, con distintas matizaciones, Leoni [1961], Matteucci [1993b], Volpe [2000].
[38] El estatalismo europeo magnifica, como es sabido, a numerosos padres nobles. De Bodino toma la teoría de la soberanía, de Hobbes la justificación racional de la obligación política, de Hegel la idea de la superioridad ética del estado y de sus exigencias respecto a los intereses particulares y privados que animan a la sociedad civil.
[39] Sobre el orden jurídico medieval véase la sugestiva síntesis de Paolo Grossi [1997] para el cual el derecho medieval es esencialmente un «derecho sin estado», expresión de la sociedad en lugar del estado, que se manifiesta a través de una pluralidad de tradiciones y de ordenamientos coexistentes, y que subsiste gracias al carácter «incompleto» del poder político, «entendiendo por este carácter incompleto la carencia de toda vocación totalizante del poder político, su incapacidad para afirmarse como hecho global y absorbente de todas las manifestaciones sociales, su realización en la vida histórica medieval cubriendo solamente ciertas zonas de las relaciones intersubjetivas y permitiendo sobre otras —y muy amplias— la posibilidad de injerencia de poderes concurrentes» [ibidem, 41]. Véase también Grossi [1998, 275-292].
[40] En la Europa continental, sólo en muy raros casos, en el curso de los siglos XIX y XX, los aspectos más iliberales del «estado de derecho» se han reconocido como tales a la luz de una perspectiva coherente con los principios de la tradición de common law. En el caso de la Italia del siglo XX, además de Nicola Matteucci y de Bruno Leoni, se puede citar el último Luigi Sturzo, en virtud del conocimiento que había adquirido del mundo anglosajón. En el caso de Alemania, en cambio, sobre los límites del estado de derecho continental, y la imposibilidad de prescindir de una tradición más antigua de derecho natural, ha indagado sobre todo aquella escuela hermenéutica que, incluyendo a pensadores tanto laicos como católicos, suele referirse sobre todo al pensamiento de Joachim Ritter [1969].
[41] La edición original es de 1905.
[42] Sobre la equity, sistema diferente de la common law pero históricamente conexo a él, tal como lo interpreta Max Weber en su sociología del derecho, véase Rebuffa [1991, 157].
[43] Para una reconstrucción global del pensamiento de Bruno Leoni véase Masala [2003]. Un interesante análisis del pensamiento jurídico de Leoni se debe a Barberis [2003].
[44] Sobre la relación entre la tradición jurídica y política romana y la moderna sociedad abierta véase Pezzimenti [2002].
[45] En la interpretación de Schauer, la common law funciona como una especie de antídoto respecto a la sub-optimalidad de los resultados producidos por procesos de decisión basados en reglas prefijadas: «Mejorando la estrategia de la decisión basada en reglas, la common law otorga poder a sus jueces y considera los riesgos derivados de este otorgamiento de poder menos peligrosos que los riesgos que derivan de la aplicación de reglas canónicas problemáticas a circunstancias en las que los redactores de esas mismas reglas canónicas no habían pensado produciendo así resultados que la sociedad podría no estar dispuesta a tolerar» [Schauer 1991, trad. it. 2000, 276-277].
[46] En el proceso, la dialéctica entre las partes asume la forma de un duelo entre quien apela al precedente judicial tratando de demostrar las semejanzas entre el precedente evocado y el caso que se examina y quien, considerando ese precedente no favorable a la propia causa, trata de exponer sus diferencias. Esta dialéctica procesal es la principal fuente de las transformaciones del derecho de common law y contribuye a impedir una excesiva rigidez del mismo. Véase Cohen-Tanugi [1985, 51 ss.]. Véase también Friedman [1975, trad. it. 1978, 416 ss.] sobre el papel del razonamiento analógico en la actividad del juez de common law. Sobre las distintas implicaciones del principio stare decisis véase Clerico [2000, 81-105].
[47] Si el juicio de Leoni sobre el estado de derecho es crítico y desacralizador, puede parecer en cambio demasiado idealizada su visión de los ordenamientos de common law. El «realismo jurídico» americano de los años veinte-treinta, según el cual el «material jurídico» (precedentes judiciales y normas) sería utilizado por los jueces para racionalizar/justificar ex post sus decisiones arbitrarias, fue precisamente un intento de mostrar los fallos de esa tradición judicial. Sobre el realismo jurídico véase Barberis [1993, 121 ss.] y, para una valoración muy crítica, Dworkin [1977]. Para una discusión sobre las diferencias entre el derecho de common law tradicional y su versión moderna véase Friedman [1975, trad. it. 1978, 341 ss.].
[48] No obstante las evidentes afinidades, existen también notables diferencias entre la teoría de Leoni y la de Hayek. Sobre la teoría del derecho de Hayek véase el párr. 7.
[49] Analizando el caso del proceso civil, Taruffo [2002, 67 ss.] observa que la distinción entre common law y civil law, en otro tiempo clara y neta, hoy lo es bastante menos. Tanto en los países originariamente de common law como en los de civil law los ordenamientos han experimentado en los últimos decenios transformaciones, innovaciones, contaminaciones, degeneraciones, tales que reducen, al menos en parte, la utilidad de esta antigua distinción.
[50] Con mayor razón, la pregunta es relevante si se reconoce, siguiendo la teoría realista, o schumpeteriana, de la democracia, el carácter inevitablemente oligárquico de la democracia representativa. Uno de los análisis recientes más finos e innovadores sobre la relación entre democracia representativa y poder oligárquico se debe a Manin [1997].
[51] Véase las observaciones sobre el Big Goverment en el capítulo anterior.
[52] En términos más generales, esto significa que libertad negativa y libertad positiva no siempre se suman. Pueden también, en ciertos casos, neutralizarse. La idea consoladora según la cual el estado social del siglo XX no habría quitado nada a las libertades garantizadas por el estado liberal, sino que sólo habría «añadido» a ésas nuevas libertades, no es correcta. A veces, se ha tratado de un juego de suma cero en lugar de suma positiva.
[53] Observa Wolfang Reinhard: «Si el Estado de derecho burgués del siglo XIX había tratado de limitar, no sin éxito, su competencia en política interior a la seguridad interna, ahora el moderno estado social intervencionista implica una vuelta al anterior estado autoritario de policía, que ya se metía en todos los ámbitos» [Reinhard 1999, trad. it. 2001, 563]. Además, comparando el estado social intervencionista y el «estado total» (o totalitario), soviético y nazi, Reinhard formula el siguiente juicio: «Una amplia limitación de la libertad personal y la introducción desconsiderada de la violencia física, que puede llegar al puro terror, distinguen ciertamente el estado total del intervencionista: no se puede ignorar su contraste. Pero una vez más la importante diferencia no debería cegarnos ante los significativos rasgos comunes, que convierten al estado intervencionista en una verdadera variante débil del estado total» [ibidem, 564].
[54] Luigi Ferrajoli [2001], en su ambicioso escrito sobre los «derechos fundamentales», segrega de estos últimos los derechos «patrimoniales» o de propiedad. Ello es posible, para Ferrajoli, porque mientras que los derechos fundamentales se refieren a la relación, vertical, entre ciudadanos y estado, los derechos de propiedad implicarían sólo relaciones horizontales, intersubjetivas, de tipo civilista. Se puede replicar que también una dimensión vertical es propia de los derechos de propiedad, y es el estado el que los garantiza. El intento de negar a los derechos de propiedad la cualificación de derechos fundamentales sirve, evidentemente, al objetivo de debilitar la protección de los mismos, pero choca con la evidencia histórica según la cual si se suprimen, o se debilitan, los derechos patrimoniales, también los otros derechos, al estar estrechamente ligados a los primeros, desaparecen o se debilitan.
[55] La literatura historiográfica sobre la crisis del estado liberal en Europa es muy amplia. Me limitaré a citar, para el caso italiano, Cammarano [1999, esp. 395 ss.].
[56] Este será uno de los temas característicos de la escuela de la «elección pública», empezando por el clásico Tullock [1965].
[57] Según Fioravanti [2002] estado de derecho y constitución liberal no resisten, en Europa, a la democratización y ceden el paso, a lo largo del siglo XX, a un nuevo tipo de estado, el estado constitucional democrático.
[58] Repasando la polémica intelectual que en los años sesenta contrapuso Nicola Matteucci a Norberto Bobbio sobre cuestiones del jusnaturalismo y del constitucionalismo, Margiotta [2000] observa que el actual neo-constitucionalismo italiano (por ejemplo, Ferrajoli) ha preferido extrañamente no vincularse a quienes, en Italia, fueron sus precursores. Como, cabalmente, Matteucci. En el caso de Ferrajoli, creo, ello depende de un desinterés sustancial por la historia constitucional anglosajona. Véase, por ejemplo, su libro sobre la soberanía [1997]: a Locke se le cita sólo una vez, y sólo en relación con los aspectos «externos», internacionales, de la soberanía y, por lo demás, las únicas doctrinas liberal-constitucionales citadas son las europeas-continentales, de fuerte marca estatalista. Si hubiera tenido en cuenta la obra de Matteucci, Ferrajoli se habría visto obligado a tomar seriamente en consideración una tradición constitucional muy distinta de la europea-constitucional.
[59] En general, los neo-constitucionalistas tienen en mente sobre todo los casos de la República federal alemana y de la Italia republicana. Y, sólo en un segundo lugar, el de Francia (donde sólo una apariencia de control de constitucionalidad se introdujo, por primera vez, con la constitución de la V República). Se trata de las democracias constitucionales surgidas después de 1945, pertenecientes, en esencia, a la que Samuel Huntington [1991] llama la «segunda oleada» de la democratización. Para una valoración, a la luz del constitucionalismo liberal, de las democracias constitucionales de la «tercera oleada», nacidas en las postrimerías del siglo XX, véanse De Vergottini [1998] y Ceccanti [1997].
[60] Sobre la relación entre control de constitucionalidad y estado de derecho véase
[61]P. Pasquino [1996].
[62] Ejemplar es el modo en que en la República italiana se burló durante decenios la norma constitucional que imponía la cobertura financiera de las leyes, con el fin de financiar, a través del déficit, el estado social. Fenómenos semejantes se manifestaron, en varias fases, en muchas democracias occidentales.
[63] La principal excepción estuvo representada, en la Europa del siglo XX, por el nacimiento de la Quinta República Francesa de 1958 por obra de un jefe carismático. Lo cual explica las acusaciones de «fascismo» a la Francia golista del principio por parte de intelectuales y de representantes de las democracias de partido europeas. Sobre el golismo véase Quagliariello [2003]. Sobre las instituciones de la Francia golista véase Bartolini [1981].
[64] En todo caso, sigue habiendo diferencias radicales entre las modalidades de intervención del estado, sobre todo cuando se ventila la tutela de los derechos individuales en materia de propiedad y de libertad económica, en los países de common law como Gran Bretaña y Estados Unidos y en los países de civil law. La diferencia depende de que en el primer caso se trata siempre de sistemas jurídicos «de baja tasa de legislación» orientados al juez, mientras que en el segundo caso se trata de sistemas «de alta tasa de legislación», orientados al legislador: véase De Gaspare [2003, 57]. En el primer caso «la fuente principal de regulación de las relaciones jurídicas se deja a la autonomía de los privados y por tanto al contrato. En cambio, en el otro caso, el empresario, siempre que el inicio y sus fases importantes estén regulados por leyes administrativas, debe someterse a un procedimiento administrativo específico, normalmente regulado por determinadas normas de ley a cuyo término la administración dará a conocer si y de qué modo hay que proceder» [ibidem, 58].
[65] En realidad, «hábitos» y «costumbres» sólo pueden perpetuarse si existen centros de poder dotados de la fuerza necesaria para defenderlos y con un interés para defenderlos (véase los párr. 7 y 8).
[66] Sobre el papel de la regulación (del mercado) y sobre el nacimiento y desarrollo del estado administrativo como consecuencia de la institucionalización de las agencias administrativas independientes a partir de finales del siglo XIX véase Ferrarese [1992, 211-286]. Con las políticas de regulación se modifican drásticamente, sobre todo en la época del New Deal, las tradicionales relaciones entre derecho, política y mercado. Ni el derecho legislativo ni las políticas de regulación desautorizan a los tribunales, pero el marco global se hace demasiado complicado, debido a la entrada en escena de muchos actores nuevos tanto institucionales como privados (corporations y grupos de interés), para que aún se pueda describir razonablemente a los Estados Unidos como un caso de «estado jurisdiccional» en sentido estricto.
[67] Sobre estos aspectos véase el Cap. VI.
[68] Como veremos en el próximo capítulo, es difícil no considerar el mecanismo de los checks and balances como una causa importante entre las que han contribuido a impedir un excesivo reforzamiento del poder político en Estados Unidos.
[69] En esta clave puede leerse también, en mi opinión, gran parte de la literatura politológica conocida con el nombre de «análisis de las políticas públicas», que floreció en la segunda mitad del siglo XX coincidiendo con una fase de gran expansión de las tareas (y de las dimensiones) de los estados occidentales. No existen —que yo conozca— investigaciones comparadas sistemáticas que hayan indagado a fondo la relación entre la expansión del estado, el correspondiente crecimiento de los controles administrativos, y la libertad negativa. Sabemos que la libertad negativa es comprimida y limitada por la expansión del estado en los distintos ámbitos de la vida social, pero para valorar en qué medida y también en qué modo, debemos fiarnos, desgraciadamente, de meras impresiones.
[70] Nótese que de estas constataciones no se desprende necesaria y automáticamente la prescripción según la cual la eliminación de la intervención estatal con fines redistributivos sea necesaria para asegurar condiciones de libertad. Si esta última es la postura de las corrientes más radicales del market liberalism, es cierto sin embargo que la doctrina liberal, por lo general, nunca ha sido contraria, por principio, a toda forma de intervención redistributiva. De Einaudi a Hayek, por citar sólo dos nombres prestigiosos del liberalismo del siglo XX, por ejemplo, nunca se ha negado la necesidad de intervenciones estatales dirigidas a contrarrestar la indigencia no culpable. La doctrina liberal, en general, no critica toda forma de intervención estatal redistributiva sino sólo aquellas formas que, por la cualidad y la cantidad de los vínculos que ponen al individuo, reducen sus espacios de libertad. Por ejemplo, si en la perspectiva socialista el proyecto de un sistema de welfare tan perfecto que envuelve y protege a los ciudadanos «desde la cuna a la tumba» correspondía a un ideal de igualdad, desde el punto de vista liberal representaba en cambio la utopía negativa de un control político-administrativo gravemente limitativo de la libertad, capaz de sofocar en su nacimiento la innovación, de deprimir toda energía social, de apagar la propensión y la disponibilidad de los individuos a emplear sus propios talentos naturales para dedicarse a empresas siempre nuevas y arriesgadas, a cambio de una completa y tranquilizadora protección social. Se trata, en esencia, de una visión que retoma y pone al día las tesis de Tocqueville: el temor de que, en nombre del ideal de la igualdad, el estado providencia, el estado paternalista y protector, acabe arrebatando al ciudadano la posibilidad de ser libre, y apague en él incluso el deseo de serlo.
[71] Mann distingue entre el «poder despótico», el poder de los gobernantes de dar órdenes directas a los súbditos, y el «poder infraestructural», entendido como forma de control indirecto (como se ejerce, por ejemplo, a través de la reglamentación administrativa de los comportamientos, las diversas formas de imposición indirecta, etc.). El poder despótico, según Mann, está en claro declive en todas las democracias occidentales: las probabilidades de que al mandato directo le siga la obediencia pasiva de los ciudadanos son, en la segunda mitad del siglo XX, claramente inferiores respecto al siglo anterior, debido a la falta de la tradicional cultura política respetuosa con la autoridad, y también por la relativa difusión de recursos de poder favorecida por la democracia y por el desarrollo económico. En cambio, ha crecido notablemente, según Mann, el poder infraestructural. «¿Cómo pueden las leyes poner vínculos a la política si el derecho es más o menos el producto de la política? ¿Cómo podemos emparejar poder y derecho, dar apoyo al derecho con suficiente poder para hacerle efectivo, y cómo podemos estar seguros de que en cualquier momento el poder no está en condiciones de imponerse sobre el derecho?» [MacCormick 1999, trad. it. 2003, 144]. Véase también De Jasay [2001], sobre el mismo tema, y con conclusiones drásticamente negativas sobre la capacidad del derecho, incluso el constitucional, para limitar realmente la política.
[72] Otra posibilidad sería tratar «derecho» y «política» como subsistemas autónomos aunque relacionados entre sí. Así Luhmann [1981, trad. it. 1990, 148 ss.], según el cual el subsistema político y el subsistema jurídico están enlazados por un doble canal de intercambios (concepto que Luhmann toma de Talcott Parsons): por un carril de intercambio viaja el derecho positivamente establecido (por la política); por el otro carril viaja la legitimación que el derecho confiere a las decisiones autoritarias de la política. Habermas [1992, trad. it. 1996, 93] observa, en mi opinión justamente, que mientras sigue siendo plausible también hoy la elección que hace Max Weber de enlazar el derecho al sistema político, es en cambio discutible el intento de Luhmann de concebirlo como un subsistema autónomo y específico. Para un análisis y una valoración globales del pensamiento de Luhmann, remito a Belardinelli [1993].
[73] «Y, porque no puede haber buenas leyes donde no hay buenas armas, y donde hay buenas armas conviene que haya buenas leyes, dejaré a un lado razonar sobre las leyes y hablaré sobre las armas» (El príncipe, XII).
[74] También puede decirse, más radicalmente, que con Maquiavelo el poder se desvincula del derecho con el que había estado en simbiosis durante toda la Edad Media. Véase Paradisi [1982].
[75] Al contrario de lo que piensan algunos schmittianos (por ejemplo Freund 1994), la posición de Hans Kelsen [1945] no parece, en definitiva, tan lejana de la del realismo político. Para Kelsen, el derecho es una técnica de control social y el ordenamiento jurídico se basa en la fuerza. El dominio político está presente, a contraluz, en su teoría pura del derecho. Véase Carrino [1984] y Bobbio [1992].
[76] Sobre la relación derecho/política en Carl Schmitt véase Galli [1996, 283 ss.].
[77] Se trata de una colección de escritos publicados entre 1971 y 1993.
[78] Sobre el origen de las costumbres y de las normas consuetudinarias la interpretación de Hayek, aunque enriquecida con nuevos conocimientos antropológicos y etnográficos, tiene fuertes afinidades con la de William Graham Sumner [1906]. Según Frankel Paul [1988], las teorías sociales de Hayek y Sumner no sólo presentan notables semejantes, sino que, por añadidura, ambas tropiezan con parecidas dificultades en su intento de conciliar libertad individual y evolucionismo social.
[79] Tampoco es necesario seguir en los detalles a Hayek cuando ve (por lo demás, justamente) el espacio de las reglas de conducta justa, el espacio del nomos, drásticamente reducido, sobre todo en el siglo XX, a causa de la expansión del derecho como thesis, para reconocer que todo esto pone en juego la relación entre derecho y poder político.
[80] Desde el punto de vista de la sociología del poder las normas son, al propio tiempo, vínculos y recursos/instrumentos de la acción. Los actores actúan dentro de retículos normativos que, por un lado, limitan sus posibilidades de acción, pero, por otro lado, les proporcionan también la oportunidad de servirse instrumentalmente de una y/o otra interpretación de la norma, para proponer reclamaciones respecto a otros actores. Tales reclamaciones se declaran «legítimas» por los actores interesados —que piden por tanto el reconocimiento a las autoridades establecidas (gobierno, tribunales, etc.)— en virtud de su presunta, o afirmada, «legalidad». Esto es coherente con una línea interpretativa que, desde Weber a Luhmann, resuelve la legitimidad en la legalidad. Véase también Ferrari [2001]. Cuanto más nos alejamos de la condición idealtípica de un ordenamiento jurídico cerrado y coherente, compuesto de pocas leyes «generales y abstractas», y cuanto más nos acercamos a la concepción, empíricamente prevalente, de retículos normativos complejos, caóticos, opacos y contradictorios, tanto más resulta no plausible e irrealista la visión juspositivista clásica que asigna al actor empírico sólo dos posibilidades: conformarse a la norma o violarla. El irrealismo de esta visión depende de que los actores hacen con frecuencia un uso «estratégico» de las normas y tienen a su disposición, en virtud de la complejidad de los retículos normativos, una amplia gama de acciones posibles, incluso contradictorias entre ellas, que, por añadidura, y por lo general, pretenden ser todas ellas, aunque en grados distintos de verosimilitud, coherentes con esta o aquella norma en vigor.
[81] Sobre el tema véase, al menos, Collins [1975], Crozier y Friedberg [1977] y Burns y Flam [1987].
[82] Una teoría que enlaza de manera original política y derecho se debe a Mario Stoppino. Según Stoppino la producción de «derecho» debe relacionarse con las acciones encaminadas a buscar poder mediante la creación de «conformidad garantizada». En los contextos que Stoppino llama monetarios (para distinguirlos de los naturales), es decir dotados de instituciones centrales de gobierno, el derecho se presenta como un conjunto de garantías, o sea «títulos que confieren a un determinado actor poderes estabilizados y generalizados respecto a los demás actores y que, cuando se haga necesario, le permiten recurrir a una “autoridad” garante para asegurar la correspondiente conformidad» [Stoppino 1994, 11].
[83] Un punto sobre el que insisten de forma convincente tanto el historiador de las instituciones jurídicas Berman [1983] como el sociólogo del derecho Friedman [1975].
[84] A propósito de capitalismo y derecho Weber observa: «el capitalismo moderno prospera del mismo modo, y presenta también caracteres económicos esencialmente semejantes, bajo ordenamientos jurídicos que, considerados desde el punto de vista técnico-jurídico, poseen normas e instituciones extremadamente heterogéneas» [Weber 1922, trad. it. 1968, II, 196].
[85] Aquí es importante la distinción de Friedman [1975, trad. it. 1978, 371 ss.] entre la cultura jurídica «interna» (técnico profesional), propia de los operadores jurídicos, y la cultura jurídica «externa», las tradiciones jurídicas de los distintos países, que influyen en las orientaciones y opiniones del vasto público de los no especialistas.
[86] Un análisis panorámico en clave histórica sobre las diversas organizaciones del poder judicial en Europa se encuentra en Romanelli [1997]. Véase, además, el análisis comparado puesto al día de Guarnieri y Pederzoli [2002].
[87] «Una doctrina científica del derecho público sólo se ha desarrollado en Occidente, porque sólo aquí el grupo político ha asumido completamente el carácter de la institución con competencias racionalmente articuladas y con división de los poderes» [Weber 1922, trad. it. 1968, II, 12].
[88] Véanse las consideraciones expuestas con anterioridad (párr. 6) a propósito de la aparición del estado social. Weber lo profetizó: anticipó la rebelión antiformalista del siglo XX, que se manifestará a través de doctrinas como la jurisprudencia sociológica y el realismo jurídico.
[89] «Cuando los prácticos del derecho —especialmente los abogados— se afirman como portadores de la doctrina jurídica y como poseedores del monopolio corporativo de la administración de la praxis jurídica, la estabilización del derecho oficial, el carácter exclusivamente empírico de su aplicación y la exclusión de su racionalización legislativa o científica son también decididamente favorecidas por un factor económico, es decir por el interés pecuniario de esas prácticas» [Weber 1922, trad. it. 1968, II, 115].

[90] Una formación y una organización judicial distintas se reflejan también en el modo de operar de las magistraturas. Sobre las diferencias entre magistraturas burocráticas y magistraturas profesionales véanse Freddi [1978] y Guarnieri y Pederzoli [2002]. Para aplicaciones al caso italiano véase Di Federico [1985] y Guarnieri [1992].
[91] Como demuestra también la doctrina de la razón de estado. Sobre la cual véanse Meinecke [1924] y Friedrich [1957] y, para interpretaciones más recientes, Lazzeri y Reynié [1992] y Borrelli [1993].
[92] También sobre este aspecto del pensamiento de Schmitt véase Galli [1996]. Véase, además, Portinaro [1982]. Una comparación entre Weber y Schmitt en relación al constitucionalismo liberal la desarrolla Slagstad [1988].
[93] Nótese qué fuertes diferencias políticas se sobreentiende cuando se habla de «gobierno de los jueces» en los contextos, culturales y de organización del poder judicial, propios del mundo anglosajón, por un lado, y en los europeo-continentales por otro. En el primer caso, hay una referencia al papel tradicional que desempeña, como tutela de libertades individuales, en coherencia con los principios de la rule of law, por «comunidades» jurídicas de tipo profesional; mientras que en el segundo caso la referencia es a desarrollos potencialmente autoritarios (la llamada «democracia judicial») debidos a la expansión de los recursos de poder en manos de burocracias (estatales) judiciales a costa de los poderes representativos. Sobre la «democracia judicial» véase Guarnieri y Pederzoli [1997].
[94] El caso de Francia es parcialmente distinto. Si Francia es ciertamente la patria europea del estatalismo, también es cierto que sus elites políticas, administrativas y culturales han sido influidas (mucho más de lo que lo hayan sido en Alemania y en Italia) por ideologías tecnocráticas, de derivación colbertiana y/o saintsimoniana, que han disputado, al menos, la primacía a la ideología jurídica. En la formación que las grandes escuelas dan a los altos burócratas, por ejemplo, el derecho ha ido siempre acompañado por otros tipos de conocimientos profesionales (por ejemplo, el económico o el técnico-ingenieril), nunca ha ocupado la posición de monopolio de que gozó en Alemania y en Italia. Sobre la variante francesa del liberalismo jurídico véase Jaume [2000].
[95] Esta orientación del liberalismo italiano fue favorecida por el hecho de que tras la unificación de Italia las elites dirigentes se hallaron ante un país caracterizado, sobre todo en su parte meridional, por una debilísima, cuando no totalmente inexistente, sociedad civil, en su mayoría incapaz de autogobierno. En esas condiciones, el estado centralizador e intervencionista se presentaba como el único instrumento disponible para romper, en muchas zonas del país, el círculo vicioso del atraso económico, cultural y político. Sobre las concepciones de la clase política en la Italia de la era liberal véase Cammarano [1999].
[96] Más marcada, en todo caso, que la ejercida por las corrientes positivistas, anti-idealistas, también presentes y activas en Italia, cuyo más importante representante en el siglo XIX fue Carlo Cattaneo.
[97] No se confunda la oposición de liberismo y liberalismo, empleada por Croce pero ya presente en la tradición italiana, con la clasificación utilizada en este libro (liberalismo económico, jurídico, sociológico, político-institucional). Esta clasificación me ha servido sólo para indicar diferentes estrategias de limitación del poder del gobierno a favor de la libertad individual. La distinción crociana, en cambio, opone dos tipos de libertad distintos, atribuye un valor diferente a uno y a otro, y da por supuesto que un tipo puede subsistir incluso en ausencia del otro.
[98] Se podría observar, no sin buenas razones, que los autores italianos contemporáneos, como Michelangelo Bovero o Luigi Ferrajoli, a los que aquí me refiero, se aproximan más a la tradición democrática que a la liberal. Es cierto, sin embargo, que estos estudiosos se relacionan no sólo con la democracia, sino también con el liberalismo (con una de sus variantes) y es por tanto justo y correcto respetar su auto-definición. Se puede acaso decir que en la síntesis liberal-democrática a que llegan la componente democrática domina sobre la liberal. Lo más importante, a mi juicio, es el hecho de que sea identificable el hilo que une sus colaboraciones teóricas a la tradición (a menudo, por lo demás, de gran dignidad cultural) del liberalismo estatalista italiano. Sobre la relación entre liberalismo y estatalismo en la clase política italiana posterir a la unificación véase Gherardi [1993].
[99] Esta separación/oposición entre derechos fundamentales y libertad económica es coherente con la tradición constitucional italiana. La constitución italiana vigente distingue en efecto los llamados derechos económicos de los derechos fundamentales utilizando el «expediente» de colocarlos «en la categoría jurídica, totalmente italiana, de los intereses legítimos. La reconducción de la iniciativa económica privada y del derecho de propiedad a la categoría de los intereses legítimos ha puesto las bases de la negación del derecho de acceso al mercado y de la potencial limitación de la actividad económica privada por obra de la acción del Estado para la degradación del derecho (iniciativa económica y de propiedad) a interés legítimo siempre que se oponga a un interés cualificado como público por el legislador» [Di Gaspare 2003, 126].
5. El equilibrio
[1] En este capítulo, si no se especifica de otro modo, empleo como sinónimos términos como «bilancia», «equilibrio», «bilanciamento». [En la presente traducción se emplea siempre «equilibrio» – N.d.T.].
[2] Sobre la historia de la doctrina del gobierno mixto véase Bobbio [1983b].
[3]
Aristóteles,
Política, 1294a, 1295b.
[4] Para nuestros fines, naturalmente, es irrelevante la cuestión de la fiabilidad real de la interpretación polibiana de la constitución romana. Según la conocida opinión de Finley [1983, trad. it. 1985, 188], las ideas de Polibio sobre esta materia son «un batiburrillo de concepciones pseudo-teóricas», un análisis «pretencioso pero superficial», fruto de la incapacidad de comprender el funcionamiento real de la república romana y el papel dominante que en ella desempeñaba la nobleza. También Cicerón, en De Republica, retoma el tema del gobierno mixto, si bien interpretándolo, a diferencia de Polibio, como un ordenamiento constitucional útil para realizar el buen gobierno de los nobles.
[5] Pero no todos los conflictos tienen para Maquiavelo un valor positivo. No lo tienen, en su Florencia, los conflictos que oponen pequeñas clientelas en lugar de amplios grupos sociales. Tales conflictos pueden resultar mortales para la libertad y llevar a la ruina a las repúblicas. Así lo escribe en los Discorsi y lo repite en las Istorie fiorentine. Véase sobre este aspecto del pensamiento de Maquiavelo, Matteucci [1984, 87-91]. Sobre la influencia que el pensamiento de Maquiavelo ejerció en el liberalismo moderno véase Manent [1987].
[6] Si bien es cierto que en Locke se halla ya presente la doctrina de la división del poder, también lo es que establece una precisa jerarquía entre los poderes (el poder «legislativo» es superior a los demás). En cambio, Montesquieu, teórico del equilibrio político, concibe la relación entre las puissances como paritética [véase Cotta 1998, 124].
[7] La expresión checks and balances comienza a emplearse entre los escritores políticos de la Inglaterra del siglo XVIII para describir el funcionamiento de la monarquía constitucional surgida de la Revolución Gloriosa. Véase Mayr [1986].
[8] Sobre las afinidades entre la ciencia política de Montesquieu y la de Maquiavelo véase el clásico Levi-Malvano [1912]. Véase también Cotta [1953].
[9] Observa Judith Shklar: «La visión de una sociedad libre propuesta por Montesquieu se basaba en presupuestos sombríos y poco alegres para el género humano como los de Montaigne: sólo que él añadió a su aversión hacia la crueldad la confianza en que la justicia pública y la libertad política pudieran limitar nuestras peores inclinaciones» [Shklar 1984, trad. it. 1986, 44].
[10] La definición de la libertad como el derecho a hacer todo lo que las leyes permiten será criticada por Benjamin Constant [1820] en nombre de una visión más coherentemente «negativa» de la libertad. Según Constant, Montesquieu no se percata de que si las leyes prohíben demasiadas cosas la libertad se ahoga. Sobre el juicio de Constant acerca de Montesquieu véase De Luca [2003].
[11] Sobre el despotismo en Montesquieu véase el profundo y convincente análisis de Felice [2000].
[12] La sobreposición/confusión entre la doctrina (política) de la división de poderes propuesta por Montesquieu y la doctrina (jurídica) de la separación de poderes, es típica de la tradición europeo-continental: véase Vide [1967, 145-146]. Para un ejemplo italiano, véanse las paginas que Norberto Bobbio [1976, 133-150] dedica a Montesquieu.
[13] Para una óptima reconstrucción de los proyectos constitucionales de Sieyès y, más en general, de su pensamiento político, véase Compagna [1998].
[14] Montesquieu piensa aquí sobre todo en los Parlamentos judiciales franceses.
[15] El tema de la «libertad civil» y de las leyes que la garantizan, lo discute Montesquieu en muchos lugares, pero especialmente cuando trata de la relación entre la política y la libertad de comercio. Es un tema, el de la libertad de comercio, sobre el que Montesquieu tiene posiciones próximas a las de Hume. La libertad de comercio es, junto a la libertad política, una de las víctimas del despotismo. Sobre la cuestión del comercio en Montesquieu véase Pii [1998]. Ya me referí en el Cap. III a las afinidades entre la visión de Montesquieu y la de Hume.
[16] Aunque consciente de que las relaciones entre poderes constitucionales y poderes sociales son más complejas de como las entendía Maquiavelo, tampoco Montesquieu establece, entre ambos tipos de poderes, una distinción neta. De suerte que el orden constitucional resulta garantizado por los «poderes intermedios», la nobleza en primer lugar, tanto en el caso de la monarquía constitucional (inglesa) como en el de la monarquía gótica (francesa). A pesar de esto, Montesquieu sabe que entre estructura social y estructura política no se da ya, en la sociedad de su tiempo, una completa sobreposición o identidad. Tiene la idea de que, fuera del ámbito de la construcción política, operan también poderes independientes capaces de influir (desde fuera) en el curso de los asuntos políticos. Un ejemplo de ello es el poder del clero, que es cabalmente un poder extra-constitucional: peligroso en las Repúblicas, según Montesquieu, pero que es capaz de introducir elementos de moderación en los estados despóticos (y también de contrapesar las tendencias despóticas propias de monarquías europeas como las de España y Portugal): véase libro II, p. 79. Sobre el tema véase Felice [2000].
[17] Una afirmación del todo semejante se encuentra en Blackstone [1765] que, por lo demás, se inspira precisamente en Montesquieu. Sobre las relaciones entre Montesquieu y Blackstone véase Vile [1967].
[18] Aunque nunca se cita a Maquiavelo (pues no era prudente referirse al nombre del Secretario florentino en una obra de propaganda política), parece sin embargo demostrada su influencia sobre el pensamiento de Hamilton: véase Levi [1997, 61, 106-107] y la bibliografía que allí se cita.
[19] Sólo en pocos pasajes del Federalist se corrige parcialmente esta visión: por ejemplo, donde se observa que «Si (...) existe una cierta dosis de maldad en la naturaleza humana que puede aconsejar circunspección y desconfianza, existen también otras cualidades que justifican cierta confianza y cierta estima. El régimen republicano, más que cualquier otro, cuenta con estas cualidades» [Hamilton o Madison, n. 55, 485].
[20] Observa agudamente Ackerman que en el Federalist se halla presente una concepción «dualista» de la vida. Por un lado, se tiene en cuenta el hecho de que, en momentos extraordinarios, se puede verificar una movilización política intensa sobre la ola de una llamada al bien común. Por otro lado, se acepta como un hecho la existencia de una política «normal», de los tiempos normales. Cuando prevalece la política normal, individuos y facciones persiguen sus intereses de corto plazo y la idea de bien común retrocede. El orden constitucional, nacido en tiempos extraordinarios, debe organizarse de tal modo que tutele las libertades individuales en época de «política normal»: véase Ackerman [1988].
[21] Sobre la democracia madisoniana tal como se expone en el Federalist n. 10, considerada en relación con los contenidos de la Declaración de Independencia, véase Bonazzi [1999b, 390 ss.]. Además de connotar la democracia madisoniana, el tema volverá, como veremos, en las teorías sociológicas y politológicas contemporáneas sobre el «pluralismo» (y sobre la overlapping membership) como condición de libertad.
[22] Sin embargo, la distinción entre «federación» y «confederación» es problemática y rechazada por muchos representantes del pensamiento federalista contemporáneo (véase el párr. 5).
[23] Sobre la influencia que ejerció el pensamiento de Montesquieu sobre el constitucionalismo americano, con particular referencia a la visión de Madison, véase Cohler [1988]. Para una exploración más amplia sobre la influencia de la tradición política europea sobre el pensamiento constitucional americano, véase Lutz [1988].
[24] Hay, sin embargo, una gran diferencia entre la interpretación de la división de poderes de Montesquieu y la del Federalist. La primera sigue aún ligada a la doctrina tradicional del gobierno mixto, a la idea de que los que concurren al equilibrio de los poderes son los distintos poderes sociales. En el Federalist, por primera vez, al equilibrio entre poderes institucionales no corresponde ya un equilibrio entre poderes sociales. El tema del gobierno mixto, sin embargo, aunque adaptado a las condiciones específicas de una gran democracia, en cuanto tal carente de nobleza y demás estamentos tradicionales, no estará ausente ni siquiera en tierra americana. John Adams, por ejemplo, retoma a Montesquieu, Blackstone y la idea del gobierno mixto (la balanced constitution) para interpretar el sistema constitucional estadounidense.
[25] Hay que recordar siempre (sobre todo en los países como Italia o Francia en que existe, como herencia napoleónica, unidad de las carreras entre magistratura que juzga y magistratura que instruye) que los autores del Federalist (exactamente como Montesquieu), cuando hablan de los jueces, y de la independencia de los jueces, se refieren sólo a la magistratura que juzga, la cual, a diferencia de la magistratura que instruye, no puede empuñar «la espada».
[26] «En Europa se exagera la influencia que la posición geográfica del país ejerce sobre la duración de las instituciones democráticas. Se atribuye demasiada importancia a las leyes y demasiado poca a las costumbres. Estas tres grandes causas sirven sin duda alguna para regular y dirigir la democracia americana; pero, si hubiera que clasificarlas, diría que las causas físicas contribuyen a ello menos que las leyes, y las leyes menos que las costumbres» [ibidem, 364].
[27] En América, «la política y la religión se encontraron de acuerdo y posteriormente jamás dejaron de estarlo» [ibidem, 340]; «Había visto que el espíritu de religión y el espíritu de libertad procedían en Francia casi siempre en sentido contrario, aquí los encontré íntimamente unidos uno a otro; reinaban juntos sobre el mismo suelo» [ibidem, 349].
[28] Más matizado es el juicio de Tocqueville sobre este punto en el segundo volumen de la Democracia en América. Aquí admite la posibilidad de que de la industria pueda surgir una nueva aristocracia. Aunque, añade a renglón seguido, la naturaleza de la industria y el contexto democrático hacen improbable que esta clase pueda alcanzar la estabilidad, la cohesión y la unidad de propósitos de las aristocracias del pasado. Por esto, afirma Tocqueville: «Yo pienso que la aristocracia manufacturera que vemos surgir bajo nuestros ojos es una de las más duras que hayan aparecido sobre la tierra, pero es también, al mismo tiempo, una de las más circunscritas y de las menos peligrosas» [ibidem, 652].
[29] Para una reconstrucción global del pensamiento de Tocqueville véase la introducción de Matteucci a la traducción italiana de las obras de Tocqueville, recogida en Matteucci [1984, 193-261]. Véase también Battista [1989], De Sanctis [1993], Cofrancesco [1969, 67-143].
[30] En la conclusión del segundo libro de la Democracia en América Tocqueville vuelve sobre este riesgo, imaginando «una multitud innumerable de hombres semejantes e iguales que no hacen sino girar sobre sí mismos, para obtener vulgares y pequeños placeres (...) Por encima de ellos se yergue un poder inmenso y tutelar, que se encarga por sí solo de asegurarles el disfrute de los bienes y de vigilar sobre su suerte» [ibidem, 812]. Al tema vuelve Tocqueville en El antiguo régimen y la Revolución [1858].
[31]
Ibidem, pp. 79 ss. y, más en general, sobre la cuestión del federalismo, pp. 137 ss.
[32] Empleando un argumento del todo semejante a los de Montesquieu y del Federalist, Tocqueville observa que un método eficaz para hacer menos peligrosa la autoridad es el de «dividir el ejercicio de sus fuerzas entre muchas manos; en multiplicar los funcionarios, atribuyendo a cada uno de ellos todo el poder que precisa para ejercer las tareas que le son encomendadas» [ibidem, 91].
[33] «Cuando se visitan los Estados Unidos y se estudian sus leyes, nos damos cuenta de que la autoridad, que se ha dado a los legistas, y la influencia que se les ha permitido tomar en el gobierno, forman hoy la más poderosa barrera contra los bandazos de la democracia.» Los legistas, además, forman un «cuerpo», como lo define Tocqueville, esto es, podríamos decir, una clase en sentido weberiano, con todas las características de las clases. «No es que se pongan de acuerdo entre ellos y se dirijan hacia una misma meta; pero la comunidad de estudios y la unidad de los métodos ligan a sus espíritus unos con otros, como el interés podría unir sus voluntades». Y también: «El cuerpo de legistas forma el único elemento aristocrático que puede mezclarse sin esfuerzo a los elementos naturales de la democracia (...) Este carácter aristocrático que observo en el espíritu de cuerpo de los legistas es mucho más pronunciado en Estados Unidos y en Inglaterra que en cualquier otro país» [ibidem, 310, 311, 314]. Compárense las tesis de Tocqueville con lo que hemos dicho en el Cap. IV a propósito de las «comunidades jurídicas» en los países de common law en orden al equilibrio del poder.
[34] Para una brillante y aguda actualización de las tesis de Tocqueville sobre los riesgos de despotismo inherentes al funcionamiento de la sociedad democrática véase Boudon [2002].
[35] Semejante a la problemática de Tocqueville es la de John Stuart Mill. También para Mill el problema principal es cómo defender la libertad individual en época democrática, expuesta al riesgo de la tiranía de la mayoría. Entre los correctivos que él cree posible señalar está el papel de las «minorías cultas». De donde su propuesta de sobrerrepresentar tales minorías mediante la atribución de votos «pesados» a los electores de instrucción superior. Véase Considerations on Representative Government [1861]. Sobre el pensamiento político y constitucional de Stuart Mill véase Cressati [1988]. Sobre el diálogo intelectual entre Tocqueville y Stuart Mill véase Cicalese [1988].
[36] Según Richard Krouse [1983], Madison y Tocqueville deberían ser considerados, a diferencia de lo que aquí se ha preferido hacer, como representantes de visiones distintas, si no ya opuestas, de la democracia, inspiradores de dos teorías de la democracia distintas: en Madison la democracia sería sobre todo un medio para proteger a los ciudadanos unos de otros, para asegurar el equilibrio entre facciones y grupos con intereses entre sí incompatibles. Para Tocqueville, la democracia sería sobre todo un campo para el ejercicio de una participación activa en los asuntos públicos. Véase también Cunningham [2002, 25].
[37] Sobre la teoría política weberiana véase Mommsen [1959], Beetham [1985], Cavalli [1981].
[38] Por «defensa jurídica» Mosca entiende, en sentido general, el conjunto de mecanismos sociales que ponen freno a las posiciones egoístas y obstaculizan las tendencias a la opresión recíproca entre los miembros de una comunidad. La defensa jurídica está influenciada sobre todo por las características de la organización política. Véase Mosca [1922, II, 673 ss.]. Sobre la teoría de Mosca véase Bobbio [1971], Albertoni [1983] y Sola [1994].
[39] En Mosca, como en otros escritores, a propósito de división del poder, se perciben ecos de la visión de James Harrington [1656]. Harrington estableció una relación causal directa entre la estructura social y la forma de gobierno: en su caso, entre la balance of property, el modo en que estaba repartida la tierra, y la balance of power, la distribución del poder de gobierno.
[40] Gordon menciona también los argumentos formulados por Hamilton (Federalist, n. 84) para negar, contra la opinión de los antifederalistas, la utilidad de introducir un bill of right en la Constitución. Véase Gordon [1999, 319].
[41] Es una cuestión discutida. Por ejemplo, Giuseppe Maranini [1927], en su insuperada investigación sobre las instituciones de gobierno de la Serenísima, niega que el caso de Venecia fuera un caso de auténtica división del poder. Sobre la interpretación de Maranini véase Borsi [2000, 399]. El juicio de Maranini sobre el sistema político-institucional de la Serenísima, por lo demás, recalca el de Montesquieu: véase El espíritu de las leyes, cap. XI, pp. 277 ss.
[42] Según Lasswell y Kaplan [1950], que retoman y elaboran una idea de Pareto, puede definirse pluralista aquella sociedad en que los «valores» principales (poder, política, riqueza, prestigio cultural, etc.) están distribuidos en «pirámides de valor» entre ellas distintas: por lo común, los que están en el vértice de una pirámide no están al mismo tiempo en el vértice de otras pirámides (aunque esto no excluye que se verifiquen traspasos, incluso frecuentes, de miembros concretos de la élite del vértice de una pirámide al vértice de otra).
[43] El análisis histórico confirma la necesidad de condiciones de «pluralismo» debidas a la separación entre poder político y poder económico para que se produzca un «equilibrio de poderes». Gerahrd Oestreich [1989, 211], por ejemplo, contrapone el desarrollo de la Prusia absolutista (en la que prevaleció la tendencia estatalistadirigista y, por consiguiente, el estado militarista careció del «contrapeso» de una «gran burguesía» fuerte) al de Holanda, en la cual: «Gracias a la fuerza financiera de su capitalismo comercial y de sus ingresos coloniales los Estados generales pudieron obstaculizar toda influencia de lo militar sobre el Estado y sobre la sociedad».
[44] «La separación entre iglesia y estado es necesaria para la libertad. Si están unidos, el estado es intolerante. Su influencia recíproca es obligatoria» Lord Acton [1988, trad. it. 2000, 203].
[45] Mientras que las relaciones estado-iglesia en la Europa oriental cristiano-ortodoxa han obstaculizado el pluralismo social, la existencia de iglesias nacionales en los países de la Europa protestante no lo han impedido: aunque al precio de grandes conflictos, se ha afirmado aquí aquella tolerancia religiosa que en todas partes es condición previa del pluralismo social. Como lo demuestra el caso de Gran Bretaña: «En Gran Bretaña, la iglesia de Inglaterra está unida a la corona pero no la iglesia de Escocia, la iglesia de Gales, la iglesia católica, y las distintas confesiones protestantes, sin olvidar Irlanda del Norte y ahora también el Islam. Tras la majestad de una iglesia nacional, Gran Bretaña es un país de diversidad confesional como los Estados Unidos» [Mendras 1997, trad. it. 1999, 53].
[46] Sobre el papel de los intelectuales laicos respecto al poder político véase Poggi [1998, 35-61].
[47] Junto a la imparcialidad del juez (y a las condiciones de independencia que la favorecen) la libertad de prensa, una de cuyas primeras defensas formuló John Milton en su Areopagitica [1644], es una institución crucial de la sociedad libre. Sin libertad de prensa no puede existir «opinión pública», por lo que no se dan las condiciones mínimas de un control del poder político. Sobre historia y función de la opinión pública véanse, desde distintas ópticas, Habermas [1962] y Sartori [1987, 163-198].
[48] En los términos del funcionalismo sociológico, el pluralismo exige que se haya producido una clara diferenciación entre esfera política, esfera económica, esfera religiosa y esfera cultural.
[49] Así pues, esta situación puede presentarse en sociedades pre-industriales en las que domina el latifundio y la propiedad de la tierra está por tanto fuertemente concentrada. Tal fue el caso de algunos países de América Latina en el siglo XIX. Véase Lambert [1963] y Furtado [1969]. En términos teórico-generales, una de las mejores discusiones sobre este problema está en Dahl [1971]. Sobre las distintas relaciones posibles entre poseedores del poder político y poseedores del poder económico véase Stoppino [1968; 2001].
[50] La separación no puede ser total (en tal caso, el sistema estaría segmentado, dividido en compartimentos estancos, en lugar de ser pluralista). En régimen de pluralismo, la autonomía (relativa) y la recíproca independencia (relativa) de las diversas instituciones no impiden el intercambio entre las distintas «categorías dirigentes», la circulación de sujetos pertenecientes a las elites institucionales. Las democracias occidentales se distinguen entre sí, desde este punto de vista, por el hecho de declinar de manera diferente el «pluralismo»: en los distintos casos varían las modalidades de intercambio y de integración entre las elites: véase Robins [1976] y Putnam [1976].
[51] Útiles reseñas de la bibliografía crítica sobre el pluralismo en Held [1989; trad. it. 1997, 279 ss.] y Sola [1996, 219 ss.].
[52] En esta perspectiva Weber [1918] y Hayek [1960] reconocen en la existencia de una economía de mercado, y por tanto, de una clase de empresarios privados, una garantía de libertad.
[53] Esto no significa, naturalmente, que quienes pertenecen a estos grupos sean siempre favorables a un régimen de libertad: en ciertas coyunturas históricas particulares, a causa de una erosión de su nivel de vida o ante amenazas a su estatus social, pueden también cambiar hacia movimientos políticos autoritarios (como sucedió en Italia y en Alemania en los años veinte-treinta por reacción a las consecuencias económicas y sociales de la primera guerra mundial y al crecimiento de los partidos socialistas y comunistas). Tanto menos significa que su presencia sea condición suficiente de un régimen de libertad. Significa sólo que si no hay una fuerte clase media independiente, falta la linfa principal del pluralismo social.
[54] Sobre el concepto de sociedad civil véase Seligman [1992]. En una perspectiva sociológica, el tema lo trata Gellner [1994]. Para un ejemplar análisis histórico sobre la relación entre centralización estatal y demandas de autonomía de los grupos sociales en Francia, con el trasfondo de la ideología jacobina y su hostilidad de principio a la existencia de «cuerpos intermedios» independientes del estado, véase Rosanvallon [2004].
[55] El tema aparece en todos los principales estudiosos de la democracia de la segunda mitad del siglo XX, desde Giovanni Sartori a Robert Dahl, desde Arend Lijphart a Stein Rokkan, desde Juan Linz a Hans Daalder. Para un análisis y un balance sobre esta bibliografía véase Morlino [1986].
[56] Esto enlaza con la temática del «multiculturalismo» y con los correspondientes desafíos actuales al funcionamiento de las democracias occidentales. Véase Facchi [2001] sobre la compleja relación entre «derechos» y multiculturalismo y las distintas estrategias adoptadas hasta ahora por los principales países europeos en el intento de controlar y absorber los flujos migratorios procedentes de las áreas extra-europeas. Para valoraciones negativas sobre la ideología multiculturalista desde el punto de vista liberal véanse Sartori [2000] y Barry [2001]. Para un punto de vista distinto véase Galeotti [1999]. Gran parte de la discusión sobre el multiculturalismo se refiere a la admisibilidad de los llamados «derechos colectivos» (derechos que se atribuyen no a los individuos sino a grupos étnicos o religiosos minoritarios) y sobre su posibilidad de conciliación con la democracia liberal. Los «derechos colectivos» le parecen a quien escribe muy poco compatibles con la tradición liberal.
[57] Las posibilidades de implantación de la que la ciencia política contemporánea llama civil culture [Almond y Verba 1963] dependen en gran medida de las características de las cleavages sociales o, en los términos aquí elegidos, de que prevalezcan condiciones de pluralismo social o, por el contrario, de pluralismo cultural.
[58] Véase Sartori [1977]. Por lo demás, la distinción entre pluralismo social y pluralismo cultural no agota el número de posibilidades. Existen sociedades culturalmente homogéneas, con divisiones prevalentemente de tipo socio-económico, en las cuales sin embargo existen fracturas ideológicas. Son casos, en términos de Sartori [1977], de pluralismo «polarizado». La polarización ideológica es a veces fruto de la «congelación» de antiguas fracturas culturales, por ejemplo la fractura entre iglesia y estado en los países católicos: véase Rokkan [1970]. Teniendo esto en cuenta, Lijphart distingue las sociedades sobre la base de dos criterios: homogeneidad/heterogeneidad cultural y grado de organización/separación entre los distintos grupos. Esto influye sobre las características de los sistemas de partido y, por consiguiente, sobre el funcionamiento de las democracias (véase el párr. 6).
[59] Esta conclusión —sobre el carácter altamente problemático de la relación entre pluralismo cultural y libertad individual— es coherente con la tesis de John Stuart Mill [1861] según la cual la subsistencia de un régimen de libertad presupone aquella homogeneidad cultural que deriva de una identidad nacional compartida. A conclusiones parecidas llega la investigación antropológica y sociológica de Gellner [1983; 1994]. Véase también O’Leary [2003].
[60] También en la variante del liberalismo propuesta por Judith Shklar, el pluralismo de los grupos y de las asociaciones voluntarias es, como para Tocqueville o Truman, un fundamental instrumento de limitación y control del poder político: «Lo que hay que temer son los actos ilegales, secretos y no autorizados de cualquier autoridad pública. Y a fin de evitar estas conductas se precisa una constante división y subdivisión del poder político. Lo que, en esta perspectiva, hace que sean importantes las asociaciones voluntarias no es la satisfacción que sus miembros pueden obtener de participar en una empresa colectiva, sino más bien su habilidad para convertirse en unidades significativas de poder social y de influencia capaces de equilibrar o, al menos, contrastar la acción de otros agentes organizados, ya sea de tipo voluntario o de tipo gubernativo» [Shklar 1998, 12].
[61] Uno de los mejores análisis se encuentra en Graziano [1995]. Véase también, para una reseña de la bibliografía, Sola [1996]. Sobre el concepto de «interés» y sobre sus cambios de significado en la historia política occidental, véase Ornaghi y Cotellessa [2000].
[62] Me refiero al Dahl de A Preface to Democratic Theory [1956]. Véanse también Dahl [1961] y Dahl [1971]. Con posterioridad, la posición de Dahl [1985; 1989] en materia de pluralismo cambiará notablemente.
[63] Según una célebre tesis de John Galbraith [1952, trad. it. 1955, 130 ss.] ciertas formas de poder compensatorio (o de equilibrio) se generan espontáneamente en la sociedad a causa del funcionamiento de los mercados. Según Galbraith, en los mercados no competitivos, en los que la producción está concentrada en pocas grandes empresas, es muy probable que se formen poderes compensatorios (los trabajadores se sindicalizan, los detallistas se coordinan y se organizan, etc.) orientados a contrarrestar o a reducir su poder de mercado.
[64] Como hace, por ejemplo, Schmitter [1983]. Para una comparación más profunda entre pluralismo y (neo)corporativismo, véase Sola [1996, espec. 679 ss.].
[65] Después de que Philippe Schmitter [1983] abriera el camino, el tema del (neo)corporativismo fue de los más explorados por la ciencia política en los años setenta y ochenta. Véase Maraffi [1981] y, para una panorámica puesta al día, Sola [1996, 664-684]. La conexión entre corporativismo e historia del estado europeo la explora Ornaghi [1994]. Ornaghi muestra que el llamado neo-corporativismo de las democracias europeas de la segunda mitad del siglo XX, lejos de representar una novedad, no es otra cosa que la manifestación más reciente de un fenómeno que ha acompañado a toda la historia del estado moderno. Sobre el corporativismo como rasgo fundamental de la Alemania a caballo entre la época guillermina y la era de Weimar véase Maier [1975].
[66] La concentración o difusión del poder en las organizaciones depende de los recursos controlados respectivamente por los líderes y por los demás miembros de la organización. Cuando los gregarios pueden recurrir a la amenaza de exit, disponen de un recurso de poder que los líderes de la organización se ven en la necesidad de tener en cuenta. Véase Crozier y Friedberg [1977] y Panebianco [1982].
[67] La colusión no implica ausencia de conflictos, ya que no puede excluirse la competencia en el reparto de recursos escasos. Pero si los conflictos no pueden ser nunca del todo eliminados, el pacto corporativo, si está y mientras esté vigente, y la acción del poder central los mitigan y los mantienen bajos de intensidad.
[68] De donde la desconfianza y la hostilidad de los «liberales clásicos» —por ejemplo Hayek [1944]— respecto al pluralismo de los grupos de interés generado por la democracia de masas.
[69] Uno de los primeros en analizar el neo-feudalismo de los grupos de interés en las entonces nacientes democracias de masa fue Pareto [1921].
[70] Una tesis interesante, pero en mi opinión no del todo convincente, es la que contempla la libertad limitada, en las sociedades occidentales contemporáneas, no tanto por la política y por el estado como, sobre todo, por el conjunto de las grandes organizaciones complejas (como las corporations económicas, pero también las iglesias, las instituciones educativas, las organizaciones de servicio, etc.). Por ejemplo, Perrow [2002], en un sugerente trabajo sobre la formación, en el siglo XX, de esas grandes empresas privadas que hoy dominan el mercado estadounidense, opina que son precisamente las elites de esas organizaciones las que controlan la vida de la inmensa mayoría de los americanos. No hay duda de que las organizaciones complejas, y sobre todo las más ricas en recursos, ejercen un gran control sobre la vida de los individuos, ya sean dependientes o clientes de esas mismas organizaciones. E incluso, dejando a un lado el poder que ejercen los dirigentes de las corporations, es indudable que cada uno de nosotros está condicionado, en sus posibilidades de elección, por un gran número de organizaciones complejas, empezando por aquella o aquellas en que eventualmente trabaja (la libertad personal de quien escribe, por ejemplo, está vinculada de muchas maneras por las complejas reglas de funcionamiento del sistema universitario italiano). Pero, en primer lugar, existe una diferencia crucial. Por más que las diversas organizaciones complejas, o mejor sus dirigentes, puedan ejercer poder sobre los individuos, por ejemplo, elevando las barreras de exit (es decir haciendo el exit mucho más costoso), siempre seguirá siendo cierto que, por más onerosa que esa sea, siempre queda una posibilidad de exit, o al menos casi siempre. En virtud del monopolio que ejerce sobre los recursos coactivos, el estado es la única organización capaz de hacer virtualmente imposible toda forma de exit (o de entry), generando así un poder al que es casi imposible escapar (véase el Cap. III). En segundo lugar, debe observarse que, por más que las características y el funcionamiento de las diferentes organizaciones estén condicionadas de un modo seguro, además de por exigencias técnico-funcionales, por su historia pasada (path dependency), sobre ellas actúan también decisiones políticas (y procesos político-burocráticos de «implementación» administrativa) que, acumulándose a lo largo del tiempo, han concurrido a influir —por ejemplo, incidiendo sobre vínculos y reglas— en el ambiente en que las diversas organizaciones operan, y, por esta vía, sobre las propias organizaciones.
[71] Además de por condiciones políticas generales, tal evolución puede estar fomentada por dinámicas organizativas. La consolidación burocrática de asociaciones voluntarias y grupos de interés puede ofrecer a sus líderes recursos que les permiten establecer relaciones privilegiadas con diversos sectores de los aparatos estatales y excluir, a través de prácticas monopolistas, el acceso a los canales de influencia a asociaciones competitivas. Como observa justamente Graziano [1995, 195 ss.], uno de los principales puntos débiles de la teoría pluralista en la versión de Truman, es haber descuidado la importancia de los recursos organizativos. Tales recursos son cruciales, como lo demuestra Graziano en la obra citada, examinando el fenómeno del lobbyismo en Estados Unidos.
[72] El vínculo indirecto entre pluralismo y libertad lo concreta Gaetano Mosca en el hecho de que el pluralismo facilita el desarrollo de una numerosa clase media cuya presencia es necesaria para la formación y la estabilización de un régimen representativo moderno [Mosca 1922, II, 1000]. A su vez, el régimen representativo es el que en mayor medida tutela la libertad individual.
[73] Por ejemplo, según Cawson [1986], instituciones estatales «fuertes» facilitan la formación de ordenaciones corporativas, mientras que instituciones estatales «débiles» se asocian más fácilmente a ordenaciones pluralistas.
[74] Sobre el «estado federal» véase Pasquino [1996] y Bognetti [2001]. Para una útil visión panorámica del federalismo como doctrina y como sistema institucional véase Levi [2002].
[75] Para esta segunda línea interpretativa véase Friedrich [1968b], Elazar [1987], Bassani, Stewart y Vitali [1995], Miglio [1997]. Para un balance, Ventura [2002b]. Vale para el federalismo lo que vale para el «gobierno mixto». Se le critica por las mismas razones y, sustancialmente, con los mismos argumentos, por los defensores de la indivisibilidad de la soberanía. La polémica de Althusius [1603] respecto a Bodino anticipa la polémica entre federalistas y estatalistas de nuestro tiempo.
[76] Véase Elazar [1987] para una rápida exploración histórica. Véase también Riker [1975].
[77] Según los federalistas, sería la propia crisis actual del estado la que aceleraría la difusión del federalismo. Véase Elazar [1987] y Miglio [1997].
[78] Sobre el «estado regional» como forma intermedia entre estado unitario-centralizado y estado federal, véase Bognetti [2001].
[79] En los términos de Gianfranco Miglio [1997] se trataría de casos de federalismo «degenerado». Véase también Vitale [1997]. Sin embargo, este punto se discute, sobre todo en lo que respecta al caso alemán. Por ejemplo, a la luz de los indicadores utilizados por Lijphart [1999], Alemania se presenta como un ejemplo de federalismo auténtico.
[80] A partir del Federalist la idea de que el federalismo es sobre todo una técnica destinada a garantizar las libertades se ha convertido en parte integrante de la visión liberal de la política. Una auténtica apología del federalismo como instrumento de libertad la encontramos, por ejemplo, en los escritos de Lord Acton. Un ejemplo, entre los muchos que podrían citarse, de su aprobación sin reservas del federalismo en su versión estadounidense, es el siguiente: «Característica esencial del sistema de gobierno federal es que, dividiendo y distribuyendo la soberanía, proporciona el contrapeso más perfeccionado entre los excesos del poder, y la más eficaz garantía de libertad conocida» [Lord Acton 1988, 558].
[81] Hoy, buena parte de la discusión sobre los eventuales méritos del federalismo se refiere a la validez o no de la llamada teoría del «federalismo competitivo». Según este planteamiento el federalismo realizaría una condición de competencia entre una pluralidad de jurisdicciones políticas de la producción de bienes públicos ampliando así la libertad de elección de los ciudadanos (que tendrían la posibilidad de desplazarse a donde encuentren las ofertas más gratas y favorables). Para la tesis según la cual las pruebas empíricas avalarían la validez de la teoría véase Kasper [1996]. Para una opinión más escéptica sobre el federalismo competitivo véase Ventura [2001]. Véase también, sobre el tema, Martinelli [2001]. Sobre la competencia «vertical» (estados federados/gobierno federal) como medio de limitación de la libertad de acción de los gobiernos véase Breton [1966].
[82] Sobre el sistema judicial de Estados Unidos véase Guarnieri y Pederzoli [2002].
[83] Con la excepción de aquellos estados unitarios que han mantenido tradiciones de common law: Gran Bretaña, Nueva Zelanda, Barbados, etc. (véase Cap. IV).
[84] Pueden apreciarse fuertes afinidades entre el pensamiento federalista y el anarco-capitalista (sobre el cual véase el Cap. IV). Federalismo y anarco-capitalismo tienen un enemigo común: el estado. De donde ciertas convergencias entre ambas doctrinas. Véase Bassani, Stewart y Vitali [1995].
[85]
Como reconocen los juristas más agudos: véase Bognetti [1994].
[86] En la última versión (la de 1999) Lijphart enumera las diez características siguientes como propias de la «democracia mayoritaria»: centralización del poder ejecutivo en gobiernos monopartíticos de mayoría arriesgada, predominio del ejecutivo, sistema bipartítico, sistema electoral mayoritario, pluralismo de los grupos de interés, sistema de gobierno unitario y centralizado, concentración del poder legislativo en un parlamento unicameral, constitución flexible, ausencia de revisión constitucional, banco central controlado por el ejecutivo [Lijphart 1999, trad. it. 2001, 28-39].
[87] Las características de la «democracia consensual» son: posesión conjunta del poder ejecutivo a través de grandes coaliciones, equilibrio entre ejecutivo y legislativo, sistema multipartítico, representación proporcional, corporativismo de los grupos de interés, gobierno federal y descentralizado, fuerte bicameralismo, constitución rígida, control jurisdiccional de constitucionalidad, independencia del banco central [ibidem, 54-62].
[88] El antiguo equilibrio británico sufrió, a lo largo del siglo XIX, la erosión del proceso de democratización (ampliación del sufragio, formación de partidos políticos cohesionados). La cumbre (y la superación) de la crisis del viejo sistema se alcanzó con la aprobación, en 1911, del Parliamentary Act: el poder de veto absoluto sobre las leyes, en posesión hasta entonces de la Cámara de los Lores, fue abolido y sustituido por un poder más inocuo de suspensión, de simple remisión de las leyes a los Comunes. Esta reforma constitucional, fuertemente propugnada por los liberales, cambió definitivamente el tradicional sistema de gobierno británico. Eliminado el papel de balancer (véase párr. 7) tradicionalmente atribuido a la Cámara de los Lores, todos aquellos que, como por ejemplo Albert Dicey, temían el fin del viejo sistema de pesos y contrapesos y la instalación de una forma de gobierno basada en la tiranía de la mayoría parlamentaria, pensaron en la institución del referéndum popular como último recurso, como posible «contrapeso» adaptado a una época democrática. Sobre la crisis constitucional que llevó a la reforma del 11, véase Bogdanor [1995, 113 ss.]. Sobre la crisis del parlamento británico a caballo del siglo véanse Cammarano [1990; 2003] y Guazzaloca [2004]. Una óptima síntesis sobre el debate constitucional en el siglo XIX en Gran Bretaña se debe a Burrow [1992].
[89] El juicio de Friedrich, según el cual la alternancia entre los partidos políticos y el papel de la oposición parlamentaria representarían la nueva forma que presenta la división del poder, está influido por el pensamiento de Edmund Burke. Burke, contrario a la doctrina clásica de la división del poder, cuyo mecanicismo y ahistoricidad criticaba, vio en los partidos (parlamentarios) y en su dialéctica el instrumento esencial para impedir el despotismo y conservar las libertades reconocidas por la antigua constitución inglesa: véase Burke [1770]. Véase sobre este punto Compagna [1998, 92 ss.]. En Burke se inspira la investigación contemporánea que vincula las modalidades que presenta la división del poder en las democracias contemporáneas con las dinámicas competitivas propias de los distintos sistemas de partido: véase Sartori [1976]. Para un análisis puesto al día sobre el funcionamiento del parlamento y de las relaciones gobierno/parlamento en el caso británico, véase Norton [1998].
[90] Sigue siendo plausible, naturalmente, el argumento tradicional según el cual el mantenimiento tanto de la rule of law como, más en general, del sistema constitucional británico está ligado a la continuidad y a la relativa cohesión del establishment, de la clase dirigente británica. Pero también es cierto que las cualidades y características de las elites dirigentes están siempre conexas, en un complejo juego de influencias recíprocas, a las características de las instituciones. Sobre el papel de las elites véase el óptimo estudio de Ornaghi y Parsi [1994].
[91] A juicio de quien escribe es un grave límite de la actual investigación comparada sobre las democracias el hecho de que la misma se concentre en el estudio de los gobiernos, parlamentos, partidos políticos (a veces incluyendo en el análisis también las burocracias centrales, los gobiernos locales y los grupos de interés) y deje a un lado sistemáticamente las características, estructurales y culturales, de los sistemas judiciales (tradicionalmente objeto, en la ciencia política, de estudios especializados separados y distintos del meanstream de la política comparada). Por ejemplo, Lijphard [1999] trata del sistema judicial sólo en un aspecto (el papel de los Tribunales constitucionales). Pero es lícito pensar que las características de los sistemas judiciales inciden al menos tanto como las de las instituciones de gobierno que suelen estudiar los politólogos, sobre el funcionamiento de las democracias. Basta sólo pensar que precisamente del funcionamiento de los sistemas judiciales depende el mayor o menor grado de protección asegurado de hecho a las libertades civiles (todas las democracias, obviamente, protegen formalmente las libertades civiles, pero el grado de protección efectiva de estas libertades se confía a las modalidades, específicas de cada país, de organización y de funcionamiento del sistema judicial, además de a las orientaciones jurisprudenciales, y a las convicciones ético-políticas dominantes entre los magistrados y demás operadores del derecho). Por poner un ejemplo, relativo a un problema de disfunciones organizativas, considérese lo mucho que incide, en el caso italiano, lo largo de los procedimientos judiciales sobre el ejercicio efectivo de la libertad económica (controversias sobre los derechos de propiedad, contratos, etc.): véase Vannucci y Cubeddu [2001]. Por lo que una de dos: o se sostiene que las libertades civiles son un aspecto accesorio, secundario, de la democracia liberal, o bien se reconoce que el estudio comparado de tales regímenes políticos es gravemente deficitario si descuida el papel de las instituciones judiciales.
[92] Véase, en relación con la cuestión del rendimiento económico, el uso de la tipología de Lijphart por parte de Pappalardo y Mattina [1999].
[93] Pero insuficiente no significa en absoluto inútil, como lo demuestra, por ejemplo, la estupenda indagación de Barbera y Fusaro [2000].
[94] Lo confirma, indirectamente, el hecho de que la más famosa de las tipologías de las democracias, la de Lijphart, mientras parece ser de indudable utilidad para descubrir semejanzas y diferencias entre las democracias parlamentarias, no ha resultado nunca del todo convincente en el tratamiento de los regímenes presidencialistas. El notable trabajo de Fabbrini y Vassallo [1999] sobre los gobiernos democráticos, aunque inspirado, si bien con amplias correcciones, en la tipología de Lijphart, resalta muy oportunamente las variaciones institucionales.
[95] Los autores distinguen poderes legislativos (ya sean originarios o delegados por la asamblea legislativa) y poderes no legislativos (por ejemplo, el poder de nombrar y revocar a los ministros) de los presidentes. Constituyen también un índice sintético del poder presidencial que utilizan para confrontar los distintos regímenes presidenciales [véase Shugart y Carey 1992, trad. it. 1995, 231 ss.].
[96] Venezuela modificó su constitución bajo la Presidencia de Hugo Chávez en 1999, atribuyendo fuertes poderes al presidente. Nótese que Costa Rica, República Dominicana y Venezuela (antes de la reforma), si bien se acercan al caso de los Estados Unidos por la relativa debilidad de los poderes presidenciales, se distinguen de ellos en otros importantes aspectos. Los principales se concretan en la presencia de partidos disciplinados, en el caso del sistema electoral proporcional y en las elecciones concomitantes del presidente y de la asamblea legislativa. La concomitancia de las elecciones, por un efecto de arrastre, hace altamente probable que el partido ligado al candidato ganador en la elección presidencial obtenga la mayoría relativa de los escaños del parlamento: véase Shugart y Carey [1992, trad. it. 1995, 247 ss.]. Pero esto acaba acercando tales regímenes presidencialistas a los sistemas de premierato: a semejanza del premier (por ejemplo, británico o español), el presidente dispone siempre de una mayoría parlamentaria «propia». A diferencia de lo que suele suceder en Estados Unidos, esto tiende a neutralizar de hecho la división del poder.
[97] Otro ejemplo podría ser el de la Rusia actual, sobre cuyo sistema político-constitucional véase Sakwa [2002].
[98] Sobre el caso portugués y para una comparación entre las democracias del Sur de Europa véase Morlino [1998].
[99] Sobre el caso francés y, más en general, sobre los semi-presidencialismos véanse Sartori [1994] y Ceccanti, Massari y Pasquino [1998].
[100] Sólo en las fases de cohabitación, con una mayoría parlamentaria contraria a él, el presidente ve notablemente reducidos, de hecho, los poderes que la constitución le asigna: véase Sartori [1994].
[101] Ieraci [2003, 71] cita, a este respecto, la afirmación de Loewenstein [1957, 74] según la cual en el presidencialismo los papeles de autoridad «se confrontan recíprocamente sobre la base de una disposición simétrica de poderes, de suerte que no hay ninguno en condiciones de dominar a otro».
[102] Sobre los conflictos entre Presidencia y Congreso en materia de prerrogativa sobre cuestiones de política exterior y seguridad nacional desde la Administración Nixon a la de George Bush véase Rozell [1994]. Véase también Panebianco [1997].
[103] Para un análisis puesto al día sobre el funcionamiento del sistema político estadounidense véase Campus y Pasquino [2003]. Una crítica radical (pero también, a mi juicio, poco convincente) del sistema de división del poder en los Estados Unidos la desarrolla Akerman [2000].
[104] Véase Calise [1992] para útiles indicaciones sobre las relaciones entre partidos políticos e instituciones de gobierno, y sobre las consecuencias, para la división del poder, de las transformaciones experimentadas por los partidos políticos occidentales en la última fase del siglo XX.
[105] Aun cuando más interesado en explicar las causas de las diferentes performances de las democracias que las causas del equilibrio (o de la falta de equilibrio) entre los poderes, el profundo análisis comparado de Pasquino [2003] sobre el funcionamiento de las principales democracias occidentales ofrece muchas sugerencias en esta dirección.
[106] El fracaso de la clásica división del poder es, según Hayek, una de las causas de la proliferación de las theseis, o leyes-mandato, las reglas de organización, a costa de las nomoi, las reglas de conducta justa (véase el Cap. IV) y, por consiguiente, de las distorsiones producidas, en perjuicio del orden espontáneo, por la intervención del estado, en las democracias occidentales del siglo XX. De donde su original propuesta de una radical reorganización de los poderes públicos [Hayek 1982]. Es cierto que Hayek no es un representante del liberalismo del «equilibrio» sino del de la «norma» [Manin 1989]. Para Hayek lo que importa no es tanto contraponer «poder a poder» como vincular jurídicamente los poderes públicos para que no interfieran en el orden social espontáneo.
[107] Según la original teoría de Calhoun la mayoría numérica, dejada a sí misma, sin la corrección de la «mayoría concurrente», facilita la división permanente de la sociedad en dos clases: una clase explotada y otra explotadora. La segunda utiliza la fuerza del número para adueñarse del gobierno y se sirve de las palancas fiscales para sustraer recursos a la primera. Existen afinidades entre las tesis de Calhoun sobre la «mayoría numérica» y las de Riker [1982] sobre la «democracia populista». La concepción populista de la democracia, según Riker, es aquella que interpreta la mayoría numérica como expresión de la «voluntad popular». Pero la teoría de la elección social, la tradición inspirada en el teorema del carácter cíclico de las preferencias de Condorcet y en el teorema de la Imposibilidad de Arrow, ha demostrado irrefutablemente la falsedad de semejante aserto. A la concepción populista Riker opone la concepción que él denomina «liberal», según la cual el único objetivo de la democracia es hacer posible, a través del voto, el alejamiento pacífico de los cargos de los gobernantes no gratos.
[108] Los ejemplos históricos de sistemas constitucionales basados en el principio de la mayoría concurrente examinados por Calhoun son los de la Polonia medieval y post-medieval, de la confederación iroquesa, de la Roma republicana, de Inglaterra y de la Federación norteamericana [véase Calhoun 1851-56, trad. it. 1986, 108-110 y 125-137].
[109] Al contrario, me parece poco fundada la confianza de Constant en la posibilidad de imponer al poder político vínculos jurídicos realmente eficaces: como vimos en el Cap. IV, examinando los límites de aquel «constitucionalismo de la norma», variante del liberalismo jurídico que Constant representa.
[110] Sobre la relación entre el papel y peso de la Presidencia americana y la política internacional véase Cavalli [1987].
[111] Es un punto que, sin embargo, sostengo con cautela y que en todo caso corresponde a la investigación científica confirmar o falsar. En efecto, se podría también suponer que un bajo número de poderes contribuye al mantenimiento del equilibrio sólo si nos referimos al equilibrio «horizontal». Si ponemos en juego el equilibrio «vertical», el federalismo, es inevitable que se deba siempre admitir la presencia de un número más bien elevado de poderes (subfederales).
[112] El término balancer lo emplean sobre todo los estudiosos de la balance of power internacional. Se aplica aquí, por extensión, también a los casos de checks and balances político-constitucional.
[113] Sobre las distintas modalidades del equilibrio de poder, o balance of power, en el sistema internacional, véase Morgenthau [1985, trad. it. 1997, 261-317]. Sobre el papel del balancer, ibidem, 296-301. En los siglos XVIII y XIX fue Inglaterra la que desempeñó el papel de balancer del equilibrio europeo. Una tesis distinta de la de Morgenthau en materia de balance of power es la que sostiene Waltz [1979]. Según Waltz, los sistemas bipolares (por definición carentes de balancer) son más estables que los sistemas multipolares, o sea los sistemas en los que la eventual presencia de un balancer puede desempeñar funciones de reequilibrio.
[114] Sobre la institucionalización organizativa y sus indicadores véase Selznick [1957], Huntington [1968], Panebianco [1982]. Una óptima discusión sobre el problema de la institucionalización se encuentra en Lanzalaco [1995]. Autonomía respecto al ambiente, cohesión organizativa, control de los recursos necesarios para la autorreproducción, «legitimidad» (en el significado de aceptación/reconocimiento de las funciones y del papel desempeñados por la institución por parte de las demás instituciones, así como por parte de los clientes de la propia institución) son todos ellos elementos cuya presencia es indispensable para que se dé una elevada institucionalización. La des-institucionalización, cuando se produce, es resultado de la desaparición de algunos de estos factores.
[115] Interesantes sugerencias sobre este problema ofrece el análisis que Wittman [1989], utilizando la teoría de los costes de transacción, dedica a la relación entre vínculos constitucionales y acción de gobierno tal como se describe en el Federalist.
[116] Elster [2000] opina que una condición estable de equilibrio constitucional debe considerarse pareto-eficiente. Pero la tesis no parece convincente y, en todo caso, no es coherente con el planteamiento que aquí se sigue. Sólo en algunos casos un equilibrio de Nash corresponde a una situación de pareto-optimalidad.
[117] Podemos imaginar un juego representado por la siguiente matriz:

Los actores mantienen el conflicto de baja intensidad apostando por victorias más modestas que las teóricamente realizables (2 en lugar de 4), aceptando también perder, eventualmente, particulares manos en la esperanza de desquitarse en las manos siguientes. Por un tácito acuerdo (o por la presión que en tal sentido ejerce un balancer) ninguno de los actores adopta una estrategia de maximización de las victorias.
[118] La presencia del balancer da al sistema la flexibilidad necesaria para el mantenimiento del equilibrio. Si un poder está a punto de reforzarse demasiado a costa de los otros, el balancer, aliándose con los poderes más débiles, preserva el equilibrio. Si por el contrario el conflicto entre los poderes determina una situación de estancamiento o parálisis, el balancer tiene la oportunidad de desempeñar un papel de mediación que facilite la búsqueda de un compromiso entre los poderes en conflicto.
[119] La observación de Gellner, de que la concentración del poder es empíricamente más probable que el equilibrio del poder, vale para cualquier situación, y por tanto, en principio, también para los órdenes político-constitucionales: «De forma provisional se podría aceptar la hipótesis de que en general, cuando no operan especiales factores en sentido contrario, el resultado que se obtiene es el de una concentración del poder. El equilibrio del poder es siempre precario y, una vez que ha sido perturbado, no puede ser fácilmente restablecido. Quienes se benefician de una condición temporal de ventaja estarían locos si no trataran de aprovecharse de ella para hacerla permanente» [Gellner 1988, trad. it. 1994, 144].
[120] La precariedad de la condición de equilibrio depende también de que el posible balancer puede, en un determinado momento, por las más distintas razones, dejar de desempeñar su papel. La politización de la Cámara de los Lores como reacción al proceso de democratización llevó a los liberales británicos, a finales del siglo XIX, a no ver ya en la Cámara alta una institución de garantía, sino, por el contrario, la principal fortaleza del conservadurismo y de la oposición a la política liberal. Esto fue la condición previa de la reforma constitucional que en 1911 redujo drásticamente las prerrogativas de la Cámara de los Lores (véase la nota 88 y la bibliografía que allí se cita).
[121] Una concepción naturalista del poder es, por ejemplo, la de De Jouvenel [1945].
[122] Observa Carl Schmitt: «Sobre el significado universal de la representación de un equilibrio igual de los poderes, no hay en absoluto necesidad de extenderse. En los tiempos modernos, se trata de la más importante de las imágenes que retornan de forma típica en la historia del derecho público y en la historia política (...) Desde el siglo XVI se dan, en todos los campos de la vida cultural del hombre, todos los géneros posibles de equilibramiento (...): la balanza comercial, el equilibrio europeo en política exterior, el equilibrio cósmico entre atracción y repulsión, el equilibrio de las pasiones en Malebranche y Shaftesbury, sin olvidar el equilibrio alimentario de J.J. Moser. Para la teoría del Estado se puede deducir el significado central de esta representación universal partiendo simplemente de la mención de algunos nombres como Harrington, Locke, Bolingbroke, Montesquieu, Mably, de Lolme, el Federalist, y la Asamblea nacional de 1789 en Francia» [Schmitt 1923; trad. it. 1999, 29].
[123] La referencia de Starobinski es a algunas observaciones que Kant hace en la Crítica del juicio.
[124] A la balance of power en el sistema de los estados europeos dedica Hume [1753] uno de sus ensayos más finos. Sobre la teoría y la práctica de la balance of power internacional desde Guicciardini a la edad contemporánea véase Wight [1966]. La balance of power entendida como un tipo particular de «política» es uno de los diferentes significados posibles de la expresión: véase Morgenthau [1985, trad. it. 1997, 261]. Véase también Cesa [1987].
[125] Para un análisis de la metáfora de la «mano invisible» en Smith que la vincula con las concepciones científicas de su tiempo, véase Fiori [2001].
[126] Sobre las razones por las que el principio británico del equilibrio de los poderes, inspirado a su vez en la idea smithiana de la mano invisible, fue rechazado por los revolucionarios franceses, véase Barberis [1988, 98 ss.]. Sobre el debate francés de principios del siglo XIX en torno a la «constitución» inglesa véase la reconstrucción de Griffo [2002].
[127] Esto contribuye a explicar la actitud generalmente escéptico-crítica de los principales representantes del anarco-capitalismo respecto al sistema de división del poder. Esta actitud ha sido fuertemente influida por la experiencia americana del siglo XX, o sea por el reforzamiento del gobierno federal a costa de los demás poderes como consecuencia del papel internacional que Estados Unidos ha desempeñado. Véase, por ejemplo, Rothbard [1978b].
III. El estado de guerra
6. Guerra, comercio y libertad
[1] Véase Hinsley [1963], Howard [1978], Hoffmann [1987], MacMillan [1998].
[2] La crítica más puntual a la domestic analogy se encuentra todavía en Morgenthau [1974].
[3] En las diversas concepciones del estado de naturaleza de Hobbes y Locke (además de Kant) se inspira Wendt [1999], que identifica tres tipos de anarquía internacional (hobbesiana, lockiana, kantiana) o, como prefiere decir en su lenguaje «constructivista», tres tipos de «cultura de la anarquía».
[4] «Aunque este poder federativo, bien o mal ejercido, sea de gran importancia para el estado, sin embargo es mucho menos adecuado que el ejecutivo para ser dirigido por leyes precedentes, estables y positivas, y por tanto debe dejarse necesariamente a la prudencia y a la sabiduría de aquellos en cuyas manos se encuentra, para que se ejerza para el bien público. En efecto, las leyes que se refieren a los súbditos en sus respectivas relaciones, teniendo que dirigir las acciones, deben precederlas, pero lo que debe hacerse en las relaciones con los extranjeros, al depender mucho de sus acciones, y del variar de las intenciones y de los intereses, es abandonarse en gran parte a la prudencia de aquellos a quienes se confía este poder para que se ejerza de acuerdo con su mayor habilidad, en beneficio de la sociedad política» [Locke 1690b, trad. it. 1982, 339].
[5] Hume comparte con Adam Smith una concepción «realista» del papel de los estados en el sistema internacional. Pero ambos piensan que «este realismo es razonablemente compatible con la existencia de un sistema comercial en expansión y con una perspectiva cosmopolita» [Sally 1998, 56].
[6] Sobre Montesquieu y su concepción del despotismo véase Felice [2000].
[7] Como ya observara Adam Smith [1972-74, trad. it. 1989, 333].
[8] «En la dirección de la política exterior de la sociedad, los gobiernos democráticos me parecen claramente inferiores a los demás (...) La política exterior no exige el uso de casi ninguna de las cualidades que son propias de la democracia y exige en cambio el desarrollo de casi todas aquellas que le faltan» [Tocqueville 1835-40 trad. it. 1968, 272].
[9] Además de representante destacado del liberalismo comercial, Cobden fue también un aguerrido adversario de la política británica de balance of power [véase MacMillan 1998, 103 ss.]. Su orientación inflexiblemente anti-intervencionista en política exterior le convierte, junto a Thomas Jefferson, en uno de los precursores de los actuales libertarians, o anarco-capitalistas estadounidenses (véase el párr. 7).
[10] Siguiendo las huellas de Kant, también Proudhon, en una obra tan extravagante como genial [1861], sostiene que la guerra ha sido, durante milenios, fuente de progreso y de civilización.
[11] Esta tensión interna del pensamiento de Kant, la defensa de la estatalidad unida a la prefiguración del derecho cosmopolita, no tardará en dar pie a las críticas de Hegel: «La concepción kantiana de una paz perpetua gracias a una confederación de estados, la cual allanaría toda controversia, y como un poder reconocido por cada uno de los estados compondría toda discordia, y de este modo hiciera imposible la decisión por medio de la guerra, supone la concordia de los estados, que se apoyaría en fundamentos y consideraciones morales, religiosas o de cualquier otro tipo, en general siempre en voluntades particulares, y gracias a ello permanecería afectada por accidentalidades (...) La controversia de los estados puede, pues, en cuanto las voluntades particulares no encuentran un acuerdo, decidirse sólo por la guerra» [Hegel 1821, trad. it. 1987, 262]. Hegel anticipa las objeciones de los actuales realistas al neokantismo (véase el párr. 4).
[12] Es una tesis que defiende Martin Wight [1966]. Sobre el derecho cosmopolita de Kant véanse las agudas observaciones de Archibugi [1995].
[13] Los actores de referencia del pacifismo jurídico contemporáneo son Kant y Kelsen: véase Bobbio [1979] y Ferrajoli [1997]. Más que a Kant y a la idea de una Unión pacífica, se refieren a Christian Wolff las tesis de Kelsen [1920] sobre la necesidad de alejar la anarquía internacional y de instaurar una civitas maxima. Para una crítica del pacifismo jurídico, en versión kantiana o en versión kelseniana, véase Zolo [1995; 1998].
[14] No es este el único modo de distinguir las teorías realistas. Para una clasificación distinta véase Doyle [1997].
[15] No me parece convincente la tesis de quien, como Hobson [2000, 89 ss.], coloca la «escuela inglesa» (los grocianos) entre los intérpretes liberales, en vez de realistas, de la política internacional. El planteamiento de los grocianos es en efecto no menos estato-céntrico que el de los realistas hobesianos.
[16] Para una comparación bastante aguda entre el pensamiento internacionalista de Aron y de Wight, además del de Schmitt, véase Colombo [1999].
[17] No sólo para Aron sino también para Wight [1979] las condiciones revolucionarias, no moderadas, son tan frecuentes en la historia internacional, como las moderadas. Véase Colombo [1999]. Desde este punto de vista, si fuera cierta la tesis de Huntington [1996] de que el mundo estaría hoy inmerso en un «choque de civilizaciones» (ejemplo extremo de heterogeneidad ideológica que excluye la moderación), esto no representaría, a pesar de las apariencias, una situación realmente excepcional.
[18] Nótese que ni siquiera el establecimiento de una Unión pacífica configura necesariamente la superación de la anarquía. Más bien, según Wendt [1999], implica el paso de un tipo de anarquía internacional (hobbesiana o bien lockeana) a otro tipo (kantiana, precisamente).
[19] Sobre la relación entre nacionalismo y política internacional véase el párr. 7.
[20] La referencia es a la llamada «primera democratización», o sea los procesos de democratización que, a partir del siglo XIX, afectaron al mundo occidental [Morlino 2003].
[21] Sobre Hintze véase Pistone [1973] y Schiera [1974].
[22] Tal ha sido, al menos, la experiencia en el siglo XX. En el siglo XIX, Estados Unidos pudo desarrollarse industrialmente, a pesar de la política proteccionista practicada por los gobiernos americanos, a causa de la excepcional amplitud de su mercado interior: véase Gilpin [2001]. Sobre la relación entre proteccionismo y política internacional en el siglo XX véase Navari [2000]. Para un análisis que muestra la estrecha vinculación entre apertura de los mercados y desarrollo económico a finales del siglo XX, véase Collier y Dollar [2002].
[23] Véase Rosecrance [1986] para una visión puesta al día del liberalismo comercial. Un análisis sofisticado, que muestra la relación entre flujos comerciales y divisiones políticas internacionales, se debe a Gowa [1994].
[24] Véanse los clásicos análisis de Morgenthau [1950], de Lippmann [1955] y de Aron [1965b]. La relación entre democracia liberal, demonización del enemigo y crisis del jus publicum europeum la evoca polémicamente Schmitt [1951]. Véase Lake [1992] para la tesis según la cual las democracias, por lo común, ganan las guerras (la principal excepción en el siglo XX es la guerra de Vietnam) contra los estados autoritarios porque, en general, pueden contar con superiores reservas de aprobación interior. Las «pasiones del pueblo», el genio liberado por la Revolución francesa y por Napoleón Bonaparte, y por tanto la democratización de la guerra, contribuyen a explicar, según Clausewitz, esa tendencia a la «escalada a los extremos» que es característica de la guerra moderna.
[25] Como muestran, ad abundantiam, los análisis cuantitativos sobre las guerras, las democracias participan en las guerras con la misma frecuencia que los regímenes no democráticos: véase Wright [1970], Bouthoul [1951], Small y Singer [1972]. La tesis de que las democracias serían en todo caso más pacíficas que los regímenes autoritarios (pero víctimas de la agresividad de estos últimos) la defienden Rummel [1995] y Ray [1995].
[26] Sobre la relación entre interés nacional, política exterior y democracia véase el profundo análisis de Parsi [1998].
[27] O, al menos, si no democráticas, por lo menos «decentes», según la moralista definición de Rawls [1999]. Naturalmente, las democracias estarán dispuestas a aliarse también con regímenes que Rawls definiría «indecentes» (como sucedió durante la guerra fría), en presencia de serias amenazas internacionales. Sobre las razones de por qué sucede esto véase Walt [1987].
[28] La tesis, opuesta a la de Tocqueville, según la cual las democracias serían más eficientes y más eficaces que los regímenes autoritarios en la gestión de la política exterior, la sostiene Waltz [1967]. Sobre este debate remito a Panebianco [1997].
[29] Sobre las contradicciones de la política exterior de las democracias, en relación al uso de la fuerza militar, véase Mann [1988].
[30] El punto clave es el grado de consolidación estructural, o institucionalización, del régimen democrático. No sólo la regla de la paz democrática no vale para las democracias aún no consolidadas, sino que incluso existen serios indicios de que los regímenes en vías de democratización son fuertemente propensos a la guerra (incluso contra democracias). En tales regímenes, los gobernantes sienten continuamente la tentación de «fabricar enemigos» para suscitar la aprobación interna entorno a las neonatas, y por tanto frágiles y vacilantes, instituciones: véase Mansfield y Snyder [1995] y Snyder [2000].
[31] Para la bibliografía, realmente amplia, sobre este tema remito a Panebianco [1997].
[32] La lista de excepciones, o sea de los casos de guerras entre democracias, está en Russett [1993].
[33] Aun cuando en este caso no se dan las manifestaciones más dramáticas que suelen caracterizar la competición de poder, ni siquiera las democracias, en sus relaciones recíprocas y en sus negociaciones, pueden evitar preocuparse de la distribución de las «ventajas relativas»: véase Grieco [1990].
[34] Véase Spiro [1994], Layne [1994] y Henderson [2002]. Sobre el tema véase también Belligni [2003].
[35] Según Bueno de Mesquita y Lalman [1992], los condicionamientos que el régimen democrático pone a los gobiernos son la causa de que las democracias se transmitan recíprocamente la imagen de estados pacíficos (estados «palomas»), en vez de agresivos (estados «halcones»). Los gobiernos de los regímenes autoritarios, en cambio, careciendo de los condicionamientos internos de la democracia, ofrecen a las democracias una imagen de no fiabilidad que obstaculiza, según los autores, la instauración de un clima de confianza recíproca.
[36] Véase Baroncelli [2003b] sobre la relación entre comercio internacional y democracia en los últimos veinte años del siglo XX.
[37] En efecto, la democracia puede muy bien ser iliberal (ejemplo: la República yugoslava bajo la presidencia de Slobodan Milosevic. En tal caso, el clima de confianza entre democracias, necesario para la afirmación de la paz democrática, no se puede instaurar. Según Owen [1997] sólo cuando, en las democracias, la ideología liberal es dominante y las acciones de las elites de gobierno se inspiran en ella, puede afirmarse la paz liberal (o democrática).
[38] Es naturalmente un punto controvertido. El final del siglo XX registró una fuerte difusión de democracias representativas fuera del mundo occidental. Sobre las causas de esta difusión véase Huntington [1991]. La mayoría de estas nuevas democracias, sin embargo, están muy lejos de los estándares occidentales de tutela de los derechos civiles individuales (véase nota 67).
[39] Hay que observar, por otra parte, que también los regímenes autoritarios pueden, en ciertas circunstancias, «no hacerse la guerra entre ellos». Por ejemplo, América Latina, tierra de bonapartismos y de regímenes pretorianos, ha conocido, después de la descolonización, muy pocas guerras entre estados del área: véase Cohen [1994]. La teoría neokantiana no está equipada par explicar esta circunstancia.
[40] Sobre la alianza atlántica durante la guerra fría, como comunidad de valores, además de (o antes que) alianza militar, véase Risse-Kappen [1995].
[41] Véase Ruggie [1992], Ikenberry [2001; 2002b].
[42] La tesis de que los niveles de interdependencia alcanzados por el mundo occidental son ya tales que libre cambio y comunidad de seguridad podrían sobrevivir incluso en caso de decadencia de la hegemonía estadounidense, la defiende Keohane [1984].
[43] Sobre el «régimen de los derechos humanos» después de la Segunda Guerra Mundial véase Brown [2002, 115 ss.].
[44] Véanse sobre este punto las opuestas interpretaciones de un defensor [Ferrajoli 1997] y de un crítico [Zolo 1998] del «pacifismo jurídico». Para Ferrajoli pacifismo jurídico y doctrina de los derechos humanos pueden emplearse para contrastar las políticas imperialistas de las grandes potencias occidentales. Para Zolo, por el contrario, son necesariamente expresión de la voluntad de potencia de Occidente. Se trata de una división, interna a la izquierda intelectual, que tiene una estrecha afinidad con la tradicional oposición entre idealismo y realismo en la historia de las relaciones internacionales.
[45] Véase Andreatta [2000] sobre la relación entre instituciones internacionales de la seguridad colectiva y distribución internacional del poder.
[46] Un interesante y original análisis clasificatorio de las distintas formas de governance que se han afirmado dentro del sistema internacional contemporáneo lo desarrolla Koenig-Archibugi [2003].
[47] Sobre el papel de Franklin Delano Roosevelt en la construcción de las principales instituciones post-bélicas, desde la ONU a las instituciones derivadas de los acuerdos Bretton Woods, que él concibió como proyecciones internacionales del New Deal, véase Schurmann [1974]. Más en general, sobre la influencia del liberalismo en la política exterior americana, véase Kagan [1999].
[48] Sobre el cambio de actitud de las Administraciones americanas sobre la ONU, a medida que en el interior de la Asamblea general se modifican, desfavorablemente para Estados Unidos, las relaciones de fuerza, véase Hassner y Vaïsse [2003].
[49] Según Ruggie [1982; 2003], en la base del particular sistema de relaciones recíprocas que originaron, después de la Segunda Guerra Mundial, las democracias occidentales había originariamente un compromiso político estipulado entre las principales fuerzas económicas y sociales internas de cada una de aquellas democracias: el llamado embedded liberalism fruto de un intercambio consensual entre apoyo al libre mercado y políticas redistributivas. Las fuertes tensiones internas que experimentaron las democracias occidentales a finales del siglo XX serían efecto de la erosión de ese compromiso provocada, a partir de los primeros años ochenta, sobre todo con la llegada de los gobiernos de Ronald Reagan y Margaret Thatcher, por la prevalencia de medidas económicas neoliberales. Ventajas e inconvenientes del embedded liberalism siguen siendo objeto de animadas controversias entre defensores y adversarios del uso del gasto público para fines de la paz social.
[50] A Mandelbaum [2002] se debe una exposición coherente de la visión liberal aplicada a la política internacional de comienzos del siglo XXI. Según Mandelbaum, la «triada» wilsoniana (paz, democracia y libre mercado) es la ideología dominante y vencedora del sistema internacional contemporáneo. Los conflictos actuales, empezando por el desafío lanzado al mundo occidental por el terrorismo islámico, serán en general interpretados, según el autor, como formas de resistencia al liberalismo triunfante. Las tesis de Mandelbaum tienen una estrecha afinidad con las expuestas hace una década por Fukuyama [1992].
[51] Autores entre sí muy distintos han «anunciado», con acentos entusiastas o con acentos críticos, este giro histórico. Entre muchos otros, me limito a citar a Ohmae [1995; 2000], Beck [1997], De Senarclens [2002], Habermas [1998]. En esta corriente «discontinuista» la obra con mucho más original sigue siendo la de Hardt y Negri [2000].
[52] Véase De Cecco [1999], Quadrio Curzio [2001], Sen [2000].
[53] La cuestión de las inversiones exteriores directas está ligada al papel de las empresas multinacionales. Sobre el carácter «nacional» de todas estas empresas multinacionales véase Hirst y Thompson [1996]. Tomando posición sobre la disputa entre defensores entusiastas y críticos rigurosos del papel de las multinacionales, Gilpin observa sensatamente: «Ambas posiciones extremas contienen exageraciones. Los críticos exageran las fechorías de las multinacionales y su papel en la economía mundial; aunque alguna multinacional sea efectivamente responsable de explotación y de lesiones al medio ambiente, la multinacional como institución es beneficiosa para muchas personas en todo el mundo: por ejemplo, es una importante fuente de capital y de tecnología para el desarrollo económico. Por otra parte, los defensores de las multinacionales exageran su importancia y sobreestiman la internacionalización de los servicios y de la producción» [Gilpin 2001, trad. it. 2003, 301].
[54] Entre las razones de la sobrevaloración de los efectos de la globalización está el hecho de que, por lo general, no se consideran suficientemente las radicales diferencias existentes entre los sistemas económicos nacionales y el hecho de que las empresas afronten de un modo diferente la globalización en función de la diversidad de los contextos institucionales en que se encuentran insertas. Según Hall y Soskice, por ejemplo, las empresas reaccionan de forma diferente a la liberalización de los mercados según que formen parte de economías de mercado «liberales» (sustancialmente, las economías de los países anglosajones) o bien de economías de mercado «coordinadas» (propias de los países europeos occidentales, de Japón, y de otros países asiáticos): véase Hall y Soskice [2001, 54 ss.]. Véase también Campbell [2003].
[55] Inspirándose en Karl Polanyi, Eichengreen observa que el ocaso del gold standard está estrechamente ligado a la politización de las decisiones económicas de los gobiernos europeos debido a los progresos de la democratización: véase Eichengreen [1996, trad. it. 1998, 255 ss.].
[56] Pero la democratización no parece haber quitado a los gobiernos la capacidad de utilizar estrategias diversas para afrontar los problemas conexos con la independencia económica: véase Keohane y Milner [1996], Weiss [1998], Garrett [1998]. Estas estrategias varían en función de las coaliciones que se imponen dentro de los distintos países. Sobre el papel de los gobiernos democráticos ante la globalización véase también Parsi [1998]. La globalización, a pesar de los lugares comunes sobre el tema, parece que no ha afectado seriamente ni siquiera a la capacidad de imposición fiscal de los estados: véase Hood [2003].
[57] También los flujos migratorios se atribuyen por lo general a la «globalización». Sin embargo, esos flujos son inferiores, a principios del siglo XXI, a los de los últimos decenios del siglo XIX. Es cierto, empero, que los flujos migratorios actuales, afectando a las democracias de masa occidentales, ponen en marcha dinámicas políticas distintas de las del siglo XIX. He aludido a la temática del multiculturalismo al tratar de la relación entre pluralismo y libertad (véase el Cap. V).
[58] Las discusiones sobre la «decadencia» del estado y/o de la soberanía no son una novedad. El tema vuelve periódicamente a la atención de los intelectuales europeos. Fue uno de los más manidos ya a finales del siglo XIX y también lo fue en la primera mitad del siglo XX. Véase Sadun Bordoni [2002], Marramao [2000], Bolaffi [2002]. Sobre la frecuente mitificación de los efectos de la «paz de Westfalia» y las distorsiones que esto comporta en la interpretación del llamado «sistema westfaliano» (y su verdadera o presunta crisis) véase Osiander [2001]. Pero véase también el parecer distinto de Mannoni [2002]. Sobre la relación entre el sistema westfaliano y la evolución del estado moderno europeo, pueden verse observaciones muy útiles para valorar también los cambios más recientes en Schiera [2004]. Para un agudo análisis que convierte la «soberanía» (entendida jurídicamente) en un atributo propio sólo de una fase de la historia del estado europeo, de suerte que la primera (la soberanía) no implicaría también la decadencia del segundo (el estado) véase Fioravanti [2002].
[59] Para un excelente análisis sobre el papel que desempeña la seguridad en las estrategias de los estados a principios del siglo XXI y para una refutación de las tesis de los «globalistas» sobre este tema véase Paul [2003].
[60] «El espectacular crecimiento de los flujos globales que ha tenido lugar desde finales de la segunda guerra mundial dependió, de un modo profundo y crucial, del poder, de la estructura institucional y de la política de los principales países industrializados de Occidente; y especialmente de Estados Unidos, el estado más poderoso del sistema internacional. La apertura internacional fue, en general, coherente con los intereses de los líderes políticos americanos, intereses que comprendían tanto objetivos colectivos como la preservación de la seguridad nacional, así como particulares incentivos electorales. Los actores no estatales que promovieron la globalización existieron a causa de las estructuras institucionales que caracterizan a los estados democráticos capitalistas avanzados» [Krasner 2003, 214].
[61] Aún hay que valorar los efectos sobre la última oleada de globalización de la guerra al terrorismo islámico (y a los estados que lo apoyan) suscitada por el atentado a las Twin Towers y al Pentágono el 11 de septiembre de 2001. La tesis que consideramos más plausible es que esta guerra comparte, a medio plazo, si no el fin, al menos un parón en la globalización: la nueva política de seguridad que exige la guerra contra el terrorismo entra en conflicto con las exigencias de libre circulación de bienes, capitales y personas propias de la globalización: véase Panebianco [2001]. Sobre el impacto del riesgo terrorista sobre la economía internacional y sobre las más generales razones económicas del fin del ciclo más reciente de «globalización de mercado» véase Deaglio [2004]. Sobre los efectos del 11 de septiembre sobre la política internacional véase Parsi [2003b].
[62] Esto podría suceder si la intensificación actual de la cooperación regional pilotada por las principales organizaciones económicas, Unión Europea, NAFTA, APEC, fuera acompañada por el estancamiento, o incluso por el declive, de los procesos de liberalización de los mercados, y si a una creciente incompatibilidad de intereses económicos se añadieran graves disputas políticas entre Estados Unidos, Europa y las principales potencias asiáticas.
[63] En una interpretación algo más optimista que la de Allen: «El cuadro general del planeta (...) es (...) incierto y titubeante, proclive a una serie de agregaciones regionales según las líneas de una cultura común, más que a una auténtica globalización que se identifica con un mercado mundial único, una moneda única, reglas comunes de naturaleza legal, financiera o contable. No se tratará, sin embargo, de regiones cerradas, según los viejos modelos autárquicos, sino de áreas en viva comunicación recíproca, según canales bien frecuentados y preestablecidos. Una “globalización archipiélago” en la que las distintas regiones, como las distintas islas, están unidas por servicios de navegación» [Deaglio 2002, 45].
[64] No parece convincente la tesis de que las guerras actuales serían todas ellas posmodernas [véase Kaldor 1999], en el sentido de pasar de las guerras clásicas, interestatales, a las «nuevas guerras» en las que intervienen sobre todo actores no estatales. En realidad, la guerra interestatal ha coexistido siempre con otras formas de conflicto armado (por ejemplo, las guerras civiles) y todo hace pensar que así será también en el futuro. Por un lado, las guerras toman una u otra forma según el «grado de estatalidad» propio de los diversos territorios y de la naturaleza de los participantes en el conflicto. Muchas guerras, simplemente, involucran hoy a territorios de bajo nivel de estatalidad (África subsahariana, Cáucaso, etc.). Por otro lado, hay que recordar que la guerra es, desde siempre, un fenómeno camaleónico en continua transformación por efecto de los cambios de la tecnología militar, de los sistemas de comunicación, etc. También los conflictos llamados «asimétricos» (en los que grupos terroristas luchan contra el estado), si bien se mira, implican siempre la presencia de organizaciones estatales en función de apoyo, financiero y logístico, al terrorismo. Sobre todo, la guerra clásica, entre estados, sigue siendo posible a causa de una conexión con los «ciclos de poder», con la ascensión y descenso de las grandes potencias. Véase Paul [2003] y Jean [2003]. Sobre las transformaciones más recientes de la guerra, véanse los distintos análisis de Mini [2003] y Jean [2004].
[65] Aunque el sistema de estados no ha desaparecido, es cierto, sin embargo, que a partir del siglo XX, según una interpretación plausible, un cambio sí se ha producido: en la cima del sistema internacional, en el club de las grandes potencias, hoy sólo pueden entrar estados, o agregaciones de estados, de «talla» muy superior (por población y riqueza) respecto a aquellas potencias europeas que dominaron el sistema internacional hasta finales del siglo XIX. Este resultado es fruto de desarrollos económicos y tecnológicos, junto a la ampliación del campo político-diplomático a todo el globo. Pero no es una novedad de estos años. Ya Otto Hintze [1962] hablaba de «imperialismo federalista» para indicar los caracteres de la competición mundial entre estos nuevos gigantes estatales. Desaparecida la Unión Soviética, sólo los Estados Unidos mantienen hoy estas características. Pero en el futuro otras potencias (¿China? ¿Rusia? ¿India? ¿Unión Europea?) podrían desarrollar el potencial necesario para dar la escalada a la cima de la jerarquía internacional. Nótese por lo demás que tampoco esta tesis ha dejado de ser criticada. Según Rosa [2000], por ejemplo, las tendencias político-económicas de la última parte del siglo XX van más bien en la dirección de la decadencia del «gigantismo» tanto en las empresas como en los estados.
[*] En 2003, cuando escribí estas páginas, tenía más confianza que hoy en que el anunciado desplazamiento del poder mundial de la comunidad euro-atlántica a Asia precisaría, para realizarse, aún varios decenios. La crisis económico-financiera que empezó en 2007, provocada por el estallido de la burbuja inmobiliaria en Estados Unidos, podría haber acelerado el proceso. Pero creo que sigue siendo válida la tesis de fondo: un eventual fin de la comunidad euro-atlántica infligiría un duro golpe a la causa de la libertad, tanto en los países que forman parte de esa comunidad como, sobre todo, en el resto del mundo.
[66] Es útil aquí la distinción de Aron [1962] entre paz de hegemonía y paz imperial. Estados Unidos puede imponer, a lo sumo, una paz de hegemonía en un sistema internacional que sigue siendo anárquico, pero no puede imponer una paz imperial, destruyendo el sistema de estados y transformándolo en un imperio.
[67] La explicación geo-política de la imposibilidad para Estados Unidos de construir un imperio [Mearsheimer 2001, trad. it. 2003, 350 ss.] hace referencia al «poder de freno del agua» y a la superioridad de los ejércitos terrestres sobre los navales. Estados Unidos puede ejercer fácilmente la hegemonía sobre el hemisferio occidental pero no puede instaurar un dominio colonial más allá de los océanos. Respecto a Europa y a Asia, sólo puede desempeñar, según Mearsheimer, un papel de balancer. La explicación cultural hace referencia a las características permanentes de la tradición americana, a las orientaciones de política exterior enraizadas en la cultura política de Estados Unidos [Russell Mead 2001]. La explicación política, finalmente, se refiere a la no disponibilidad de los contribuyentes americanos a sostener los exorbitantes costes de un imperio [Kupchan 2002]. Poco convincente y sobre todo evanescente desde el punto de vista teórico es la idea de Ignatieff [2003] de que el imperio de Estados Unidos sería un imperio light, carente de colonias y de la consciencia de ser un imperio. Una óptima discusión sobre el concepto de imperio y sobre las diferentes variantes históricas de los sistemas imperiales la encontramos en Doyle [1986].
[68] Excelentes análisis sobre este punto en Ikenberry [2002a].
[69] Pero véanse también las originales hipótesis de investigación de Bartolini [2002] sobre el proceso de integración visto en la perspectiva de la desconexión entre confines territoriales y confines funcionales de los estados nacionales europeos.
[70] Una visión liberal del federalismo posible en Europa, inspirada en la teoría del federalismo competitivo, la desarrollan Petroni y Caporale [2000].
[71] Sobre las razones que explican la dificultad de desarrollar una identidad europea, entendida como precondición de una unificación política, véase el convincente análisis de Smith [1995, trad. it. 2000, 127-154]. Véase también Nevola [2002].
[72] La originalidad de la Unión Europea, pues, consiste en que combina las características jurídicas de un «ordenamiento público compuesto» [Della Cananea 2003], en esto semejante a ciertos ordenamientos imperiales pre-estatales, con la permanente vitalidad de estados, ciertamente transformados por su pertenencia a la Unión, pero no hasta el punto de haberse despojado del control en última instancia sobre los recursos coercitivos, sobre los instrumentos de la violencia.
[73] Uno de los más inteligentes análisis disponibles sobre la condición de estancamiento político-institucional en que se encuentra la Unión Europea y sobre sus causas (que el autor relaciona sobre todo con el choque entre las diversas tradiciones institucionales de los principales países europeos) se debe a Siedentop [2000]. Discutiendo de Europa y de la contextualidad de impulsos localistas y globales (la llamada «glocalización») Ralf Dahrendorf observa: «A pesar de Europa y de la doble tendencia de la glocalización, el Estado nacional y la democracia parlamentaria de marca clásica siguen siendo la espina dorsal de la constitución de la libertad. A menudo se habla con demasiada ligereza de fin del Estado nacional. En realidad, las políticas decisivas para las chances de vida de los individuos son hoy como ayer políticas de Estados nacionales» [Dahrendorf 2003, trad. it. 2003, 113].
[74] Véase Parsi [2003a] para un óptimo análisis de estos aspectos.
[75] Véase Hall [1988] sobre los lazos entre pluralismo de los estados y desarrollo de los mercados.
[76] Desde Weber a Hintze, a Dehio, hasta los autores contemporáneos —Tilly [1975], Giddens [1985], Reinhard [1999]— este es un tema recurrente de la sociología política y de la historiografía.
[77] Sobre la contraposición entre «libertad» europea y despotismo asiático en la historia del pensamiento político occidental véase Felice [2001].
[78] Sobre las razones de que —a pesar de la aparición del Big Goverment y de un gran complejo militar-industrial— fuera en todo caso desmentida la profecía de Harold Lasswell según la cual las tensiones internacionales prolongadas habrían llevado fatalmente a la trasformación de los Estados Unidos en un garrison state, véase Friedberg [2000]. Según Friedberg, una cultura política tradicionalmente antiestatalista y las fuertes limitaciones impuestas a las decisiones del gobierno por parte de un sistema institucional basado en la división del poder impidieron, durante la guerra fría, la adopción de estrategias de confrontación con la Unión Soviética capaces de alterar la relación estado-sociedad en sentido estatalista y militarista.
[79] Las tensiones internacionales de la primera mitad del siglo XX y las dos guerras mundiales fueron responsables de la aprobación, en Estados Unidos, en Gran Bretaña y en otros estados liberales, de leyes que limitaban las normales garantías constitucionales en caso de amenaza a la seguridad nacional: véase, para una reconstrucción sintética, Panebianco [1997]. Después de la segunda guerra mundial, la guerra fría retrasó por mucho tiempo su desmantelamiento. Después del 11 de septiembre de 2001, las exigencias de la lucha contra el terrorismo han llevado a nuevas vueltas de tuerca, a nuevas limitaciones de las libertades individuales: empezando por el Patriot Act, un conjunto de disposiciones legales limitativas de las tradicionales garantías, adoptado por la Administración Bush en orden a equiparse para la lucha sin cuartel contra el terrorismo islámico. Añádase el hecho, más general, y relativo a los desarrollos más recientes, de que el progreso técnico, y concretamente las nuevas tecnologías de la comunicación y de la información, favorecen, posiblemente, un crecimiento general del poder de control de los gobiernos sobre los ciudadanos, y, al menos, una posible, fortísima erosión de las condiciones de subsistencia de la privacy. Las amenazas terroristas, y en particular el riesgo que representa el posible uso de los medios de destrucción masiva por parte de grupos terroristas contra objetivos civiles de las sociedades occidentales, hacen prácticamente inevitable el uso masivo de las nuevas tecnologías para los fines de vigilancia, control y prevención. Los efectos, naturalmente, podrían resultar, a la larga, muy limitativos de la libertad personal. Véase Lyon [2001].
[80] Aun cuando algunos partidarios de la democracia cosmopolita negarían tener en mente un estado mundial (aunque democrático), esto se deduce de sus propias premisas teóricas, de que, según esta corriente, la globalización ha vaciado de poder de decisión a los estados nacionales y, por tanto, también a las democracias representativas que en esos estados se encarnan [véase Held 2003]. La democracia cosmopolita sería un medio para reconstruir a un nivel más amplio, en la sociedad global, la perdida «soberanía popular». Sobre la democracia internacional o cosmopolita véase Bonanate [2001].
[81] Que el núcleo de la Unión pacífica está todavía constituido por los estados occidentales (aunque ya está englobando a las democracias latinoamericanas y a las recientes democracias europeo-orientales), no obstante la fuerte difusión, en áreas extraoccidentales, de regímenes democráticos, en los últimos años del siglo XX, hay que atribuirla al hecho de que muchas de las nuevas democracias, por ejemplo asiáticas, son democracias iliberales: a la representación político-electoral no acompaña, en la mayoría de los casos, la limitación del poder del gobierno y una suficiente tutela de los derechos de libertad individuales: véase Zakaria [2003]. Para un balance de los problemas de la democratización véase Morlino [2003].
[82] Véase Lottieri [2001] y Vernaglione [2003].
[83] Los anarco-capitalistas no comparten el optimismo neokantiano sobre las propensiones pacíficas de las democracias. Al contrario, muchos de ellos opinan que la democracia es particularmente propicia al imperialismo y a la agresión externa a causa de la necesidad que los gobiernos democráticos tienen de procurarse los recursos necesarios para la distribución de las rentas políticas para fines de consenso electoral. Véanse Radnitzky [2002] y Hoppe [2002, 33 ss.].
[84] El pensamiento y la acción de Thomas Jefferson son el punto de referencia obligado de los anarco-capitalistas cuando tratan cuestiones inherentes a la política exterior e internacional. Véase Bassani [1995].
[85] Es interesante y curioso el hecho de que la interpretación de la guerra fría propuesta por Rothbard [1978b] acabe registrando muchos puntos de afinidad con la de la historiografía de inspiración marxista. Parece que para Rothbard fue esencialmente la agresividad externa de Estados Unidos, consecuencia del abandono del aislacionismo (única política exterior aceptable para los libertarians), la principal causa de la guerra fría.
[86] Parece que existe una contradicción entre la voluntad de los anarco-capitalistas de extender el mercado libre, lo cual inevitablemente reforzaría la interdependencia económica internacional, y la propuesta de una política exterior estrictamente defensiva, aparentemente más adecuada a condiciones de aislamiento político y de autarquía económica semejantes a las de Córcega según el proyecto de Jean-Jacques Rousseau. Tal vez no sea casual que el principal, si no el único, ejemplo «histórico» de anarquía ordenada que los anarco-capitalistas citan en apoyo de la realizabilidad de su propia utopía sea el de la sociedad irlandesa en el milenio precedente a la conquista inglesa: una sociedad sin estado en la que la justicia era administrada por tribunales privados independientes, entre sí en competencia. Pero la antigua Irlanda era cabalmente una sociedad aislada del contexto externo.
[87] Encontramos también en este caso la dificultad e incomodidad del pensamiento liberal cuando se ocupa del fenómeno del nacionalismo. Con harta frecuencia el nacionalismo ha sido condenado por los liberales por ser una ideología comunitaria que puede comprimir la libertad individual. Tal es, por ejemplo, el caso de Hayek. Otras veces se ha afirmado, en cambio, la plena compatibilidad entre nacionalismo y liberalismo: véase Tamir [1993]. Esta es también la tesis de Conway [2002] según el cual la experiencia histórica demuestra que el vivaz nacionalismo presente en las sociedades británica y estadounidense no ha comprometido en absoluto sus tradiciones liberales. Pero Conway, más que al nacionalismo, parece que aquí se refiere al patriotismo, esa forma de solidaridad dictada por la simpatía hacia los propios coterráneos y a ese apego a las tradiciones e instituciones del propio país, que el pensamiento liberal, ya desde Hume y Smith, nunca ha considerado incompatible con la defensa de la libertad individual. Si el nacionalismo se entiende como ideología comunitaria, su compatibilidad con el liberalismo parece cuando menos problemática, como bien argumenta Vitale [2000]. Distinguiendo distintas formas de nacionalismo, una de las cuales compatible con la democracia liberal, Miller [1995] admite como siempre posible el conflicto entre la dimensión comunitaria del nacionalismo y la dimensión individualista del liberalismo. En términos de Dahrendorf [1992], las «ligaduras», los lazos comunitarios de los que las personas obtienen protección e identidad, son necesarias para la libertad (la alternativa es la anomia que es, a su vez, antecámara de la tiranía), pero no todo tipo de ligadura es compatible con la libertad. Lo que vale para el nacionalismo vale también para la idea de nación. El único modo de hacer compatible la nación con la libertad individual consiste en pensarla a la manera de Ernest Renan: asumir las identidades nacionales como fruto de opciones libres individuales. Es la idea de las «naciones por consenso»: véase Renan y Rothbard [1996] y Vernaglione [2003, 266 ss.]. Sobre la difícil relación entre nacionalismo, divisiones étnico-nacionales y democracia liberal en Europa véase el estudio comparado de Grilli di Cortona [2003].
[88] Inspirada en el ejemplo de la liga hanseática y de otras organizaciones pactistas («federales») de las ciudades comerciales medievales, la hipótesis de Miglio es la de una Europa organizada como flexible «red de megalópolis». Véase también Miglio [2002].
[89] Es objeto de controversia el papel de los regímenes internacionales que caracterizan a la anarquía madura. Para el llamado «liberalismo institucional» —cuyo principal representante es Robert Keohane [1989; 2003]— esos regímenes contribuyen a pacificar las relaciones internacionales, incentivando la cooperación entre los estados. En cambio, para un representante del liberalismo «clásico» como Sally [1998, 195 ss.], los regímenes internacionales indican sobre todo el excesivo papel que desempeñan los gobiernos en la gestión de la economía internacional: en esta perspectiva, la proliferación de regímenes internacionales sería consecuencia de la prevalencia de economías mixtas, en vez de liberales, en los países implicados. La economía mixta se rige sobre un fuerte intervencionismo estatal y está asociada a la presencia de un gran número de grupos de interés. Los regímenes internacionales serían, por lo general, el «reflejo» internacional (o más precisamente, intergubernamental) de una excesiva (e insana desde el punto de vista liberal) mezcla de política y economía que se afirmó, después de la segunda guerra mundial, dentro de (y entre) los principales estados democráticos occidentales. Esta disposición, según Sally, haría muy frágil el sistema de libre cambio, excesivamente expuesto al chantaje de los gobiernos y de los grupos de interés nacionales que presionan sobre esos gobiernos, continuamente amenazado por los impulsos proteccionistas que tienen su origen dentro de los sistemas políticos nacionales.
[90] Como documenta la monumental obra de Finer [1999] sobre la historia de los gobiernos desde la antigüedad a nuestros días.
Conclusiones
[1] Distinto es el caso de las economías de mercado que surgieron de las decisiones de autócratas que deliberadamente eligieron abandonar las economías de mandato preexistentes. El origen político, en vez de espontáneo, del mercado ha caracterizado a algunas sociedades asiáticas todavía gobernadas por regímenes autoritarios.
[2] Véanse sobre todo las investigaciones empíricas de Adam Przeworski, en particular Przeworski et al. [2000]. Para interesantes reflexiones sobre el tema véase Zakaria [2003].
[3] Sobre la democracia como contraposición entre tax-payers y tax-consumers véase Calhoun [1851-56]. Por lo demás, hay que considerar que la cuestión de la democracia, en la experiencia occidental, se ha vuelto muy compleja debido a que los regímenes democráticos existentes son por lo general híbridos, construidos juntando materiales distintos y heterogéneos. Por ejemplo, sobre la contradictoria coexistencia de concepciones «pluralistas» y de concepciones «jacobinas» en las democracias contemporáneas véase Eisenstadt [1999].
[4] Como observa Zakaria, oponiendo liberalismo y democracia: «Las libertades civiles, económicas y religiosas, son el verdadero fundamento de la autonomía y de la dignidad humana» [Zakaria 2003, trad. it. 2003, 201].
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